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Presentación

este libro es fruto de un proyecto de colaboración entre la universidad 

de Chile y unicef. el objetivo de esta iniciativa es contribuir desde el mun-

do académico al proceso de discusión sobre nudos críticos de la educación 

chilena y al diseño de opciones de política educativa, enriqueciendo así el 

debate en torno a las propuestas de cambio que realizara el Consejo asesor 

Presidencial para la Calidad de la educación y los proyectos gubernamen-

tales surgidos de este proceso. su contexto mayor, entonces, es el espacio 

de diálogo nacional sobre educación abierto tras la movilización de los es-

tudiantes secundarios a inicios de 2006.

Desde hace algunos años diversos expertos, tomadores de decisiones 

y actores del campo educacional han venido planteando su inquietud por-

que, a pesar de los esfuerzos nacionales, los resultados de aprendizaje de 

los estudiantes no mejoran. la opinión pública, tradicionalmente menos 

crítica con la educación, ha visto cómo sistemáticamente los medios de 

comunicación reprueban severamente al sistema escolar, especialmente el 

público. Por su parte, algunos organismos internacionales, como la oeCD, 

la unesco y la propia unicef, habían levantado una voz de alerta señalando 

diversos aspectos insatisfactorios de la educación chilena, especialmente 

al contrastarla con una concepción moderna del derecho a la educación y 

compararla con los países más avanzados. sin embargo, no fue sino hasta 

que los estudiantes secundarios transformaron este malestar en protesta 

social y demanda por un cambio profundo al sistema escolar, que el campo 

político reaccionó asumiendo la necesidad de generar un punto de inflexión 

respecto de lo que se venía haciendo para mejorar la calidad y la equidad 

de la educación escolar.

Ciertamente, la protesta de los estudiantes tuvo los componentes ideo-

lógicos y reivindicativos que han caracterizado a este tipo de movilizaciones 

en Chile, pero también algo más: los estudiantes secundarios lograron, en 
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torno a la noción del derecho a una educación de calidad, articular una 

demanda por igualdad de oportunidades, e identificaron en los pilares de 

la institucionalidad educacional el nudo a desatar para hacer viable dicha 

aspiración. no se trató solamente de usuarios reclamando por la calidad de 

un servicio, sino de ciudadanos exigiendo un derecho. la adhesión y simpa-

tías tan amplias que los estudiantes generaron, demuestra hasta qué punto 

la demanda por equidad en la educación palpita en la sociedad chilena. es 

sobre esto que, en último término, trata el libro que presentamos.

el proceso de elaboración comenzó con la identificación de tres ámbi-

tos problemáticos considerados imprescindibles para el mejoramiento de la 

educación chilena: las políticas dirigidas a la profesión docente, las modi-

ficaciones a la institucionalidad que gestiona los establecimientos públicos 

y privados que reciben subsidios estatales, y los cambios al sistema de fi-

nanciamiento de la educación subvencionada. Posteriormente convocamos 

a un conjunto diverso de académicos a analizar las propuestas existentes 

en cada una de las áreas mencionadas quienes presentaron sus propias 

recomendaciones. nos interesó, sobremanera, que el conjunto de invitados 

diera cuenta de un amplio espectro; por ello se consideró a académicos ex-

tranjeros y nacionales, de santiago y de regiones, de universidades y centros 

académicos independientes, columnistas conocidos y académicos de menor 

figuración pública; el requisito para todos: trayectoria reconocida y produc-

ción significativa en el campo. queremos agradecer y reconocer la buena 

acogida que tuvimos en cada uno de ellos, los autores de este libro.

Versiones preliminares de los capítulos contenidos en este libro fue-

ron presentadas en una serie de seminarios organizados entre noviembre 

de 2006 y mayo de 2007 por el Programa de investigación en educación 

de la universidad de Chile. en dichos seminarios, además de los autores, 

participaron como comentaristas iván núñez, asesor del ministerio de edu-

cación; ignacio irarrázaval, académico de la Pontificia universidad Católica 

de Chile; Claudio orrego, alcalde de Peñalolén; rodrigo Bosch, presidente 

de la Corporación nacional de Colegios Particulares; Juan Pablo Valenzuela 

y Carmen sotomayor, académicos de la universidad de Chile. a todos ellos 

y a los demás asistentes a estos seminarios agradecemos su crítica honesta 

y generosa que permitió mejorar la calidad de los trabajos que aquí publi-

camos.

este libro no contiene una propuesta única y concertada de un grupo 

homogéneo de autores transformados en actores, sino un abanico plural y 

diverso de ideas, cuyo único sustrato común es su vocación de servicio pú-

blico y su aspiración a contribuir con antecedentes, razones y fundamentos 

Presentación
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para mejorar el diseño de políticas educacionales en Chile y —por esa vía— 

expandir las oportunidades de aprendizaje de los niños y jóvenes de cuya 

educación depende no solo su futuro, sino el de toda nuestra sociedad.

 Rafael Correa Egidio Crotti

 Director del Programa de investigación representante 
  en educación de la universidad de Chile de unicef en Chile

Rafael Correa, Egidio Crotti
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Debate sobre la educación chilena y 
propuestas de cambio

Cristián Bellei

Daniel Contreras

Juan Pablo Valenzuela 

este capítulo tiene dos propósitos: primero, situar las reflexiones y pro-

puestas contenidas en este libro en el contexto mayor del debate sobre polí-

ticas educacionales que se viene desarrollando en Chile en los últimos años 

y, segundo, analizar críticamente las contribuciones que realizan los demás 

autores de esta publicación. Ciertamente, en el proceso de cumplir con estos 

dos propósitos, introduciremos al análisis algunas de nuestras propias ideas 

acerca de lo que hemos identificado como la agenda pendiente en educación: 

los profesores, los administradores y los recursos. es decir, no se trata ni de 

una síntesis de los capítulos siguientes, ni de un texto completamente indepen-

diente de aquellos, sino de una intervención más en este proceso de diálogo 

nacional sobre educación del cual este libro es parte.

Contexto: nudos CrítiCos del debate 
sobre polítiCas eduCaCionales en Chile

Como un modo de acoger la protesta de los estudiantes secundarios de 

inicios de 2006, la Presidenta Bachelet convocó a una amplio Consejo asesor 

por la Calidad de la educación, el cual, a fines del mismo año, recomendó 

impulsar profundos cambios en el marco regulatorio de la educación, la institu-

cionalidad de supervisión y fiscalización del sistema escolar, las políticas hacia 

la profesión docente, la organización del sistema de administración de los es-

tablecimientos públicos, y el sistema de financiamiento de la educación, entre 

otros aspectos (Consejo asesor, 2006). Por cierto, lo ambicioso de la agenda 

del Consejo asesor no se entiende solo como un efecto del espíritu reformista 
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impuesto por el movimiento estudiantil, sino como una expresión de la amplia 

insatisfacción con la calidad y la equidad de la educación nacional. Visto en 

perspectiva, el informe del Consejo asesor es una cuenta histórica tanto de la 

reforma impuesta por el gobierno militar a inicios de los años ochenta como 

de la reforma educacional impulsada por los gobiernos democráticos desde 

mediados de los noventa.

Pronunciada la sociedad civil, el año siguiente sería el turno del gobier-

no y los partidos políticos. a inicios de 2007, al anunciar el proyecto de ley 

general de educación,1 la Presidenta Bachelet habló de construir la “nueva 

arquitectura de la educación chilena”. Posteriormente, el 21 de mayo en su 

Cuenta Pública ante el Congreso Pleno, la Presidenta invitó al país a realizar 

“un gran esfuerzo nacional para garantizar la calidad educacional”, desafío que 

definió como “el compromiso central” de su gobierno. en dicho mensaje ante 

el Parlamento, la Presidenta profundizó la metáfora arquitectónica señalando 

que esta transformación tiene tres pilares: un nuevo marco regulatorio (el cual 

reemplaza a la ley orgánica Constitucional de enseñanza, loCe), una nueva 

superintendencia de educación y un aumento de recursos públicos. la oposi-

ción de derecha criticó fuertemente las iniciativas legislativas que la Presidenta 

consideraba parte de esta construcción,2 anunció su rechazo en el Parlamento 

y elaboró una propuesta alternativa. Con el propósito de hacer viables estas 

transformaciones y luego de un complejo proceso de negociaciones, el gobier-

no, la alianza por Chile y la Concertación, firmaron el martes 13 de noviembre 

un acuerdo por la Calidad de la educación, que en lo esencial deroga la loCe, 

crea un sistema de aseguramiento de la calidad —que implica una reforma del 

ministerio de educación y del Consejo superior de educación, y la creación 

de la superintendencia y una agencia de la Calidad—, reforma la estructura 

y extensión de los ciclos escolares, e institucionaliza una reforma educacional 

basada en estándares.

Como se puede apreciar, el proceso de diseño y negociación de la nueva 

arquitectura ha avanzado decididamente sobre aspectos vinculados especial-

mente con la regulación e institucionalidad de la alta dirección del sistema 

escolar, reconociendo lo que hasta hace poco era motivo de controversia: que 

el diseño institucional del sistema escolar chileno es inadecuado para garantizar 

niveles crecientes de calidad y equidad educativas, y que la autoridad pública 

1 Para un análisis de este proyecto de ley, ver Bellei, C. y J. P. Valenzuela (2007) “¿qué le falta 
a la nueva loCe?”, Mensaje, vol. 56, núm. 559, pp. 35-39; Crotti, e. y D. Contreras (2007) Qué 
educación, para qué sociedad. El Proyecto de Ley General de Educación, unicef; y los artículos 
contenidos en Brunner, J. J. y C. Peña (coords.) (2007). La reforma al sistema escolar: aportes 
para el debate, universidad Diego Portales.

2 a las mencionadas (ley general de educación y creación de la superintendencia de educa-
ción), se debe agregar la ley de subvención escolar Preferencial, enviada al Parlamento a fines 
del gobierno de ricardo lagos, que se analiza más adelante en este capítulo.
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carece de instrumentos efectivos para promover y “exigir” un mejor servicio 

educativo para los alumnos.3

sin embargo, para sostener un edificio los pilares necesitan cimentarse 

en una base sólida. en educación, esa base son las capacidades docentes para 

enseñar, las capacidades de los equipos directivos y los administradores para 

gestionar las escuelas y liceos, y los recursos puestos a su disposición. sin 

una preocupación explícita por desarrollar dichas capacidades y asegurar una 

distribución más equitativa de los recursos, la nueva reforma educacional verá 

amenazado su impacto en el aprendizaje de los alumnos.

en efecto, la evidencia disponible en países que han intentado este tipo de 

reformas indica que poner metas y plazos exigentes a las escuelas y sus profe-

sores, y luego sancionar —o amenazar con sancionar— severamente a quienes 

no las cumplen, no solo no garantiza el mejoramiento buscado, sino que puede 

tener efectos contraproducentes, como por ejemplo, aumentar la discrimina-

ción hacia los estudiantes más necesitados, o empeorar el ya deteriorado clima 

de convivencia en muchas escuelas. esos mismos estudios señalan que el fac-

tor clave para que estas reformas tengan alguna viabilidad es precisamente el 

mejoramiento de las capacidades de docentes y administradores educacionales; 

sin embargo, estas capacidades no se generan por la sola presión o amenaza, 

ni tampoco porque haya más presupuesto.4 Por último, existe un debate muy 

fuerte acerca de la justicia de aplicar sanciones y distribuir recompensas en con-

textos de marcada desigualdad de condiciones y recursos, entendiendo estos 

últimos en un sentido amplio.

el Consejo asesor Presidencial había recomendado modificaciones sus-

tanciales en estos tres ámbitos. Por una parte, propuso crear una carrera pro-

fesional docente que promueva el desarrollo de los profesores, valore sus ca-

pacidades y el buen desempeño; haga de la desidia y el estancamiento un 

riesgo y del trabajo bien hecho, una seguridad; una carrera docente donde 

la medida de todas las cosas sea crear mejores oportunidades de aprendizaje 

para los alumnos a quienes se educa. esto implica un gran cambio de las re-

glas que rigen la gestión de los recursos humanos docentes. Pero también de 

3 sobre limitaciones estructurales del sistema escolar chileno ver Bellei, C. e i. mena (1998) “el 
desafío de la calidad y la equidad en educación”, en Chile en los noventa, C. tolosa y e. lahera 
(eds.), Dolmen / Presidencia de la república, pp. 353-404; oeCD (2004) Revisión de políticas 
nacionales de educación: Chile, oeCD; Banco mundial (2007) El diseño de un sistema efectivo 
de aseguramiento de la calidad de la educación en Chile, Banco mundial.

4 Ver por ejemplo, goertz, m. (2005) “implementing the no Child left Behind act: Challenges 
for the states”. Peabody Journal of Education, 80(2), 73-89; evers y h. Walberg (eds.) (2002). 
hanushek, e. y m. raymond (2002) “sorting out accountability systems”, en School Account-
ability, W. evers y h. Walberg (ed.), hoover institution Press, pp. 75-104; y elmore, r. (2004) 
School Reform from the inside out, harvard education Press (especialmente “When accountabil-
ity knocks, will anyone answer?” y “Doing the right thing, knowing the right thing to do”).
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las condiciones organizacionales en que trabajan los profesores, así como de 

los estándares de calidad con que son formados en las universidades. Por otra 

parte, hacer que la administración de las escuelas públicas esté en manos de 

agencias especializadas en la gestión educativa, más profesionales, con mayo-

res atribuciones y responsabilidades que en la actualidad, donde las alternativas 

institucionales propuestas no descartaban a los propios municipios actuando en 

forma individual o asociada. Ciertamente, algunas municipalidades han hecho 

grandes esfuerzos por entregar una buena educación, pero otras no se han 

destacado en este empeño. tal vez sus alcaldes no la han visto como un área 

estratégica para su gestión, o quizás el municipio ha tenido otras urgencias que 

ha debido priorizar. sin embargo, los alumnos que asisten a establecimientos 

públicos merecen que el mejoramiento de sus escuelas y liceos sea siempre 

la primera prioridad de quienes los tienen a su cargo. finalmente, el Consejo 

asesor recomendó modificaciones importantes al sistema de financiamiento de 

la educación, que en su conjunto apuntan a hacerlo más equitativo, garantizar 

condiciones de ecuanimidad entre los sectores privado y público, y facilitar una 

gestión escolar orientada hacia la calidad y no solo el acceso a la educación.

es sobre estas tres dimensiones del sistema escolar —profesores, adminis-

tradores y recursos— que este libro profundiza: ¿cuáles son los nudos críticos 

que se debe resolver en cada una de ellas?, ¿qué propuestas —relevantes y 

viables— existen para resolverlos? ellas tienen en común constituir las bases en 

que se cimenta el funcionamiento del sistema escolar. también comparten no 

haber sido abordadas hasta el momento ni en las propuestas legislativas ni en 

el acuerdo político antes referido. 

Previo a entrar en dichas discusiones, creemos conveniente definir mejor 

el ámbito problemático sobre el que tratan los análisis aquí presentados; en 

efecto, cada uno de estos aspectos posee la suficiente complejidad y amplitud 

como para no poder ser abordados completamente en estas páginas.

 respecto de los profesores, el foco está puesto en cómo mejorar las po-

líticas de desarrollo profesional docente a fin de atraer, perfeccionar y retener 

profesores efectivos en su labor de enseñanza. esto implica al menos dos de-

safíos. en primer lugar, cómo vincular mejor las oportunidades de desarrollo 

profesional de los docentes con sus trayectorias laborales. generalmente, esto 

se ha expresado en las discusiones de política en torno a la creación o regula-

ción de una carrera profesional docente capaz de vincular el desafío de mejorar 

las capacidades y el desempeño docente con los requerimientos propios de la 

gestión de recursos humanos y las complejidades del mercado laboral docente. 

en segundo término, cómo mejorar significativamente las capacidades profe-

sionales de los profesores en ejercicio. en las últimas dos décadas Chile ha 

implementado una gran variedad de estrategias de perfeccionamiento docente 



17Cristián Bellei, Daniel Contreras, Juan Pablo Valenzuela

—talleres de autoperfeccionamiento en el mismo centro educativo, cursos de 

capacitación, pasantías nacionales y en el extranjero, entre muchas otras—, la 

mayor parte de las cuales no han sido evaluadas en términos de su efectividad, 

paso crucial para mejorar su calidad.

en el caso de los administradores, los focos son distintos según se trate de 

los responsables del sistema de establecimientos públicos o de los propietarios 

de establecimientos privados. en el primer caso, el análisis se ha concentrado 

en cómo mejorar la organización y gestión del sistema de establecimientos 

de propiedad pública para hacerlo más efectivo. específicamente, se discute 

si la actual organización institucional, basada en la administración municipal, 

es o no la más adecuada para producir la calidad y equidad educativas que el 

país demanda, qué cambios habría que introducir para hacerla más eficiente y 

efectiva, y —de plantearse modificar esta instancia administrtativa— cuál sería 

la más adecuada. Ciertamente, ello implica también considerar si es razonable 

diseñar un sistema público donde coexistan diferentes modalidades de admi-

nistración.

sobre los “sostenedores” de establecimientos privados la pregunta es más 

general: cómo modificar el marco institucional y normativo para garantizar ni-

veles crecientes de calidad. en el debate nacional se ha planteado reiterada-

mente que el sistema escolar chileno exige pocos requisitos para convertirse 

en sostenedor de escuelas, para recibir recursos públicos y para abrir nuevos 

establecimientos educacionales. aunque frecuentemente atravesado por postu-

ras ideológicas, un análisis internacional comparado y un estudio de la efectivi-

dad del modelo seguido por Chile en las últimas décadas iluminarán el debate 

sobre esta cada vez más relevante dimensión. Pero este punto es mucho más 

que enumerar nuevos requisitos para obtener el “reconocimiento oficial” del 

estado. en efecto, cabe preguntarse si toda la regulación en esta área debiera 

seguir reducida a listar características del sostenedor o de la escuela, en vez 

de introducir ciertos criterios de racionalización territorial de la oferta escolar 

financiada con recursos públicos.

en lo referido a los recursos, el foco se pone en cómo hacer más eficiente 

y equitativo el actual sistema de financiamiento de la educación subvenciona-

da por el estado. la pregunta básica a este respecto es determinar las razones 

que justificarían un incremento generalizado de la subvención estatal (como 

lo han demandado los sostenedores públicos y privados de educación), la 

magnitud de dicho incremento y los efectos que se pueden esperar de él. un 

segundo aspecto es discutir la conveniencia de diferenciar los mecanismos y/o 

los montos del aporte estatal para la educación pública y la educación priva-

da subvencionada. finalmente —y para algunos, alternativamente—, tal como 

lo hace la reciente ley de subvención escolar Preferencial, se debe estudiar 
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la necesidad de modular los recursos que aporta el estado de acuerdo a las 

condiciones socioeconómicas de los estudiantes y las escuelas, la magnitud de 

dicha diferenciación y los efectos —deseados y no— que se puede esperar de 

su aplicación en el contexto chileno. Desafortunadamente, el debate sobre los 

instrumentos financieros empleados en el sistema escolar en nuestro país tam-

bién ha sido oscurecido por posturas ideológicas, relativamente impermeables 

a la rica y compleja experiencia internacional y al análisis empírico en función 

del logro de los objetivos de calidad, equidad y eficiencia que debiesen guiar 

esta discusión.

los análisis contenidos en este libro no carecen de una postura y no 

dejan de responder a opciones claramente definidas de política educacional, 

pero sus autores han intentado fundar dichas opciones en evidencia empírica, 

comparación internacional y juicio experto. Ciertamente, al hacer explícitas sus 

razones, se han abierto también a la crítica. en lo que sigue, discutiremos lo 

que a nuestro juicio son las tesis centrales de cada capítulo, reconectándolas 

con las preocupaciones más generales expresadas en los focos analíticos recién 

definidos.

profesores

De algún modo la noción más intuitiva sobre política docente rescata el 

desafío central de los sistemas educativos: asegurar que haya un profesor com-

petente en cada sala de clases. según la información disponible, Chile parece 

tener serias dificultades para satisfacer este criterio. De acuerdo a resultados del 

sistema de evaluación docente, poco más de un tercio de los 30 mil profesores 

evaluados desde 2003 no alcanzaría el nivel de desempeño considerado “com-

petente”. este sistema ha sido criticado porque no evalúa el grado de conoci-

miento que los docentes tienen de sus asignaturas. sobre este aspecto —según 

datos del estudio timms de 1999— en ciencias el 66 por ciento y en matemá-

ticas el 45 por ciento de los alumnos chilenos de octavo grado eran educados 

por docentes que manifestaron sentirse poco seguros sobre su preparación 

para enseñar los contenidos de su asignatura. Cabe preguntarse entonces, ¿por 

qué es tan difícil transformar aquella intuición original en realidad? 5

examinada con detención, y tomando en cuenta lo que sabemos sobre 

cómo se comporta la profesión docente y el mercado laboral de los profeso-

res, la pretensión de garantizar un docente competente conduciendo a cada 

grupo de alumnos es muy exigente. Como señala emiliana Vegas en su trabajo 

5 Ciertamente, esta dificultad no es exclusiva de Chile. Para un análisis sobre la situación docen-
te en los países desarrollados, ver oeCD (2005) Teachers Matter. Attracting, developing, and 
retaining effective teachers, oeCD.
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“¿Cómo mejorar las políticas de desarrollo profesional docente a fin de atraer, 

perfeccionar y retener profesores efectivos?” (capítulo 2), la efectividad de los 

docentes en su trabajo de enseñanza depende de un sistema complejo de as-

pectos, no de un factor único; ella identifica siete:

i.  los docentes deben tener acceso a materiales didácticos adecuados y con-

tar con condiciones de infraestructura básicas; 

ii.  los docentes deben saber qué se espera de ellos en términos de los cono-

cimientos de las asignaturas y las competencias pedagógicas que requie-

ren, la conducta y las acciones que deben realizar, y las competencias y 

objetivos de rendimiento académico específicos que se espera desarrollen 

en sus alumnos;

iii.  la modalidad de selección y asignación de los docentes a los estableci-

mientos escolares afecta la calidad de la enseñanza y el aprendizaje. si las 

reglas de selección y los criterios de asignación no son claros, transparen-

tes y racionales, terminan los maestros menos eficaces enseñando a los 

niños más vulnerables;

iv.  los sistemas educacionales requieren información acerca de la enseñanza 

y el aprendizaje en forma regular y medidas de avance en función de las 

expectativas que se han establecido. esta información debe ser utilizada 

no solo para efectos de la rendición de cuentas, sino como una herramien-

ta para mejorar la práctica docente;

v.  para enseñar bien se requiere un aprendizaje continuo y para lograr que 

todos los alumnos aprendan se requiere que los maestros de cada escuela 

trabajen en conjunto en el diseño de estrategias para cada alumno;

vi.  los maestros eficaces tienen autoridad para utilizar su mejor juicio profe-

sional en la determinación de lo que se requiere para obtener resultados 

en función de los estándares acordados;

vii.  dado que las personas responden a una diversidad de estímulos, proba-

blemente deberían existir múltiples políticas de incentivos para atraer y 

retener en la profesión docente a personas altamente calificadas y para 

lograr que los maestros trabajen duro en pos del mejoramiento del apren-

dizaje de los alumnos. 

sin pretender ser exhaustivos, implementar un sistema así de ambicioso 

requiere, al menos, resolver satisfactoriamente los siguientes cuatro desafíos: a) 

atraer buenos y suficientes candidatos a la profesión docente, b) formar ade-

cuadamente a los nuevos docentes, c) desarrollar continuamente las capacida-

des profesionales de los docentes, y d) seleccionar-contratar-retener a buenos 

docentes para satisfacer las necesidades del sistema escolar. esta perspectiva 

sistémica difiere de posturas frecuentemente asumidas en el debate público, 

empeñadas en transformar un aspecto en “el” factor que causa —y por tanto, 
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soluciona— todo el problema: el cierre de las escuelas normales, los bajos 

sueldos, el estatuto Docente.

atraer jóvenes talentosos y en cantidad suficiente para que hagan de la 

docencia su profesión es de alguna forma el primer desafío del sistema escolar; 

pero es también el último, en el sentido de que en su éxito se juega la capa-

cidad de renovación y prolongación en el tiempo del sistema. en un contexto 

en que las oportunidades de educación post-secundaria se han expandido y 

diversificado fuertemente, en que la información sobre las condiciones labora-

les y salariales se hace cada vez más accesible para los postulantes, y en que el 

mercado laboral se ha complejizado enormemente, la escuela y el liceo deben 

competir fuertemente por mostrar a los jóvenes un espacio laboral atractivo. 

Cuánto éxito tengan, dependerá de la calidad de las condiciones laborales que 

el sistema escolar ofrezca y de la percepción social acerca de la conveniencia 

de ser docente, en comparación con opciones profesionales o laborales al-

ternativas. así por ejemplo, Vegas en su análisis lleva al extremo este vínculo 

afirmando que las remuneraciones de los docentes (tanto en términos relativos 

como absolutos) afectan la enseñanza y el aprendizaje, por la sensible vía de 

influir sobre quiénes deciden ingresar a la carrera de pedagogía y cuánto tiem-

po deciden permanecer en la profesión docente.

la información disponible sobre este aspecto en Chile es escasa y parcial. 

en la última década el sistema escolar ha aumentado sus requerimientos de 

personal docente —especialmente por la expansión de la educación secunda-

ria y el aumento de la jornada escolar—, a pesar de lo cual no parece haberse 

manifestado una escasez generalizada de docentes. aunque existe evidencia in-

directa sobre escasez de docentes en ciertas disciplinas (matemáticas, ciencias, 

inglés) y en zonas aisladas o pobres.6 ello ha coincidido con un aumento sos-

tenido de los salarios docentes, que acumulan —en una década y media— un 

incremento real promedio de 165 por ciento, si bien continúan siendo más 

bajos que los de profesionales comparables. a todo ello se suma un mayor 

número de postulantes a la carrera de pedagogía y un aumento de sus puntajes 

promedio en la prueba de selección universitaria.7 sin embargo, no se tiene 

información acerca de si estos mejores postulantes se han insertado efectiva-

mente en labores de docencia en el sistema escolar; en cambio, sí se sabe que 

los programas de formación no regulares han estado certificando una gran can-

6 un indicador frecuentemente mencionado es que Chile presentaría una estructura etaria enve-
jecida de su cuerpo docente; sin embargo, esta información no tiene una interpretación clara. 
se trata sin duda de un tema donde se requiere más y mejores datos.

7 una descripción y análisis sobre este y otros aspectos de la condición docente en Chile se 
encuentra en núñez, i. (2003) “el profesorado, su gremio y la reforma de los años noventa: 
presiones de cambio y evolución de la cultura docente”, en C. Cox (ed.) Políticas educaciona-
les en el cambio de siglo, editorial universitaria, pp. 455-518.
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tidad de los nuevos docentes de la última década (Beca et al., 2006). a quiénes 

el país logra motivar para ser los profesores de sus hijos es solo el comienzo de 

la historia, pero es donde se decide el reparto de sus protagonistas.

el siguiente desafío consiste en formar adecuadamente a los futuros do-

centes. Contrario a lo que muchas veces se piensa, en el mundo existe una 

amplia diversidad entre países en cuanto a la organización de la formación 

inicial docente. Chile es un ejemplo de dicha diversidad, en este caso, aloja-

da al interior de un mismo sistema escolar.8 en términos de las instituciones 

encargadas de la formación, muchos países conservan el modelo de escuelas 

normales, aunque generalmente como centros post-secundarios; con todo, la 

tendencia mayoritaria es a dar un carácter profesional a la formación docente, 

ya sea albergada en facultades de educación al interior de universidades com-

plejas, o como universidades o institutos pedagógicos. en Chile existen además 

institutos profesionales —es decir, centros no universitarios— que imparten la 

docencia. sebastián Donoso, en su trabajo “Políticas de Perfeccionamiento de 

los Docentes en Chile 1990-2005: silencios y Proyecciones” (capítulo 3), afirma 

que las transformaciones implementadas desde mediados de los setenta en 

Chile en el ámbito de la formación inicial docente —cuyos hitos considera el 

cierre de las escuelas normales primero y años después la pérdida del estatus 

exclusivamente universitario— han contribuido a mermar la valoración social 

del profesorado. Desafortunadamente, no contamos con estudios evaluativos 

que permitan comparar la calidad de la formación docente provista por esta 

diversidad de instituciones en Chile.

la diversidad en la formación docente no se reduce al tipo de institucio-

nes a cargo, incluye también la estructura curricular de la carrera de pedagogía. 

mientras algunos centros formadores realizan simultáneamente la enseñanza de 

los contenidos y de la didáctica, otros prefieren una estructura secuencial, don-

de la formación didáctica se concentra al final; también varían enormemente 

en la ubicación y relevancia que la práctica profesional tiene en la formación 

—desde una posición marginal, al final de la carrera, hasta un rol clave a lo 

largo de todo el proceso formativo—; finalmente, la extensión de la formación 

inicial docente varía significativamente, puesto que en algunas universidades 

es homologable a una formación de postgrado, mientras otras dictan cursos 

de certificación muchas veces reducidos a los fines de semana. aunque todas 

estas opciones están asociadas a fuertes debates al interior del campo de los 

formadores de docentes, no se cuenta con evidencia suficiente sobre la calidad 

y efectividad de estos modelos alternativos para iluminar empíricamente estas 

8 un diagnóstico exhaustivo de la formación inicial docente en Chile, desde el punto de vista de 
sus responsables, se encuentra en Comisión sobre formación inicial de Docentes (2005) Infor-
me Comisión sobre Formación Inicial Docente, serie Bicentenario, ministerio de educación.
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discusiones. a su turno, el campo laboral docente (ya sea por la preeminencia 

del estatuto Docente o por decisiones de los empleadores) tampoco parece 

ser muy sensible en términos salariales a estas distinciones. Vegas afirma que 

las escalas de sueldo de los docentes son comparativamente uniformes, lo que 

—entre otras consecuencias— beneficiaría a quienes se educaron en programas 

menos exigentes. Con todo, este es también un tema en el que la experiencia 

internacional es heterogénea y la información disponible sobre Chile, muy li-

mitada.

Donoso hace ver que la autonomía de las instituciones formadoras y la 

lógica de mercado aplicada a este campo han dejado al ministerio de educa-

ción —responsable de las políticas de mejoramiento escolar— relativamente 

inerme, con poca capacidad para incidir sobre uno de los factores críticos de 

la calidad de la enseñanza.9 en respuesta a la diversidad de procesos formati-

vos y en un escenario de autonomía de las instituciones formadoras, muchos 

países han creado o reforzado sistemas externos de acreditación de las carre-

ras de pedagogía y/o instancias obligatorias de habilitación para el ejercicio 

de la docencia (oeCD, 2005). Chile ha comenzado a moverse en la misma 

dirección. luego de unos años de implementar un sistema voluntario de acre-

ditación de carreras de pedagogía, en 2006 se legisló para establecer un sis-

tema nacional de aseguramiento de la Calidad de la educación superior, el 

cual hace obligatoria la acreditación de las pedagogías. más aún, el Consejo 

asesor recomendó hacer más agresivo este mecanismo, estableciendo que 

las carreras cuya acreditación sea rechazada dos veces, deberían cesar sus 

procesos de admisión de nuevos alumnos. Complementariamente, el Consejo 

asesor también recomendó instaurar un examen de habilitación como requi-

sito obligatorio para obtener el título profesional docente y ejercer labores de 

enseñanza en establecimientos reconocidos por el estado. este instrumento 

no solo ayudaría en el corto plazo a mejorar la calidad de los entrantes a la 

profesión docente, sino que tendría en el mediano plazo un impacto sobre 

las propias instituciones formadoras, convirtiéndose en una virtual evaluación 

de su desempeño. también —desde la perspectiva de los alumnos— haría 

más riesgosa la opción de estudiar pedagogía. Ciertamente, un mayor grado 

de selectividad de los postulantes y estándares más altos en la calidad de las 

instituciones formadoras de profesores, harían menos relevante el uso de es-

tos instrumentos indirectos de “control de calidad”.

el tercer desafío de la política docente consiste en desarrollar continua-

mente las capacidades profesionales de los profesores en ejercicio. la necesi-

9 la experiencia del Programa de fortalecimiento de la formación inicial Docente (1997-2002), 
más que contradecir parece confirmar este diagnóstico. Para una descripción y cuenta del 
Programa ver ávalos, B. (2003) Profesores para Chile. Historia de un Proyecto. mineduc.
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dad de implementar procesos permanentes de perfeccionamiento docente no 

surge de la mala calidad de su formación inicial, sino de la naturaleza misma 

del trabajo escolar; a ello se suma un contexto de demandas hacia las escuelas 

y los docentes que son crecientes en cantidad y sobre todo en complejidad. 

en otras palabras, en tiempos de “reforma educativa permanente”, la existen-

cia de una brecha entre las capacidades docentes y las demandas sociales a la 

educación está garantizada por diseño. Ciertamente, profesores más capaces 

y mejor formados tendrán menos dificultades para renovar sus conocimientos 

y competencias profesionales. Con todo, la dificultad mayor de la formación 

continua consiste en que la efectividad docente se basa en una compleja trama 

de elementos, muchos de los cuales solo se desarrollan en la práctica laboral y 

son difíciles de observar e identificar, más difícil todavía de medir y certificar, y 

muy costosos de transferir.10

el trabajo de sebastián Donoso incluido en este libro aborda princi-

palmente este aspecto. el autor realiza una detallada y crítica revisión de la 

política de perfeccionamiento docente llevada a cabo en Chile desde 1990, 

en que distingue dos fases: durante la primera (1990-1999) considera que 

no existió una política de perfeccionamiento docente propiamente tal, y que 

las acciones más interesantes —pero limitadas— de perfeccionamiento se 

dieron con una orientación funcional en el marco de programas focalizados 

del ministerio de educación. la segunda fase (2000-2005) reposicionó —se-

gún Donoso— al Centro de Perfeccionamiento, experimentación e investi-

gaciones Pedagógicas, CPeiP, como agente público líder del campo de la 

formación continua en el país, pero, aunque ensayó una nueva batería de 

herramientas, no logró resolver algunos de los problemas fundamentales, 

como la falta de regulación de este mercado y su desarticulación con el 

mercado laboral docente y la gestión educacional. la gran debilidad de esta 

discusión (que no es responsabilidad del autor) radica en la pobreza de la 

evidencia existente para evaluar la efectividad de los programas de perfec-

cionamiento docente llevados a cabo en estos años de enorme activismo en 

la materia. 

Como señala Donoso, existe un vasto mercado de cursos de perfec-

cionamiento docente, el cual convive con programas más sofisticados de 

desarrollo profesional; de hecho, el propio ministerio de educación ha fi-

nanciado ambos tipos de iniciativas. ¿Dónde han sido mejor invertido los 

recursos? según la evidencia internacional, las capacidades que los docentes 

necesitan adquirir tienen más probabilidades de desarrollarse en procesos 

10 Para una revisión exhaustiva sobre la materia, ver anderson, l. (2004) Increasing teacher ef-
fectiveness. unesco/iieP; así como elmore, r. op. cit. (especialmente “getting to scale with 
good educational practice”).
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intensivos, sostenidos en el tiempo, situados en la escuela, modelando y 

discutiendo problemas reales de la práctica docente.11

queda claro que diseñar e implementar programas de perfeccionamien-

to docente que logren aumentar las capacidades profesionales de los pro-

fesores es enormemente complejo e incierto. el capítulo escrito por emilia-

na Vegas profundiza precisamente en una orientación alternativa de política 

educacional: los incentivos docentes —principalmente monetarios— basados 

en el desempeño de los alumnos. esta propuesta tiene el mérito de presen-

tarse como convincentemente simple: en lugar de complejas teorías sobre la 

efectividad docente, es preferible definirla como la capacidad de un profesor 

o un colectivo de profesores de aumentar los resultados de aprendizaje de sus 

alumnos, medidos por pruebas estandarizadas; posteriormente, en lugar de en-

redosos diseños de programas de perfeccionamiento, mejor ofrecer incentivos 

monetarios a los docentes que demuestren de esta forma su mayor efectividad. 

lo demás vendrá por añadidura. Desafortunadamente, la realidad parece ser 

más porfiada de lo que muchos tomadores de decisiones quisieran reconocer. 

Vegas —basándose en evidencia sobre Chile, otros países latinoamericanos y 

estados unidos— argumenta extensamente sobre recurrentes limitaciones de 

estos programas de incentivos a docentes basados en el desempeño de los 

alumnos, como por ejemplo, que los incentivos para mejorar el trabajo operan 

en verdad sobre una proporción minoritaria de los docentes, que el estímulo 

no es suficiente para que valga la pena el esfuerzo de intentar mejorar el des-

empeño, o que la distribución de los premios —y eventuales castigos— puede 

no estar válidamente asociada al desempeño real de los docentes. según la au-

tora, estas y otras debilidades de los programas de incentivos pueden estar en 

la base de los decepcionantes resultados que en general estos programas han 

tenido. aunque obviamente es posible resolver dichos problemas de diseño, la 

autora anota lo difícil que ha resultado crear políticas eficaces de incentivo. un 

problema adicional —no discutido por Vegas, aunque presente en la literatu-

ra— apunta al supuesto más básico de estos programas: querer cambiar no es 

sinónimo de saber como hacerlo de un modo efectivo.

el cuarto y último desafío de la política docente consiste en que los admi-

nistradores escolares puedan seleccionar, contratar y retener profesores compe-

tentes para satisfacer las necesidades de la enseñanza en sus escuelas y liceos. 

a fin de cuentas, es a este nivel, el de la gestión escolar, donde se muestra la 

capacidad del sistema educacional para lograr que cada curso sea conducido 

por un docente de calidad.

11 la literatura en este campo es vasta; ver por ejemplo, elmore, op. cit., el capítulo “Bridging 
the gap between standards and achievement: the imperative for professional development in 
education”.
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Como se dijo, los recursos humanos, materiales, organizacionales y sim-

bólicos presentes en los establecimientos, son un factor relevante de la capa-

cidad del sistema escolar para atraer y retener buenos profesores en labores 

de enseñanza. Comprender esto es crítico. Desde esta perspectiva las inver-

siones en mejoramiento de las condiciones para la enseñanza y el aprendizaje 

en los establecimientos tendrían no solo un efecto sobre las oportunidades 

de aprendizaje de los actuales alumnos, sino además un potencial efecto en 

aumentar el atractivo que poseen las escuelas y los liceos como espacios 

de trabajo. en este mismo sentido, las características sociales, económicas y 

culturales de los propios alumnos, así como la calidad percibida de un esta-

blecimiento, forman parte de las características que los profesores toman en 

cuenta al momento de decidir su lugar de trabajo. es por ello que —señala 

Vegas— las escuelas en condiciones menos favorables son las que tienden a 

tener mayores dificultades para contratar y retener profesores, en general, y 

profesores efectivos, en particular. más aún, en un contexto como el chileno, 

de abierta competencia entre las escuelas y con múltiples esquemas de incen-

tivos ligados al desempeño operando, es esperable que esta tendencia hacia 

la inequidad se agudice, particularmente en zonas urbanas de mayor tamaño, 

donde las alternativas de movilidad laboral entre establecimientos diversos 

es mucho más amplia. Chile ha implementado políticas compensatorias para 

revertir esta situación —algunas de las cuales son analizadas por Donoso y 

Vegas en sus respectivos capítulos—, pero no es claro que estén logrando su 

propósito.

otro aspecto fundamental son las capacidades y atribuciones de gestión 

que los administradores locales posean, así como el lugar que ocupen en sus 

decisiones las necesidades de sus respectivos establecimentos. los administra-

dores de cada unidad educativa debiesen contar con instrumentos de gestión 

eficientes para resolver problemas de exceso de personal, falta de responsa-

bilidad profesional y crónico mal desempeño de algunos docentes. al mismo 

tiempo, dado que según sus características las escuelas enfrentan diferentes 

problemas de escasez relativa de personal docente, y que los docentes a su vez 

experimentan diferentes costos de oportunidad —algunos profesores poseen 

más y mejores alternativas laborales—, los administradores locales de educa-

ción requieren un marco de flexibilidad que les permita enfrentar adecuada-

mente estos desafíos. reiterémoslo, no se trata solo de un asunto de eficiencia, 

sino de equidad: la ausencia de estas herramientas de gestión es probable que 

afecte más severamente a quienes tienen a su cargo los establecimientos más 

necesitados.

el trabajo de emiliana Vegas tiene el mérito de mostrar equilibradamen-

te las limitaciones de los incentivos monetarios ligados al desempeño de los 
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estudiantes, y al mismo tiempo enfatizar la enorme relevancia que los salarios 

docentes tienen para promover una mejor educación. la magnitud y la forma 

en que se paga a los docentes es una decisión de política educacional de la 

máxima importancia. es posible sintetizar de la siguiente forma el desafío 

a este respecto: cómo diseñar un sistema de remuneraciones que haga a la 

profesión docente tan atractiva como cualquiera otra de alto prestigio y que 

al mismo tiempo responda a las prioridades del mejoramiento educacional. 

en el caso chileno, existe evidencia de que los salarios docentes todavía no 

están al nivel de las demás profesiones, que algunas de las asignaciones del 

estatuto Docente —como el pago por perfeccionamiento o por desempeño 

en “condiciones difíciles”— no son efectivas en lograr sus propósitos, que los 

mecanismos de incentivos ligados al desempeño han sido poco eficaces, y 

que el estatuto Docente no permite reconocer la enorme diversidad de fun-

ciones profesionales docentes que los profesores actualmente desempeñan o 

deberían desempeñar para el desarrollo de la profesión y el mejoramiento de 

las escuelas y liceos.

finalmente, en su análisis de la formación continua, Donoso concluye —y 

propone— que solo integrándola en un sistema nacional de carrera docente, 

que articule la formación inicial, las demandas del mercado laboral y las ne-

cesidades emanadas del currículo, esta podrá desplegar toda su potencialidad. 

la intención de abordar el diseño de una moderna carrera profesional docente 

ha estado recurrentemente en las negociaciones y acuerdos entre el Colegio de 

Profesores y el ministerio de educación, pero ellas no han fructificado hasta la 

fecha. a su vez, el Consejo asesor articuló buena parte de sus propuestas sobre 

la profesión docente en torno a la creación de una carrera profesional docente 

en Chile, logrando consensuar —en un trabajo que involucró directamente a 

los representantes nacionales del magisterio y los alcaldes— un conjunto de 

criterios orientadores para su diseño. reproducimos aquí la síntesis de dichos 

criterios, los que definen las características que debiese tener la futura carrera 

profesional docente (Consejo asesor, 2006, pp. 36-38):

i.  una carrera capaz de atraer a estudiantes talentosos y retener en las aulas 

a profesores competentes.

ii.  una carrera profesional docente con regulaciones nacionales, que poten-

cie la gestión local de la educación.

iii.  una carrera que reconoce centralmente las capacidades y el desempeño 

de los profesores, en función de la calidad y equidad educativas.

iv.  una carrera ágil, que impulsa a los docentes a avanzar y desarrollarse en 

su profesión.

v.  una carrera que reconoce los distintos méritos y motivaciones profesiona-

les de los docentes.
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administradores

al inicio de la recuperación de la democracia en 1990 menos de un tercio 

de los escolares chilenos asistía a un establecimiento particular subvencionado y 

casi el 60 por ciento lo hacía a establecimientos municipales. el 2005 ese pano-

rama había cambiado drásticamente, mostrando una distribución casi en partes 

iguales la asistencia a establecimientos municipales y particulares subvenciona-

dos. la sostenida disminución de la educación municipal —hoy la mayoría de los 

estudiantes chilenos se educa en escuelas privadas— y la enorme relevancia que 

han adquirido los establecimientos privados subvencionados configuran el con-

texto básico de la discusión pública sobre la administración escolar en Chile.

aunque la discusión sobre los administradores o gestores del sistema edu-

cacional —sostenedores, si se usa la nomenclatura oficial— tiene una historia 

larga, su capítulo más reciente comienza durante los ochenta con la instalación 

del diseño institucional actual. Durante este cuarto de siglo siempre ha habido 

voces críticas, pero solo con el movimiento de los estudiantes secundarios y el 

trabajo del Consejo asesor Presidencial para la Calidad de la educación, esta dis-

cusión pasó de unos diálogos más o menos aislados, a ocupar un lugar central 

en el debate.

hoy existe un amplio acuerdo en que este arreglo institucional para pro-

veer educación formal ha mostrado limitaciones, vacíos e inconsistencias. así lo 

constató el Consejo asesor, aunque entre sus miembros no existió una opinión 

unánime sobre el alcance de esas limitaciones ni los cursos de acción para supe-

rarlas. en la segunda sección de este libro, tres capítulos abordan esta cuestión, 

haciéndose cargo de algunos de los aspectos que han cruzado el debate: a) la 

discusión sobre des-municipalizar versus profundizar la municipalización de la 

educación pública, y b) la disputa acerca del carácter de los oferentes privados 

que reciben subvención estatal —incluyendo si deben o no perseguir el lu-

cro— y su eventual incidencia en promover o inhibir procesos de mejoramiento 

continuo de la educación subvencionada.

respecto de la educación estatal, la discusión ha estado marcada por el 

dilema entre profundizar la municipalización o por el contrario, disminuir la in-

cidencia de los alcaldes y las municipalidades en la gestión educacional a nivel 

local. el debate de fondo radica en la interpretación que se tiene acerca de cómo 

las limitaciones del arreglo existente explicarían la baja eficiencia y efectividad 

del sistema público de educación: mientras algunos piensan que no se puede 

descartar la municipalización porque aún no ha sido implementada con un dise-

ño completo y coherente, otros argumentan que el municipio chileno tiene mu-

chas limitaciones que desaconsejan hacerle responsable de la educación, como 

lo ha demostrado la experiencia.
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sin resolver esta divergencia, el Consejo asesor estableció una serie de 

criterios que toda entidad local administradora de establecimientos públicos 

debiera satisfacer (Consejo asesor, 2006, pp. 119-128); entre ellos, tener por 

función única la gestión de los establecimientos, gestionar los establecimientos 

de una unidad geográfica definida, integrar las funciones adminitrativo-finani-

cieras y técnico-pedagógicas, contar con financiamiento suficiente para desa-

rrollar capacidades de gestión, combinar alto expertiz técnico con participación 

y control de la comunidad, y orientarse al fortalecimiento de las capacidades 

autónomas de las escuelas y liceos para mejorar continuamente. 

el Consejo asesor propuso cuatro alternativas institucionales que —a jui-

cio de sus defensores— podrían organizarse satisfaciendo estos criterios: de-

pender de municipios o asociaciones de municipios, crear corporaciones autó-

nomas de derecho público, organizar servicios descentralizados dependientes 

del gobierno regional, o crear un servicio nacional de educación dependiente 

del ministerio de educación. en una visión esquemática, la opción de recen-

tralizar busca aumentar las atribuciones y el profesionalismo del administrador 

(nacional o sub-nacional) mejorando las condiciones de gobierno del sistema, 

para movilizarlo hacia resultados. la propuesta descentralizadora argumenta 

que solo un poder local más fuerte podrá guiar y hacerse responsable del pro-

ceso de mejora que la educación pública requiere.

los dos capítulos de este libro dedicados al tema exploran opciones que 

se inscriben en esta segunda vertiente. raczynski y salinas en “fortalecer la 

educación municipal; evidencia empírica, reflexiones y líneas de propuesta” 

(capítulo 4) afirman que esto debe ser así, ya que la evidencia internacional 

destaca que los procesos de mejora de las escuelas requieren de la autoridad 

inmediatamente superior, liderazgo y retroalimentación continua. agregan que 

las decisiones pedagógicas deben estar en el ámbito local ya que así se con-

sigue tanto un mejor acoplamiento entre la política general y la ‘complejidad 

microscópica de la unidad educativa’, como un mayor compromiso de docentes 

y directivos en el proceso de mejora. esto implica, según los autores, que Chile 

debe mejorar, acrecentar e innovar en su descentralización, complementándola 

con una profunda redefinición del rol y modo de operar del ministerio de edu-

cación y del gobierno central en general.

elacqua, gonzález y Pacheco en “alternativas institucionales para fortale-

cer la educación pública municipal” (capítulo 5), comparten esta necesidad de 

fortalecer la gestión educativa municipal en Chile. identifican la existencia de 

una serie de condiciones estructurales que han limitado el desarrollo de la edu-

cación municipal: una normativa en varios aspectos inadecuada y restrictiva, 

una alta heterogeneidad entre las comunas tanto en términos de sus tamaños 

y densidad poblacional, como de recursos propios disponibles y equipos pro-
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fesionales calificados y suficientes. a ello se suma la separación de funciones 

administrativas en manos del municipio y técnico-pedagógicas en manos del 

ministerio de educación. finalmente, una dificultad adicional sería la desigual 

competencia con el sector particular subvencionado, ya que este puede gestio-

nar con mayor flexibilidad los recursos humanos, movilizar recursos adicionales 

—cobrando a las familias— y seleccionar estudiantes, generando condiciones 

muy distintas a las del sistema municipal.

raczynski y salinas complementan ese diagnóstico destacando los siguien-

tes nudos críticos: si bien el arreglo institucional escinde la gestión financiero-

administrativa (municipio) de la técnico-pedagógica y curricular (ministerio), la 

gran mayoría de los municipios asumen tareas de gestión pedagógica aunque, 

en general, de un modo ni muy definido ni estable en el tiempo. se evidencian 

enormes dificultades en lo administrativo-financiero por la existencia de un 

marco normativo restrictivo para la gestión eficiente de los recursos y un finan-

ciamiento variable —al basarse en la asistencia de los alumnos a clases—, lo 

que generaría déficit, especialmente en municipios pequeños, con importante 

presencia rural y baja matrícula. se aprecia una sobredemanda del gobierno 

central a las escuelas acompañada de un escaso reconocimiento del ministerio 

de educación a los esfuerzos y decisiones del sostenedor municipal. Por último 

los autores constatan que pese a estos problemas comunes se observa una alta 

heterogeneidad en la forma en que los municipios gestionan la educación.

a pesar del complejo escenario descrito, raczynski y salinas sostienen 

que muchos de los municipios están en una posición activa frente al desafío 

educacional, lo que configuraría a su juicio un contexto ‘maduro’ para fortale-

cer la gestión municipal en educación. ello supone hacerse cargo de las prin-

cipales trabas que enfrenta la gestión de la educación municipal, una mayor 

coordinación y colaboración entre el ministerio de educación y la subsecretaría 

de Desarrollo regional (subdere), y una nueva forma de relación con los ni-

veles subnacionales del estado y con el sector privado. Por último, afirman, 

es urgente aumentar y mejorar las atribuciones y capacidades de gestión de la 

educación que tienen los municipios. a continuación destacamos algunas de 

sus propuestas.

en primer lugar, hacer coherente la normativa del sistema escolar con el 

propósito de fortalecer al sector municipal. este es sin duda un campo de dis-

cusión aún abierto; de hecho, está completamente ausente del acuerdo por la 

Calidad de la educación. en el protocolo ‘Para una educación Pública de Cali-

dad’, firmado entre el gobierno y los partidos de la Concertación en noviembre 

de 2007, se omite explícitamente asumir que un administrador local sea siempre 

sinónimo del municipio (siguiendo la línea del Consejo asesor). más aún, entre 

quienes postulan mantener la educación en manos de los municipios, la necesi-
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dad de calibrar el tamaño del territorio a ser administrado, conformar una masa 

crítica para gestionar los establecimientos y aprovechar economías de escala, 

hace que algunos reconozcan que no siempre la comuna es la unidad territorial 

y administrativa adecuada.

en segundo lugar, realizar un estudio exhaustivo de los costos de la edu-

cación municipal que integre una estimación de los costos de administración 

del propio municipio. Cuánto cuesta educar a un niño chileno ‘promedio’ y 

cómo estimar luego otras diferenciaciones, es el tema tratado en la última sec-

ción de este libro. Cómo han de considerarse otros costos específicos de la 

administración municipal de la educación, ha sido un tema poco discutido y 

fuertemente distorsionado por el debate sobre la ineficiencia en la administra-

ción municipal de la educación, asuntos difícilmente separables sin estudios 

empíricos exhaustivos sobre la materia.12

raczynski y salinas proponen desarrollar una política de apoyo a las ca-

pacidades del sostenedor municipal, tanto en lo administrativo-financiero y lo 

técnico-pedagógico, como en la responsabilidad sobre la planificación de la 

educación en su comuna. en un horizonte de fortalecimiento de la municipali-

zación es razonable diseñar programas de mejora de capacidades de los admi-

nistradores. menos claro es, en cambio, el tema de la planificación de la educa-

ción en la comuna: dado que hasta hoy ha sido el mercado quien ha guiado el 

desarrollo del sector, fortalecer las capacidades del municipio, ¿implica también 

ampliar sus facultades? en otras palabras, no es claro cómo se puede incorporar 

la dimensión territorial a la gestión educativa en un espacio caracterizado por 

la competencia no colaborativa entre proveedores.

el trabajo de elacqua, gonzález y Pacheco, posee un foco más específico, 

discutiendo en torno a tres alternativas para fortalecer la educación pública mu-

nicipal, las cuales son una interpretación que los autores hacen de las propues-

tas del Consejo asesor. el análisis tiene la virtud de hacer explícita la discusión 

sobre el poder que atraviesa la empresa de gestionar el sistema escolar.

la primera alternativa analizada es fortalecer el rol de técnicos y expertos 

en la administración del sistema escolar con el fin de mejorar la calidad de su 

conducción, alejando la política partidista de las definiciones del sistema. los 

caminos para materializar esta alternativa serían la re-centralización —la vuelta 

de los establecimientos públicos a depender del gobierno central— o la pro-

fesionalización completa de la administración local, mediante la creación de 

servicios públicos ad hoc. la principal ventaja de un modelo como este es que 

todas las decisiones adoptadas tendrían fundamento técnico. las desventajas, 

12 Para una discusión sobre gestión, recursos e institución ver gonzález, P. “estructura institucio-
nal, recursos y gestión en el sistema escolar chileno”, en Políticas Educacionales en el cambio 
de siglo, Cox (2003).
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por su parte, se refieren a que esta alternativa estaría muy alejada del escruti-

nio público (carencia de accountability político), y que sería difícil identificar 

los criterios de selección y los candidatos para contar con los ‘técnicos mejor 

capacitados’. finalmente, los autores afirman que los grandes problemas de la 

educación tienen siempre soluciones que suponen, al menos en parte, defini-

ciones políticas.

fortalecer la participación ciudadana en educación es la segunda alter-

nativa analizada. ella supone el directo involucramiento en las decisiones 

educacionales de los actores de la sociedad civil de un determinado territorio. 

la propuesta implica ir más allá de los actuales Consejos escolares; se reque-

riría conformar comités comunales (similares a los school boards existentes 

en otros países), que tengan alta autonomía respeto del gobierno central y 

cuenten con atribuciones para la toma de decisión sobre cuestiones adminis-

trativas, pedagógicas y presupuestarias. un modelo como este tendría a su 

favor otorgar alta legitimidad social a las decisiones que se adopten, aumentar 

la pertinencia de la oferta educativa al acoplarla mejor con las demandas y 

necesidades de las comunidades, y aumentar el compromiso de estas con los 

logros educativos. la desventaja más crítica —que los autores fundamentan 

en el caso norteamericano— sería la dificultad de construir buenos acuerdos 

en unos comités de conformación altamente heterogénea, donde primarían 

los intereses corporativos (especialmente de grupos mejor organizados, como 

los docentes).

finalmente, se analiza la opción de fortalecer el rol del alcalde. esta pers-

pectiva exigiría una ampliación del marco de actuación de los ediles, dándo-

les mayor libertad para tomar decisiones de gestión y de política educativa, 

incluyendo atribuciones para imponer sanciones o entregar apoyo a docentes 

y directivos. también se requeriría mejorar la calidad y disponibilidad de la 

información a los ciudadanos sobre la educación de la comuna. los autores 

argumentan que esta alternativa es interesante porque es consistente con el 

actual modelo de administración y favorece el acountability político sobre la 

máxima autoridad comunal y el compromiso local con la educación. Con todo, 

ellos advierten que es muy difícil ‘cobrar’ esta responsabilización, toda vez que 

existe un amplio dominio de obligaciones del municipio, lo que puede diluir la 

cuestión educativa dentro de la agenda política local; tampoco es claro cuánto 

pesa la evaluación sobre la calidad educativa en el voto de los electores para 

la elección de las autoridades comunales; además en Chile —a diferencia por 

ejemplo de estados unidos— la educación pública no se financia con impues-

tos locales, y las familias pueden sin restricciones enviar a sus hijos a escuelas 

públicas de otras comunas, todo lo cual hace más débil el vínculo electoral 

entre las familias de los estudiantes y las autoridades locales. Por último, esta 
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alternativa tampoco descarta —incluso puede potenciar— el riesgo de influencia 

política partidista en las decisiones.

respecto de los administradores —y propietarios— de la educación par-

ticular subvencionada por el estado, la discusión ha sido fuertemente influida 

por el hecho de que las familias optan crecientemente por ella, a pesar de que 

la evidencia no muestra que —en promedio— estas escuelas hayan mejorado su 

calidad, ni que sean más eficaces que los establecimientos municipales (Bellei, 

2007). Claudio almonacid en “la educación particular subvencionada como co-

operadora del estado” (capítulo 6), amplía la perspectiva con que se ha debatido 

al poner la cuestión de la provisión mixta en términos de cooperación públi-

co-privado en lugar de competencia entre ambos sectores, para lo cual elabora 

algunas recomendaciones.

el autor comienza describiendo a los proveedores privados con financia-

miento público y llama la atención sobre dos características relevantes: el 60 

por ciento de los sostenedores son particulares o sociedades comerciales con 

fines de lucro, mientras solo el 40 por ciento corresponde a iglesias, ong y 

fundaciones sin fines de lucro; además, la mayoría de estos proveedores admi-

nistra solo un establecimiento. esta condición de alta heterogeneidad y enorme 

dispersión debe tomarse en cuenta al momento de mejorar el marco normativo 

de la educación particular subvencionada en pos de garantizar niveles de ca-

lidad creciente. adicionalmente, almonacid constata una escasa fiscalización 

de los recursos asignados por concepto de subvención escolar, a pesar de la 

existencia de un conjunto de normas sobre esta tarea. la insuficiencia de per-

sonal del ministerio de educación destinado a ello y la baja frecuencia en la 

aplicación de sanciones a los infractores, habrían profundizado un escenario 

de poco efectiva fiscalización. en efecto, una parte importante de las propues-

tas legislativas mencionadas aborda este punto, mejorando las capacidades y 

aumentando las atribuciones fiscalizadoras del estado.

a juicio del autor, desarrollar un sistema educacional de provisión mixta, en 

que las escuelas particulares subvencionadas constituyan una oferta de calidad, 

demanda cambiar la naturaleza de la relación entre el estado y los proveedores 

privados: se requiere un rol activo del estado en determinar las normas de fun-

cionamiento y en la evaluación permanente del sistema, y —como se dijo— re-

emplazar la competencia por la cooperación, lo cual exigiría terminar con el 

lucro, y fortalecer la transparencia y la rendición pública de cuentas. en este 

enmarcamiento, la oferta privada debe ajustarse a definiciones de ordenamiento 

territorial e incentivar y proteger la participación ciudadana en sus comunidades 

educativas.

una muestra clara de este cambio en la relación público-privado, es la 

propuesta de almonacid de crear un Consejo Comunal de educación, presidido 
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por el alcalde e integrado por representantes de los sostenedores privados de 

la comuna, del ministerio de educación y de la comunidad. Dicha instancia 

formularía un plan comunal de educación que garantice la cobertura, y privi-

legie la integración social y la innovación educativa. sería a partir de este plan 

comunal que se aprobarían los planes estratégicos de desarrollo de las escuelas 

subvencionadas. a nivel regional, al ministerio de educación le correspondería, 

atendiendo la evaluación de dichos planes estratégicos, autorizar la creación de 

nuevos establecimientos particulares subvencionados y evaluar la continuidad 

de los existentes. Por último, el ministerio debería crear un marco para la buena 

cooperación educacional que sirva para evaluar la gestión de los sostenedores 

privados, así como mantener un registro público de sostenedores y de estable-

cimientos.

es evidente que este novedoso esquema de cooperación dista mucho de 

la situación actual; en este sentido, una primera debilidad del análisis es no 

hacerse cargo de su viabilidad política e institucional. tampoco queda claro 

cómo se garantizaría la toma de decisiones costo-efectivas en un escenario sin 

proveedores con fines de lucro y con una institucionalidad como el Consejo 

Comunal de educación prácticamente monopolizando las decisiones de plani-

ficación e inversión en el territorio comunal.

Como se aprecia, tanto para el mundo municipal como el particular sub-

vencionado, existe acuerdo respecto a que las limitaciones del arreglo institu-

cional vigente han restringido las posibilidades de hacer a ambos sectores más 

eficientes y de elevar la calidad del sistema educativo. la cuestión sobre qué 

correcciones se requiere introducir es, en cambio, controversial.

a partir del supuesto de que un modelo institucional que considere 

mejor la diversidad de las comunas y territorios sería más efectivo, es posible 

abrirse a la idea de un arreglo institucional para la educación pública con 

diversidad de soluciones, a condición de que sean evaluables y se ajusten en 

consecuencia.13 Dicho arreglo debiese reconocer las diferencias que existen 

entre proveedores públicos y privados. la ecuación compleja de encontrarse 

es cómo el estado, manteniendo un espacio importante de desarrollo de la 

educación particular subvencionada, asume un trato preferente para fortale-

cer la educación de su propiedad. esto supone, al menos, modificar la rela-

ción entre el estado y los proveedores privados a los que financia, así como 

estimar qué implica la mayor responsabilidad del sistema público y las obli-

13 en la literatura comparada sobre efectividad escolar no existe mucha evidencia sobre modelos 
institucionales heterogéneos, aunque se han desarrollado experiencias en algunos países de la 
región. en esta misma perspectiva, el mencionado protocolo entre el gobierno y los partidos 
de la Concertación establece la intención de comenzar una experiencia de organización insti-
tucional de la educación pública, que permita acumular evidencia para el desafío de transfor-
mar el conjunto de la administración educacional pública.
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gaciones específicas que le afectan, a fin de proveerle los medios adecuados 

para satisfacerlas.14

el país necesita un sistema educativo público en que existan tres niveles 

con responsabilidades y competencias fuertes: la escuela, un cuerpo interme-

dio de administración y el gobierno central.

sobre cómo avanzar hacia escuelas más fuertes y efectivas existe bas-

tante experiencia y conocimiento acumulado en Chile y el mundo: buenas 

capacidades profesionales para enfrentar sus desafíos particulares, autono-

mía en la gestión pedagógica para hacerse responsable de sus logros, y fuer-

te apoyo externo y recursos adecuados, son componentes bien reconocidos 

(garcía-huidobro y sotomayor, 2003; Bellei et al., 2004; raczynski y muñoz, 

2005; Consejo asesor, 2006). 

en cambio, sobre los cuerpos intermedios de administración educacio-

nal, como hemos venido argumentando, el debate está mucho más abierto, 

comenzando por si debe o no mantenerse la responsabilidad del municipio 

en esta materia. la creación de servicios más o menos autónomos como en-

tidades administradoras de educación pública, como lo propuso el Consejo 

asesor, es una posibilidad que ha aparecido. Con todo, los municipios son la 

forma más cercana del estado en los territorios; reforzarlos con más atribu-

ciones y competencias, facilitar que se asocien, parece un camino razonable 

aunque de muy largo aliento. la pregunta por la institucionalidad debe tener 

una respuesta efectiva también, en términos de desplegarse en un marco de 

tiempo prudente.

en términos generales, es claro que el rediseño de la alta dirección 

pública del sector debiese implicar un fortalecimiento del estado y el go-

bierno central. lo que es evidente y sin embargo ha sido muy postergado en 

la discusión pública y el debate experto, es la necesidad de una profunda 

reforma al ministerio de educación, así como una mejor coordinación con 

las otras agencias del gobierno central y regional que inciden en educación. 

Por otra parte, las propuestas legislativas para crear una superintendencia 

de educación y dictar una ley general de educación —cuya complemen-

tariedad debe aún afinarse dada la estrategia de diseños parciales seguida 

por el gobierno—, conllevan profundos cambios en las atribuciones y roles 

del ministerio de educación; no obstante, no está claro cómo y cuándo se 

llevarán a cabo esas transformaciones. 

finalmente, la participación institucionalizada de los actores de la co-

munidad educativa constituye un aspecto complementario de gran relevancia 

14 algo de esto ha estado sucediendo en la práctica, mediante la reciente creación de un fondo 
de gestión para el mejoramiento de la educación municipal, y los programas especiales de 
jubilaciones para docentes municipales.
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para la discusión aquí contenida. algunas propuestas son optimistas en ima-

ginar un rol activo de actores comunitarios en las tareas de administración es-

colar, ya sea como integrantes de los consejos escolares o eventuales consejos 

comunales de educación. sin embargo, independiente de la suerte que corran 

dichas propuestas, profundizar el control social sobre la escuela y el sistema 

escolar en general, aumentando la exigencia por una mayor responsabilidad y 

cuenta pública sobre su trabajo, así como contar con familias más informadas 

—no solo para elegir entre establecimientos, sino también para exigir mayor 

calidad al establecimiento en que en definitiva se educa su hijo—, serían sin 

duda factores de fortalecimiento de la administración del sistema escolar, cual-

quiera sea la opción organizacional que se elija.

reCursos

los recursos fiscales adicionales provenientes de la modificación de 

la regla de superávit estructural se destinarán en gran medida a lograr una 

educación de mayor calidad y equidad; así, la aprobación a fines de 2007 

de la ley de subvención escolar Preferencial, la creación para el año 2008 

de un fondo de gestión para la educación municipal de 100 millones de 

dólares, así como el incremento permanente del 15 por ciento del valor de 

la subvención regular, al cual se suma un 10 por ciento adicional para la 

educación rural, dan cuenta de un incremento histórico para este año en el 

presupuesto público de educación. sin embargo, en el marco de la construc-

ción de una nueva arquitectura de la educación chilena, aún está ausente 

la definición de las adecuaciones permanentes que tendrá nuestro sistema 

de financiamiento.

en efecto, a pesar de la relevancia que tiene la magnitud de recursos 

financieros en educación, la experiencia internacional y local da cuenta que 

ello no es suficiente para alcanzar los objetivos de mayor calidad y equidad. 

las investigaciones de hanushek (1989 y 2006) y Wobmann (2003) han mos-

trado consistentemente que los esfuerzos sistemáticos, de los países desa-

rrollados y en desarrollo, por incrementar la magnitud relativa y absoluta de 

recursos financieros destinados a educación no han incrementado los logros 

escolares del promedio de los estudiantes, ni revertido —en la mayoría de las 

experiencias comparadas— la inequidad en la distribución de dichos logros 

entre los estudiantes de diferentes grupos socioeconómicos. 

Chile no ha sido una excepción: los aportes adicionales provenientes 

del financiamiento Compartido y de la Jornada escolar Completa —los cua-

les, en promedio, duplicaron el monto disponible de recursos por estudiante 

para los colegios subvencionados que cuentan con ambos programas— han 
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sido estrategias poco efectivas para aumentar los aprendizajes medidos por 

el simce.15

en contraste, un reciente trabajo de Barber y mourshed (2007) —elabo-

rado para la consultora internacional mcKinsey— da cuenta que los resultados 

de los mejores sistemas escolares del mundo, a nivel de países y regiones, en 

términos generales están poco asociados a su nivel de gasto en el sector. sin 

embargo, este mismo análisis comparado da cuenta de una relación indirecta, 

más específica entre gasto y resultados, puesto que uno de los tres pilares que 

caracterizarían a los sistemas escolares de excelencia es su capacidad para 

atraer a los mejores estudiantes de la enseñanza secundaria a estudiar peda-

gogía y mantenerse luego enseñando en las escuelas, para lo cual, mencionan 

los autores, es indispensable —aunque no suficiente— que el salario inicial, o 

de los primeros años de ejercicio profesional de los profesores sea similar al 

ingreso promedio de las restantes profesiones. Claramente esta es una tarea 

pendiente en el caso de Chile: los datos elaborados por meller y Brunner (2007) 

dan cuenta que entre los profesionales recientemente titulados, aquellos con 

las menores remuneraciones promedio son precisamente todos los provenien-

tes de las carreras vinculadas con el sistema escolar, quienes reciben apenas la 

mitad del promedio de las remuneraciones del resto de los profesionales.

esta evidencia demuestra que la relación entre los resultados escolares 

y los recursos financieros destinados a la educación no depende solo de su 

magnitud, sino que principalmente de las decisiones relativas a su uso, de sus 

mecanismos de cuenta pública e incentivos, así como del diseño de una insti-

tucionalidad promotora de una educación de calidad para todos. en este con-

texto, el libro contiene la reflexión sobre algunos de los principales desafíos del 

financiamiento del sistema escolar chileno de dos economistas especializados 

en la materia, ambos miembros del Consejo asesor Presidencial para la Calidad 

de la educación primero y del Consejo asesor de equidad y trabajo después.

harald Beyer, en “más financiamiento en educación y un mejor diseño 

de la subvención” (capítulo 7), plantea que el principal rol del estado en el 

sistema escolar es lograr que todos los estudiantes —independiente de su nivel 

socioeconómico de origen— superen un umbral de calidad educacional equi-

valente. aunque el autor ejemplifica este umbral con la obtención de puntajes 

simce entre 280-300 puntos, o con una probabilidad similar de obtener más 

de 600 puntos en la Psu, podemos también asociarlo con la adquisición de 

las competencias necesarias para participar como ciudadano de los mayores 

desafíos de nuestra sociedad y de una economía global altamente competitiva. 

15 Valenzuela (2005) y Bellei (2006) encuentran pequeños efectos promedio de la Jornada escolar 
Completa; quintanilla (2000) no encuentra efectos consistentes del financiamiento Comparti-
do en los logros simce.
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en principio, el rol del estado debe orientarse a lograr una calidad de la educa-

ción similar entre los estudiantes, independiente del nivel sociocultural de sus 

familias; sin embargo, la actual situación educacional del país —baja calidad 

generalizada y extrema y creciente desigualdad de resultados de aprendizaje—, 

hace razonable plantearse una meta de mediano plazo como la sugerida por 

Beyer, lo cual implica poner el foco de los mecanismos de seguimiento y eva-

luación de la reforma en estos indicadores clave de reducción de la desigualdad 

en los resultados escolares.

en relación al financiamiento de esta tarea, Beyer analiza tres aspectos: i) 

el esfuerzo financiero relativo que el estado realiza para el sector de educación 

escolar; ii) la magnitud de los recursos necesarios por estudiante para alcanzar 

el mencionado umbral de calidad; y iii) los mecanismos de financiamiento del 

sistema. se plantea que el esfuerzo financiero de Chile en educación ha sido 

insuficiente al compararlo con los países de la oeCD; aunque —como indica 

el propio autor— el presupuesto del año 2008 permitiría a nuestro país equi-

pararse con el promedio de la oeCD en cuanto al gasto relativo en educación 

escolar. a su vez, Beyer compara —en términos del ingreso per cápita del país, 

basado en oeCD, 2007— el gasto anual por estudiante de educación básica en 

Chile respecto de los países de la oeCD y concluye que, a pesar del aumento 

en el valor de la subvención general, en 2008 aún sería necesario incrementar 

en un 20 por ciento adicional los aportes por estudiante para alcanzar el pro-

medio de la oeCD. sin embargo, la incorporación de los recursos provenientes 

de la subvención escolar Preferencial implicarán que nuestro país cierre una 

parte importante de esta brecha, por medio de una distribución asociada direc-

tamente al mayor grado de vulnerabilidad de ciertos estudiantes, elemento que 

el autor considera indispensable.

el segundo aspecto abordado por el autor —estimar un valor de subven-

ción para los estudiantes de bajo nivel socioeconómico que les posibilite recibir 

una educación de calidad— permite una discusión más objetiva acerca de los 

desafíos financieros y de gestión para mejorar la equidad en los resultados 

escolares. utilizando como parámetro entidades efectivas en la provisión de 

educación de calidad, el autor estima que 62 mil pesos mensuales permitirían 

a estudiantes de bajo nivel socioeconómico alcanzar los umbrales mínimos de-

finidos previamente.16 esta estimación parece consistente con el hecho que la 

sociedad de instrucción Primaria, atendiendo a niños de nivel socioeconómico 

medio, requiere de 40 mil pesos mensuales para alcanzar niveles de resultados 

simce como los mencionados. Dos situaciones se pueden resaltar de la pro-

16 al monto propuesto por el autor se le ha descontado el costo alternativo de la inversión de 
capital, considerando que quienes atienden preferentemente a este grupo son entidades muni-
cipales y sin fines de lucro.
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puesta del autor en este punto. la primera es que, tal como indica Beyer, no es 

correcto comparar el gasto por estudiante de la educación subvencionada con 

el gasto de los colegios particulares pagados, puesto que una parte considera-

ble del alto cobro que realizan estos últimos no está asociada a una mayor ca-

lidad educacional sino a otros factores, tales como el elevado costo de oportu-

nidad de los terrenos y edificaciones de los establecimientos localizados en los 

sectores más caros de la ciudad. la segunda corresponde a la coincidencia de 

este monto con el aporte que realizará el estado a partir del año 2008 —como 

efecto de la subvención escolar preferencial— para el tercio de los niños más 

vulnerables que asistan desde pre-kínder a cuarto básico a establecimientos 

subvencionados, el cual alcanzará aproximadamente a 60 mil pesos mensuales. 

De esta forma, los principales desafíos para lograr una educación de calidad de-

biesen a futuro tender a concentrarse en aspectos institucionales y de gestión, 

más que en la magnitud de los aportes financieros del estado.

no obstante lo interesante de la propuesta de Beyer, este omite en su 

análisis la escala del establecimiento, uno de los aspectos más críticos para de-

terminar el costo de una educación de calidad y los requerimientos financieros 

agregados asociados a esta. la literatura internacional da cuenta que la mayor 

parte de las economías de escala en educación se producen a nivel de cada es-

tablecimiento más que a una red de ellos —aunque las redes presentan una se-

rie de otras potenciales ventajas—; gallego, rodríguez y sauma (2007) alcanzan 

una conclusión similar incluso para la educación chilena municipal rural. Beyer, 

para estimar su propuesta, asume un tamaño de establecimiento de dos cursos 

por grado (26 en total) y un tamaño promedio de cada curso de 40 alumnos, 

ambas variables relativamente similares a los 17 establecimientos de la sociedad 

de instrucción Primaria, si bien esta tiene un promedio de 45 alumnos en cada 

curso. sin embargo, el exceso de entrada de nuevos establecimientos al sistema 

escolar y los cambios demográficos que afectan la magnitud de población en 

edad escolar, han implicado que el establecimiento subvencionado promedio 

en zonas urbanas tenga actualmente 33 alumnos por curso y solo un curso por 

grado. Dado este contexto, la función de producción de educación de calidad 

para estudiantes de bajo nivel socioeconómico propuesta por el autor, tendría 

un costo mensual por estudiante de 82 mil pesos (106 mil pesos al incluir el 

costo de oportunidad de la inversión en capital), donde un 75 por ciento del 

diferencial del mayor costo se explica únicamente por el menor tamaño de los 

cursos. en consecuencia, de no regularse la cantidad y tamaño de los oferentes 

de educación financiados por el estado, el objetivo de lograr una educación 

de calidad para los niños más vulnerables requerirá más que duplicar el valor 

estimado de la subvención —casi triplicarlo—, sin evidentes ganancias en efi-

ciencia o en calidad.
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un último aspecto desarrollado por el autor es su propuesta de financia-

miento general de la educación subvencionada. Beyer propone un financia-

miento mixto de la educación pública: por una parte, propone un valor general 

de la subvención que se duplica en relación a su valor del año 2007 —es decir, 

aumenta desde unos 32 mil pesos a 64 mil pesos mensuales—; por otra, man-

tiene la posibilidad de cobrar a las familias a través del financiamiento compar-

tido, aunque —por último— reduciendo el aporte estatal vía subvención para 

todos aquellos que realizan aportes a través del financiamiento compartido y 

no solo para un grupo, como es en la actualidad. el autor argumenta que a 

pesar del potencial efecto que genera el financiamiento compartido sobre la 

segregación socioeconómica en el sistema escolar, sus beneficios son conside-

rables, puesto que permite destinar mayores recursos al sistema educacional, 

transparenta la existencia de estos para el sistema de financiamiento general de 

la educación y permite que parte de los recursos que el estado gastaría en estu-

diantes con capacidad de pago sean redestinados a los grupos más vulnerables, 

por medio de los mencionados descuentos a la subvención. el autor indica que 

un importante desafío para que su propuesta no genere mayor segregación, 

sino por el contrario, una alta movilidad de los estudiantes entre los diversos 

establecimientos subvencionados, es que el monto de cobro del financiamiento 

compartido sea aplicado a cada estudiante, de acuerdo a su capacidad de pago, 

y no —como es en la actualidad— que el monto del arancel sea un atributo 

del establecimiento.

la propuesta de Beyer de diseñar un sistema de financiamiento mixto es 

interesante, pero plantea al menos tres desafíos que —a nuestro juicio— re-

quieren su readecuación. el primero es de orden general, pues el esquema pro-

duce una situación donde los colegios obtendrían más recursos financieros (vía 

subvención corregida más financiamiento compartido) a mayor capacidad de 

pago de las familias de los estudiantes, desapareciendo la pretendida condición 

privilegiada de aquellos alumnos beneficiados con la subvención escolar Prefe-

rencial. segundo, el diseño planteado supera el costo estimado de una educa-

ción de calidad, incluso para los estudiantes de bajo nivel socioeconómico, que 

serían los de mayor costo; en este sentido, cabe preguntarse por qué el estado 

debiese incrementar los aportes fiscales más allá de lo necesario. tercero, en el 

mediano plazo, la composición social de los establecimientos subvencionados 

tendería a equilibrarse en función de la capacidad de pago de las familias, re-

produciéndose una situación de alta —aunque más refinada— segmentación. 

en efecto, ¿qué incentivos tendrían los colegios para preferir estudiantes de baja 

capacidad de pago frente a postulantes de mayores ingresos?

Por su parte, alejandra mizala en “la subvención escolar diferenciada por 

nivel socioeconómico en Chile” (capítulo 8), se centra en el diseño y desafíos 
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que presenta la mencionada ley de subvención escolar Preferencial. la inves-

tigadora describe al actual sistema de financiamiento de la educación subven-

cionada como indiferente respecto de las condiciones socioeconómicas de los 

niños, puesto que el valor de la subvención por estudiante no varía según este 

criterio, mientras que la magnitud de otras subvenciones y programas públicos 

destinados a los niños y escuelas de menores condiciones sociales son mar-

ginales dentro del financiamiento total, sin llegar a modificar dicha situación 

inicial. De esta forma, mizala argumenta que los resultados escolares tenderán a 

reproducir, y no a revertir, las características socioeconómicas de los niños, no 

solo porque los colegios subvencionados que pueden seleccionar estudiantes 

lo hacen prefiriendo aquellos con menores dificultades de aprendizaje y con 

familias de mayor nivel socioeconómico y cultural, sino también porque los 

recursos que requiere un niño para alcanzar un determinado estándar educa-

cional serían inversamente proporcionales a su nivel socioeconómico familiar. 

Consecuentemente, el diseño del valor de la subvención escolar no es neutro 

respecto de la equidad de los resultados educativos.

la autora plantea que en la experiencia comparada existen diversos me-

canismos para resolver esta situación. Por ejemplo, en el caso de holanda se 

entrega una subvención mayor, a nivel de escuela y estudiante, para los casos 

de mayor vulnerabilidad, mientras que en estados unidos se han ampliado 

las posibilidades de elección de escuelas entre los estudiantes vulnerables por 

medio de la asignación de vouchers a las familias de este grupo de estudiantes. 

Para el caso de Chile, más cercano a la experiencia holandesa, la principal po-

lítica para revertir esta situación, y que se implementará a partir de 2008, es la 

subvención escolar Preferencial, la cual incrementará en aproximadamente un 

60 por ciento el valor de la subvención regular para el tercio de los estudian-

tes con mayor vulnerabilidad socioeconómica. inicialmente esta subvención 

adicional se otorgará a los estudiantes de pre-kínder a cuarto básico, pero 

anualmente se ampliará en un grado, para alcanzar una cobertura hasta octavo 

básico en el año 2012. 

es importante resaltar lo que indica la autora respecto a la experiencia 

internacional para mejorar los resultados escolares en niños y escuelas vulne-

rables: mayores recursos no son suficientes para cerrar la brecha inicial, sino 

que esta política debe ser acompañada por una oferta diversa de mecanismos 

de apoyo técnico, actuar sobre los incentivos hacia los profesores y equipos 

directivos de las escuelas, mejorar la calidad docente, incrementar las expecta-

tivas de los docentes y las familias sobre los resultados de los niños, así como 

desarrollar un intensivo programa de monitoreo y evaluación, tanto para cono-

cer tempranamente los efectos que están generando estas políticas, como para 

corregir su diseño e implementación.
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en forma complementaria, basada en su trabajo junto a gonzález y ro-

maguera (2002), mizala argumenta sobre la importancia de que los recursos 

adicionales se asignen por las condiciones individuales del niño y no de la 

escuela o barrio, pues de lo contrario un alto porcentaje de estudiantes vulnera-

bles no participarían de la política y una parte considerable de los beneficiarios 

no serían parte del grupo objetivo al cual apunta el proyecto. De esta forma, 

el diseño propuesto por los autores y recogido en la subvención preferencial, 

permitiría una mayor integración de niños vulnerables en escuelas con niños 

no vulnerables, una mayor movilidad de estos estudiantes entre diversas escue-

las, el fortalecimiento de la competencia y un mayor empoderamiento de los 

padres sobre la elección y los resultados educacionales de sus hijos. Con todo, 

la autora anticipa potenciales problemas en su implementación, como son la 

estigmatización de los niños vulnerables y un efecto diferenciado entre los ni-

ños de acuerdo a la educación de sus padres.

mizala —a nuestro juicio— presenta al menos dos desafíos importantes. 

Por una parte, evitar el incremento de la segregación de los niños vulnerables, 

puesto que existirán altos incentivos para instalar nuevas escuelas en barrios 

que concentren a estos grupos de estudiantes así como a privilegiar la entrada 

de niños con estas características; por otra, la propuesta planteada no se hace 

cargo del denominado “efecto par” sobre el aprendizaje de los estudiantes vul-

nerables (es decir, la influencia que la composición social del grupo de com-

pañeros tiene en los logros de un estudiante); en efecto, si el nivel socioeco-

nómico de los compañeros es relevante, puede que para los niños vulnerables 

en situación de mayor segregación el incremento de recursos financieros no 

alcance para compensar esta desventaja,17 de forma que las decisiones de dise-

ño asumidas (e.i. focalizar a nivel individual) tienen consecuencias respecto del 

objetivo buscado.18 Por ambos motivos, tal como lo señala mizala, es indispen-

sable realizar un intensivo seguimiento al proceso de implementación y a los 

efectos —deseados y no deseados— que la seP provoque en el sistema escolar, 

así como estudios que determinen técnicamente cuál debiese ser la magnitud 

de esta subvención adicional, puesto que el monto definido por la ley no está 

sustentado en evidencia técnica.

mizala plantea también un conjunto de comentarios importantes para el 

perfeccionamiento de esta subvención preferencial, así como la relación de 

17 inversamente, es posible argumentar que algunos niños beneficiados por el programa, pero 
que asisten a establecimientos con una alta proporción de alumnos no vulnerables, están en 
una situación de ventaja comparados con alumnos de bajos recursos pero no beneficiados por 
el programa que asisten a establecimientos de alta concentración de vulnerabilidad. en otras 
palabras, la vulnerabilidad socioeconómica no se corresponde mecánicamente con la vulnera-
bilidad socioeducativa.

18 Durante la discusión parlamentaria se corrigió parcialmente este error de diseño, incorporando 
una subvención adicional por concentración de pobreza a nivel de la escuela.



Debate sobre la educación chilena y propuestas de cambio42

los recursos provenientes de ella y del financiamiento Compartido. respecto 

a este último tema, la autora tiene una posición similar a la de Beyer, en el 

sentido de que debe ser considerada como una política que presenta mayo-

res ventajas que efectos negativos. ella plantea que en un esquema general 

de financiamiento la subvención preferencial es recibida por los estudiantes 

vulnerables, mientras que los estudiantes que asisten a establecimientos con 

financiamiento compartido debiesen recibir una subvención regular con des-

cuentos crecientes según el monto cobrado; complementariamente, la autora 

sugiere la posibilidad de generar una subvención preferencial de menor mon-

to para aquellos estudiantes que no recibirán la actual subvención preferen-

cial pero cuyas familias tampoco pueden realizar aportes financieros, lo cual 

debiese ser analizado en el marco del sistema general de financiamiento de 

la educación subvencionada.

a pesar de algunas coincidencias con el diseño de Beyer, la propuesta de 

la autora presenta diferencias con la descrita previamente. solo para mencionar 

las dos más relevantes, mizala mantiene el aporte de la subvención preferencial 

como un importante diferencial sobre el monto —cualquiera sea este— de la 

subvención regular; en segundo lugar, la autora plantea que los recursos finales 

por estudiante con que cuenten las escuelas —aportes totales provenientes del 

estado más cobros a las familias— deben ser mayores para los niños vulnera-

bles que para la mayor parte de los estudiantes, de tal forma de mantener el 

espíritu de la tesis que sustenta su trabajo: una educación de calidad para todos 

los niños requiere realizar una mayor inversión en aquellos niños con menor 

capital sociocultural y económico.

las propuestas elaboradas por Beyer y mizala —tales como diseñar instru-

mentos que permitan mayor equidad en el grado de aprendizaje, la discusión 

sobre mecanismos de financiamiento que compatibilicen los recursos del esta-

do con los aportados por las familias, así como el esfuerzo de estimar la magni-

tud del valor de una subvención para una educación con estándares de calidad 

equivalentes— abordan parte de las prioridades que están siendo asumidas 

con las recientes reformas legales y presupuestarias, aunque ellas no resuelven 

la totalidad de los principales componentes financieros requeridos para una 

“nueva arquitectura del sistema escolar”, que asegure avanzar hacia estándares 

de mayor calidad y equidad de la educación del país.

en una agenda tal, deberían considerarse, al menos, otros tres temas com-

plementarios. el primero está asociado al diseño financiero para abordar una 

reforma sustantiva a la actual carrera docente, que permita incentivar a los jó-

venes más talentosos egresados de la educación secundaria a optar por carreras 

profesionales vinculadas al sistema escolar, al mismo tiempo que —tal como lo 

indica el informe del Consejo asesor para la Calidad de la educación— permita 
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retener a estos jóvenes enseñando en las aulas o participando de los equipos 

directivos de nuestras escuelas y liceos.

un segundo elemento crítico es diseñar mecanismos institucionales e in-

centivos adecuados para que los mayores recursos financieros efectivamente 

sean asignados de forma eficiente, y que su incremento potencie procesos 

de mejoramiento de la calidad en las escuelas, particularmente las más vulne-

rables. en este sentido, antes se argumentó que no regular el tamaño de los 

cursos ni de los colegios puede implicar que los incrementos en el valor de la 

subvención solo deriven en colegios y cursos más pequeños, y —subsecuente-

mente— en nuevas demandas por aumentar los aportes públicos a educación 

(Valenzuela, 2007). 

finalmente, un aspecto tratado tangencialmente por Beyer, pero que fue 

definido por el Consejo asesor para la Calidad de la educación como uno de 

los criterios fundamentales para tener un financiamiento adecuado y equitativo, 

es analizar la magnitud de los costos adicionales que impone la actual institu-

cionalidad al sector municipal en comparación con el particular subvencionado. 

estos costos adicionales se refieren principalmente a las diferentes regulaciones 

laborales,19 así como al hecho que —en último término— la educación muni-

cipal es el garante del derecho universal a la educación.20 independientemente 

de que estas diferencias institucionales pueden ser modificadas, un criterio 

básico de ecuanimidad indica que mientras ellas existan se debe entregar un 

financiamiento compensatorio a la educación municipal. sobre esta materia, el 

Consejo asesor recomendó que cualquier nueva institucionalidad que obligue 

a un tipo de sostenedor o a su conjunto, debe ser financiada por el estado; en 

este sentido, las recientes propuestas de reformas al sistema escolar enviadas al 

Congreso nacional debiesen ser examinadas desde la perspectiva de sus efec-

tos financieros sobre las escuelas y liceos.

19 no nos referimos solo a las diferencias generadas por el estatuto Docente, sino también por 
leyes recientes como la de concursabilidad de los directores de establecimientos municipales.

20 esto implica —al menos— aceptar algunos niños que el sector particular excluye y garantizar 
una oferta educativa en zonas sociales y geográficas que no resultan económicamente atracti-
vas.
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¿Cómo mejorar las políticas de desarrollo 
profesional docente a fin de atraer, 
perfeccionar y retener profesores efectivos?

Emiliana Vegas�

introduCCión

si bien Chile ha logrado aumentar el acceso a la educación básica para 

una gran mayoría de sus niños, la calidad de la educación sigue siendo muy 

baja.2 en un mundo cada vez más globalizado en el cual las competencias y 

conocimientos de los trabajadores cumplen un rol crucial, los países cuyos estu-

diantes reciben una educación de inferior calidad corren el riesgo de quedarse 

atrás, con ciudadanos que continuarán percibiendo bajos salarios y perdiendo 

oportunidades de salir de la pobreza y disfrutar de una vida mejor. 

aunque Chile ha alcanzado en las últimas décadas tasas de crecimiento 

económico sostenido conjuntamente con reducciones en los niveles de pobre-

za y más recientemente algunos logros en la desigualdad de ingreso, todavía 

enfrenta enormes desafíos relacionados con aumentar su desarrollo y conti-

nuar disminuyendo la pobreza y la desigualdad. la educación es reconocida a 

todo nivel como uno, si no el más crítico, de los medios para enfrentar estos 

desafíos. la democratización de la educación, a través del mejoramiento de 

su cobertura y de su calidad, es crucial para superar la desigualdad social y 

económica existente en todo Chile.3 asegurar que todos los niños chilenos 

tengan la oportunidad de adquirir las habilidades críticas en el nivel primario y 

secundario es crucial para superar las barreras que perpetúan el subdesarrollo 

y la pobreza.4

1 este artículo fue preparado por emiliana Vegas, basado en dos publicaciones previas: Vegas 
(ed.) 2005 y Vegas y umansky (2005).

2 los estudiantes chilenos obtuvieron algunos de los resultados más bajos entre quienes partici-
paron en las evaluaciones internacionales de timms y Pisa.

3 De ferranti et al. (2004). 
4 De ferranti et al. (2003).
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a pesar de que la mayoría de las personas reconoce la importancia de 

mejorar la calidad de los sistemas educacionales para reducir la pobreza y la 

desigualdad, y aumentar el desarrollo económico, la manera de hacerlo no está 

clara. un creciente conjunto de evidencia apoya la noción intuitiva de que los 

docentes desempeñan una función clave en lo que respecta a qué, cómo y 

cuánto deben aprender los estudiantes.5 atraer personas calificadas a la profe-

sión docente, retener a estos maestros calificados, entregarles las competencias 

y conocimientos necesarios y motivarlos para trabajar duro y esforzarse al máxi-

mo son probablemente algunos de los principales desafíos para la educación 

en Chile.

la efeCtividad doCente

¿Cómo sabemos si un docente es efectivo? 

¿quién es un buen maestro? ¿Cuáles son las características de un buen 

maestro? Casi todas las personas que han pasado por el sistema escolar pueden 

recordar a algún maestro excepcional. las personas suelen entregar una diver-

sidad de razones para explicar por qué su maestro o maestra es excepcional, 

desde ser “cariñoso/a y preocupado/a”, “culto/a”, un/a “buen/a comunicador/

a”, hasta el hecho de ser “exigente” y “estimular a los alumnos a trabajar duro 

y ampliar sus propios horizontes”. estos son comportamientos complejos que 

no se miden fácilmente. en efecto, la medición de los factores que poseen los 

maestros eficaces y que no poseen los otros maestros ha resultado técnicamen-

te difícil y onerosa. esta dificultad de medir los factores que hacen eficaz a un 

maestro plantea uno de los desafíos para el diseño de  incentivos docentes. 

en último término, lo que debería preocupar a la sociedad es si los docen-

tes están generando aprendizaje en sus alumnos. en otras palabras, a pesar del 

hecho de que la demostración de afecto por parte de los maestros y su dominio 

de los conocimientos de la asignatura que enseñan son comportamientos que 

probablemente estimulan a los alumnos a aprender, no todos los maestros que 

son afectuosos o dominan su materia son también maestros eficaces. 

Para nosotros, un docente es eficaz cuando existe evidencia de que sus 

alumnos han adquirido los conocimientos y habilidades adecuados. Para medir 

la eficacia de un docente, en primer lugar nos basamos en los indicadores de 

aprendizaje de los alumnos disponibles a partir de las evaluaciones nacionales 

de los conocimientos de las asignaturas (usualmente lenguaje y matemáticas). 

5 Véase, por ejemplo, rivkin, hanushek y Kain (1998) y rockoff (2004), que presentan evidencia 
del hecho de que la calidad de los docentes tiene un fuerte impacto en el rendimiento aca-
démico de los alumnos. más específicamente, ehrenberg y Brewer (1995) y ferguson y ladd 
(1996) presentan evidencia de que las habilidades matemáticas y lingüísticas de los docentes 
están fuertemente relacionadas con los indicadores educacionales. 

Emiliana Vegas
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Debido a que el aprendizaje de los alumnos adquiere múltiples formas y es 

difícil de medir y a que las pruebas constituyen una medición imperfecta del 

aprendizaje, reconocemos que los puntajes obtenidos por los alumnos en las 

pruebas constituyen una medida incompleta e imperfecta de la calidad de los 

docentes.6 sin embargo, dada la ausencia de una mejor comprensión de los fac-

tores que dan cuenta de un buen maestro y la insuficiencia de datos sistemáti-

cos y comparables con respecto al aprendizaje de los alumnos, las evaluaciones 

nacionales arrojan luces sobre la calidad de la enseñanza y el aprendizaje.

Hay todo un sistema que incide en la efectividad docente7

existen por lo menos siete componentes que pueden influir en la calidad 

de quienes deciden entrar en la docencia y permanecer en ella. en primer lu-

gar, los maestros deben tener acceso a materiales didácticos adecuados y contar 

con condiciones de infraestructura básicas. a pesar de que esto parece obvio, 

algunos maestros en Chile y otros países siguen trabajando en escuelas con 

recursos insuficientes.

en segundo lugar, los maestros deben saber qué se espera de ellos. todos 

los sistemas educacionales que logran altos niveles de aprendizaje entre sus 

alumnos han establecido estándares para los maestros de sus escuelas públicas. 

Por ejemplo, la mayoría de los sistemas exige que los maestros hayan comple-

tado un número mínimo de años de educación; muchos sistemas exigen que 

los maestros hayan completado programas particulares de formación docente 

y/o hayan aprobado programas de certificación docente establecidos; la mayo-

ría de los sistemas exige que los maestros trabajen un determinado número de 

días/horas a la semana y al año. un sistema que tiene la capacidad de contratar 

y retener a maestros altamente calificados tiene claras expectativas con res-

pecto a los maestros en términos de los conocimientos de las asignaturas y las 

competencias pedagógicas que requieren, entrega pautas específicas relativas 

a la conducta y a las acciones que deben realizar los maestros, y explicita las 

competencias y objetivos de rendimiento académico específicos que se espera 

que los maestros desarrollen en sus alumnos. 

en tercer lugar, la modalidad de selección y asignación de los maestros a los 

establecimientos escolares afecta la calidad de la enseñanza y el aprendizaje. en 

muchos sistemas latinoamericanos, estas reglas no son claras ni transparentes, 

dejando el proceso abierto a las influencias políticas. y cuando existen reglas 

claras, estas suelen estar desvinculadas de las políticas destinadas a orientar los 

6 Kane y staiger (2001) y Koretz (2002) entregan evidencia de los múltiples problemas que plan-
tean las evaluaciones de los conocimientos de los alumnos.

7 agradecemos a Jeff Puryear, cuyos comentarios en la conferencia “aprendiendo a enseñar 
en la sociedad del conocimiento”, celebrada en sevilla, españa, en junio del 2004, fueron un 
valioso aporte a esta sección.
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recursos a las áreas de mayores necesidades. Por ejemplo, en lugar de asignar a 

los maestros con mejor desempeño a las escuelas que atienden a los niños más 

necesitados, los países suelen dar prioridad de elección en la asignación de las 

escuelas a los maestros experimentados, dejando así las escuelas que atienden 

a las poblaciones más desfavorecidas en manos de maestros nuevos y con me-

nos experiencia. un mecanismo de asignación de los docentes con propósitos 

específicos podría involucrar la delegación de la autoridad a los directores o 

administradores de los establecimientos educacionales, permitiéndoles selec-

cionar a los maestros con las mejores calificaciones y características para que 

enseñen a los alumnos de sus escuelas. las reglas de selección y los criterios 

de asignación deberían ser claros, transparentes y racionales. De lo contrario, se 

deja el sistema abierto a las influencias políticas y terminan los maestros menos 

eficaces enseñando a los niños más vulnerables.

en cuarto lugar, los sistemas educacionales requieren información acerca 

de la enseñanza y el aprendizaje en forma regular y medidas de avance en 

función de las expectativas que se han establecido. esta información debe 

ser utilizada no solo para efectos de la rendición de cuentas, sino como una 

herramienta para mejorar la práctica docente. los sistemas de monitoreo y eva-

luación deben abordar por lo menos tres preguntas: 1) ¿Poseen los maestros 

en ejercicio los conocimientos y competencias esperados?, 2) ¿el desempeño 

de los docentes satisface actualmente las expectativas planteadas? y 3) ¿están 

adquiriendo nuestros alumnos las competencias a las que aspiramos y avan-

zando al ritmo esperado en dicha adquisición? sin una evaluación de los cono-

cimientos y competencias de los maestros, de su conducta y desempeño, y de 

los resultados de aprendizaje de los alumnos, ni las autoridades responsables 

de las políticas ni los maestros mismos pueden saber en qué medida se están 

cumpliendo nuestras expectativas.

en quinto lugar, para enseñar bien se requiere un aprendizaje continuo y 

para lograr que todos los alumnos aprendan se requiere que los maestros de 

cada escuela trabajen en conjunto en el diseño de estrategias para cada alumno. 

Por lo tanto, si bien un sistema eficaz para atraer y retener a los buenos maestros 

es aquél en el cual existen claras expectativas respecto de las competencias que 

deben tener los maestros y las conductas que deben exhibir, y en el cual los 

maestros son monitoreados y evaluados en forma continua, tan esencial como 

ello es la utilización de esta información para brindar a los maestros el apoyo 

técnico y directivo que requieren, junto con las oportunidades de desarrollo 

profesional para que tengan éxito en la tarea de generar el aprendizaje de los 

alumnos. Poder brindar este tipo de apoyo a los maestros implica contar con 

administradores escolares que sean también líderes pedagógicos y que trabajen 

en estrecha colaboración con los maestros en la utilización de la información 

Emiliana Vegas
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derivada de las evaluaciones para ayudarlos a mejorar sus conocimientos de las 

materias y sus competencias pedagógicas en áreas específicas. además, impli-

ca que los líderes pedagógicos de las escuelas deben estimular y apoyar a los 

maestros para que trabajen en forma conjunta, con el fin de producir mejores 

resultados para todos los alumnos de una escuela. finalmente, se requiere que 

los administradores de las escuelas asignen tiempo para el desarrollo profesio-

nal y la colaboración entre los docentes dentro de la jornada y el año escolar. si 

no se entrega a los maestros el liderazgo pedagógico y las oportunidades de de-

sarrollo necesarias, no podemos esperar que adquieran nuevas competencias, 

mejoren su aprendizaje ni desarrollen las comunidades docentes necesarias 

para producir altos niveles de aprendizaje en los alumnos.

en sexto lugar, los maestros eficaces tienen autoridad para utilizar su me-

jor juicio profesional en la determinación de lo que se requiere para obtener 

resultados en función de los estándares acordados. sin autoridad, por ejemplo 

para escoger entre los diferentes métodos pedagógicos, los maestros no pue-

den ser responsabilizados por fracasar en el cumplimiento de los objetivos de 

aprendizaje de los alumnos. asimismo, los directivos escolares y los equipos de 

gestión escolar deben tener la autonomía profesional que les permita entregar 

a los maestros los recursos materiales y técnicos necesarios para apoyarlos en 

el cumplimiento de las expectativas planteadas. y un aspecto muy importante 

es que los directivos de las escuelas y los equipos de gestión escolar deben 

contar con la autoridad y los recursos para gratificar a los maestros que tienen 

un alto desempeño y sancionar a los maestros cuyo desempeño es deficiente. 

sin autonomía profesional y autoridad, es poco probable que el maestro, como 

el actor educacional con el mayor conocimiento y comprensión de las necesi-

dades de sus alumnos, sea capaz de promover el aprendizaje de los alumnos al 

máximo de sus capacidades.

finalmente, dado que las personas responden a una diversidad de in-

centivos, probablemente deberían existir múltiples políticas de incentivos para 

atraer y retener en la profesión docente a personas altamente calificadas y para 

lograr que los maestros trabajen duro en pos del mejoramiento del aprendizaje 

de los alumnos. estas políticas podrían incluir sueldos relativos adecuados, a lo 

menos tan altos como los ofrecidos a las personas con similares características 

en otras profesiones; mejores sueldos para los maestros con un mejor desem-

peño; mejores sueldos para los que trabajan en condiciones más difíciles (zonas 

remotas, poblaciones desfavorecidas); una carrera docente bien definida para 

los maestros de excelencia (oportunidades de promoción, reconocimiento pú-

blico y prestigio); una amenaza verdadera de perder el empleo como resultado 

de un desempeño inadecuado, y una relación relativamente estrecha con el 

cliente, en la cual los maestros deban convencer regularmente a alguna persona 
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(directivos de establecimientos, padres o comunidades) de que se están desem-

peñando de manera adecuada.

Desde la inspiración de ayudar a los niños necesitados a desarrollarse como 

ciudadanos responsables y capaces, hasta las oportunidades de ascenso profesio-

nal y una mejor remuneración basadas en el rendimiento de los alumnos en los 

exámenes estandarizados, la política docente determina los incentivos existentes 

hacia los docentes, que van desde las motivaciones internas personales hasta 

las reformas de incentivos altamente estructuradas y planificadas. los incentivos 

también pueden afectar la docencia de diferente manera. algunos incentivos 

se centran en atraer más candidatos talentosos a la carrera de pedagogía. otros 

apuntan al esfuerzo y conducta de los maestros, por ejemplo, estimulándolos a 

trabajar en las zonas rurales o a mejorar las habilidades de lectura y matemáticas 

de sus alumnos. incluso otros incentivos tienen por objeto fomentar una mayor 

retención de los docentes, como es el caso de los aumentos de sueldo a medida 

que los maestros van adquiriendo más experiencia en el trabajo.

la política debe considerar estos componentes ya que diferentes diseños 

tendrán efectos también dispares tanto en la contratación y retención, como en 

las elecciones diarias de los maestros en el aula. en las siguientes secciones, 

presentamos las principales lecciones y hallazgos de diversos estudios sobre el 

impacto de reformas educativas que se han llevado a cabo en varios países de 

américa latina en la calidad de los docentes y el aprendizaje de sus alumnos.8 

la polítiCa doCente inCide en quienes entran y permaneCen 
en la doCenCia y en su efeCtividad

La remuneración de los docentes afecta la enseñanza y el aprendizaje

hay una serie de factores que influyen en quiénes se convierten en maes-

tros, ya sea que permanezcan o no en la actividad, y el trabajo que realizan en 

el aula. estos factores van desde poseer las competencias y materiales necesarios 

hasta saber lo que se espera de ellos y la manera en que serán evaluados. un 

factor clave entre estos es la remuneración asociada al hecho de ser maestro 

y lo que piensan los maestros, tanto futuros como en ejercicio, acerca de sus 

perspectivas de ascenso profesional y remuneracional. el nivel y estructura de 

las remuneraciones son aún más importantes en américa latina, donde existen 

pocos mecanismos de remuneración adicionales, los que frecuentemente solo 

contribuyen modestamente al incremento del sueldo. 

Cuán bien (o mal) remunerados están los maestros depende de con quién se 

los compare. un estudio de los sueldos docentes en diecisiete países latinoame-

8 Ver Vegas, ed. (2005) y Vegas y umansky (2005).
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ricanos revela que los sueldos docentes relativos difieren considerablemente, 

dependiendo de con quién se compara a los maestros y los métodos utilizados 

para realizar la comparación.9 los sueldos se encuentran en función de dos 

componentes: las habilidades productivas de un trabajador y el precio o va-

lor asignado a dichas habilidades en un trabajo en particular. Para determinar 

si los maestros están bien remunerados, se requiere aislar el efecto precio y 

preguntarse si una persona con un determinado conjunto de competencias 

y experiencia que trabaja como maestro recibirá una remuneración mayor (o 

menor) que una persona dotada de un conjunto de competencias y experiencia 

equivalentes que se desempeña en un campo ocupacional diferente. 

Basándose en este tipo de análisis, los maestros de argentina, Chile, Co-

lombia, el salvador, honduras, Panamá, Paraguay y Perú están, en promedio, 

mejor remunerados que los trabajadores comparables que se desempeñan en 

otros campos ocupacionales. los maestros de nicaragua perciben una remune-

ración promedio inferior a la de los trabajadores de otras profesiones. sin em-

bargo, en Bolivia, Brasil, Costa rica, república Dominicana, ecuador, méxico, 

uruguay y Venezuela, la determinación de si los maestros están bien remune-

rados varía, dependiendo del grupo de comparación empleado en el análisis. 

Cuando los maestros se comparan con todos los demás trabajadores del país, 

solo los maestros de nicaragua obtienen resultados desfavorables en términos 

de sueldos relativos. sin embargo, cuando se comparan los maestros con todos 

los trabajadores que han terminado, como mínimo, la educación secundaria, se 

descubre que, en promedio, los trabajadores no docentes de nicaragua, Brasil y 

Bolivia están mejor remunerados que los docentes. si se comparan los docentes 

con los trabajadores que desempeñan ocupaciones administrativas, técnicas y 

profesionales, los no docentes reciben una remuneración mejor o equivalente 

en Costa rica, república Dominicana, ecuador, uruguay, Venezuela y méxico 

(figura 1). 

este último grupo de comparación —otros trabajadores que desempeñan 

ocupaciones administrativas, técnicas y profesionales— es probablemente el 

grupo de comparación más apropiado, debido a que, en la mayoría de los paí-

ses latinoamericanos, se requiere oficialmente que los maestros posean grados 

post-secundarios entregados ya sea por instituciones especiales de formación 

docente o por universidades. este tercer grupo de comparación está confor-

mado por personas que probablemente también hayan asistido a instituciones 

de educación post-secundaria. es probable que las personas de los dos grupos 

9 en este análisis, se compararon las remuneraciones por hora de los docentes y no docentes. la 
ventaja de utilizar remuneraciones por hora en lugar de sueldos mensuales o anuales es que 
se toma en cuenta las diferencias en el número de horas trabajadas. esto es particularmente 
importante al analizar los sueldos docentes relativos, dado que los maestros suelen trabajar 
menos horas a la semana que otros trabajadores comparables en otras ocupaciones. 
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de comparación anteriores presentados en la figura 1 tengan, en promedio, 

significativamente menos educación que los maestros. utilizando este tercer 

grupo de comparación, la remuneración por hora de los docentes es superior 

solo en aproximadamente la mitad de los diecisiete países. más aún, como se 

observa en la figura, en aquellos casos en los cuales la remuneración por hora 

de los maestros sigue siendo mayor, es comparativamente menor que cuando 

se considera cualquiera de los otros dos grupos de comparación. Dicho esto, la 

figura también muestra que, en la mayoría de los países en los cuales la remu-

neración docente es inferior a la de los profesionales no docentes comparables, 

el diferencial de remuneración no es considerable.

figura 1 
Cuán bien remunerados están los docentes depende de con quién se los compare (diferencial de 
sueldo log condicional entre los docentes y diferentes muestras de profesionales no docentes) 10

fuente: hernani limarino (2005).

si bien la decisión de una persona de convertirse en maestro y perma-

necer en la profesión dependerá de su percepción de los sueldos docentes 

relativos más que de los resultados de las investigaciones, la evidencia empírica 

indica que los maestros generalmente no se encuentran gravemente sub-re-

munerados (con pocas excepciones) y que su sueldo no debería crear ningún 

desincentivo importante para que las personas ingresen a la profesión docente. 

10 la primera muestra incluye a todos los demás trabajadores que declararon sus ingresos labo-
rales y las horas trabajadas. la segunda muestra restringe la muestra anterior a quienes por lo 
menos han terminado la educación secundaria. la tercera muestra incluye a todos los trabaja-
dores que desempeñan ocupaciones administrativas, técnicas o profesionales.
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es importante recordar que el análisis consideró las remuneraciones por hora 

y no las remuneraciones anuales. Debido a que los docentes generalmente tra-

bajan menos horas que otros profesionales (los maestros generalmente tienen 

jornadas laborales más cortas y vacaciones más largas), sus sueldos mensuales 

pueden ser inferiores, desalentando así a algunas personas a ingresar o a per-

manecer en el campo. 

sin embargo, a pesar de los considerables aumentos de las matrículas en 

la educación primaria y secundaria en muchos países latinoamericanos, ningu-

no de los países de la región ha experimentado una grave escasez de docentes 

en los últimos años, lo que sugiere que los sueldos docentes no son tan bajos 

como para desmotivar a las personas a seguir la carrera docente.11 en parte, 

esto puede deberse a los recientes aumentos de los sueldos docentes promedio 

en varios países de la región. sin embargo, existe cierta preocupación acerca de 

las calificaciones de las personas que deciden estudiar pedagogía. en aquellos 

casos en que los maestros perciben sueldos relativos considerablemente infe-

riores a los de los trabajadores comparables que se desempeñan en otros cam-

pos ocupacionales, el resultado puede ser que las personas calificadas escojan 

otras profesiones en lugar de la pedagogía.

Las variaciones de los niveles de sueldos docentes absolutos también pue-

den afectar quiénes deciden ingresar a la carrera de pedagogía y cuánto tiempo 

permanecen en la profesión.12 a pesar de que los expertos pueden mostrarse en 

desacuerdo respecto de la importancia del nivel absoluto de los sueldos docen-

tes para atraer y retener en la profesión docente a personas calificadas, existe 

un amplio consenso en el sentido de que el nivel de los sueldos docentes in-

fluye en quiénes ingresan al campo de la pedagogía y cuánto tiempo permane-

cen en la profesión docente. al mismo tiempo, las investigaciones indican que 

otras condiciones y regulaciones laborales pueden contrarrestar o amplificar la 

influencia de los sueldos sobre los maestros.13

11 actualmente, américa latina enfrenta la enorme tarea de expandir masivamente la educación 
secundaria, que, en 2000, mostraba una tasa neta de matrícula de 64 por ciento (Banco mun-
dial, 2003). al mismo tiempo, los maestros de las escuelas secundarias requieren conocimien-
tos específicos de las materias más especializadas y avanzadas. si bien no se ha producido 
una escasez aguda de maestros hasta la fecha en américa latina, los desafíos enfrentados en 
la contratación y retención de cantidades suficientes de maestros secundarios calificados y 
talentosos podrían requerir mejores sueldos. 

12 Por nivel de sueldos absoluto nos referimos a la suma real que recibe un maestro y no a su 
remuneración en relación con otros trabajadores. 

13 loeb y Page (2000), Kingdon y teal (2002) y murnane, singer, Willet, Kemple y olsen (1991) 
sugieren que los niveles salariales son críticos para la contratación, retención y calidad de los 
maestros. otros, como Bennel (2004), hanushek, Kain y rivkin (2001), hoxby (1996) y Ballou 
y Podgursky (1997), señalan, por el contrario, que otras condiciones y consideraciones labora-
les podrían ser más importantes que el nivel salarial.
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los estudios de caso de Chile y Brasil ofrecen algunas ideas acerca de este 

tema. en Chile, las variaciones de los niveles salariales se vieron acompañadas 

de variaciones en el número total como también en la calidad de los postu-

lantes a la carrera de pedagogía. los maestros experimentaron un descenso 

del 32 por ciento de los sueldos reales en la década de los ochenta, debido a 

reducciones del presupuesto gubernamental. Durante este mismo periodo, el 

número de alumnos que ingresaron a los programas de formación docente bajó 

en un 43 por ciento. 

en la década de los noventa, ambas tendencias se revirtieron. entre 

1990 y 2002, los sueldos docentes reales aumentaron en promedio un 156 

por ciento. Durante este periodo, el gobierno lanzó una campaña publicitaria 

destinada a incentivar a los estudiantes a ingresar a la carrera de pedagogía y 

creó un programa de becas para aquellos estudiantes sobresalientes que estu-

diaran pedagogía. simultáneamente, el gobierno asignó recursos adicionales 

sustanciales a las escuelas, mejorando así las condiciones laborales generales 

de los docentes. a pesar de que todavía no existe claridad con respecto a 

la manera en que cada una de estas iniciativas afectó separadamente a los 

estudiantes que ingresaron a la carrera de pedagogía, durante el mismo pe-

riodo, se produjo un aumento del 39 por ciento en el número de alumnos 

de pedagogía y el puntaje promedio de los postulantes a los programas de 

educación aumentó en un 16 por ciento. este mejoramiento en la calidad de 

los postulantes no se produjo en todas las carreras de nivel universitario, ta-

les como ingeniería, cuyo puntaje promedio en el examen de ingreso siguió 

siendo más o menos constante. estos patrones sugieren que las variaciones 

del nivel salarial pueden afectar las elecciones de los estudiantes con respecto 

a ingresar o no a la carrera de pedagogía.

también existe evidencia limitada en el sentido de que el nivel de los 

sueldos puede tener un impacto positivo en los indicadores académicos de los 

alumnos. en Brasil, una reforma de igualación financiera orientada a una redis-

tribución de los fondos para los docentes dio como resultado menores tamaños 

de los cursos, menos niños en condiciones de sobre-edad en las escuelas pri-

marias y secundarias, y una reducción de la brecha entre los alumnos de alto 

y bajo desempeño. 

mientras que los maestros latinoamericanos no siempre están mal remu-

nerados en comparación con otros trabajadores, con frecuencia el grado en el 

cual un maestro está relativamente bien (o mal) remunerado varía, dependien-

do de ciertas características de la persona. en efecto, las estructuras salariales 

a las que están sujetos los maestros de las escuelas públicas generalmente son 

bastante diferentes de las estructuras salariales de los trabajadores de otros 

campos ocupacionales.
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Las escalas de sueldos de los maestros de las escuelas públicas son relativa-

mente uniformes y favorecen a las personas con menos educación y experiencia 

laboral. las estructuras salariales de los maestros de las escuelas públicas de la 

mayoría de los países latinoamericanos están establecidas y se implementan a 

nivel nacional (Brasil y argentina son importantes excepciones). en la mayoría 

de los países, las escalas de sueldos docentes son diferentes según el nivel de 

enseñanza (preescolar, primario y secundario), pero no varían entre los maes-

tros de diferentes asignaturas. en los diecisiete países latinoamericanos exami-

nados, la estructura salarial docente es más uniforme y comienza en un nivel 

más elevado que la estructura salarial de los profesionales no docentes (figura 

2). si bien a través de la región los maestros reciben mejores sueldos base (la 

parte de su sueldo que no está relacionada con ninguna característica) que los 

trabajadores comparables que se desempeñan en otros campos ocupacionales, 

reciben menores retornos que los profesionales no docentes en función de sus 

mejores condiciones relativas, tales como la mayor educación o capacitación y 

un mayor número de años de experiencia. esto es cierto a pesar del hecho de 

que estos dos factores reportan mayores retornos que cualquiera de los demás 

factores de la escala salarial docente. en la práctica, los maestros obtienen 

sueldos comparativamente más elevados que los que obtendrían fuera de la 

docencia cuando se encuentran en el nivel inferior de la distribución salarial 

—es decir, cuando tienen menos educación y experiencia—, en tanto que los 

maestros con mayor nivel de educación y experiencia ganan lo mismo o menos 

de lo que ganarían en otras profesiones.14 

los incentivos creados por dicha estructura salarial docente pueden ser per-

judiciales para el objetivo de atraer y retener en la profesión docente a personas 

altamente calificadas. en efecto, investigaciones anteriores han descubierto que 

las personas que optan por ingresar a la carrera de pedagogía por lo general no 

suelen haber sido muy buenos estudiantes, no están interesadas en la docen-

cia como carrera, no poseen las características apropiadas para desempeñarse 

satisfactoriamente como maestros y, generalmente, no están calificadas para el 

trabajo.15 

en Chile, por ejemplo, el perfil de ingresos de los docentes comienza en 

un nivel superior al de los profesionales no docentes (los sueldos docentes 

promedio se han duplicado en la última década).16 sin embargo, la estructura 

14 nótese que las pensiones y otros beneficios no salariales de los maestros no se abordan en este 
análisis. sin embargo, se piensa que las pensiones son bastante altas comparadas con las de los 
profesionales no docentes, se reciben a una edad más temprana y están garantizadas por el es-
tado. las pensiones altas, tempranas y garantizadas podrían constituir un fuerte incentivo para 
que los docentes ingresen y permanezcan en el campo.

15 Véase Villegas-reimers (1998). 
16 en este caso, el término no docentes incluye a todos los trabajadores no agrícolas de 15 años de 

edad o mayores.
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de los sueldos docentes presenta una variación significativamente menor y es 

más uniforme que la de los profesionales no docentes. los maestros con más 

experiencia y años de educación obtienen sueldos más altos, pero los retor-

nos de estas dos características son inferiores en el caso de los docentes en 

comparación con los no docentes. es importante considerar que, mientras los 

sueldos de los docentes están vinculados casi exclusivamente a la antigüedad 

y a la educación, los sueldos de los profesionales no docentes tienden a variar 

más, dependiendo de las evaluaciones del desempeño real en el trabajo.

figura 2
La estructura salarial docente comienza en un nivel más alto, pero es más uniforme que la de los 

profesionales no docentes (diagrama hipotético)

los sueldos de los maestros del sector público también tienden a estar de-

terminados por escalas bastante rígidas basadas en muy pocos factores. Como 

se mencionó anteriormente, en américa latina, los factores más comunes que 

determinan el ascenso en la escala salarial son la formación o el perfeccio-

namiento docente y los años de experiencia. en Bolivia, por ejemplo, la ex-

periencia y la educación de los docentes, junto con una característica más, la 

ubicación de la escuela en la cual trabaja un maestro, explican el 90 por ciento 

de la variación de los sueldos docentes. 

esta estructura crea incentivos para que los maestros centren sus esfuerzos 

en aumentar su antigüedad y su nivel de educación o perfeccionamiento. existe 

evidencia de que estos son, en cierta medida, incentivos apropiados. Dos de los 

factores observables más comúnmente identificados en los estudios acerca de 

los determinantes del rendimiento de los alumnos en países latinoamericanos 

y en vías de desarrollo son la formación y perfeccionamiento de los docentes, 

y la experiencia docente. en cambio, la literatura sobre factores que afectan 

el rendimiento de los alumnos en países desarrollados ha encontrado que el 

impacto de los docentes en el rendimiento estudiantil no depende de aquellas 
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variables que fácilmente podemos medir, tales como su nivel educativo y su 

experiencia, sino más bien de variables como su esfuerzo y dedicación y las 

prácticas pedagógicas que utilizan, las cuales no podemos observar ni medir 

directamente.17

sin embargo, las escalas de sueldo rígidas basadas en pocas características 

docentes permiten muy poca, o ninguna, diferenciación de la remuneración en 

función de las actividades o la eficacia de los maestros en el aula y la escuela. 

Por ejemplo, en Bolivia, el ministerio de educación paga aproximadamente la 

mitad de la remuneración docente bajo la modalidad de pagos globales que no 

están basados en ninguna característica docente, ni menos asociados al esfuer-

zo o eficacia de los docentes.

Las brechas salariales que afectan a las mujeres y a los trabajadores rura-

les son menores en el caso de los docentes. otra característica importante de la 

estructura salarial docente es que las maestras y los maestros que viven en las 

zonas rurales de américa latina no enfrentan la misma discriminación salarial 

que la sufrida por los trabajadores de otras profesiones. manteniendo constan-

tes otros factores, las mujeres que no son docentes ganan sueldos inferiores a 

los hombres en todos los países. lo mismo ocurre en el caso de los trabajadores 

de las zonas rurales; los profesionales no docentes ganan más por trabajar en 

las zonas urbanas en los países examinados. en contraste, la brecha salarial 

entre los maestros y las maestras como asimismo entre los maestros urbanos y 

rurales es inferior a la de los trabajadores que desempeñan otras profesiones. 

esta característica singular de la estructura salarial docente en américa 

latina probablemente crea incentivos para que las mujeres y aquellas personas 

que laboran en ubicaciones rurales trabajen como maestros. la alta proporción 

de maestras en comparación con los maestros, un 70 por ciento en Chile, por 

ejemplo, da alguna validez a esta hipótesis. 

las mujeres podrían verse inclinadas a ingresar a la carrera de pedago-

gía, debido a que enfrentan una menor discriminación salarial y debido a que, 

históricamente, la docencia ha sido una de las pocas ocupaciones disponibles 

para las mujeres. Pero los hombres podrían tender a evitar la docencia, debi-

do a que pueden ganar más en las profesiones no docentes. la evidencia de 

Chile revela que, dados los mismos antecedentes educacionales y años de ex-

periencia, los hombres ganan menos como maestros, particularmente quienes 

tienen altos niveles de educación. las mujeres con hasta 16 años de educación 

(un título profesional) ganan más como maestras que como profesionales no 

docentes durante toda su carrera. Por su parte, los hombres ganan más como 

17 Véase, por ejemplo, hanushek (1986), hanushek (1995), rice (2003) y Vélez, schiefelbein y 
Valenzuela (1993).
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maestros solo si tienen 13 o menos años de escolaridad (estudios superiores no 

completos). 

Diferenciales de sueldo. Como se analizó anteriormente, la mayor parte de 

la variación de los sueldos docentes en américa latina deriva de las diferencias 

en el nivel de educación/perfeccionamiento y la antigüedad. incluso en países 

como Chile, donde se han hecho reformas para que los docentes reciban una 

mayor proporción de su salario en función de factores distintos a la antigüedad 

y la capacitación, todavía más del 60 por ciento de su ingreso está determinado 

por la antigüedad del docente y su nivel de capacitación.

Bolivia, en cambio, tiene una estructura salarial docente bastante típica para 

la región. en Bolivia, como en la mayoría de los países latinoamericanos, más del 

80 por ciento del sueldo docente está fijado por la antigüedad y la capacitación. 

Como en muchos otros países, el diferencial de sueldo de los maestros rurales 

bolivianos pretende compensar a los maestros por las dificultades percibidas del 

hecho de vivir y trabajar en una zona rural. hasta hace poco tiempo, los maes-

tros rurales y urbanos de Bolivia se preparaban en diferentes escuelas de for-

mación docente (o normales). Como resultado, los futuros maestros tenían que 

escoger, incluso antes de estudiar pedagogía, si querían trabajar posteriormente 

como maestros urbanos o rurales. Por múltiples razones, la mayoría de los maes-

tros prefería trabajar en las zonas urbanas. sin un diferencial de sueldo, se podría 

esperar que más maestros postularan para convertirse en maestros urbanos, lo 

que se traduciría en una mayor competencia en estas escuelas y, finalmente, en 

la existencia de maestros más calificados en las escuelas urbanas. 

Debido a que las escuelas rurales y urbanas atienden a poblaciones muy 

diferentes y operan en contextos muy distintos, es difícil comparar la calidad de 

estos dos grupos de maestros o comprobar la eficacia del diferencial de sueldo 

rural. sin embargo, debido a la reciente urbanización y al crecimiento demográ-

fico de las ciudades, algunas escuelas consideradas rurales se han incorporado 

a las zonas urbanas. en estos casos, los maestros urbanos y rurales trabajan en 

escuelas vecinas, algunas veces incluso en la misma escuela, con grupos de 

alumnos que no presentan diferencias. este hecho fortuito genera una situación 

que permite comparar la calidad de los maestros que están clasificados como 

rurales (y, por lo tanto, reciben un sueldo más alto) y aquellos clasificados como 

urbanos. urquiola y Vegas (2005) no encuentran ninguna diferencia significativa 

entre los puntajes obtenidos en las pruebas y otros indicadores educacionales de 

los alumnos de los maestros clasificados como urbanos y aquellos clasificados 

como rurales con las mismas características personales. este hallazgo sugiere que 

el diferencial de sueldo rural no logra atraer y retener a maestros que sean más 

eficaces que los maestros urbanos promedio. apoyando aun más este hallazgo, 
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se encontró que, a nivel nacional, los maestros rurales exhiben el doble de 

probabilidades que los maestros urbanos de carecer de una formación docente 

completa y también exhiben mayores probabilidades de abandonar la profe-

sión. 

en resumen, tanto los niveles de sueldo como la estructura salarial do-

cente generan diversos incentivos y desincentivos. la existencia de mejores 

sueldos absolutos y sueldos relativos competitivos parece atraer a más y me-

jores candidatos a la profesión docente y también podría traducirse en una 

menor rotación de los docentes. finalmente, la estructura salarial puede di-

señarse de manera de premiar o estimular determinadas elecciones, como el 

ejercicio de la profesión en zonas definidas o la permanencia en la profesión 

docente. la eficacia de diferenciales de sueldo específicos sigue siendo poco 

clara y, en el caso de Bolivia, parece cuestionable. en la sección siguiente se 

consideran precisamente los diferenciales de sueldo o las reformas de los in-

centivos que intentan remunerar a los maestros basándose en su desempeño 

en el aula.

Los incentivos docentes basados en el desempeño de los alumnos

en la década de los noventa, méxico y Chile implementaron reformas 

a la remuneración docente que vinculan la remuneración con el desempeño 

académico de los alumnos. el programa mexicano, llamado Carrera magisterial 

(Cm), es un programa de remuneración basada en el desempeño individual, 

que otorga a los maestros promociones permanentes (y una mayor remune-

ración) sobre la base de su desempeño en una serie de factores. el programa 

chileno, llamado sistema nacional de evaluación del Desempeño de los esta-

blecimientos educacionales (sneD), es un programa de remuneración basada 

en el desempeño a nivel de los establecimientos educacionales, que otorga un 

estímulo económico a los maestros de las escuelas que superan a las demás 

escuelas que atienden a poblaciones similares en un examen nacional que se 

administra a los alumnos. 

ambos mecanismos de incentivo intentan mejorar la enseñanza y el 

aprendizaje a través de la evaluación de los maestros y los establecimientos 

educacionales sobre la base del desempeño de sus alumnos en exámenes es-

tandarizados. sin embargo, las reformas tienen varias diferencias importantes: 

1) Cm premia a las personas, en tanto que sneD premia a todos los maestros 

de una escuela determinada;18 2) Cm ofrece aumentos permanentes de sueldo, 

18 se ha producido un amplio debate con respecto a las fortalezas y debilidades relativas de los 
incentivos de remuneraciones basados en los méritos individuales en comparación con aque-
llos basados en los méritos de las escuelas. un informe influyente con respecto a esta materia 
es el de murnane y Cohen (1986).
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en tanto que sneD solo ofrece un estímulo temporal; 3) sneD agrupa a las 

escuelas (y, por ende, a los docentes) basándose en los tipos de poblaciones 

de alumnos que atienden, en tanto que Cm no distingue entre los maestros que 

atienden a alumnos con diferentes características personales, y 4) la magnitud 

del incentivo es mucho mayor en Cm, donde los maestros pueden recibir hasta 

cuatro veces el sueldo base, mientras que en sneD el incentivo entrega entre 

un 5 y un 7 por ciento de los sueldos anuales promedio. 

Impacto en la enseñanza y el aprendizaje 

en un análisis del efecto del programa de Cm sobre el mejoramiento del 

desempeño de los alumnos medido por un examen estandarizado, mcewan y 

santibáñez (2005) encuentran que los maestros que enfrentan mayores incenti-

vos, no tienden a tener alumnos con un mejor rendimiento. si bien los puntajes 

de las pruebas no capturan el espectro de formas en las cuales puede mejorar la 

enseñanza y el aprendizaje, el hecho de que Cm mida específicamente los pun-

tajes de las pruebas —creando así un mayor incentivo para que los maestros se 

centren en su mejoramiento— y que, sin embargo, los puntajes de las pruebas 

no hayan mejorado por efecto de la reforma sugiere que es poco probable que 

se hayan producido mejoramientos no medidos importantes resultantes de esta 

reforma en las aulas mexicanas.

en Chile, los resultados de la reforma de los incentivos docentes son un 

poco más alentadores. en la aplicación más reciente disponible del sneD (y 

solo en ella) se advierte que las escuelas que enfrentan probabilidades relati-

vamente altas de recibirlo lograron un mejor desempeño de los alumnos en 

comparación con el periodo anterior al sneD.19 sin embargo, cuando se aúnan 

los datos de las tres aplicaciones disponibles y comparables del sneD, se ob-

serva un mejoramiento del rendimiento de los alumnos en este mismo grupo de 

escuelas (mizala y romaguera, 2005). a pesar de que las evaluaciones de im-

pacto del sneD son difíciles y escasas, lo anterior nos entrega alguna evidencia 

preliminar de que el incentivo ha tenido un impacto positivo acumulativo sobre 

el rendimiento de los alumnos en aquellas escuelas que tienen probabilidades 

relativamente altas de adjudicarse dicho estímulo.

la literatura anterior con respecto al impacto de las reformas de los in-

centivos docentes específicamente y con respecto a los incentivos en general 

ha documentado varias consecuencias adversas o no pretendidas derivadas de 

dichas reformas. entre estas se incluye el simple engaño (por ejemplo, darles a 

19 a pesar de que se han realizado cinco aplicaciones del sneD hasta ahora, mizala y romaguera 
(2005) solo analizan tres aplicaciones en su documento de antecedentes para este informe. ex-
cluyen la primera aplicación del sneD debido a que la metodología utilizada para premiar a las 
escuelas fue diferente en la primera aplicación. también excluyen la aplicación más reciente 
del sneD, porque los resultados no se habían divulgado aún.
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los niños las preguntas y respuestas que se incluirán en la prueba antes del día 

de la evaluación), estimular (u obligar) a desertar a los alumnos con bajo desem-

peño, ‘la enseñanza orientada a la prueba’ en desmedro de las demás materias y 

habilidades, la realización de clases particulares pagadas orientadas a la prueba 

y desarrolladas fuera de la escuela e, incluso, una mayor ingesta calórica de los 

alumnos el día de los exámenes.20 ni el estudio de Cm ni el del sneD exami-

naron las respuestas conductuales precisas de los maestros o los alumnos que 

explican cualquier variación del rendimiento académico. en el caso de Cm, no se 

advirtieron diferencias significativas, por lo que esto es irrelevante. sin embargo, 

en el caso de Chile, a pesar de que hay evidencia de un mejoramiento del ren-

dimiento de los alumnos, particularmente en la cuarta ronda del sneD, no existe 

información con respecto a los mecanismos que produjeron el mejoramiento del 

rendimiento de los alumnos. 

El diseño e implementación de los incentivos 

son claves para un impacto eficaz

¿Cuáles son los factores que explican la falta de evidencia del impacto del 

programa de Cm y la evidencia limitada del impacto (solo en una de las tres ron-

das) del sneD? al menos en alguna medida, el limitado impacto parece derivar 

de deficiencias en el diseño de los incentivos. tanto el sneD como la Carrera 

magisterial involucraron incentivos cuidadosamente diseñados, por ello, al desta-

car las deficiencias de sus diseños, estamos recalcando la dificultad que plantea 

el diseño de reformas eficaces.

las tres deficiencias de diseño más significativas reveladas en los casos 

mexicano y chileno, como también en la asignación rural de Bolivia analizada 

anteriormente, son las siguientes: 1) solo una pequeña proporción de los maes-

tros enfrenta un mayor incentivo para mejorar el aprendizaje en sus aulas (la 

mayoría de los maestros recibe el estímulo ‘en forma automática’ o prácticamente 

no tiene ninguna posibilidad de recibirlo); 2) la magnitud del estímulo puede ser 

tan pequeña que los maestros sientan que no vale la pena intentar mejorar el 

rendimiento de los alumnos, centrándose, en lugar de ello, en maneras más fáci-

les y lucrativas de aumentar sus sueldos; 3) el estímulo puede no estar asociado 

en la medida suficiente con el desempeño real de los maestros.

Son muy pocos los maestros que tienen alguna posibilidad real de recibir 

el estímulo. tanto el programa mexicano como el chileno se diseñaron con el 

fin de gratificar a los maestros eficaces cuyos alumnos mostrasen un buen ren-

20 Véase, por ejemplo glewwe, ilias y Kremer (2003), Clotfelter, ladd, Vigdor y aliaga Díaz (2004), 
Koretz (2002), Jacob y levitt (2002) que presentan más evidencia de las respuestas conductuales 
negativas y manipulaciones de los mecanismos de incentivos docentes.
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dimiento en los exámenes estandarizados ya sea en términos absolutos (en el 

caso mexicano) o en términos relativos (en el caso chileno). sin embargo, en 

ambos casos, el resultado ha sido que la mayoría de los maestros probable-

mente no recibiría la bonificación incluso si sus alumnos obtuviesen resultados 

excepcionalmente satisfactorios en el examen. los incentivos funcionan solo en 

la medida en que las personas se sienten motivadas por la creencia de que su 

esfuerzo los puede llevar a obtener la recompensa esperada. en méxico y Chile, 

es probable que muchos maestros comprendan que, dadas sus características 

personales (méxico) o las características de la escuela en la que trabajan (Chile), 

tienen pocas o ninguna probabilidad de recibir el estímulo incluso si trabajan 

extremadamente duro. 

en el caso de Cm, solo el 15 por ciento de los maestros reúnen las ca-

racterísticas y antecedentes que les permitirían ser promovidos si mejorasen el 

desempeño escolar de sus alumnos. sneD presenta deficiencias similares. el 

51 por ciento de las escuelas chilenas siempre han sido clasificadas entre las 

escuelas con peor rendimiento de su grupo homogéneo y nunca han recibido 

el estímulo otorgado por el programa sneD. es probable que la mayoría de 

estas escuelas estén muy rezagadas en comparación con las escuelas eficaces 

en su grupo homogéneo y enfrenten muy pocas probabilidades de recibir el 

estímulo en el futuro. es muy probable que los maestros de estas escuelas no 

se sientan motivados para mejorar su desempeño e incluso algunos podrían 

sentirse desmotivados por la posición en que se encuentran, en cuyo caso el 

programa tendría un impacto negativo en su desempeño. en el otro extremo 

del espectro, alrededor del 2 por ciento de las escuelas obtuvieron el estímulo 

sneD en las tres rondas y son escuelas tan excelentes que probablemente sus 

maestros no sientan ninguna necesidad de mejorar su desempeño con el objeto 

de recibir la recompensa. 

Con solo el 15 por ciento de los maestros de méxico y menos del 50 por 

ciento de las escuelas de Chile enfrentando mayores incentivos para mejorar 

su enseñanza, a pesar de la existencia de programas nacionales de incentivos 

destinados a mejorar el desempeño docente, existe un claro problema en el 

alcance del incentivo, especialmente en lo que respecta a los maestros de las 

escuelas con bajo desempeño en Chile y a los maestros con poca educación 

y experiencia en méxico. lamentablemente, son precisamente estos grupos de 

maestros los que tienden a ser menos eficaces y tienen más necesidad de los 

incentivos.

La magnitud del estímulo puede no ser suficiente para motivar un mayor 

esfuerzo y un mejor desempeño de los docentes. tanto en Chile como en Bolivia, 

los incentivos docentes representan un monto muy pequeño de la remunera-
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ción total de los maestros. los maestros de ambos países pueden percibir que 

el esfuerzo requerido o las dificultades adicionales que se deben enfrentar para 

recibir la bonificación no están en relación con la posible recompensa. Como 

se mencionó anteriormente, en Chile, el sneD solo representa entre el 5 y el 7 

por ciento del sueldo anual de los docentes. Por su parte, la antigüedad repre-

senta cerca del 30 por ciento del sueldo de un maestro una vez que ha ejercido 

durante 20 años. la antigüedad es la manera más segura de ganar más dinero 

como maestro. 

asimismo, en Bolivia, los incentivos que gratifican a los maestros por 

ejercer la docencia en las zonas rurales, trabajar con alumnos bilingües o ma-

tricularse en programas de desarrollo profesional en servicio representan una 

porción muy pequeña de la remuneración docente total. la bonificación por la 

educación bilingüe, en promedio, representa solo el 0,3 por ciento del sueldo 

anual de un maestro y la asignación por trabajar en zonas rurales representa 

solo el 1,1 por ciento de la remuneración anual (esta asignación difiere de los 

diferenciales de sueldo basados en la clasificación geográfica de las escuelas 

que se analizaron anteriormente). es poco probable que estas bonificaciones 

constituyan una compensación suficiente por las dificultades y el esfuerzo adi-

cional que conllevan. tal como en Chile —y en la mayoría si no en todos los 

países latinoamericanos— los mayores retornos monetarios provienen de la 

antigüedad y el nivel de educación. 

Puede ocurrir que los incentivos no premien mejoramientos reales o soste-

nidos de la enseñanza y el aprendizaje. el diseño de los incentivos ofrecidos 

en méxico y Bolivia, que analizamos anteriormente, solo promueve en un gra-

do limitado los cambios de comportamiento que buscan generar. en Bolivia, 

como vimos, la mayor remuneración se ofrece a los maestros que trabajan en 

ubicaciones rurales. sin embargo, muchos maestros que reciben esta mayor 

remuneración ya no trabajan en escuelas rurales. algunos trabajan en escuelas 

que anteriormente estaban clasificadas como escuelas rurales y que ahora es-

tán ubicadas en pueblos y ciudades en crecimiento, en tanto que otros se han 

trasladado a escuelas designadas como urbanas, pero siguen recibiendo sus 

mayores sueldos. si bien el estudio no aclara cuál es el porcentaje de maestros 

rurales capacitados que se encuentra en esta situación, esta realidad sirve para 

destacar una situación preocupante, en la cual los maestros están siendo grati-

ficados por un comportamiento que no están exhibiendo.

en méxico, el problema es igualmente grave. los maestros deben some-

terse a una evaluación durante un año, pero, si se los gratifica, reciben una 

remuneración considerablemente mayor durante el resto de su carrera. esto 

significa que pueden sentirse poco motivados para mejorar su enseñanza una 
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vez que han recibido la promoción. además, pueden postergar la evaluación 

de sus alumnos hasta contar con un curso particularmente talentoso o motiva-

do. esto podría implicar que no enfrentan incentivos para enseñar bien cuando 

tienen alumnos con gran cantidad de necesidades y dificultades de aprendizaje. 

nuevamente, los alumnos que presentan las mayores necesidades podrían ser 

los más perjudicados bajo este sistema.

reformas a los inCentivos doCentes en amériCa latina: 
un balanCe a partir de las evaluaCiones de impaCto

si bien la política docente tiene el potencial de afectar quiénes optan por 

ingresar a la carrera de pedagogía, cuánto tiempo permanecen en la profesión y 

el trabajo que realizan en el aula, se requiere mucho más para mejorar la calidad 

de la docencia que los incentivos por sí solos. son varios los factores impor-

tantes para atraer y retener a personas calificadas en el campo de la docencia, 

desarrollar sus habilidades y motivarlos a trabajar; entre ellos, se encuentran 

los siguientes: recursos adecuados, claras expectativas de los docentes, reglas 

explícitas y racionales para la selección de los docentes y su asignación a las 

escuelas, monitoreo y evaluación continuos de la enseñanza y el aprendizaje, 

liderazgo pedagógico y desarrollo profesional para apoyar a las comunidades 

profesionales docentes, y autonomía profesional y autoridad. 

en este trabajo, hemos revisado la experiencia de reformas a los incentivos 

docentes en américa latina, un área en la cual se han producido innovaciones 

en varios países. a continuación resumimos algunas lecciones comunes que se 

derivan de evaluaciones del impacto recientes de estas reformas.

Muchos tipos de reformas educativas afectan la calidad de 

la enseñanza y el aprendizaje de los alumnos 

Cuando pensamos acerca de la estructura de los incentivos docentes, so-

lemos pensar en el nivel y estructura de las remuneraciones docentes. nuestros 

hallazgos apoyan la noción intuitiva de que la calidad de los maestros es sensi-

ble al nivel y la estructura de las remuneraciones. Por ejemplo, el hecho de que 

Chile haya más que duplicado los sueldos docentes promedio en la última dé-

cada está asociado a un aumento de la calidad de los estudiantes que ingresan 

a los programas de formación docente. asimismo, el aumento de los recursos y 

una distribución más equitativa de estos como resultado del fundef en Brasil se 

tradujo en mejoramientos de los indicadores educacionales. si bien el estímulo 

económico docente basado en los establecimientos educacionales otorgado 

en Chile por el mejoramiento del rendimiento académico de los alumnos ini-

cialmente no tuvo un gran impacto sobre este indicador, en su aplicación más 
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reciente disponible aparece asociado a un mejor rendimiento de los alumnos. 

aun más, el rendimiento académico promedio está aumentando en las escuelas 

que han tenido posibilidades de obtener el estímulo otorgado por el sneD en 

cada una de las tres aplicaciones, lo que sugiere que el programa está teniendo 

algunos de los resultados esperados.

sin embargo, las modificaciones de otros aspectos de los contratos docen-

tes también pueden tener un gran impacto en la calidad de los docentes y el 

aprendizaje de los alumnos. las reformas educativas, incluso aquellas no espe-

cíficamente destinadas a afectar a los maestros, pueden influir —algunas veces 

incluso tienen mayores efectos que los cambios en las remuneraciones— en las 

características de quienes optan por ingresar a la carrera de pedagogía y per-

manecer en la profesión docente y, lo que es más importante, en su trabajo en 

el aula. Por ejemplo, se ha descubierto que educo y Proheco, dos reformas de 

gestión centrada en la escuela que delegaron la autoridad por la toma de las de-

cisiones a las escuelas, han tenido un importante impacto en el desempeño de 

los docentes y el aprendizaje de los alumnos. en particular, se ha descubierto 

que la autoridad que tienen los consejos escolares educo de contratar y despe-

dir a los maestros constituye un importante factor en los mejores resultados que 

han obtenido los alumnos educo comparados con los alumnos de las escuelas 

tradicionales que educan a poblaciones similares en el salvador. 

Los maestros no siempre responden 

a los incentivos de manera predecible

a pesar de que los maestros generalmente responden a los incentivos, no 

siempre lo hacen de la manera que esperaríamos o quisiéramos. Como se men-

cionó, investigaciones anteriores han documentado las diversas maneras en las 

cuales los maestros pueden responder adversamente a los incentivos. 

algunas veces, los programas que están específicamente destinados a pre-

miar a los maestros que adoptan comportamientos específicos o logran mejores 

resultados no son capaces de generar una respuesta conductual de parte de 

ellos. la asignación que se ofrece en Bolivia por ejercer la docencia en las 

zonas rurales no está dando como resultado una mejor calidad de los maes-

tros rurales. se descubrió que la Carrera magisterial, el innovador sistema de 

carrera docente de méxico, específicamente destinado a premiar a los maestros 

que exhiben un mejor desempeño, no se tradujo en cambios en ese sentido y, 

por lo tanto, no ha producido mejores indicadores educacionales. estos casos 

destacan la importancia del diseño e implementación de las reformas de los 

incentivos docentes.

Como se analizó antes, hay tres deficiencias de diseño comunes a las 

reformas de los incentivos docentes: 1) solo una pequeña proporción de los 
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maestros enfrenta un mayor incentivo para mejorar el aprendizaje en sus aulas; 

2) la magnitud del estímulo puede ser tan pequeña que los maestros sientan que 

no vale la pena el esfuerzo adicional, y 3) el estímulo puede no estar asociado 

en la medida suficiente con el desempeño de los maestros. otros factores, tales 

como los problemas para atribuir el aprendizaje de los alumnos al desempeño 

de los maestros, las dificultades para diseñar medidas precisas del desempeño 

de los maestros, y el ambiente político-económico y, en particular, los sindicatos 

docentes, afectan el diseño, implementación, impacto y sustentabilidad de las 

reformas de los incentivos docentes. a continuación, discutiremos cada uno de 

estos aspectos.

¿Incentivos docentes solo para unos pocos?

aun cuando la Carrera magisterial de méxico y el sneD de Chile son pro-

gramas a nivel nacional que abarcan a la mayoría de los maestros del país, los 

análisis detallados realizados para este informe mostraron que, en cada aplica-

ción del programa, una minoría de los maestros tiene alguna posibilidad real 

de ser promovido en el caso de la Carrera magisterial o de recibir un estímulo 

económico en el caso del sneD. en otras palabras, en el caso de la mayoría de 

los maestros de una aplicación determinada, no existen incentivos reales para 

mejorar el desempeño. 

Dado que solo unos pocos maestros enfrentan mayores incentivos para me-

jorar su desempeño, no es de sorprender que se haya encontrado que la Carrera 

magisterial ha tenido efectos insignificantes en los indicadores educacionales y 

que solo una aplicación del sneD haya tenido efectos positivos en el desempeño 

académico de los alumnos. 

estos descubrimientos recalcan la importancia de diseñar los incentivos 

docentes de manera que afecten a la mayoría, si no a todos, los maestros. solo 

cuando la mayoría de los maestros sea susceptible de recibir los beneficios del 

trabajo duro y del mejoramiento de los resultados educacionales, los recursos in-

vertidos tanto en el diseño como en la implementación de la reforma, junto con 

el mecanismo de incentivo en sí mismo, tendrán el potencial de traducirse en un 

mejoramiento de los resultados de la mayoría de los alumnos.21 esto no quiere 

decir que todos, o la mayoría, de los maestros deberían recibir el estímulo. en 

efecto, si los maestros tienen una alta probabilidad de recibir el estímulo sin nin-

gún cambio en su conducta, el objetivo del incentivo —mejorar la enseñanza y el 

aprendizaje— se pierde. Por el contrario, el mayor número de maestros posible 

deben sentir que tienen posibilidades de recibir el premio si se esfuerzan por 

producir los cambios deseados en el aprendizaje de los alumnos.

21 este argumento, ciertamente, se basa en el supuesto de que la reforma de los incentivos docen-
tes no presenta ninguno de los demás problemas analizados en este informe.
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los programas de incentivos deben cerciorarse de crear incentivos para 

la mayor proporción de maestros posible y particularmente los maestros cuyo 

desempeño sea típicamente inferior al promedio. en el caso de méxico, po-

dría otorgarse un mayor número de puntos a los componentes en los cuales 

los maestros pueden influir directamente, como el desempeño escolar de sus 

alumnos y su propio desempeño en los exámenes. también podría implicar 

establecer grupos homogéneos, como se hace en Chile, de manera que los 

maestros compitan solo con maestros que trabajan con poblaciones similares. 

en el caso de Chile, esto podría significar reconfigurar los ‘grupos homogéneos’ 

o apoyar a las escuelas con un bajo desempeño en cada uno de los grupos o en 

grupos seleccionados para aumentar su posibilidad de obtener el estímulo. esta 

combinación de apoyo para mejorar el desempeño junto con incentivos para 

motivar el desempeño podría ser una combinación prometedora. una opción 

diferente que Chile está probando actualmente consiste en premiar a una ma-

yor proporción de escuelas. en la siguiente ronda del sneD, Chile tiene planes 

de premiar a las escuelas que educan al 35 por ciento en lugar del 25 por ciento 

de la matrícula nacional, lo que ciertamente motivará a un mayor número de 

maestros. sin una reconfiguración de los ‘grupos homogéneos’, sin embargo, el 

sneD seguirá fracasando en la creación de incentivos para los maestros de las 

escuelas que exhiben el peor desempeño. 

La manera (y la medida) en que están vinculados los incentivos y el 

resultado deseado importa

acabamos de decir que todos los maestros deberían ser elegibles para re-

cibir un reconocimiento por el trabajo duro y los buenos resultados. sin embar-

go, para que un esquema de incentivos funcione eficazmente, debe reconocer 

solo a la proporción de maestros que verdaderamente exhiben el desempeño y 

los resultados deseados. la existencia de vínculos débiles entre el desempeño 

deseado y, por ejemplo, la remuneración adicional tiende a traducirse en una 

asignación ineficaz de los estímulos. en los primeros años de la Carrera magis-

terial, las promociones se otorgaban a casi todos los maestros que participaban 

en las evaluaciones. 

en otros casos, se premia a un menor número de maestros que el que 

merece el reconocimiento por su trabajo o existe poca vinculación entre los 

maestros que reciben el premio y aquellos que mejoran su docencia u obtie-

nen resultados satisfactorios con sus alumnos. en estos casos, pocos maestros 

se verán inducidos a adoptar los comportamientos deseados o se sentirán in-

centivados por la reforma. la asignación rural boliviana es un ejemplo de lo 

anterior, pues muchos maestros que reciben la asignación ya no trabajan en las 

zonas rurales. en este caso, el incentivo y el resultado deseado (tener maestros 
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calificados en las zonas rurales) tienen muy poca vinculación, lo que resulta 

oneroso e ineficiente.

en la Carrera magisterial mexicana, el mejor desempeño de los docentes 

y los mejores resultados de los alumnos no siempre se traducen en la obten-

ción de una promoción, debido a que el nivel de educación y experiencia de 

los maestros afecta enormemente las posibilidades que estos tienen de recibir 

el estímulo, independientemente de su desempeño (y el de sus alumnos). los 

maestros jóvenes o con poca educación podrían no ser susceptibles de obtener 

la promoción incluso con resultados excepcionalmente satisfactorios en el aula, 

en tanto que los maestros que exhiben muchos años de experiencia y altos 

niveles de educación suelen obtener una promoción incluso si sus alumnos 

están aprendiendo poco. además, los aumentos permanentes de los sueldos no 

cumplen el objetivo de premiar a los maestros por su buen desempeño por el 

hecho de que se aplican más allá de un solo año. evaluaciones más prolonga-

das, de varios años, o renovaciones de las promociones podrían motivar a los 

maestros a ser eficaces con sus alumnos durante más de un año.

en resumen, si lo que nos interesa es inducir a los maestros a desempe-

ñarse mejor y lograr altos niveles de aprendizaje de sus alumnos, los esquemas 

de incentivos docentes deberían premiar a los maestros que logran cumplir 

estos desafíos.

Demasiado pequeño como para justificar el esfuerzo adicional

a menudo, el sueldo base de un maestro representa una gran proporción 

de su remuneración total y los incentivos por conductas específicas (trabajar en 

escuelas rurales, educar a niños con necesidades especiales) representan solo 

una pequeña proporción de la remuneración total. en estos casos, la remunera-

ción podría estar sólidamente vinculada al resultado o comportamiento desea-

do, pero la magnitud del incentivo podría ser demasiado pequeña como para 

que los maestros se sientan inducidos a adoptar el comportamiento deseado. 

en efecto, Chile tiene planes en esta área, dado que la próxima ronda del sneD 

ofrecerá estímulos dos veces mayores que en las rondas anteriores. 

enfrentados a las presiones de los sindicatos de maestros de aumentar 

los sueldos de todos los maestros y con presiones contrapuestas por mejorar 

la eficiencia del gasto en educación junto con mejorar los incentivos para el 

desempeño docente, las autoridades responsables de las políticas educaciona-

les enfrentan el riesgo de ofrecer numerosos estímulos por diferentes conduc-

tas y características (trabajar en zonas rurales, asistencia, tiempo dedicado a la 

preparación de clases, etc.). un maestro peruano típico, por ejemplo, recibe su 

remuneración por cerca de 15 “conductas” diferentes, a pesar de que estas no 

se supervisan, por lo que se otorgan a todos los maestros. en Perú, como en 
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muchos otros países, cada uno de los estímulos es pequeño y se otorga a la ma-

yoría o a todos los maestros y, por lo tanto, en conjunto, representan aumentos 

de la remuneración sin ninguna vinculación sólida con el desempeño docente 

ni constituyen mensajes claros hacia los maestros en relación con las conductas 

específicas esperadas.

en resumen, no solo es importante diseñar incentivos que remuneren efi-

cazmente a los maestros por las conductas deseadas, sino que la magnitud del 

estímulo debe ser suficiente como para justificar el esfuerzo o trabajo adicional 

que el incentivo espera motivar. además, los incentivos pueden ser más efica-

ces si son limitados en número, se comunican claramente a los maestros y se 

supervisan cuidadosamente.

El aumento de la responsabilidad por los resultados como una herramienta 

poderosa, pero limitada, para mejorar la calidad de la enseñanza

las reformas de gestión centrada en la escuela fortalecen la relación de 

responsabilidad por los resultados entre los maestros (y las escuelas) y las 

comunidades. las experiencias centroamericanas muestran que estas reformas 

pueden traducirse, entre otras cosas, en menos ausentismo docente, más horas 

de trabajo de los maestros, la asignación de más deberes escolares y relaciones 

más estrechas entre los padres y los maestros. estos son cambios prometedo-

res, especialmente en los contextos de baja calidad educacional, en los cuales 

el ausentismo de los maestros es mayor y las escuelas muchas veces dejan de 

funcionar. 

sin embargo, el mejoramiento de las tasas de asistencia de los maestros 

y la extensión de su jornada laboral solo constituyen los primeros pasos ne-

cesarios para lograr una mejor calidad educacional para todos. los maestros 

también necesitan tener conocimientos tanto en las materias que enseñan como 

ser capaces de utilizar eficazmente las metodologías pedagógicas en el aula. el 

impacto de las reformas de gestión centrada en la escuela en estas áreas parece 

ser más limitado. Para mejorar la calidad de la educación, por lo tanto, también 

se requieren reformas de los incentivos docentes que motiven a los maestros 

a mantenerse actualizados en sus habilidades, que mejoren las prácticas pe-

dagógicas y, en último término, gratifiquen eficazmente el desempeño de los 

maestros, medido a través del aprendizaje de sus alumnos.

Atribución, problemas de medición y otros factores que afectan la eficacia 

de los incentivos docentes

otros factores también son importantes en el diseño e implementación de 

incentivos docentes eficaces. en primer lugar, existe la necesidad de que las 

gratificaciones estén vinculadas a resultados que puedan atribuirse con preci-
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sión a los beneficiarios de estas. las primeras reformas destinadas a introducir 

planes de remuneración por mérito dirigido a maestros individuales en estados 

unidos enfrentaron problemas debido a las dificultades para atribuir los mejo-

ramientos de los indicadores educacionales a los esfuerzos de un maestro en 

particular.22 Cuando la atribución es cuestionable o difícil de medir, las gratifi-

caciones grupales, tales como los incentivos basados en las escuelas, podrían 

ser más eficaces. 

en segundo lugar, es crucial que los resultados deseados sean medibles 

con precisión o en forma aproximada. la enseñanza y el aprendizaje son proce-

sos complejos y la buena docencia puede ser más un arte que una ciencia. las 

gratificaciones que se ofrecen por aspectos específicos suelen generar incen-

tivos en esas áreas muy específicas. Por lo tanto, las autoridades responsables 

de las políticas deben estar muy seguras de qué es lo que están premiando si 

realmente desean generar un estímulo. Por ejemplo, los puntajes de las prue-

bas miden el aprendizaje, pero se ha mostrado repetidamente que constituyen 

una medida “ruidosa” (imprecisa).23 más aun, muchas veces lo que se refleja en 

los puntajes de las pruebas es el conocimiento de cómo rendir una prueba y 

el conocimiento del material muy específico cubierto en una prueba, en lugar 

de conocimientos generalizables o habilidades analíticas, que es lo que espe-

ramos que las escuelas ayuden a generar. el diseño de múltiples pruebas y la 

vinculación de los incentivos docentes con el desempeño de los alumnos en 

múltiples pruebas a través del tiempo podrían reducir algunos de los problemas 

que plantea la medición del aprendizaje de los alumnos.

finalmente, como se mencionó anteriormente, los estudios recientes han 

mostrado que es muy importante evitar las respuestas conductuales potencial-

mente negativas a los mecanismos de incentivos docentes. estas pueden perju-

dicar la enseñanza y el aprendizaje de varias maneras, entre las cuales está la 

inducción al engaño, el trato discriminatorio hacia los alumnos más débiles o 

en riesgo, o la limitación del currículo al material cubierto en las pruebas.

El contexto político y especialmente los sindicatos de maestros cumplen un 

rol importante en el diseño e implementación de las reformas

las reformas educativas no solo se ven afectadas, sino también moldea-

das, por el rol de los sindicatos de maestros. en américa latina, los sindica-

tos de maestros suelen ser actores educacionales grandes y poderosos, que 

representan a la mayoría —si no a todos— de los maestros de un país. Con 

22 murnane y Cohen (1986) presentan un minucioso análisis de los primeros planes de remune-
ración docente por mérito en estados unidos. 

23 Kane y staiger (2001) y Chay, mcewan y urquiola (2003) presentan evidencia de que las dife-
rencias en los puntajes obtenidos en las pruebas entre las diferentes escuelas suelen deberse a 
variaciones del muestreo y otras fuentes no persistentes.
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frecuencia, se oponen a la adopción de mecanismos de incentivos docentes 

(con excepción de los aumentos de sueldos universales), especialmente cuan-

do estos vinculan los estímulos por el desempeño docente con los indicadores 

educacionales. a pesar de que la oposición de los sindicatos de maestros a las 

reformas de los incentivos docentes ha bloqueado los intentos de los gobiernos 

de diferenciar la remuneración docente sobre la base del desempeño, por lo 

menos en dos casos, Chile y méxico, los sindicatos de maestros colaboraron en 

el diseño de los programas de reforma de los incentivos. esto destaca el hecho 

de que el mejoramiento de la enseñanza y el aprendizaje por medio de incen-

tivos eficaces necesariamente requerirá de colaboración entre los sindicatos y 

las autoridades responsables de las políticas.

es importante reconocer que suelen haber razones poderosas para expli-

car la oposición de los sindicatos de maestros a las reformas de los incentivos. 

los esquemas de incentivos docentes que gratifican el desempeño individual 

o de grupos pequeños, al igual que las reformas que delegan la autoridad a 

las escuelas, pueden socavar la identidad y afiliación colectiva de los maes-

tros, debilitando así el poder de los dirigentes sindicales. Por otra parte, estos 

suelen oponerse a la remuneración basada en el desempeño, debido a los 

problemas inherentes analizados anteriormente, tales como la medición precisa 

del aprendizaje de los alumnos y la atribución de este aprendizaje a maestros 

específicos. 

sin embargo, los sindicatos de maestros capaces y profesionales exhiben 

mayores probabilidades de apoyar las reformas de los incentivos. los sindicatos 

que toman como modelo las organizaciones profesionales preocupadas de la 

práctica pedagógica y el estudio, así como del mejoramiento de la educación, 

tienden a apoyar y contribuir a su diseño e implementación. fuera de la capa-

cidad de los sindicatos de maestros, varios factores también pueden afectar el 

rol de los sindicatos de maestros en las reformas de los incentivos, incluyendo 

la responsabilidad por los resultados, la participación del sindicato en el diseño 

de las reformas y el contexto general de los sueldos y condiciones laborales de 

los docentes.

la responsabilidad por los resultados ante la opinión pública y las comu-

nidades locales también puede generar presión sobre los sindicatos de maestros 

para que apoyen las reformas de los incentivos destinadas a mejorar la calidad 

de la educación. en Chile, por ejemplo, el deficiente desempeño en las evalua-

ciones internacionales de la calidad educacional y la falta de mejoramientos en 

el rendimiento de los alumnos en las evaluaciones nacionales implicaron que el 

sindicato de maestros no pudiera desconocer la necesidad de implementar re-

formas destinadas a mejorar la calidad de la enseñanza. Cuanto más se compro-

metan los países en las evaluaciones de la calidad de la educación, nacionales 
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e internacionales, más probable será que se ejerza presión sobre los sindicatos 

de maestros para que apoyen reformas educativas sustanciales.

el hecho de involucrar a los sindicatos de maestros tempranamente en 

el proceso de diseño de las reformas educativas genera pertenencia y acep-

tación de las mismas, lo que ayuda a disminuir las probabilidades de que los 

sindicatos bloqueen su adopción o implementación. también puede ser muy 

beneficioso para el diseño de la reforma, dado que los maestros tienen amplios 

conocimientos prácticos acerca de su trabajo. Ciertamente, la participación del 

gremio también plantea riesgos en el diseño de las reformas de los incentivos 

docentes, incluyendo la posibilidad de “quemar” los incentivos reales contem-

plados en la reforma. 

finalmente, un contexto de remuneraciones y condiciones laborales ade-

cuadas facilitará el apoyo del sindicato para la introducción de las reformas 

de los incentivos docentes. en Chile, por ejemplo, las negociaciones entre el 

sindicato de maestros y las autoridades del ministerio de educación en relación 

con la introducción de los incentivos basados en el desempeño se produjeron 

después de sustanciales aumentos de los sueldos docentes en todos los niveles. 

es bastante posible que los gremios docentes se muestren más receptivos a los 

incentivos docentes basados en el desempeño si se les asegura que el nivel 

general de los sueldos y las condiciones laborales de todos los maestros son 

adecuados.

Para terminar, es importante reconocer que, a pesar de que hemos arroja-

do luces con respecto a la importante pregunta de cómo se deberían diseñar las 

reformas de incentivos docentes eficaces para mejorar la docencia y el aprendi-

zaje, todavía quedan muchas áreas que requieren nuevas investigaciones.

en primer lugar, pocos países han experimentado esquemas basados en el 

desempeño para los docentes de la región y, por lo tanto, solo pudimos extraer 

lecciones a partir de las (muy diferentes) experiencias de Chile y méxico. en 

segundo lugar, a pesar de que las reformas educativas son comunes en la re-

gión, es raro encontrar casos en los cuales los hallazgos de evaluaciones sólidas 

hayan sido utilizados para informar el diseño de las reformas. en tercer lugar, 

no se abordaron importantes aspectos que afectan a quién ingresa a la carrera 

de pedagogía y permanece en la profesión docente, tales como los beneficios 

no salariales, incluyendo las pensiones, los seguros, etc. finalmente, esperamos 

que las autoridades responsables de las políticas educacionales incorporen pla-

nes destinados a realizar evaluaciones de impacto en el proceso de diseño de 

las reformas, de manera que se vuelva una práctica común aprender a partir de 

las experiencias propias y las de los demás.
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Políticas de perfeccionamiento 
de los docentes en Chile 
�990 – 2005: silencios y proyecciones

Sebastián Donoso 

introduCCión

el proceso final de retorno a la democracia en Chile coincide con un 

renacer de la esperanza en la educación como instrumento eficiente para al-

canzar el progreso. esta visión está cargada de un ilimitado optimismo acerca 

del papel de la educación en la sociedad, fenómeno vivido en iguales tér-

minos en la década de los sesenta, cuando se propone la teoría del Capital 

humano.

en la última década del siglo pasado, las expectativas en la educación 

llevaron a los gobiernos democráticos a fortalecer el trabajo docente, imple-

mentando estrategias de perfeccionamiento profesional orientadas a lo instru-

mental, como también a la especialización avanzada. De igual forma se operó 

con modalidades de trabajo escalar (grupos que van capacitando a otros), 

tanto masivas como direccionadas a segmentos específicos. estos procesos 

buscaron incrementar la eficiencia técnica y redignificar la profesión tras su 

fuerte pérdida de valor social en los años ochenta.

el presente documento analiza las orientaciones políticas y las líneas 

programáticas impulsadas desde 1990 dirigidas a la profesionalización de los 

docentes en el sistema educacional público chileno. su finalidad es contribuir 

al estudio de los nudos críticos de la educación nacional en esta materia, 

examinando opciones de política educativa para aportar a la generación de 

propuestas. 

identificar el principal problema que se enfrenta en este ámbito requiere 

comprender los cambios más significativos que incidieron en el ejercicio de la 

profesión con la implantación de la reforma del sistema educativo de 1981 y 
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entender los pasos seguidos desde los años noventa hasta hoy por las institu-

ciones dedicadas a la formación y perfeccionamiento de los maestros. 

en función de ello, se analiza el contexto imperante durante la redemo-

cratización del país (década de los noventa) y las medidas implementadas en 

el sector educación, identificando sus principales resultados e impactos en el 

mercado laboral docente. el análisis se desarrolla desde la convicción de que la 

profunda crisis que afecta al sistema educacional chileno también es extensiva 

al ámbito de la formación continua, la que debe tratarse como un fenómeno 

ligado a dicha crisis.

se proponen así políticas e iniciativas que aporten a la solución de los 

principales problemas detectados, revisando la evidencia empírica que las sus-

tenta, examinando las condiciones requeridas por el sistema educativo para su 

adecuada implantación. 

finalmente, se consideran posibles externalidades positivas y negativas 

derivadas de este proceso, proponiéndose medidas de mitigación cuando co-

rresponda.1 

CondiCionantes estratégiCas del perfeCCionamiento doCente

en los últimos tiempos, el perfeccionamiento de los docentes en servicio 

no ha sido resuelto satisfactoriamente, fenómeno nada consistente con el papel 

estratégico que se les otorga a los maestros en el éxito de las políticas educa-

cionales. De esta forma, las diferencias que se encuentran en las distintas expe-

riencias residen en la prioridad efectiva asignada a los docentes en los procesos 

de reforma y cambio.

en la literatura sobre el tema, el perfeccionamiento docente incluye tanto 

la formación inicial de profesores como su desarrollo en el campo profesional, 

componentes vinculados pero esencialmente diferentes. la formación inicial, 

que corresponde al diseño de la profesión en su sentido más amplio, busca 

desplegar las competencias para que ejerza, con impactos en el mediano y 

largo plazo. 

el perfeccionamiento docente tratado en este trabajo está vinculado a la 

generación de impactos más próximos —sin excluir su sustentabilidad en el 

tiempo— y remitido a competencias más puntuales, actualizaciones o desarro-

llo de nuevas competencias. 

1 Por externalidades se entiende cuando se generan beneficios y/o costos que no coinciden 
con los que las personas efectivamente perciben. la no coincidencia implica que terceros son 
quienes se ven afectados, a favor o en contra. si los efectos en vez de generar costos generan 
beneficios, se habla de externalidad positiva. la externalidad negativa ocurre cuando se cau-
san perjuicios o daños en terceros.
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Junto con la mantención de la vigencia, común a todo profesional, en el 

campo docente el proceso se inscribe además en un cambio de paradigma, 

donde el profesor pasa de ser una “gran fuente de conocimientos” a conver-

tirse en un “generador de criterios para seleccionar y organizar el saber”. 

el proceso de perfeccionamiento debe comprenderse desde las exigen-

cias y presiones —de la sociedad, el estado, el mercado educativo, el mercado 

laboral y el currículo escolar— que inciden en su desempeño profesional y en 

las que se incluyen las condiciones laborales de los docentes. 

a su vez, el rol subsidiario asumido por el estado desde mediados de los 

setenta en Chile, ha generado limitantes para ejercer su misión como garante 

de la calidad de la educación, al no disponer de un soporte legal adecuado. no 

hay mecanismos para articular al sector empresarial particular que provee edu-

cación pública bajo una política común de operación del mercado de trabajo 

que vincule la formación, el perfeccionamiento y la carrera profesional. Cada 

factor opera con independencia, generándose una falta de sinergia entre los 

diversos componentes, convirtiéndose en el principal nudo crítico que presenta 

el mercado docente. 

el cambio de rol del estado tras el golpe militar de 1973 impactó a la edu-

cación pública en los años ochenta con el traspaso de la gestión de los estable-

cimientos desde la dependencia ministerial centralizada a una descentralizada 

municipal, así como en la transferencia de los docentes, de funcionarios pú-

blicos a empleados municipales, y en el cambio del sistema de financiamiento 

vía subsidio a la demanda, estimulando la incorporación de agentes privados 

(sostenedores).

Desde entonces, los sostenedores de establecimientos privados que reci-

ben financiamiento público casi han triplicado su participación en la matrícula 

escolar, mientras que las instituciones públicas la han reducido a la mitad. en 

la actualidad, el mercado de la educación posee dos macrosectores de opera-

dores (municipales y particulares subvencionados) de tamaño relativamente 

equivalente, a los que se suman el particular pagado y las corporaciones, con 

alrededor del 10 por ciento de la matrícula total. 

es compartida la visión de que el mercado laboral docente es más bien un 

cuasi-mercado configurado por submercados, o mercados diferenciados. esto 

es, realidades acotadas que tienden a funcionar entrópicamente con determina-

das reglas del mercado, pero con adecuaciones importantes.

una es que las barreras de ingreso de nuevos docentes al sistema son ba-

jas, tanto en la regulación de la profesión como en los requisitos para ser con-

tratado. adicionalmente, la movilidad laboral transversal en el mercado (cam-

bio de institución) es también baja, pues los maestros privilegian estabilidad 

laboral por sobre otra variable, y la movilidad horizontal es todavía menor, ya 
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que la carrera funcionaria de nivel regional o nacional no está suficientemente 

implementada (mizala y romaguera, 2003: 549). 

Cada submercado posee criterios propios de selección de docentes. las 

instituciones privadas con mayor tradición tienen perfiles preferentemente 

relacionados con la universidad donde se graduaron y ocasionalmente usan 

desempeños demostrativos para seleccionar profesores. 

según el BiD (2006), las políticas educativas vigentes están referidas unas, 

al mejoramiento de calidad y eficiencia —rígida y resistente a todo cambio (po-

líticas de remuneraciones e incentivos), y otras, a la expansión y crecimiento de 

la matrícula, adaptable y hasta volátil. ello se debe a que la educación carece de 

una definición básica que, una vez formulada, confiera coherencia al conjunto 

del sistema, permitiéndose cambios parciales que no alteren la propuesta gene-

ral. este aspecto es el segundo nudo crítico del problema en análisis. 

los nudos críticos mencionados —falta de sinergia entre diversos compo-

nentes y carencia de una definición básica que confiera a la educación cohe-

rencia con un conjunto de instrumentos para su implantación— se asocian en 

el caso chileno a una característica del estado neoliberal en el sector. el diseño 

de la institucionalidad en educación no permite articular a los responsables na-

cionales del sector (ministerio) con los responsables locales públicos (munici-

pios), y en lo operacional la matriz “ministerio-municipio” no tiene mecanismos 

eficientes de compatibilidad. esto constituye un tercer nudo crítico.

los elementos señalados introducen incertidumbre e imponen al currículo 

y a las prácticas pedagógicas un rol estratégico en este campo. esta dimen-

sión del problema es más compleja de mitigar, pues implica introducirse en el 

“aprendizaje profesional” modelado durante el desempeño del docente, pro-

ducto de largos años de “práctica” (Vaillant, 2004: 10). 

según navarro (2002, 2006), la situación reseñada es un efecto de la debi-

lidad del estado para generar políticas sostenidas en el tiempo, lo que redunda 

en que los gremios de profesores logran establecer rigideces en materia de 

estabilidad laboral, afectando con ello los sistemas de promoción y evaluación, 

y el funcionamiento del mercado de trabajo y, por esta vía, los mecanismos 

orientados a vincular eficiencia técnica, desempeño profesional y perfecciona-

miento docente, en la carrera docente (liang, 2003).

el perfeCCionamiento doCente y la Cultura profesional y gremial

la relación entre cultura, política y pedagogía genera una discusión que 

trasciende las divisiones ideológicas, evidenciando que este análisis requiere 

identificar los principales parámetros culturales del movimiento profesional do-

cente chileno.
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en Chile, la constitución de la profesión docente está estrechamente aso-

ciada a la intervención del estado en la organización del sistema educacional 

desde la independencia (núñez, 2003: 455), lo que explica que los cambios 

de 1981 calaran tan hondo en la seguridad de los docentes como funcionarios 

públicos. 

el siglo XX concentró el auge y la caída de los maestros (Vial, 1987). mien-

tras que en la primera mitad del siglo, destacados profesores protagonizaron 

los principales movimientos culturales, sociales y políticos, y sus propuestas se 

vieron plasmadas en políticas sociales de estado (núñez, 1997), con el tiem-

po, la pauperización de la profesión trajo consigo un empobrecimiento de su 

capital cultural. Paralelamente, la fuerte cultura gremial desarrolló subculturas 

derivadas del ordenamiento del sistema educacional en sentido horizontal (pro-

fesores normalistas, profesores de estado, etc.) y en sentido vertical (profesores 

católicos, masones, etc.). 

la vida gremial y profesional de los docentes estaban fuertemente imbri-

cadas. hasta 1973 existía el sindicato Único de trabajadores de la educación 

(sute, que agrupaba docentes y trabajadores no-docentes), cuya fuerte visión 

fue fracturada por la dictadura, recomponiéndose después con el Colegio de 

Profesores, organización esta vez exclusiva del magisterio. así, el movimiento 

retomó parte de su visión sindical/reivindicativa. Paulatinamente se fue asu-

miendo una propuesta de defensa gremial/profesional, pasando con más fuerza 

a la discusión de las tareas del sector, siempre con el profesional docente como 

eje. este arraigo histórico de la práctica gremial es el cuarto nudo crítico que 

identificamos (Pavez, 2003:78; Colegio de Profesores, 2005).

la reforma educativa de los noventa —incluyendo el estatuto Docen-

te de 1991— tuvo como eje clave “la profesionalización docente”, en parte 

como respuesta a las presiones del magisterio que buscaba revertir el impacto 

provocado por la municipalización en las condiciones laborales. se estableció 

un ingreso económico básico común, algunas normas laborales compartidas y 

cierta flexibilidad en el sector municipal para determinar la planta docente. no 

obstante, según la opinión mayoritaria del Consejo asesor de educación (2006), 

la regularización de este tema a través del Plan educativo municipal, ha sido 

insuficiente. 

Pese a rescatar sus virtudes, el Consejo piensa que la no aplicabilidad del 

plan a todos los docentes, como los de establecimientos privados que reciben 

aportes públicos, hace que se mantenga la estructura de submercados. ello 

impide resolver el nudo crítico fundamental, que es la falta de sinergia entre 

los diversos factores relacionados con formación y perfeccionamiento docente, 

mercado de trabajo y estructura de remuneraciones, y mercado educativo.

si bien el desarrollo profesional docente se ha definido como “el proceso 
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continuo de crecimiento de las competencias para la enseñanza, desde la for-

mación inicial hasta el fin de la carrera profesional” (Beca et al. 2006: 14), para 

el ministerio de educación y el Consejo asesor (2006: 163-175), el componente 

central de la estrategia de profesionalización es la formación inicial, postergán-

dose la formación continua.

los sostenedores enfrentan esto de diferentes maneras. mientras algunos, 

en especial los de mayor data o que atienden a la población de mayor capital 

social y cultural, responden a una política institucional de inversión, otros lo 

ven como una inversión del docente para mantener su empleo (rojas, 2006). 

he aquí el quinto nudo crítico: la falta de visión compartida del sentido y rol 

del perfeccionamiento en la profesionalización y del impacto en los resultados 

educacionales.

polítiCa y polítiCas de perfeCCionamiento doCente: 1990 – 2005

es posible que las urgentes y complejas tareas de recuperación del dete-

riorado sistema educativo nacional post dictadura expliquen que no hubiese 

una política de perfeccionamiento docente tras el retorno a la democracia, no 

obstante ser los docentes parte significativa del problema. la educación chilena 

exhibía entonces logros en cobertura, aumento de la escolaridad promedio y 

reducción del analfabetismo, aunque el sistema educativo mostraba indicadores 

críticos en calidad de educación y equidad de su distribución, existiendo tam-

bién problemas de gestión heredados (garcía-huidobro, 1999: 8).

respecto de las políticas de profesionalización docente, las lecciones 

de este proceso se refieren al necesario ajuste entre los pasos para la im-

plantación exitosa de las políticas, versus los deseos y voluntades por apurar 

estos procesos: de no respetarse los primeros, se termina debilitando estos 

últimos. 

según este análisis, los docentes no tuvieron un rol protagónico en el 

proceso de reforma, pese a que se los reconocía y necesitaba para el éxito de 

su implantación. a partir de los noventa, las orientaciones educacionales ha-

blan de la centralidad de la escuela en la política educativa y del acento en los 

aprendizajes cognitivos y socio-afectivo de los niños (sotomayor, 1999: 75). 

ese aprendizaje y la centralidad de la escuela están muy ligados al hacer 

de los docentes. De allí lo incomprensible del vacío de políticas de perfeccio-

namiento hacia los maestros en ejercicio. en vez de estructurar una política de 

formación continua inserta en la reforma que se proponía, el estado dio paso 

a la implementación de diversos programas parciales, algunos de los cuales, 

en la primera parte de la reforma educativa, fueron iniciativas innovadoras 

que implicaron un perfeccionamiento de capacidades profesionales.



85Sebastián Donoso 

La estructura de formación de los profesores en Chile: 1980 – 2005

los impactos de la reforma de la educación superior de 1981 muestran la 

escasa visión estratégica de sus diseñadores en materia de políticas de forma-

ción inicial de los docentes y, ciertamente, la desafección por las consecuencias 

de estas decisiones en el mediano y largo lazo. 

a mediados de la década del setenta se puso fin a las escuelas normales, 

traspasándolas a las universidades, sin embargo menos de una década después 

se crearon las academias de Ciencias Pedagógicas, que no eran universidad ni 

instituto profesional. la formación inicial de maestros no se consideró carrera 

exclusiva de nivel universitario, pudiendo ser asumida también por institutos 

profesionales y perdiendo valoración social, aparte del castigo severo a las re-

muneraciones en aquellos años (rojas, 1998: 168-169).

la reforma redujo las atribuciones del ministerio de educación para fis-

calizar planteles de educación superior, creándose un Consejo con escasas 

atribuciones. Por otra parte, las señales hacia la formación de los maestros, de 

las autoridades y del mercado (incluyendo el laboral) eran negativas. ello sig-

nificó una pérdida del valor de la educación y se tradujo en los años ochenta 

en una reducción del presupuesto fiscal para la educación en un 25 por ciento 

real, bajando la participación del sector público en términos del PiB, del 7 por 

ciento —el valor más alto en el año 1973— al 2,4 por ciento, en 1990 (Cox, 

2003: 45-46).

algunas universidades cerraron el área pedagógica y muchas de las que 

mantuvieron vacantes no las llenaron durante varios años. las universidades 

tradicionales privadas mantuvieron funcionando sus pedagógicos aunque con 

fuertes reducciones presupuestarias. universidades privadas nuevas e institutos 

profesionales ofrecieron carreras del área, ayudadas por su bajo costo opera-

cional. al poco andar de la reforma, las academias pedagógicas fueron trans-

formadas en universidad (de Ciencias Pedagógicas), pero el rango netamente 

universitario de las pedagogías se logró solo en los noventa, y los institutos 

profesionales que entonces las dictaban pudieron seguir haciéndolo. 

la exigencia de titulación de los docentes en ejercicio acrecentó la con-

fusión y complejidad en la formación de maestros, en especial de enseñanza 

básica, originándose programas extraordinarios para “regular esta actividad”, 

muchos de los cuales terminaron siendo permanentes, con requisitos de admi-

sión no equivalentes al pregrado regular, periodos lectivos menores o procesos 

concentrados con gran esfuerzo de asimilación, y funcionando en locales sin 

el adecuado soporte académico, infraestructura y equipamiento (rufinelli, a. y 

l. sepúlveda, 2005). 

la nueva ley de acreditación de carreras y programas académicos, de 

2006, plantea como obligatorio que Pedagogía y medicina se acrediten bajo 
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normas especiales. esto debe aplicarse a sus estudiantes desde el primer año de 

funcionamiento mediante una instancia examinadora externa con carácter deci-

sivo para su ejercicio profesional.

El perfeccionamiento de los docentes: 1990 – 1999

más allá del estatuto Docente, no existió una política pública de perfeccio-

namiento, por lo que no era esperable una sincronía entre las políticas educati-

vas de este periodo y el papel de los maestros en materia de formación continua. 

asimismo, la propuesta del Banco mundial para educación asumía el perfeccio-

namiento como factor asociado a políticas específicas y no como componente 

sistémico. 

la forma de entender la participación de los docentes en el diseño de las 

reformas trasunta la manera de concebir el aporte de los maestros al proceso. 

Podría interpretarse como desconfianza o prescindencia. todo lo contrario acon-

teció con el sistema de la evaluación docente, fruto de un paciente proceso de 

aunar voluntades, llegar a acuerdos y crear consensos para un objetivo (ávalos 

y assael, 2006).

el rol terciario de las políticas de perfeccionamiento docente en la década se 

expresa en que no hay documentos oficiales de políticas sobre la materia, excep-

to elementos consignados en el informe del Comité técnico asesor del Diálogo 

nacional sobre modernización de la educación (1994). la unidad ministerial en-

cargada (CPeiP) refuerza su rol como registrador nacional de perfeccionamiento 

docente, lo que le ha permitido resituarse en el mapa nacional en la materia. sin 

embargo, en lugar de basar su vigencia en su rol legal, requiere participar del 

nuevo diseño funcional según lo establezcan el estado y la sociedad.

Durante la década en análisis, el perfeccionamiento docente se insertó en 

programas focalizados impulsados por el ministerio, fundamentalmente com-

plementarios (no integrados a la estructura tradicional) con una orientación 

funcional. 

la iniciativa pionera en este campo fue el P-900, que planteó los talleres 

docentes para que los maestros se familiarizaran con los materiales e incorpora-

ran las nuevas propuestas pedagógicas al aula (sotomayor, 1999). este programa 

tuvo un periodo muy exitoso (Dipres, 2001: 7; oeCD, 2004, mineduc, 2000), 

pero a comienzos de esta década fue reorientado para instalarlo en el accionar 

regular del ministerio. se transformó en el Programa de escuelas focalizadas, 

manteniendo la controversia sobre este tipo de estrategias, pues la focalización, 

pertinente en política social, no tiene los mismos atributos en educación. la 

búsqueda de diversidad, meta social del sistema educativo, demanda revisar la 

política de focalización para no construir sistemas de “excluidos sociales”. 

el programa mece-Básica fue otro componente de la estrategia política del 
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ministerio. sus dos unidades clave (programa urbano y programa rural) te-

nían diferencias sustantivas. el primero estaba destinado esencialmente a in-

fraestructura, equipamiento escolar, salud física de los estudiantes y desarrollo 

de estrategias pedagógicas en la escuela mediante Proyectos de mejoramiento 

educativo (Pme). el segundo, al currículo de las escuelas pequeñas multigrado 

(uni, bi y tridocente), marcadas por los bajos resultados escolares y una pobla-

ción de escaso capital económico, social y cultural, atendiendo las prácticas de 

los maestros. 

en el área rural, el trabajo en microcentros de Profesores, quizás la trans-

formación de mayor significación, no solo buscó romper la práctica laboral 

“solitaria” —con reuniones entre profesores de un territorio— sino además 

transformar las prácticas de los maestros más postergados, reforzando su tra-

bajo con material curricular y didáctico, lo que ha continuado como formación 

continua innovadora.

el programa enlaces, de informática educativa, asumió un proceso de 

capacitación de los docentes funcional a los objetivos. si bien esta línea es re-

conocida como un aporte y se entiende que debe estar presente, las tecnologías 

de información no se han incorporado significativamente a la enseñanza. los 

docentes las emplean como complemento y, aunque el acceso computacional 

se ha generalizado, su uso pedagógico es casi inexistente (Cancino y Donoso, 

2004: 151). 

en enseñanza media se impulsaron dos iniciativas de distinta magnitud. 

la primera, a partir de 1995, producto de estudios sectoriales realizados por 

el componente mece-media, buscó fortalecer la profesionalización mediante 

“grupos profesionales de trabajo”, organizados en los establecimientos educa-

cionales (ávalos, 1999). Considerando entre otros los principios de aprendizaje 

entre pares y de comunidades de aprendizaje, esta iniciativa enfrentó los pro-

blemas de dedicación horaria de los profesores y de trabajo, restando sistema-

ticidad a la experiencia e impacto a sus resultados. 

el proyecto montegrande (1997-2002), de mejoramiento de la enseñanza 

media mediante el apoyo a liceos de excelencia (51 establecimientos), consistió 

en impulsar el desarrollo de propuestas innovadoras que consideraron la for-

mación continua. esta experiencia, que aún debe explicación de sus resultados, 

no ha sido lo gravitante que se esperaba. 

a partir de 1996 hasta pasado el año 2000 funcionó el Programa de Pa-

santías al extranjero, involucrando unos 4.200 profesores (Cox, 2003: 66). Dada 

su reducida cobertura (2,4 por ciento), el programa resultó insuficiente (Dipres, 

2000: 3). su principal falencia fue no tener un sistema post-pasantía para difun-

dir, masificar y reproducir los aprendizajes, y aprovechar la inversión más allá 

del entusiasmo de algunos profesores.
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el último hito de perfeccionamiento, el más masivo, fue el Programa 

de Capacitación para el nuevo Currículo (conocido como Pff), de 1997 a 

2003. Cubrió prácticamente a todo el profesorado del sector público con 

un programa, según el nivel en que trabajaban, de 70 horas cronológicas.2 

se implementó en seis años, a partir de 1° básico, en grupos de dos niveles 

por año, según los niveles en que trabajarían, incluyéndose la formación a 

docentes directivos. 

los cursos, dictados en verano, con una semana presencial y otra de 

seguimiento y apoyo, buscaban renovar las prácticas docentes, familiarizando 

a los profesores con el nuevo currículo (de inspiración constructivista), su en-

foque y las metodologías de enseñanza que este suponía. no obstante, de una 

modalidad muy abierta en su diseño inicial (nB1), los cursos fueron cada vez 

más formateados. finalmente, en lo operacional, muchas veces los docentes 

que asistieron a los talleres no fueron posteriormente asignados por los soste-

nedores para enseñar en los niveles para los cuales se habían preparado.

El perfeccionamiento de los docentes: 2000 – 2005

la segunda etapa del proceso de formación continua de los docentes re-

posiciona al CPeiP como agente líder del perfeccionamiento continuo, lo que 

responde a un diagnóstico más preciso en el que se enumeran quince desafíos 

de diversa naturaleza, desde el nivel sistémico hasta el aula (Beca, 2006). la 

base metodológica de esta etapa se funda en el aprendizaje entre pares asenta-

do en la estrategia de comunidades de aprendizaje (Cerda y lópez, 2006: 40). 

en esta modalidad se identifican iniciativas como los talleres Comunales 

de Perfeccionamiento, para profesores de educación básica, cuya data se re-

monta a los inicios del P-900. Con el objetivo de instalar en las comunas un 

sistema de perfeccionamiento entre pares, considera los ámbitos de responsa-

bilidad profesional y preparación para la enseñanza. su metodología se basa en 

la reflexión liderada por un docente guía, lo que requiere apoyar y preparar en 

mejor forma a los profesores guías y validarlos ante sus pares. también deman-

da comprender a fondo las propuestas curriculares que se analizan, incluyendo 

los aspectos de evaluación (álvarez, 2006).

el Programa de Pasantías nacionales busca el intercambio de experien-

cias entre equipos docentes de establecimientos subvencionados y su prin-

cipal logro es validar el aprendizaje de pares para mejorar las prácticas do-

centes. este programa se asocia al de redes Pedagógicas (red de maestros de 

maestros) e implica reforzar el intercambio horizontal entre los participantes. 

2 según cifras del CPeiP, participaron 38.821 profesores el año 1999; 55.412 el año 2000; 37.857 
el año 2002 y 1.834 el año 2003, de un universo estimado de 103 mil docentes (Cox, 2003: 65. 
Beca et al., 2006: 35).
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Dos programas impulsados por el CPeiP se omiten en el análisis. el pri-

mero, de educación emocional, aparte de operar a escala reducida requiere 

más tiempo para evidenciar resultados sustentables. el segundo, de educa-

ción a distancia, trata aspectos muy puntuales sobre los que existen suficien-

tes antecedentes y no se observan aportes. el CPeiP impulsa otras iniciativas 

de formación de menor impacto cuantitativo, como el Programa oft Prensa, 

que busca aportar a la formación en el manejo de los objetivos fundamentales 

transversales. 

los programas dirigidos a la apropiación curricular, externalizados vía lici-

tación a centros formadores de maestros, implicaron la entrega de un diploma 

de curso avanzado o de una especialidad o mención según la intensidad del 

programa. los problemas más severos que muestran las evaluaciones realizadas 

están en la apropiación curricular (isuC, 2005; Donoso, Cancino y Vidal, 2006, 

oCDe, 2004), donde los logros son exiguos. 

ello se debe principalmente a dificultades severas en la formación inicial 

de los docentes, y al escaso dominio de los conceptos clave de la disciplina que 

enseñan, lo que se comprende como mala formación en la disciplina, errores 

conceptuales y de preconceptos, de relaciones y por tanto de las conclusiones 

a las que se espera llegar. 

esta situación —vinculada con el problema más general de varias gene-

raciones de estudiantes con errores fundamentales en sus procesos de forma-

ción—, refleja una formación deficitaria en educación superior: no se puede 

enseñar bien lo que no se domina, incluso con la didáctica más avanzada. la 

disputa pendular entre formación disciplinaria y didáctica no tiene sentido: se 

requiere ambas.

en una misma línea de discusión puede situarse la necesidad de imple-

mentar una reforma curricular versus la importancia de cambiar las condiciones 

en las cuales se producen los aprendizajes. ambas discusiones caricaturizan un 

tema más complejo, que es el de generar apropiación en los maestros. 

el perfeccionamiento docente sigue siendo un área no regulada, eviden-

ciando con ello el problema de institucionalidad que afecta al sistema educa-

cional chileno, en especial al ministerio de educación como garante social de la 

calidad educacional. solo una parte del perfeccionamiento está bajo la supervi-

sión del CPeiP (se excluyen programas de magíster de las universidades). 

Vista la formación continua desde la perspectiva política, Chile sigue mos-

trando una falencia importante en el ajuste de sus respuestas al diagnóstico del 

sector. la crisis de la educación también afecta estos procesos. las políticas de 

desregulación inherentes a la visión de mercado muestran a un ministerio sin 

la institucionalidad necesaria para responder a sus debidas funciones. la oferta 

de formación continua es muy heterogénea y no tiene parámetros de calidad 
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que sostengan una información fidedigna para quienes están interesados en 

tomar decisiones. 

si bien el perfeccionamiento ha recuperado protagonismo, está lejos de 

jugar un rol estratégico para la actualización de las competencias de docentes 

en servicio. el perfeccionamiento docente no es plenamente centrado y consis-

tentemente diseñado para responder a los severos problemas de formación que 

evidencian los docentes en los diagnósticos. Por otra parte, sigue siendo trata-

do como fenómeno desligado del funcionamiento del mercado educacional y 

desarticulado del mercado laboral docente, y de los sistemas de evaluación y 

recompensa implementados, como también de las demandas de apropiación 

curricular. 

en tanto continúe proyectándose de esta forma, su eficacia será menor y 

responderá básicamente a los maestros más comprometidos con su labor, sin 

llegar a la masa de profesores.

los nudos CrítiCos de la formaCión Continua de doCentes en Chile

¿Cuál es el principal problema que se enfrenta en este ámbito?

las severas dificultades que se anotan en el ámbito de la formación conti-

nua de docentes son constitutivas de la crisis sistémica de la educación chilena. 

sin embargo, la causa funcional más inmediata de los actuales problemas reside 

en el impacto de las transformaciones del sistema educacional desde 1981 hasta 

principio de los noventa, especialmente en los desprolijos procesos de forma-

ción inicial de docentes y en las políticas de (des)profesionalización impuestas 

durante la dictadura. en segunda instancia, el cambio de rol del estado en 

educación y los procesos asociados a esta condición contribuyen decisivamente 

con la crisis que afecta al sistema. 

se puede sostener que en el periodo en análisis (1990-2005) uno de los 

aspectos más insatisfactoriamente resueltos es la formación continua. si bien en 

las orientaciones ministeriales se destaca el papel estratégico de los maestros en 

el éxito de las políticas educacionales, ello contrasta con las iniciativas parciales 

y específicas aplicadas en los noventa, de escaso impacto. las correcciones 

hechas en la presente década presentan asincronías entre esas iniciativas y los 

diagnósticos del sector. a ello se suma una escasa sinergia entre este compo-

nente y elementos clave como la estructura del mercado laboral docente, las 

políticas de remuneración e incentivo, el funcionamiento del mercado educa-

cional, las demandas curriculares y las demandas sociales.



91Sebastián Donoso 

Principales nudos críticos en la formación continua

Falta de sinergia entre los diversos componentes del sistema

está determinado por la forma en que la institucionalidad ha asumido 

el papel subsidiario del estado, y a su vez por la política económica de mer-

cado impuesta en la mitad de los setenta, lo que deriva en un ministerio de 

educación sin facultades para regular eficientemente el funcionamiento del 

sistema. 

se asume el mercado educativo como convencional, sin serlo en rea-

lidad, pues la educación pública sigue absorbiendo el 90 por ciento de la 

matrícula, en el submercado municipal y en el particular subvencionado. 

Cada submercado tiene criterios propios (por ejemplo, sobre selección y 

promoción de docentes, regímenes salariales) de manera que las exigencias 

de ingreso al mercado laboral no se vinculan con las de formación inicial, 

ni con su desempeño profesional. no hay relación con el diseño de una 

carrera profesional que combine perfeccionamiento y desempeño, pues el 

ministerio de educación no tiene facultades para regular a sostenedores pú-

blicos, regidos por el estatuto Docente, y sostenedores privados, regulados 

por otro criterio. 

Carencia de una definición básica de lo que se entiende por educación

la no existencia de una definición que confiera coherencia al conjunto 

del sistema facilita cambios parciales sin la comprensión de su impacto en el 

sistema. esta situación sustenta la existencia de políticas educativas referidas 

al mejoramiento de calidad y eficiencia, resistentes al cambio, y de otras, 

más adaptables, orientadas a la expansión y crecimiento de la matrícula. 

ello permite dividir el fenómeno educativo —siendo para algunos indi-

visible—, de manera que no se perciban los nexos, y sus impactos, entre los 

diversos componentes, lo que ha derivado en iniciativas sectoriales inconsis-

tentes con las políticas generales.

Inexistencia de una política pública de formación continua de maestros

ello ha sido suplido parcialmente en la actual década con iniciativas 

acotadas que muestran severas limitaciones para generar impactos significa-

tivos en este ámbito. no existe una propuesta país que oriente la formación 

continua de docentes y solo hay políticas “parciales” que conciben la forma-

ción continua como un proceso desligado del funcionamiento del sistema 

educativo (diagnósticos de fortalezas y debilidades de los docentes, criterios 

de funcionamiento del mercado laboral docente, demandas del currículo es-

colar, etc.).
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Falta de perspectiva compartida sobre el sentido y rol de la formación continua

esto afecta a los principales actores institucionales públicos en términos de 

su incidencia en la profesionalización y, de esta manera, en su impacto en los 

resultados educacionales. 

la recomposición del movimiento gremial del magisterio implicó retomar 

parte de esta visión sindical/reivindicativa arraigada históricamente como prác-

tica gremial, lo que se tradujo en un cambio lento y paulatino hacia una profe-

sionalización docente. 

este factor está imbricado con la heterogénea formación de los docentes, 

amparada en enfoques operacionales, algunos aprendidos con anterioridad a la 

dictadura, pero fortalecidos por el reduccionismo al que llegó la formación de 

maestros en ese periodo, que derivó en una concepción de la docencia como 

aplicación de algoritmos y técnicas. 

Creciente desvaloración social de la profesión docente

las consecuencias de ello provocan que la formación continua de los 

docentes tenga una importancia de tercer orden. no existe adecuada incorpo-

ración de los docentes y sus entidades a esta temática y no se ha diseñado una 

política nacional sobre la materia. inicialmente, las respuestas fueron funcio-

nales, sin visión sistémica, y luego se intentó un reposicionamiento parcial del 

tema que —sin embargo— no asume los principales nudos críticos. 

una polítiCa de formaCión Continua de doCentes en Chile

La propuesta base

la generación de una política de estado en materia de formación inicial 

y continua es consistente con el diagnóstico anterior. sin embargo, la gran lec-

ción para que esta política tenga un impacto significativo proviene del sistema 

educativo holandés, que desde principios del siglo XX posee un régimen de 

financiamiento a la demanda basado en un subsidio al estudiante. es la con-

dición de articulación pública de esta política, que vincula la formación y el 

perfeccionamiento docente con un sistema nacional que regula la carrera profe-

sional, independiente de la naturaleza particular laica, religiosa o pública de la 

institución donde labora. 

Políticamente esta opción demanda un estado activo como regulador y 

organizador del sistema docente en todo su sentido, y con atribuciones para 

cumplir su tarea. esta propuesta depende de aspectos como la complejidad del 

diagnóstico y la posibilidad de generar condiciones positivas para implantar esta 

política.

se requiere una legitimación política derivada de la capacidad e importan-
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cia que le compete al estado, a través de su institucionalidad, para responder a 

las necesidades y garantizar un sistema educativo de calidad, algo muy deman-

dado por la sociedad pero insatisfactoriamente cumplido.

el nudo crítico central del problema de formación continua está determi-

nado por la forma como la institucionalidad ha asumido el papel subsidiario 

del estado. las transformaciones en el diseño derivan en un ministerio de edu-

cación sin adecuadas facultades para regular el funcionamiento del sistema en 

toda su complejidad. esta situación es importante e implica técnicamente dotar 

a la institucionalidad pública de las facultades para responder por compromisos 

ante la sociedad.

ello debería traducirse en el diseño y la aplicación de los criterios, nor-

mas e instrumentos adecuados para articular el mercado educacional con el 

mercado laboral docente, lo que implica relacionar la formación inicial con el 

currículo, con la formación continua, y con la carrera docente y el sistema de 

remuneraciones.

se requiere generar una instancia de nivel nacional, formal y con una 

orgánica pública, que oriente, supervise y evalúe esta materia: el Consejo na-

cional de educación. una entidad pública autónoma, con presencia territorial, y 

con representación de las instituciones profesionales, gremiales y locales. 

es preciso asimismo diseñar un sistema de carrera docente consistente 

entre la formación inicial y continua, las necesidades emanadas del currículo 

y las demandas del mercado laboral. esto involucra —entre otros— ajustar las 

exigencias del mercado laboral a las competencias de desempeño de la profe-

sión, identificando las competencias y validándolas para después certificarlas, 

además de establecer y sincronizar regímenes salariales y de incentivos con la 

secuencia de la formación continua y el dominio de competencias.

el nuevo rol que debiera asumir el ministerio requiere un contrapeso 

formal del Consejo nacional de educación, que articule a los principales res-

ponsables de la operación del sistema, de manera que puedan generarse res-

puestas sincronizadas, coherentes y oportunas. la coordinación implica asu-

mir corresponsabilidades entre las autoridades regionales y los sostenedores 

públicos y privados. Podrían participar además, con una atribución diferente, 

representantes gremiales de los docentes y de los estudiantes. esta entidad 

sería la responsable de la implementación de las políticas, y de determinar los 

derechos y deberes de cada actor en este proceso. Dicho Consejo debería tener 

una sección responsable de las principales tareas, como velar por el cumpli-

miento de las metas educativas y el desarrollo de los procesos adecuados para 

su implementación.

Compatibilizando estos criterios con el funcionamiento del mercado la-

boral docente, se deben dictar normas de ingreso, permanencia y promoción, 
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remuneraciones e incentivos, lo que debiera llevar a establecer y sincronizar los 

regímenes salariales y de incentivos con la secuencia de la formación continua 

y el dominio de competencias.

la propuesta de base generaría ciertas externalidades, algunas positivas, 

como que la sociedad asumiría y exigiría al estado, y a los diversos represen-

tantes institucionales, un compromiso con los resultados. la misma permitiría 

construir un sistema nacional efectivo en que los actores relevantes compartan 

derechos y deberes, y generaría una forma de conducir los temas importantes 

con participación ciudadana, reforzando las prácticas democráticas y la gober-

nabilidad del sector. Por otro lado, aumentaría la confianza en el funcionamien-

to de las instituciones, descargándose parte de la excesiva responsabilidad que 

hoy recae en las personas. 

Desde la perspectiva de las externalidades negativas, se puede apreciar 

que esta iniciativa demandará la provisión de mayores recursos económicos 

para el sector, aunque su ejercicio final puede verse mitigado. Dado que ac-

tualmente los resultados del sistema escolar son insuficientes, no tiene gran 

sentido seguir produciendo estos resultados a este nivel de costos. asimismo, 

los mejores resultados que se puedan alcanzar producto de estas iniciativas 

pueden incluso implicar un aumento del costo/efectividad, si el costo promedio 

de cada unidad marginal de los nuevos resultados educacionales es menor que 

el costo promedio actual.

Propuestas adicionales

�. la existencia en la educación pública de los submercados municipal 

y particular subvencionado requiere que se coordine funcionalmente aquellos 

submercados que comparten población equivalente y financiamiento público 

como un solo mercado. 

ello implica criterios compartidos de funcionamiento en materia educacio-

nal, lo que puede llevar a la creación de un sistema único de carrera docente 

regulada para todos quienes operen con financiamiento del estado. abordar 

esta tarea implica revisar y adecuar el estatuto Docente, y generar una nueva 

legislación para el sector público, integrando en este concepto a los sostenedo-

res privados que cumplen esta función.

esta tarea puede enfocarse desde esa perspectiva, con acciones organiza-

das para crear formalmente un sistema regulado de carrera docente, o mediante 

instancias directas que impliquen beneficios financieros para la institución y las 

personas. 

al igualarles a los sostenedores sus derechos y deberes se está generando 

indirectamente un mercado educacional. Para orientar este proceso, se requiere 

que la sociedad conozca y pueda exigir una iniciativa señalada en la ponencia 



95Sebastián Donoso 

básica, como también que los gremios docente y estudiantil sean activos promo-

tores de esta iniciativa.

tarea importante en esta propuesta es ajustar las regulaciones para ejercer 

la profesión y mantenerse en el sistema público, estableciendo las competencias 

de desempeño de la profesión. adicionalmente implica alcanzar grados mínimos 

de consenso respecto de lo que se entiende como educación de calidad así 

como sobre el rol de la formación continua en el proceso educacional y en la 

profesionalización docente.

se requieren también criterios compartidos sobre el mercado laboral docen-

te, materia que se vincula con la iniciativa de establecer y sincronizar regímenes 

salariales y de incentivos con la secuencia de la formación continua y el dominio 

de competencias.

entre las externalidades positivas de estas iniciativas se cuenta el hecho 

de que se identificarían con referentes empíricos, y también con principios sus-

tentables, las principales competencias que los docentes desempeñan y las que 

deberían desempeñar, acordes con la estructura de exigencias señaladas y los 

principios suscritos. 

otra externalidad positiva es que la sociedad asuma y comprenda debida-

mente que la tarea educativa demanda un importante esfuerzo, que se trata de 

una responsabilidad conjunta de los principales responsables y que implica un 

proyecto de sociedad. 

Como externalidad negativa está el que este proceso requiere de un tiempo 

significativo de preparación para constituirse como alternativa eficiente, situa-

ción que puede ser denunciada por quienes buscan soluciones rápidas y de 

corto plazo.

un impacto aparentemente negativo indirecto, proveniente de los resul-

tados positivos, podría ser la brecha de calidad que puede producirse con las 

generaciones anteriores, debiendo la sociedad determinar caminos para redu-

cirla. es decir, ofrecer compensaciones a quienes quedaron en una situación de 

desmedro, dado que ella no es responsabilidad de cada persona sino del estado 

que no proveyó una educación de calidad.

2. es una acción prioritaria consensuar un diagnóstico avanzado sobre el 

estado de situación de la formación continua de docentes, acorde con los resul-

tados del sistema educacional y con lo que acontece en la formación inicial. 

aportes significativos en este plano son los del informe final del Consejo 

asesor, del CPeiP, del ministerio de educación y sus autoridades sectoriales, de 

evaluaciones de los procesos de formación inicial y continua realizados por orga-

nismos públicos (Dipres) y otros encargados por los responsables de estas inicia-

tivas, como del mismo ministerio de educación (Beca et al. 2006: 24-31 y 35-39). 
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esta propuesta implica revisar y ponerse de acuerdo en torno a los ob-

jetivos funcionales que debe asumir una política de formación continua. Para 

operacionalizar esto se requiere identificar las competencias desempeñadas por 

los docentes y las que deberían cumplir, según un diagnóstico serio del tema y 

de las demandas curriculares y sociales que se identifiquen.

Paso siguiente es validar las competencias con criterios técnicos, políticos 

y gremiales, de forma que puedan traducirse en una propuesta de formación 

continua que contemple iniciativas de corto, mediano y largo plazo, así como 

los mecanismos para evaluar estas iniciativas y actualizarlas según los cambios 

que se vayan requiriendo.

además, pese a la “unicidad de criterio gremial”, falta una perspectiva 

compartida sobre el sentido y rol de la formación continua de los principales 

actores institucionales públicos, en términos de su incidencia en la profesio-

nalización e impacto en los resultados educacionales. si bien esta iniciativa se 

asocia con la puesta en marcha de regímenes salariales, para poder determinar 

el peso adecuado que ha de tener la formación continua, es necesario ponerse 

de acuerdo en estas materias para que se puedan traducir en una propuesta 

validada y que cumpla eficientemente su objetivo. es preciso también estable-

cer y sincronizar regímenes salariales y de incentivos con la secuencia de la 

formación continua y el dominio de competencias.

se identifica como externalidad positiva de esta propuesta la comprensión 

por los actores sociales e institucionales del sector respecto del compromiso 

que deben asumir con los resultados que registran y la comprensión de que se 

debe invertir en educación si se desea obtener resultados. 

3. mientras el perfeccionamiento docente siga siendo tratado como un 

fenómeno desligado de la situación contextual y funcional de la educación, su 

eficiencia será menor, por lo que se requiere diseñar, validar e implementar una 

política de formación continua de docentes. esta debe dar respuestas de corto, 

mediano y largo alcance acerca de las fortalezas y debilidades de la docencia 

y los docentes, de las condiciones laborales y de las demandas curriculares. 

ello implica ajustar las exigencias del mercado laboral a las competencias de 

desempeño de la profesión, así como establecer y sincronizar regímenes sala-

riales y de incentivos con la secuencia de la formación continua y el dominio 

de competencias. 

Condición de esta propuesta es que se articule con las políticas de forma-

ción inicial, lo que implica compatibilizar las demandas de formación inicial y 

continua.

Para que la iniciativa en este ámbito sea políticamente viable es preciso 

que en su formulación y validación se busque y respete la participación amplia 
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y responsable de los diversos agentes institucionales involucrados en esta temá-

tica. De esta manera, su viabilidad técnica, en este caso bastante más factible, 

se armoniza con su validación política para tener real sustento.

Cinco iniciativas concretas: un análisis

a continuación se analizan las cinco iniciativas centrales que operaciona-

lizan la propuesta base antes referida.

�. Poner en aplicación sistemas que vinculen la formación inicial con el 

funcionamiento del sistema escolar.

el objetivo es sincronizar la pertinencia y actualización curricular con las 

formas de funcionamiento del sistema escolar. ello implica establecer una uni-

dad del Consejo nacional de educación destinada a esta temática, con repre-

sentantes de los centros formadores, de la unidad de Currículo y evaluación del 

mineduc, de los sostenedores públicos y privados, de los gremios profesionales 

y de estudiantes. a través de ella se busca identificar los núcleos claves de la 

formación inicial docente que se requiere impulsar, proponer estos requeri-

mientos a los centros formadores, evaluar los procesos de formación en estas 

dimensiones, y sugerir enmiendas, adecuaciones y correcciones a la formación 

inicial. 

significa descentralizar esta unidad con subunidades territoriales que re-

pliquen las acciones, de manera que la capacidad de respuesta sea más eficien-

te, e identificar aspectos relevantes del “currículo oculto” que son recurrentes, 

e inciden en el logro de objetivos educacionales importantes en los estableci-

mientos escolares, no considerados en los currículos formales.

asimismo, incluye identificar y proponer —al ejecutivo y a los legisla-

dores— mecanismos de vinculación entre los requerimientos de formación y 

las propuestas en desarrollo de formación inicial, para que existan instancias 

formales de vinculación con carácter resolutivo.

2. sincronizar la pertinencia y actualización curricular con las formas de 

funcionamiento del sistema escolar.

el objetivo de ello es ajustar las propuestas curriculares a las posibilidades 

ciertas del sistema escolar para cumplirlo con eficacia y eficiencia. 

en este campo, si bien no es dable prohibir la asignación de recursos para 

efectos de apoyar el perfeccionamiento docente continuo, puede orientarse 

hacia aquellos desafíos de formación más relevantes.

en el ámbito curricular, este elemento implica proponer medidas que 

permitan ajustar de manera sistemática las propuestas curriculares a las diver-

sas dotaciones de recursos, como el capital social y cultural de la población 
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estudiantil, tiempo de los docentes, posibilidades de manejo tecnológico, 

y en general al conjunto de recursos disponibles para dar cuenta del cu-

rrículo.

la proposición de medidas es generar, a nivel de una superintendencia 

de educación o de otra unidad equivalente, mecanismos que evalúen las 

propuestas en relación a los puntos que se han establecido previamente, para 

de esta manera exigir lo que sea viable, adecuando exigencias con recursos 

y condiciones.

3. Compatibilizar las demandas de formación inicial y continua.

esto tiene como objetivo articular las competencias que los profesionales 

de la educación deben poseer al momento de iniciar su labor, lo mismo que 

aquellas que van siendo demandadas gradualmente en función de las actuali-

zaciones que debe asumir.

la especificidad de ello reside en que se debe identificar, clasificar, jerar-

quizar y sincronizar las demandas sobre los docentes, para diferenciar las que 

son indispensables de alcanzar para el desempeño de su profesión —corres-

pondiendo entonces a su periodo de formación inicial— de aquellas que de-

berá incorporar en el ejercicio de la misma, atribuibles al perfeccionamiento. 

la actualización debe implicar el diseño de caminos alternativos para el logro 

de las competencias profesionales, incorporando procesos de certificación de 

las mismas.

se entiende que en esto el proceso de formación inicial es crucial, sin 

embargo se trata de una acción de impacto de mediano plazo; por ello es 

aconsejable tener un plan con diversos escenarios.

4. ajustar las exigencias del mercado docente a las competencias de 

desempeño de la profesión.

su objetivo, en este caso, es identificar las competencias de desempeño 

de la profesión y que forman el núcleo central que todo docente debe alcan-

zar. ello requiere de un proceso constante de actualización y validación, así 

como identificar si hay competencias diferentes por “submercados educacio-

nales” y cuáles son comunes. 

los procedimientos para identificar, jerarquizar y validar competencias 

deben ajustarse a las diferentes fuentes de información, entre ellas el mercado 

educacional, el mercado laboral, currículo y demandas sociales.

implica también alcanzar grados mínimos de consenso en lo que se en-

tienda como educación de calidad, y precisar cuáles competencias debiesen 

ser desarrolladas en la formación inicial y cuáles en la formación continua.
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5. establecer y sincronizar regímenes salariales y de incentivos con la 

secuencia de la formación continua y el dominio de competencias.

esto busca respaldar una carrera profesional con un régimen de remune-

raciones y estímulos acorde con las exigencias de su desempeño.

lo anterior implica crear un mercado docente como criterio central, iden-

tificar y fijar remuneraciones base para diversos cargos según competencias, 

combinando experiencia con desempeño. la experiencia profesional (años/

tipo de actividad), debería traducirse para los docentes en una reducción de 

la cantidad de horas-aula y en un aumento de las horas de trabajo comple-

mentario. involucraría también un cambio de la base salarial, un aumento del 

componente experiencia y una disminución del componente desempeño, una 

vez que se ha llegado a determinado punto de la carrera docente, de manera 

que envejecer no se transforme en un castigo salarial.

establecer un régimen de estímulo que se asocie a experiencia y a desem-

peño, siendo este último medido según la realidad de las condiciones laborales, 

debe combinar resultados escolares en series de tiempo del establecimiento o 

grupo curso (respecto de sí mismo, de sus pares, del promedio regional de pa-

res y del promedio nacional) y condiciones de trabajo (tipo de escuela, calidad 

de los recursos de apoyo, jornadas, etc.).

la dimensión polítiCa del Cambio

los desajustes que derivarán de la implantación de estas medidas respon-

den al marco político en el cual se han venido planteando y llevando a cabo, 

caracterizado por un estado muy limitado en sus funciones y por una autono-

mía muy elevada de los diversos actores e instituciones. 

Por esta razón, generar un proceso de reorganización cuando algo ha es-

tado funcionando por tiempo es políticamente complejo. al necesario diagnós-

tico y marco básicos de medidas, que deberían tener un alto grado de consenso 

entre los principales actores del sistema, se deben sumar mecanismos legales e 

instrumentos financieros que orienten el actuar hacia el marco de proposicio-

nes y de instancias que se busca generar y hacer funcionar.

es claro que en este proceso hay actores con distinto poder e intereses 

diversos. Por ello, no es simple establecer un sistema que solucione de ante-

mano todos los inconvenientes que se derivarán de los nuevos mecanismos de 

articulación, cuando hoy esa condición no existe.

finalmente, resulta complejo determinar qué ocurrirá con las instancias 

formales del sistema escolar. si bien lo analizado excede largamente la dimen-

sión “sistema escolar”, este constituye sin lugar a dudas su eje central.
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fortalecer la educación municipal.
Evidencia empírica, reflexiones y 
líneas de propuesta1

Dagmar Raczynski 

Daniel Salinas

introduCCión

hasta comienzos de 1980, los establecimientos públicos de educa-

ción dependían directamente del ministerio de educación. en esa fecha, 

la administración e infraestructura de todas las escuelas y liceos públicos 

se traspasó a las municipalidades, que debieron asumir su administración 

y mantención, y adoptar la autoridad para contratar y despedir profeso-

res. 

Paralelamente, se modificó el sistema de financiamiento, introdu-

ciendo un régimen de subvención por asistencia del alumno, que instaura 

la unidad de subvención educacional (use), y que se abrió luego a soste-

nedores privados, los que aumentaron significativamente en número. 

las políticas educativas de los gobiernos de la Concertación no toca-

ron las bases del sistema implantado en los ochenta,2 sino que superpusie-

ron a dicho sistema acciones de mejoramiento educativo, como programas 

de perfeccionamiento docente para profesores de aula y directivos dirigi-

1 la evidencia empírica que alimenta este texto proviene de informes y estudios sobre escuelas 
y liceos, sostenedores municipales y particulares de educación, y evaluaciones de programas 
de mejoramiento educativo, realizados por asesorías para el Desarrollo y que involucraban 
intensos trabajos de campo a lo largo del país en colegios, corporaciones sociales muni-
cipales, departamentos de administración de educación municipal, sostenedores privados 
destacados por los resultados de aprendizaje de sus colegios, departamentos provinciales de 
educación e instituciones que entregan asistencia técnica en colegios de bajo rendimiento 
(más en www.asesoriasparaeldesarrollo.cl). 

2 son muchos los trabajos que analizan la reforma educacional de los años 1990. entre ellos 
destacan la colección de artículos en Cox (2003) y garcía-huidobro (1999). raczynski y mu-
ñoz (2007) intentan una síntesis de este material. 



106 Fortalecer la educación municipal. Evidencia empírica, reflexiones y líneas de propuesta

dos a colegios de bajo rendimiento, definición e instalación de un nuevo 

currículo y formulación de marcos para la buena enseñanza y para la buena 

dirección. 

otros pivotes de dichas políticas fueron la extensión de la jornada escolar, 

la implementación de un sistema de aseguramiento de la calidad de la gestión, 

modificaciones y fortalecimiento al sistema de supervisión ministerial, la am-

pliación de la educación técnico-profesional y de los mecanismos de educación 

permanente. también inyectaron un volumen significativamente superior de 

recursos al sistema a través de reajustes en el valor de la subvención escolar y 

de la definición de una modalidad de financiamiento compartido. Por último, 

se aprobó el estatuto Docente que regula la contratación, carrera funcionaria 

y despido de este personal, así como las remuneraciones, y que traslada las 

decisiones en estas materias al nivel central; se instala un sistema nacional de 

desempeño docente por establecimiento (sneD) y se inicia la evaluación do-

cente a nivel individual. 

tras 25 años del inicio de la descentralización de la educación, el sistema 

educacional en su conjunto está siendo cuestionado, algo que se venía incu-

bando desde antes y que estalla con la movilización estudiantil de 2006, y que 

continúa hasta hoy con los debates que suscitaron el trabajo del Consejo asesor 

para la Calidad de la educación, el anuncio presidencial de la creación de una 

superintendencia de educación y la propuesta de ley general de educación 

presentada recientemente al Parlamento.

este artículo realiza un análisis diagnóstico de la gestión educacional actual 

de los municipios como sostenedores de los colegios públicos, y una discusión 

sobre futuras líneas a seguir para la educación municipal. Para esto, el texto 

se divide en tres secciones. en la primera se plantean los términos del debate 

y algunos argumentos sobre la importancia que tiene el carácter descentraliza-

do de la gestión educacional según la literatura especializada. en la segunda 

sección se expone el diagnóstico de la educación municipal en la actualidad, 

distinguiendo entre sus distintos ámbitos de gestión (administrativa-financiera, 

técnico-pedagógica, etc.). Por último, en la tercera sección se discuten las al-

ternativas planteadas por la comisión de institucionalidad del Consejo asesor 

Presidencial para terminar planteando líneas de propuesta que se derivan como 

consecuencia de la evidencia presentada.

los términos del debate: ¿Centralizar o desCentralizar?

hasta hace poco tiempo, el “factor sostenedor” de la educación pública 

no estaba centralmente presente ni en la discusión pública ni en las estrate-

gias e iniciativas implementadas por la política educativa. esta ausencia del 
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tema fue en parte consecuencia de la confusa diferenciación que la insti-

tucionalidad vigente hace entre lo técnico-pedagógico y lo administrativo, 

que instaló una “doble dependencia” de los establecimientos educaciona-

les, desligando teóricamente al municipio de un rol pedagógico que, en 

la práctica, igualmente juega a través de las decisiones “administrativas” 

que toma y que impactan en dicho rol. Por mucho tiempo, el ministerio de 

educación se ha relacionado directamente con las escuelas, saltándose a 

los municipios, como si el sostenedor de la educación pública no existiera 

o no fuese un actor central en la gestión de esta educación.3 se suma a 

ello, la enorme dificultad que tiene el aparato público chileno de operar 

intersectorialmente. las relaciones entre el mineduc y la subsecretaría de 

Desarrollo regional y administrativo (subdere), interlocutor público por 

excelencia de los alcaldes y municipios, han sido y son esporádicas y dis-

continuas en el tiempo.

fue necesario que el sistema hiciera crisis para volver a pensar las 

funciones y responsabilidades de los sostenedores de educación así como 

el rol imprescindible del nivel central del estado en el sistema educativo. 

Para los estudiantes secundarios, que golpean la mesa y gatillan el debate, 

la crisis de la educación municipal tenía su razón en que el estado —el ni-

vel central del gobierno— se había desentendido de la responsabilidad de 

garantizar el derecho a una educación de calidad, delegándola en los mu-

nicipios. los estudiantes decían “difuminándola en los municipios”. De este 

modo la aparición del sostenedor ocurre como crítica a la municipalización y 

plantea como demanda, la responsabilización del estado frente al problema 

educativo. 

Pero si bien existe consenso en que el rol del estado es garantizar una 

educación de calidad para todos, no hay tal a la hora de definir cuales son 

las soluciones institucionales más adecuadas para hacer efectivo dicho rol. 

Como lo señala en su informe final el Consejo asesor de educación, las 

alternativas de respuesta que se plantearon en su seno en lo que concierne 

a la institucionalidad de la educación pública, son diversas y van desde con-

servar la gestión de los colegios públicos en los municipios hasta traspasar-

los al nivel central del gobierno, incluyendo alternativas intermedias como 

la creación de agencias especializadas en educación que podrían ubicarse 

en algún nivel descentralizado, ya sea municipal, intermunicipal, regional u 

otro. razones de diversa naturaleza —técnicas, financieras, políticas, ideo-

lógicas— son esgrimidas en un debate que tiene como problemática clave 

3 algo similar sucede con el sostenedor particular. el mineduc apenas tiene un registro de su 
número y solo estudios muy recientes, realizados en el ámbito académico, se han detenido 
en una caracterización de estos (Brunner, elacqua y otros, 2006, parte i). 
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el dilucidar cuán centralizada o descentralizada debe estar la gestión de la 

educación pública y qué condiciones son necesarias para garantizar una 

máxima calidad y equidad en la educación que se entrega, con todo el com-

plejo entramado de definiciones y apuestas políticas y administrativas que 

esto implica. 

a nuestro juicio, constituye un equívoco pensar que solo mediante una 

“devolución” de los colegios al nivel central puede garantizarse una educa-

ción de calidad. Por el contrario, la suma de antecedentes disponibles sobre 

gestión educativa y efectividad escolar, así como nuestras propias apreciacio-

nes acerca de lo que debe ser el desarrollo del país, nos hacen pensar que la 

mejor solución institucional al problema es reformular —mejorar, profundizar 

y al mismo tiempo innovar— los términos en que se produce esta delegación 

de funciones; es decir, reforzando el diseño descentralizado, abriendo nuevas 

alternativas de funcionamiento, apoyos financieros y humanos, normas cohe-

rentes y al mismo tiempo control por parte del nivel central, y considerando 

siempre las distintas realidades territoriales. 

Para ello, resulta central la idea básica que se plantea en este texto, 

a saber, que es posible y necesario implementar diseños descentralizados 

heterogéneos de gestión educativa, que respondan a las realidades regio-

nales y locales diversas, apoyen a las iniciativas que ya se encuentran en 

curso por parte de algunas municipalidades y den un impulso consistente 

a la también significativa cantidad de comunas en las que la capacidad de 

gestión hasta el momento ha resultado ser deficitaria. en otras palabras, 

esto significa plantear que los municipios siguen siendo buenas alterna-

tivas de gestión, y que en lugar de tratar de “hacerlo todo de nuevo”, la 

crisis de la educación municipal puede ser mejor aprovechada como una 

oportunidad única para la revalidación del sector como una alternativa 

educacional de calidad mediante políticas especiales de apoyo, y que en 

aquellos municipios en los que ya sea por tamaño o debilidad institucional 

esto no sea factible, se analicen alternativas de gestión descentralizada que 

agrupen territorios y alumnos.

Por cierto, esto supone al mismo tiempo una profunda reforma al rol 

y funcionamiento del nivel central del mineduc y su coordinación con la 

subdere, instituciones ambas que urgentemente deben revisar su relación y 

modernizarse para mejorar su capacidad de respuesta y garantizar políticas 

educacionales subnacionales complementarias entre sí y coherentes con la 

política nacional. esto, en un marco en el cual se han definido de modo ex-

plícito las atribuciones y responsabilidades que corresponden a los agentes 

que operan en el nivel local, regional y central, de manera que en conjunto 

y complementándose, aporten a la mejora de la educación. 
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¿por qué es indispensable fortaleCer una gestión desCentralizada de la 
eduCaCión? las deCisiones en torno a temas pedagógiCos deben ser tomadas 
en la esCuela 

la literatura sobre escuelas efectivas y cambio escolar deja en evidencia 

que sin excepción los resultados educativos que se obtienen se juegan en la 

escuela. esto es, en los procesos de enseñanza y aprendizaje desarrollados en 

el aula, así como en la forma en que en la escuela se gestionan las materias 

técnico-pedagógicas y se encaran temas de disciplina, convivencia y adaptación 

al cambio. en este sentido, los agentes responsables directos de los resultados 

que obtienen los alumnos son los docentes y directivos. si ellos no asumen y se 

apropian con responsabilidad de estos temas, lo que la política pública puede 

lograr es limitado y externo a los procesos escolares, que son determinantes 

—y deben modificarse— para mejorar los aprendizajes.4

se requiere que la política considere a los colegios en forma sistémica y 

en relación con su entorno inmediato (socioeconómico, cultural, de recursos, 

acceso, oferta educacional alternativa, etc.), y que, para cumplir con sus prio-

ridades y metas, ofrezca alternativas de acciones para responder a las particu-

lares condiciones y necesidades de cada unidad educativa. la política facilita, 

encauza y estimula acciones, pero la decisión sobre acciones específicas, su 

oportunidad, secuencia, plazos, etcétera, debe tomarse en función de la reali-

dad de cada unidad educativa y con los agentes que operan en ella.

esta manera estructurada pero flexible de visualizar la política implica un 

vuelco en la forma vertical y jerárquica en que tradicionalmente se ha diseñado 

la política pública de educación en el país, donde la política se confunde con la 

suma de programas que “bajan” y llegan de modo estandarizado y homogéneo 

a cada colegio. en el meollo del tema hay dos desafíos no logrados o logrados 

muy parcialmente por la política educacional de las décadas pasadas. estos son 

el empalme entre la política general y la complejidad microscópica de la unidad 

educativa, y el compromiso de directivos y docentes con un proceso continuo 

de mejora escolar.5 no hay cambio educativo y mejora sustentable si los agentes 

involucrados en el nivel del aula y la unidad educativa no asumen el cambio, 

le dan significado y lo incorporan en sus conductas. 

4 las referencias sobre escuelas efectivas y el mejoramiento escolar son muchas y sus resultados 
altamente coherentes. entre otros, se sugiere consultar edmonds (1979), reynolds y Creemers 
(1989), fullan (1991), Creemers (1994), sammons, hillman y mortimore (1995), slavin (1996), 
fullan y stiegelbauer (1997), mortimore (1997), scheerens (2000), murillo (2003a y b), Brunner 
y elacqua (2003). Para Chile ver martinic y Pardo (2003), Bellei, muñoz et al. (2004), eyzaguirre 
(2004) y raczynski y muñoz (2005).

5 este tema se desarrolla en raczynski y muñoz (2006). 
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estos desafíos llevan a concluir que buena parte de las decisiones clave 

para el éxito educativo (acciones o instrumentos, momento, secuencia, metodo-

logía, etc.) deben tomarse de manera autónoma en el nivel más cercano posible 

a la unidad educativa y a su sostenedor, responsable legal de los resultados de 

las unidades educativas a su cargo. si ello es así, la mejor alternativa de gestión 

para el sistema público de educación es la que está más cerca de la unidad 

educativa, siempre que posea autonomía para tomar decisiones, y recursos y 

capacidades para hacerlo. 

en este marco, el nivel superior apoya y vigila para que la autonomía 

en la toma de decisiones del sostenedor y de los establecimientos educativos 

efectivamente conduzca a mejoras en la calidad y equidad en el acceso y en los 

resultados del proceso enseñanza-aprendizaje. esto significa que una de las res-

ponsabilidades fundamentales del nivel superior (nacional) es evaluar procesos 

y resultados, y asegurar que los sostenedores de la educación pública cuenten 

con la asesoría técnica para expandir / fortalecer sus propias capacidades de 

gestión escolar y las de sus directivos y docentes. 

Últimamente, la literatura especializada reconoce la importancia de una 

retroalimentación regular al trabajo realizado en el plano técnico-pedagógico, 

tanto lateralmente —entre colegas o pares— como desde el nivel inmedia-

tamente superior, relevando en este caso el papel del equipo directivo de la 

escuela o liceo que vela por, y apoya la, buena enseñanza en el aula. en este 

contexto, se plantea, y hay experiencias empíricas que lo sustentan, el potencial 

del trabajo en red para la mejora de la educación.

la estrategia lateral de trabajo en red se plantea como complemento 

indispensable, por una parte, de las estrategias centrales que definen están-

dares y exigencias de cumplimiento y, por otra, el refuerzo a la autonomía 

escolar que conlleva el riesgo de aislamiento sobre sí mismo de cada cole-

gio.6 Delannoy (2007) sintetiza así los requerimientos de las redes: “Para ser 

efectivas, las redes requieren un foco y valores compartidos, y una estructura 

y procedimientos claros; los conocimientos que generan tienen que estar 

basados en evidencia y focalizados en el ‘negocio central’ del colegio —el 

aprendizaje—, y estar sujetos a procesos rigurosos de aseguramiento de cali-

dad; los participantes deben estar dispuestos a colaborar, y la red necesita de 

recursos adecuados”. añade que existe evidencia que indica que en la cultura 

tradicional verticalista (da el ejemplo de Japón) es más difícil lanzar y sostener 

una modalidad de trabajo en red. 

en un último artículo, Campbell y fullan (2006) plantean la conveniencia 

6 las redes pueden tomar distintas formas, desde “comunidades de práctica”, “comunidades 
virtuales”, modalidades de trabajo que conectan un grupo de establecimientos con un socio 
externo (Delannoy, 2007, texto no publicado). 
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de movilizar un compromiso con la mejora de la escuela en tres niveles —la 

escuela, el distrito y el gobierno— y se detienen en una estrategia distrital efec-

tiva, expresada en una mejora gradual de los aprendizajes en todas las escuelas 

del distrito. afirman que ni las estrategias prescriptivas de la cima a la base ni 

las estrategias de la base a la cima por sí mismas son suficientes. “en el enfoque 

de tres niveles, el distrito, como la parte intermedia de tres, está en una posi-

ción vital para reconciliar y traccionar las fuerzas de la cima a la base y de la 

base hacia arriba que son necesarias para reformas de gran escala” (traducción 

libre de los autores, Campbell y fullan, 2006: 20).

en la institucionalidad vigente en nuestro país, los municipios son el nivel 

más cercano a la escuela y, por esa razón, el que aparece como más pertinente 

para responsabilizarse y apoyar de modo directo a los establecimientos y jugar 

el papel de intermediación que plantea una estrategia de tres niveles. Posible-

mente, en un análisis más acabado habría que sumar el papel de los departa-

mentos provinciales de educación. 

diagnóstiCo de la gestión de la eduCaCión muniCipal en Chile 7

Aspectos generales

el sector municipal, por medio de una oferta gratuita extendida territorial-

mente, es el garante del derecho a la escolaridad completa consagrado constitu-

cionalmente. en la actualidad, el 50 por ciento de los niños estudia en colegios 

municipales. en 78 comunas el municipio representa la única oferta educativa. 

a nivel nacional, el 69 por ciento de la población atendida por el sector muni-

cipal pertenece a los dos primeros quintiles de ingreso (subdere, 2006). 

los resultados simce del sector se sitúan en promedio por debajo de los 

del sector particular subvencionado, diferencia que desaparece al controlar por 

las características socioeconómicas del alumnado (grupo socioeconómico com-

parable en la nomenclatura del ministerio de educación). al interior de cada 

sector, según dependencia administrativa, hay una alta dispersión de resultados 

entre colegios. Dos estudios econométricos han concluido que la gestión del 

sostenedor y las características de la gestión de cada unidad educativa son 

variables explicativas relevantes de los resultados simce de las escuelas.8 asi-

mismo, estudios cualitativos han revelado la importancia del factor “gestión del 

sostenedor” y la necesidad de tratar conjuntamente los temas de gestión admi-

nistrativa, financiera y pedagógica.9 

7 esta sección se apoya en raczynski y salinas (2006).
8 Controlando por nivel socioeconómico del alumnado y otras variables relevantes. Pavez (2005), 

Paredes y lizama (2006). 
9 garcía y Paredes (2006), raczynski y salinas (2006). 
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al menos, tres características generales introducen problemáticas signifi-

cativas en la gestión municipal de la educación que en la actualidad no están 

resueltas. la primera es que la institucionalidad vigente ha instalado una esci-

sión entre la gestión financiero-administrativa y la gestión curricular y técnico-

pedagógica, donde las decisiones se definen en la primera dimensión como de 

responsabilidad del municipio y en la segunda, del ministerio de educación. 

la segunda característica radica en el marco normativo que regula el fun-

cionamiento del sistema educativo en sus distintos niveles, el cual es inadecua-

do y restrictivo para una gestión eficiente de los recursos y no conduce a prác-

ticas de trabajo orientadas a obtener buena formación escolar y altos resultados 

de aprendizaje. aunque no el único, el estatuto docente es el componente más 

mencionado y criticado en relación al marco normativo. 

finalmente, la subvención escolar por asistencia introduce una situación 

de ingresos variables y costos fijos difícil de manejar, más cuando el valor 

de la subvención se califica de insuficiente en la medida en que no cubre o 

cubre apenas los costos de remuneraciones del personal. el aporte municipal 

directo a la educación va desde cero hasta el 30 por ciento del presupuesto 

total del municipio. el promedio nacional, según registros oficiales, está entre 

10-11 por ciento y es mayor en comunas rurales que en urbanas. en su mayor 

parte, este aporte se destina a cubrir el déficit de subvención para el pago 

de costos fijos, antes que a financiar iniciativas de mejora en la calidad de la 

educación. 

Pese a la existencia de un marco normativo y de reglas de asignación de 

recursos compartidas para todos los municipios, la evidencia cuantitativa y cua-

litativa da cuenta de una fuerte heterogeneidad en la situación de la educación 

municipal, tanto en lo concerniente a los resultados de aprendizaje que obtiene 

como a las características que asumen los procesos de gestión. así como hay 

casos críticos, hay también “municipios efectivos” que enfrentando escenarios 

igualmente complejos logran desarrollar sistemas propios de gestión orientados 

a apoyar técnicamente a los colegios de su dependencia.

Alta heterogeneidad en la forma en que los municipios 

se organizan y gestionan la educación

los municipios muestran importantes diferencias en la forma en que se or-

ganizan y encaran el tema educacional. las capacidades técnicas, profesionales 

y materiales, instaladas en los departamentos de administración de educación 

municipal (Daem) y corporaciones municipales van desde la casi ausencia has-

ta un fuerte compromiso con el tema. la manera en que se organizan para ello 

es diversa, aun siendo las capacidades técnicas similares (organización centrali-

zada en la corporación o Daem y organización que se apoya en la autonomía 
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de los establecimientos educacionales). los recursos disponibles para la educa-

ción se generan, gestionan, utilizan y controlan de modos distintos. 

las prioridades en la gestión de la educación son disímiles y la forma de 

planificar y programar actividades, así como los plazos para los cuales plani-

fican, difieren entre los municipios. la descentralización hacia los colegios y 

la autonomía de estos para gestionarse varían por decisión explícita del sos-

tenedor o por ausencia de directrices de este. las modalidades de apoyo que 

el sostenedor da a los establecimientos a su cargo fluctúan entre ninguna y la 

presencia de uno o más caminos alternativos, con y sin monitoreo y supervi-

sión de lo que se hace y los resultados que se obtienen, con o sin el desarrollo 

de sistemas de información que facilitan la tarea. 

en algunos casos, el trabajo es aislado y centrado en el municipio; en 

otros supone y se apoya en otros sostenedores, fundaciones o expertos. factor 

clave para un trabajo sistemático en gestión de la educación es contar con el 

respaldo del alcalde y del Concejo municipal. en esta dimensión “política”, se 

puede ver a alcaldes que respaldan y no delegan en los departamentos mu-

nicipales o corporaciones, otros alcaldes que respaldan y delegan casi todo, 

exigiendo rendición de cuentas, y aun otros alcaldes que no respaldan y no 

priorizan la educación. 

existe evidencia sobre las ventajas de las corporaciones municipales por 

sobre los Daem. aquellas permiten mayor independencia de las decisiones 

educacionales respecto del juego político, pues en ellas existe mejor equilibrio 

entre el soporte político y el control que periódicamente se da a través de la 

rendición de cuentas ante el Concejo municipal. además, enfrentan menos 

trabas para generar recursos adicionales y son más autónomas en la gestión de 

recursos complementarios. no obstante, la heterogeneidad de gestión es alta al 

interior de las corporaciones y de los Daem. 

Financiamiento, disponibilidad y uso de los recursos 

en cada municipio, la subvención escolar es la principal fuente de fi-

nanciamiento. a esta, desde el mineduc, se suman la subvención por man-

tenimiento y en algunos colegios un factor de corrección por “desempeño 

en condiciones difíciles”.10 la mayoría de los municipios estudiados hace un 

10 otras fuentes de financiamiento son los recursos que los municipios obtienen postulando a 
proyectos de infraestructura, de mejoramiento educativo, de equipamiento, o de trabajo en 
temas específicos (como programas de integración, proyectos deportivos, medioambientales, 
de salud, de convivencia, de drogas) ofrecidos por el sector público y a veces el privado. De 
esta forma las iniciativas técnico-pedagógicas encuentran financiamiento complementario en 
fondos públicos del nivel central o regional y en redes con fundaciones, universidades o en 
menor medida empresas privadas. la ley de donaciones para fines educacionales ha sido un 
aporte significativo en los casos en que ha funcionado, que son muy puntuales. la ley es cali-
ficada de engorrosa y no permite financiar gastos corrientes, no existe una cultura empresarial 
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aporte a la educación de sus ingresos propios ya que, así se sostiene, el 

monto de los ingresos por subvención no cubre los costos. el costo fijo más 

fuerte para los municipios es el salario del personal, que absorbe siempre al 

menos el 80 por ciento del costo de proveer educación, y con frecuencia se 

acerca al 100 por ciento. en segundo lugar, aparecen los costos asociados 

al mantenimiento y funcionamiento cotidiano de los establecimientos edu-

cacionales. 

la brecha de los gastos respecto a los ingresos es mayor en municipios 

con baja matrícula, colegios y cursos de menor tamaño, situaciones que tienden 

a concentrarse en comunas de menor población y con rasgos más rurales, pese 

a que los colegios en esta situación tienen acceso al beneficio de “desempe-

ño en condiciones difíciles” (llamado también “piso de ruralidad”). en estas 

situaciones, la caída en la matrícula municipal (por razones demográficas o 

competencia con la educación particular subvencionada), junto a las trabas 

que impone el estatuto Docente para racionalizar la planta docente, impactan 

negativamente las finanzas de la educación municipal. 

en municipios grandes, la subvención escolar puede cubrir la casi to-

talidad de los costos fijos. esta situación se observó en municipios que se 

atrevieron a implementar procesos totales o parciales de racionalización del 

personal,11 con costos económicos y políticos altos en el corto plazo —pago 

de indemnizaciones y bonos de retiro, gastos asociados a sumarios y deman-

das legales—, y una mejora en la situación financiera de la educación en el 

mediano y largo plazo. estudios de casos muestran estrategias diversas, desde 

racionalización máxima, pasando por ajustes graduales de personal hasta nula 

racionalización de personal.

numerosos casos comprueban que no necesariamente un mayor aporte 

municipal indica más compromiso con la educación o con la implementación 

de iniciativas para mejorar la calidad de la misma. Por el contrario, lo más 

frecuente es encontrar que altos aportes se destinan a paliar déficit financiero 

o, inversamente, que municipios con un bajo aporte realizan verdaderas ini-

ciativas pro-calidad. 

la contabilidad que llevan los Daem y corporaciones sobre finanzas, 

ingresos y gastos es precaria y poco específica. la mayoría lleva una conta-

que incentive esta clase de donaciones, y en los municipios existe poca capacidad o iniciativa 
de gestión de estos recursos. 

11 la primera alternativa implica un respaldo total del alcalde y Concejo municipal, disponibi-
lidad de recursos con fines de indemnización y de un bono que hagan atractiva y posible 
una jubilación digna o la salida de personal no requerido, y apoyo legal para enfrentar los 
sumarios que pueden suscitarse. la segunda implica conocer y aprovechar al máximo la 
reglamentación y los espacios que deja abiertos para ajustar la dotación a través de mecanis-
mos mediados por el PaDem (Plan anual de Desarrollo educativo municipal), beneficios de 
jubilación anticipada, concursos o re-concursos de directivos y similares.
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bilidad agregada para el conjunto de los establecimientos, según las categorías 

de asignación y ejecución presupuestaria, requeridas por el nivel central, pero 

poco relevantes para una gestión municipal eficiente. ella no incluye estimación 

de ingresos y gastos no monetarios ni proyecciones futuras de gastos atados a 

inversiones previas. Pocos municipios llevan contabilidad por establecimiento 

educacional, un insumo importante para la toma de decisiones. algunos solo 

manejan apreciaciones sobre establecimientos con déficit y muy pocos han es-

timado la magnitud del déficit o superávit por establecimiento. 

la gestión de los recursos en la mayoría de los municipios está centraliza-

da en el Daem o la corporación municipal.12 la subvención de mantención con 

cierta frecuencia la maneja directamente el colegio, además de los recursos que 

puede aportar el Centro de Padres, o un quiosco instalado en el patio del es-

tablecimiento. la administración delegada no ha sido implementada, según los 

entrevistados porque los colegios no han sido proclives a ella, pese a la mayor 

autonomía que podría significarles. esto se explicaría porque implica para ellos 

un trabajo adicional que no necesariamente están en condiciones de realizar. 

adicionalmente, hay trabas que quieren evitarse, como la necesidad de obtener 

varios presupuestos en caso de contratar un trabajo que supere cierto monto, y 

las asociadas al sistema ChileCompra. Para la adquisición de insumos se susci-

taría además una pérdida económica, puesto que si el Daem o la Corporación 

compran grandes volúmenes obtienen precios más bajos. 

tres aspectos relacionados con los costos de entregar educación aparecen 

reiteradamente en entrevistas con sostenedores. los consignamos aquí, a pesar 

de no existir —ni en el nivel local ni el nivel central— evidencia empírica de 

dicha relación.

el primero de estos aspectos es el de los “costos encubiertos”. el mine-

duc entrega y da apoyo a los colegios, en particular y preferentemente a los 

“focalizados”, y al mismo tiempo impone compromisos presentes y futuros al 

sostenedor, como la desviación de tiempo del personal docente o administra-

tivo para coordinar y ejecutar lo que implica la política ministerial, incluido el 

pago de horas profesionales adicionales, habilitación de espacios adecuados 

para el programa o acción específica. en costos futuros, la mantención, repo-

sición y actualización del equipamiento. una parte de los sostenedores, en 

general los que realizan una gestión de mediano o largo plazo y técnicamente 

más calificada de la educación, se impacienta con esta imposición de gastos 

no previstos en su propia planificación. otra parte adopta una perspectiva 

de más corto plazo y agradece los recursos que llegan por esta vía a sus co-

legios. 

12 la única excepción a esta regla de que tenemos noticia es el caso de Ñuñoa.
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acerca del segundo aspecto, que es la magnitud de la variación de los 

ingresos por subvención producto de su asignación según asistencia escolar, 

no se ha encontrado un municipio que cuente con una estimación sobre la 

variabilidad efectiva en ingresos por concepto de inasistencia ni un estudio 

académico o ministerial al respecto. 

el tercer aspecto es la variación del costo de educar según situaciones y 

contextos específicos, que ha sido recogido en la propuesta de ley de sub-

vención Preferencial. existen condiciones en las que es más caro educar, como 

la vulnerabilidad social de los alumnos, la ruralidad o difícil accesibilidad del 

territorio, y las características climáticas que exigen inversiones adicionales, 

como patios techados o calefacción. 

urge entonces contar con información detallada sobre el financiamiento 

y gestión de recursos de la educación municipal, y un estudio riguroso de los 

costos de entregar educación de calidad en distintas situaciones y contextos. 

se trata de estimar los costos actuales de proveer educación y los recursos que 

se necesitarían para proveer una educación de mayor calidad a la actual. 

Gestión técnico-pedagógica de los sostenedores municipales

la importancia de que los sostenedores municipales asuman la res-

ponsabilidad por la calidad de la educación en la comuna se ha instalado 

en la agenda pública en los últimos años. la organización y normativa del 

sistema, así como la política educacional, no han favorecido un desarrollo 

en esta dirección. sin embargo, un número creciente de municipios ha reali-

zado o está realizando esfuerzos para asumir su responsabilidad en el plano 

técnico-pedagógico. en nuestros estudios son pocos los municipios en que 

los entrevistados declaran que no les compete incursionar en estas materias 

y que ello es responsabilidad del mineduc, los Deprov o el organismo que 

estos decidan.

respecto de las acciones técnico-pedagógicas de los sostenedores muni-

cipales para apoyar la mejora en la calidad de la educación, existe un espectro 

heterogéneo de municipios. Desde aquellos con nula gestión en este aspecto, 

que se limitan a gestionar proyectos obligatorios que llegan desde el minis-

terio, hasta los que tienen un proyecto importante en pos de la calidad de 

la educación e interesantes iniciativas asociadas. el grueso de los municipios 

está en una situación intermedia, con una inquietud todavía no formulada e 

iniciativas de acción incipientes. 

la evidencia permite identificar cinco factores que representan un “piso” 

necesario para que la dimensión técnico-pedagógica esté en el centro de la 

gestión municipal de la educación. el primero de ellos es que las autoridades 

municipales atribuyan importancia y den respaldo e incentiven este trabajo. 
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el segundo, la disponibilidad de recursos humanos con dedicación exclusiva 

al tema pedagógico al interior de los Daem o corporaciones; el tercero es el 

orden y la eficiencia en la administración financiera de la educación. el cuarto 

factor es contar con una visión estratégica para la educación en la comuna 

compartida entre las autoridades municipales (alcalde, Concejo municipal), y 

entre estas y el Daem o corporación; finalmente el quinto es que los directivos 

de los colegios y los docentes estén y se sientan incorporados y partícipes de 

la visión estratégica y la política educativa municipal. 

Cuando alguno de estos factores falla, se detectan acciones aisladas de 

apoyo del sostenedor en materias pedagógicas, que se yuxtaponen con accio-

nes de este tipo que llegan a los establecimientos desde el ministerio o alguna 

fundación o institución experta. en estos casos, rara vez las acciones tienen 

continuidad en el tiempo. 

síntoma de no cumplir con alguna de las condiciones señaladas es la 

multiplicación de “encargados” de proyectos específicos en los colegios y en 

el Daem o corporación, los que se hacen cargo de la ejecución de tareas no 

insertas en un objetivo final mayor. al consultar a las autoridades sobre lo que 

harían con recursos adicionales de libre disponibilidad para la educación, el 

fortalecimiento del rol pedagógico en el Daem o corporación, o la contratación 

de asesorías en este ámbito, no es una prioridad en estos municipios, como sí 

lo es en aquellos con visión estratégica para la educación. 

Contar con un encargado pedagógico en el Daem refleja preocupación 

por materias técnico-pedagógicas por parte del sostenedor municipal y el alcal-

de. sin embargo, su existencia no garantiza una gestión efectiva en este plano. 

en varios casos, estos profesionales no son capaces de encarar la tarea de me-

jorar la educación municipal. Para avanzar en ello es indispensable fortalecer 

las capacidades pedagógicas en el Daem, y para eso se requiere de alianzas 

con socios externos —universidades o centros privados especializados—, que 

presten servicios a los colegios, incorporando y capacitando en el camino al 

personal del Daem o corporación, además de los directivos y docentes de los 

establecimientos educacionales. 

en los municipios estudiados, las iniciativas técnico-pedagógicas más 

interesantes y consolidadas corresponden a comunas urbanas grandes, lo que 

puede deberse a que cuentan con más recursos financieros y humanos y, a 

veces, con mejores contactos para gestionar apoyos externos. no obstante, 

hay buenas prácticas en municipios de comunas de menor tamaño, en los 

que, existiendo respaldo del alcalde, el equipo de trabajo está motivado y 

comprometido. sus integrantes comparten una visión, definen metas, hacen 

seguimiento y evaluación, y buscan asesoría en los temas en los cuales los 

resultados son débiles. 
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tener sistemas de información detallados y vinculados entre sí, sobre 

lo que se hace y los resultados que se obtienen, es indispensable para la 

gestión. los sistemas son más potentes si están en línea, son conocidos y 

comprendidos por los colegios, y entregan información periódica que re-

troalimenta el trabajo, tanto en cada establecimiento como en el Daem o 

corporación. 

los casos más avanzados en gestión técnico-pedagógica del sostenedor 

muestran distintos modelos, siendo diversas las alternativas y estrategias de 

organización adoptadas, dependiendo de las necesidades y prioridades esta-

blecidas por cada municipio, de las convicciones y experiencia de su equipo 

creativo y de las oportunidades de apoyo que han buscado o que han apare-

cido. todos subcontratan o cuentan con el apoyo de expertos para necesida-

des específicas. la organización a veces está centralizada en la corporación o 

Daem, o descentralizada, con un traslado de la toma de decisiones hacia los 

establecimientos escolares.

las principales líneas de trabajo combinan apoyo a la gestión directiva 

de los colegios con apoyo a los docentes, buscando expandir y fortalecer 

capacidades para la tarea. más que de la asistencia a cursos se trata de un per-

feccionamiento en servicio, centrado en la observación de prácticas y mejora 

de estas, así como de un trabajo entre pares que se reúnen para intercambiar 

experiencias, aprendiendo de ellas. la corporación o Daem realizan acciones 

sistemáticas de estímulo a estas actividades, y de supervisión de lo que hacen 

los colegios y los resultados que obtienen.13

no se observa relación directa ni inmediata entre la gestión pedagógica 

del sostenedor municipal y los resultados de aprendizaje de los alumnos, pero 

es dable esperar que una buena gestión debiera tender a mejorar estos resul-

tados. Pareciera que para observar resultados y estos sean para todos los cole-

gios municipales se requieren varios años, al menos cinco o seis. inicialmente 

la mejora en resultados se aplica a algunos colegios y luego se difunde a otros. 

en este contexto, el liderazgo directivo en el plano técnico-pedagógico en los 

colegios es gravitante. 

La participación de los padres en la educación 

la literatura sobre escuelas efectivas releva el papel de la incorpo-

ración de los padres a la labor educativa de los colegios. los estudios en 

Chile concluyen que es importante que los colegios tengan una postura 

13 en nuestra investigación del año 2006 identificamos cinco municipios que destacan porque 
han incursionado y consolidado en su interior una gestión educacional avanzada, que incor-
pora la gestión técnico-pedagógica, ellos son Ñuñoa, Puente alto, Puerto montt, frutillar y 
Peñalolén (raczynski y salinas, 2006).
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frente al tema y desarrollen prácticas coherentes al respecto, las que deben 

ser también congruentes con la postura y prácticas del sostenedor y de las 

autoridades municipales. sin embargo, se observa que, salvo excepciones, 

las municipalidades no tienen postura explícita en torno a la incorporación 

de los padres en la gestión escolar, más allá del requisito formal de contar 

con centro de padres y consejo escolar. la forma en que se da la relación 

padres-colegio es decisión de los establecimientos o de cada padre in-

dividualmente. es frecuente observar que la relación del sostenedor con 

los padres se reduce a reclamos de estos sobre el colegio, el trato de un 

director o un docente, la suspensión de un alumno, etcétera. el reclamo 

termina con frecuencia en una orden del sostenedor que desautoriza una 

decisión del colegio. en síntesis, el tema se restringe a acciones coyuntura-

les frente a las cuales los agentes involucrados no suelen actuar de modo 

coherente. 

en otro plano, si bien los Daem y corporaciones realizan rendiciones 

públicas de su gestión frente al Concejo municipal, estas instancias rara vez 

tienen asistencia de organizaciones como centros de padres u otras, constitu-

yéndose en instancias meramente políticas en que los concejales asumen la 

función de representantes de los intereses de la comunidad.

El apoyo social a los estudiantes

todos los municipios ponen a disposición de los alumnos un conjunto 

variable de servicios y beneficios sociales. la mayor parte de ellos deriva de 

la red social que llega desde el nivel central (Junaeb, oPD, Cosam, Chile so-

lidario, etc.), a los que se suman apoyos específicos desarrollados en el nivel 

local (becas municipales, transporte escolar en áreas rurales, distribución de 

uniformes y útiles escolares, alfabetización de adultos-apoderados).

en esta materia las Direcciones de Desarrollo Comunitario —Dide-

co— y los departamentos sociales municipales son activos y apoyan la 

labor en los colegios, cada uno con lo que está a su alcance. adicional-

mente, algunos municipios han integrado al equipo municipal, Daem o 

corporación, expertos en las problemáticas que enfrentan los alumnos y 

la familia. el profesional contratado con mayor frecuencia es un psicólogo 

cuya labor es hacer diagnósticos de los niños y sus dificultades de apren-

dizaje, y apoyar a los colegios con charlas a los padres y a los alumnos. 

estas acciones en algunos municipios son parte de programas centrales. 

en los municipios que tienen una mirada estratégica en la gestión de la 

educación, están incorporados y se manejan en función de los objetivos 

educacionales que persiguen, además de cumplir con las metas adminis-

trativas que impone cada municipio. 
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Escala en que opera la gestión de la educación municipal y 

entorno en que se localiza

al gestionar sus establecimientos, los sostenedores municipales no pue-

den olvidar el contexto territorial mayor en que actúan. la enseñanza media 

opera en escalas territoriales distintas a la pre-básica y básica. mientras el radio 

de desplazamientos en la enseñanza pre-básica y básica es corto y cercano al 

lugar de residencia, en la media traspasa los límites comunales. Cada comuna 

quisiera tener su liceo municipal, pero el sostenedor municipal debe preguntar-

se si sus recursos destinados a la educación los debe utilizar en crear un liceo 

para la comuna o en asegurar la continuidad de los estudios para sus alumnos, 

a través de la entrega de becas y facilidades de traslado y la reserva de cupos 

en liceos de calidad en comunas aledañas. 

el territorio también gravita sobre la gestión de la enseñanza básica. los 

antecedentes disponibles apuntan a problemas particulares de gestión y un 

mayor costo de la educación rural, con escuelas pequeñas, dispersas y con 

cursos de pocos alumnos. teóricamente es posible estimar un tamaño óptimo 

de escuela, basado en un equilibrio de eficiencia económica y calidad de los 

aprendizajes, y decretar el cierre o fusión de varias escuelas. muchas veces ello 

no es posible por las distancias que tendrían que recorrer alumnos y profeso-

res, y por el rol social de la escuela en la comunidad. la escuela es símbolo y 

lugar de encuentro de la comunidad, el director o algún profesor es líder co-

munitario y contacto con el exterior, o los padres asistieron a la misma escuela 

y la defienden. 

el número y tamaño de las escuelas rurales en el país obligan a un estu-

dio pormenorizado sobre su localización en relación a otros establecimientos 

y en cuanto a los “servicios” que ofrecen y rol que juegan en la comunidad, 

para decidir informadamente sobre una posible racionalización de la oferta, el 

futuro de los establecimientos que se cierran, la re-localización de alumnos y 

profesores, y para preparar el terreno para fusiones de escuelas socialmente 

viables. la mayor parte de los municipios rurales, a diferencia de los urbanos, 

entrega transporte escolar municipal gratuito, lo que aparentemente es clave en 

sostener una asistencia regular de los alumnos. 

otro tema que se vive con fuerza en las comunas rurales es la baja fe-

cundidad y la migración de las familias hacia otras áreas, rurales o urbanas, lo 

que hace disminuir año a año el volumen de matrícula. un aspecto altamente 

valorado en el medio rural, por sostenedores, directivos y docentes, son los 

“microcentros”. estos, cuyo origen se remonta al programa rural del mece-

Básica, reúnen al personal de las escuelas, que apoyados por los supervisores 

ministeriales trabajan con ellos en torno a sus prácticas de aula. Para los alum-

nos de escuelas rurales el paso a cursos más avanzados y a la enseñanza media 
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es difícil, por lo que cabe preguntarse por la conveniencia de que escuelas o 

liceos grandes, en lo posible con buenos resultados educativos, apadrinen a un 

microcentro o un grupo de escuelas rurales, apoyándolos con prácticas de aula, 

acercando a los alumnos a la realidad en la cual van a continuar sus estudios. 

en comunas de tamaño intermedio, la educación municipal también pier-

de matrícula. en este caso, operan los mismos factores demográficos que en el 

medio rural, a los que se suma crecientemente la creación de escuelas privadas 

subvencionadas en la comuna. Cabe preguntarse qué corresponde hacer en 

estos casos. ¿fusionar y mejorar unas pocas escuelas no concentradas? ¿Planifi-

car y condicionar la creación de nuevas escuelas particulares subvencionadas a 

áreas de la comuna o a comunas donde hay escasez de establecimientos edu-

cacionales? ¿a quién le corresponde tomar decisiones en este ámbito? ¿es parte 

de la responsabilidad del sostenedor municipal? ¿Debe intervenir el Deprov, el 

nivel regional, el ministerio? actualmente, no hay normativa ni directrices en 

este ámbito. 

en las comunas grandes, con gran volumen de matrícula, la educación 

municipal aparentemente funciona con economía de escala, el tema económico 

si es bien administrado es menos acuciante, y la oferta de establecimientos de 

enseñanza básica y media es variada. si deben enfrentar la competencia de los 

establecimientos particulares subvencionados en la comuna y municipales de 

más prestigio en otras comunas, el impacto sobre la matrícula es menos notorio 

porque concomitantemente reciben alumnos de comunas adyacentes. existe 

una fuerte movilidad de alumnos entre escuelas dentro y fuera de la comuna.14 

¿qué planificación territorial es pertinente en estas situaciones? ¿quién debiera 

ser responsable de esta planificación? ¿una asociación de municipios, el De-

prov, el nivel regional? 

El trabajo en alianza con otros y las asociaciones 

de sostenedores municipales 

en la literatura internacional el trabajo en red en el ámbito educacional es 

un tema relevante para estimular la mejora de la calidad de la educación. las 

redes han demostrado ser clave en términos de aprendizaje institucional y de 

apertura a nuevas formas de gestión. la literatura da abundantes ejemplos de 

resultados altamente positivos derivados del aprendizaje entre pares (colabora-

ción horizontal o lateral).

la alianza con otros puede tomar distintas formas, lo cual depende de 

quién es el “socio” (universidades e institución especializada en educación, em-

14 no conocemos un estudio sobre este tema, aunque hoy la información que recoge año a año 
el reCh (registro de estudiantes chilenos) permite hacer un acabado análisis sobre estos mo-
vimientos.
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presa que aporta recursos o insumos y/o espacios para prácticas de alumnos, 

otro sostenedor, establecimiento educacional, directivo, docente), qué propó-

sito se persigue (compartir un servicio, aprendizaje a través de compartir ex-

periencias y prácticas de trabajo, asesoría recíprocamente o en una dirección), 

qué grado de formalidad tiene la relación (si media un contrato o no), y si 

media o no un mecanismo de pago y sus características. 

en Chile, el trabajo en alianzas y el trabajo en red en el sentido definido 

son incipientes y más bien excepcionales, en particular en redes entre soste-

nedores municipales. algunos de estos, por iniciativa propia o estimulado por 

otro, han incentivado el trabajo en red entre sus directivos y entre docentes de 

asignaturas específicas. Con cierta frecuencia, estos últimos participan en redes 

y grupos de trabajo informales o espontáneos con colegas. en pocos casos hay 

alianzas con alguna fundación, organismo técnico o empresa, en que se entre-

gue un beneficio o servicio a un conjunto de colegios o sostenedores. las fa-

cultades de educación necesitan y buscan lugares de práctica para sus alumnos, 

para lo cual establecen relación con sostenedores o directamente con colegios. 

algunos municipios negocian con esas universidades e institutos becas de ma-

trícula para sus alumnos que deciden seguir estudios postsecundarios o charlas 

y apoyos en temas específicos de sus profesores. 

existen asociaciones formales entre sostenedores que asumen un carác-

ter gremial o corporativo, como la asociación Chilena de municipalidades, la 

asociación de Corporaciones municipales, la Corporación nacional de Colegios 

Particulares (Conacep) y la federación de instituciones de educación Particular 

(fiDe). Cada una organiza encuentros y seminarios, y participa en el debate 

público, pero aunque agrupa a determinados sostenedores, no se trata de un 

trabajo en red sistemático de intercambio de experiencias y aprendizaje recí-

proco. 

Pocas y muy precarias alianzas y redes reúnen a los sostenedores. Des-

de el mineduc y la subdere se ha estimulado la formación de “asociaciones 

municipales” que compartan un diagnóstico de la educación en sus comunas 

y elaboren respuestas colaborativas a los problemas, pero hasta el momento 

los resultados no son auspiciosos. los textos que analizan el tema mencionan, 

como factor que ha dificultado la asociación de municipios, el hecho que la 

legislación vigente no acepta que esta tenga personalidad jurídica. la propuesta 

de reforma municipal de la ley orgánica Constitucional de municipalidades 

elaborada por la subdere plantea entregar personalidad jurídica a las asocia-

ciones municipales, decisión que por sí misma no va a propender a la colabo-

ración intermunicipal. 

Para que esta legislación sea aprovechada en el ámbito de la educación se 

requiere una discusión seria y rigurosa sobre el sentido, importancia y fines de 
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una asociación en torno al tema, además de evidencia concreta de sus virtudes. 

en cuanto a los fines, hay distintas alternativas y cada una requiere una orga-

nización intermunicipal diferente: la administración conjunta e integrada de la 

educación de las comunas partícipes en la asociación; la contratación conjunta 

de servicios de apoyo, sin delegar la administración de los establecimientos 

educacionales hacia la asociación; el desarrollo de un trabajo de colaboración 

y en red para compartir prácticas pedagógicas y aprender colectivamente; y el 

trabajo en red para asegurar que los alumnos de una zona puedan optar entre 

diversas alternativas de trayectoria escolar.

ConClusiones 

Lecciones de las experiencias destacadas 

de gestión municipal de la educación

hemos visto que si bien no son la mayoría, en el presente una proporción 

creciente de municipios (corporaciones municipales y Daem) están involu-

crados o están iniciando un trabajo más allá de las tareas administrativas o de 

inversión en infraestructura que representaban sus principales centros de aten-

ción hasta hace un tiempo. 

son las comunas urbanas y grandes las que muestran iniciativas técnico-

pedagógicas más interesantes y consolidadas, algo que puede deberse al he-

cho de que cuentan con más recursos financieros y humanos y, a veces, con 

mejores contactos para gestionar apoyos externos. Pero hay también buenas 

prácticas en comunas de menor tamaño. en todos estos casos el equipo de 

trabajo está motivado y comprometido, con una visión compartida de lo que 

se desea. se busca asesoría técnica en temas en que los resultados son débiles 

y domina allí una mirada estratégica de mediano y largo plazo en el ámbito 

educacional. existe una política local de educación que se expresa en metas y 

estrategias concretas de acción, las que se implementan planificadamente. 

lo anterior es posible porque existe el respaldo de las autoridades munici-

pales (alcalde y Concejo municipal), se respeta la política educacional decidida 

y no se deja que interfieran presiones políticas partidarias, clientelares y de cor-

to plazo. a nivel nacional es común hablar de una política de estado y no solo 

de gobierno, tal como en el nivel municipal se trata de construir una política 

comunal y no solo del alcalde. 

las autoridades municipales lentamente han ido asumiendo, con mayor 

o menor intensidad, que lo que corresponde es que ellas se hagan cargo de la 

educación, tanto en materias técnico-pedagógicas como en materias administra-

tivas y de financiamiento. nuestros estudios al respecto revelan que son aisla-
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das las voces en el nivel local que, de poder hacerlo, devolverían la educación 

al ministerio u otro ente administrador. 

sin embargo, estas mismas voces exigen crecientemente un cambio en 

el marco normativo, el que incluye aspectos fundamentales como una defini-

ción clara de las atribuciones, los vínculos y relaciones de autoridad entre los 

distintos actores del sistema (quién decide qué, quién rinde cuenta, a quién y 

cuándo, con qué consecuencias); una revisión de las reglas del juego para la 

asignación de recursos a los sostenedores y el monto de los mismos, y una re-

definición del marco que regula la gestión de los recursos docentes, directivos 

y de aula. 

De los antecedentes presentados es posible concluir que: 

El terreno está maduro para fortalecer la gestión educacional 

que realizan los municipios

la preocupación por la educación tiene hoy, salvo escasas excepciones, 

legitimidad política. en los últimos cinco años, números crecientes de munici-

pios se han involucrado y asumido que ellos tienen un papel importante y una 

responsabilidad en los resultados educativos de sus colegios. 

Existe el riesgo de perder la oportunidad de fortalecer y lograr una gestión 

municipal de excelencia, si no se encara con rigurosidad y oportunamente

las trabas fundamentales que enfrentan la totalidad de los municipios son 

la normativa que rige la gestión de los recursos humanos en la educación mu-

nicipal (estatuto Docente), el monto y la forma de funcionar de la subvención 

escolar, la práctica del sector público y del mineduc de trasladar obligaciones y 

compromisos al municipio sin respetar los planes de educación de este y sin el 

debido financiamiento, y el escaso reconocimiento y respeto del mineduc por 

el sostenedor municipal de educación. 

No es suficiente revisar el marco regulatorio, normativo 

y de recursos que rige el sistema

es urgente también fortalecer las capacidades de gestión de la educación 

que tienen los municipios. aumentar recursos, y modificar las reglas con que 

se asignan, alinear el marco normativo y modificar el estatuto Docente son te-

mas de primera importancia, aunque no suficientes para mejorar la calidad de 

la educación. tomar medidas solo en los planos normativo y de recursos no 

provocará una mejora en la calidad de la educación, porque las capacidades 

para gestionar la educación son disímiles entre municipios y fuertes solo en 

casos excepcionales. 
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Se requiere una mayor continuidad y sistematicidad en 

las relaciones de colaboración entre el Mineduc y la Subdere

resulta indispensable una modificación en los vínculos de ambas insti-

tuciones con los niveles subnacionales de la administración del estado y con 

los actores activos en el ámbito educacional del mundo privado. se incluye en 

este a las familias, la comunidad, sostenedores privados de educación, orga-

nismos de asistencia técnica (educación superior, ong, fundaciones, etc.), así 

como empresas y organismos que pueden dar apoyo financiero o técnico a los 

sostenedores y los establecimientos educacionales a su cargo. se trata de un 

trabajo colaborativo en red entre actores y agentes que hoy se coordinan solo 

excepcionalmente. 

El sostenedor público de la educación tiene un papel y asume una 

responsabilidad que lo diferencia del sostenedor privado 

los elementos planteados sugieren que el municipio, como gestor de la 

política educativa de la comuna, juega un papel distinto, en parte, al de un sos-

tenedor privado. además de ser responsable de los colegios a su cargo, como 

lo es también el sostenedor privado, debiera hacerse cargo de la política educa-

tiva comunal, tomando decisiones que fortalezcan un sistema educativo local, 

esto es, que sean pertinentes en el entorno en el cual opera, aludiendo con ello 

a tendencias demográficas (fecundidad y migración), dinámica productiva, ca-

racterísticas de la oferta de colegios administrados por privados en la comuna, 

y por privados y municipios en comunas aledañas, disponibilidad de recursos 

de asistencia técnica, etcétera. 

el trabajo colaborativo en red emerge acá como importante. formular una 

política educativa local pertinente requiere de insumos de información y estu-

dio sistemáticos. en esta área, el nivel regional debiera proveer la información 

y estudios necesarios, y discutir los resultados con los sostenedores municipales 

y particulares en la región, y con los departamentos provinciales de educación. 

esto permitiría aunar criterios, debatir prioridades, definir complementarieda-

des, evitar duplicaciones, etcétera, y lograr políticas locales realistas de educa-

ción.

simultáneamente, los estudios y actividades de este tenor subsanarían una 

falla de la política educativa nacional y su implantación en los colegios, que es 

no contextualizar la política nacional según características y necesidades regio-

nales y provinciales. representaría un primer esfuerzo de un papel activo del 

gobierno regional en la política educacional en la región. 
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¿Cómo dar un salto Cualitativo en gestión muniCipal de la eduCaCión? 
análisis de propuestas

las experiencias interesantes de gestión municipal de la educación nos 

hacen pensar que hay una posibilidad certera de que los municipios, indivi-

dualmente o asociados entre sí, fortalezcan y asuman con propiedad el papel 

de sostenedor de la educación, siempre y cuando se entreguen reglas del juego 

claras, recursos suficientes y apoyo para expandir sus capacidades de gestión 

de la educación. un desafío posible, pero nada fácil. la literatura indica que 

lograr este desafío es condición sine qua non si el objetivo es una mejora con-

tinua y permanente en la calidad de los aprendizajes.

Análisis de la propuesta del Consejo Asesor para la Calidad de la Educación

la propuesta del Consejo asesor Presidencial para la Calidad de la edu-

cación entregada a la Presidenta de la república en diciembre de 2006 define 

un nuevo órgano público encargado de la administración de las escuelas y 

liceos de propiedad del estado —los actuales establecimientos educacionales 

municipales—, órgano al que denomina “entidad administradora de educación 

Pública”. 

respecto a estas entidades la propuesta señala, entre otros puntos, que 

son responsables del desempeño de todos los establecimientos de propiedad 

del estado en determinada unidad geográfica a su cargo y tendrán como única 

función la gestión de estos establecimientos, asumiendo simultánea e integra-

damente las funciones de gestión financiero-administrativa y las de gestión 

técnico-pedagógica. 

agrega que deben contar con el financiamiento suficiente para asegurar 

un alto nivel técnico de su equipo de trabajo en materias de gestión y admi-

nistración pedagógica, con participación de la comunidad en el control de su 

gestión, así como el adecuado funcionamiento de los establecimientos educa-

cionales. 

señala, asimismo, que deben ejercer una supervisión y control sobre los 

establecimientos a su cargo, con el principal objetivo de fortalecer las capaci-

dades y la autonomía pedagógica, respetando la condición de la escuela como 

unidad básica del sistema de educación. la escuela, fortalecida por el apoyo en 

gestión de su entidad administradora, define y ejecuta, en los marcos globales 

que indique el ministerio de educación, su proyecto educativo y sus metas, 

planifica estrategias o caminos para alcanzarlas y hace un seguimiento de estas, 

evaluando avances, insuficiencias y obstáculos.

en cuanto a la forma de constituir estas administradoras y su dependencia 

administrativa, el Consejo propone como opciones crear las nuevas entidades a 
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partir de las municipalidades, crearlas a partir de los gobiernos regionales, que 

el ministerio de educación sea el fundador de estas y las defina como servicios 

dependientes, o crear un servicio nacional de educación Pública, dependiente 

del ministerio de educación.

los elementos planteados en este artículo claramente llevan a privilegiar 

la primera alternativa, que es la más cercana a la unidad básica del sistema 

educacional —la escuela— y reconoce el papel fundamental del sostenedor 

municipal, y a descartar las tres alternativas restantes.15 

que el órgano administrador sea regional nos parece poco viable en la 

medida en que, hasta la fecha, el involucramiento de los gobiernos regionales 

en el tema educativo ha sido débil, y en general ni siquiera cuentan con un 

diagnóstico acabado sobre la realidad de la educación en la región y sus fac-

tores condicionantes. además, no existen antecedentes respecto de la manera 

en que se haría el “traslado” en términos legales y presupuestarios y cuál sería 

su costo. 

Por otra parte, que el ministerio de educación sea el fundador de estos 

entes o se cree un servicio nacional de educación pública dependiente de ese 

ministerio, nos parecen alternativas poco convenientes (la primera podría con-

siderarse aplicable en casos extremos, cuando efectivamente no hay nadie que 

pueda hacerse cargo; la segunda, la rechazamos rotundamente). ambas son 

contrarias al camino de la descentralización de la educación que el país ha em-

prendido y bien pueden anular o abortar las iniciativas locales que hoy existen 

y están empezando a consolidarse. además, siguiendo prácticas ministeriales 

del pasado, conllevan el riesgo de no cumplir con los objetivos propuestos para 

el órgano administrador de fortalecer las capacidades y la autonomía pedagó-

gica de los establecimientos a su cargo, respetando la condición de la escuela 

como unidad básica del sistema de educación.

a luz de los elementos planteados en esta reflexión, surgen comentarios, 

preguntas y reacciones a la propuesta del Consejo, aceptando como posibilidad 

válida la creación de nuevas entidades a partir de las municipalidades.

¿Corresponde, por ejemplo, crear una unidad administradora en todos 

los casos? hemos identificado municipios (corporaciones y Daem) que han 

hecho esfuerzos y trabajado consistente y rigurosamente en mejorar la edu-

cación en su comuna. ¿es justo abortar este trabajo y traspasarlo a una nueva 

unidad administradora? nos parece que no y que además sería ineficiente. 

15 el informe del Consejo emite un juicio de consenso negativo sobre la situación de la educación 
municipal. no obstante, en el momento de evaluar las ventajas y desventajas de las cuatro 
alternativas que podrían ser punto de partida para crear entidades administradoras de educa-
ción Pública, la que privilegia los municipios aglutina más ventajas que cada una de las otras 
tres alternativas y la mención de desventajas está presente con igual número en cada una de 
ellas.
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otros municipios están empezando a incursionar en temas técnico-pedagógicos 

y mejorando su administración financiera. nos parece que hay que apoyarlos, 

observarlos, monitorear su avance, pero no tomar decisiones antes de saber 

cómo lo están haciendo. 

¿quién asegura que la entidad administradora “nueva” va a ser más efi-

ciente que el municipio? ¿qué perfil técnico debiera tener esta entidad? ¿Cómo 

se asegura el respaldo político que se requiere para empujar una política local 

de educación? ¿Cuál es la relación que establece con el municipio? ¿Debe res-

ponder al mineduc o a la subdere? 

no obstante, sabemos que hay municipios que no lo están haciendo 

bien, no cuentan con los equipos técnicos ni las capacidades técnicas y ma-

teriales requeridas. ¿qué hacer en estos casos? ¿nueva unidad administradora? 

¿quién decide cuál y a qué nivel? nos parece que la decisión debe ser de mu-

nicipios geográficamente contiguos, quienes apoyados por el nivel regional y 

provincial (subdere y mineduc), decidan qué hacer. Podrían formar una aso-

ciación municipal con fines educacionales y con personalidad jurídica (supo-

ne cambio legal) que administra toda la educación municipal de las comunas 

partícipes, recibiendo recursos de la subvención escolar y de mantenimiento, 

definiendo de común acuerdo reglas para el aporte municipal y pudiendo 

negociar nuevos recursos. la asociación con personalidad jurídica es el ente 

administrador. sus cargos son concursables, previa definición de su perfil. el 

trabajo de la asociación es evaluado por los colegios, por los municipios y 

por el o los Deprov.

¿Por qué la entidad administradora debe tener como única función la 

gestión de establecimientos educacionales? si bien debe existir una unidad de 

trabajo que tenga la educación como único foco de atención, perfectamente 

podría administrar y gestionar también la atención de salud y los temas de in-

fancia, por ejemplo. esta combinación podría ser ventajosa si trabaja y explota 

las relaciones sinérgicas entre estas áreas.

los avances e iniciativas que ya han emprendido algunos municipios 

sugieren la inconveniencia de crear nuevas entidades en todos ellos. en estos 

casos, lo que corresponde es reforzar, consolidar las iniciativas existentes sin 

sacarlas de la estructura municipal en que están insertas. en otros municipios 

puede ser oportuno crear una “entidad administradora”, la que puede ser de 

un solo municipio o responder a la demanda de varios. Proponemos solucio-

nes heterogéneas para realidades locales diversas. en esta perspectiva, lo que 

corresponde no es una definición a priori de la figura legal administrativa sino 

que la definición de estándares de desempeño para la gestión de la educación 

municipal, considerando aspectos de proceso (características de la gestión) y 

de resultados (de aprendizaje de los alumnos y otros). 
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Definiciones fundamentales sobre educación municipal

en este contexto, es indispensable promover un debate nacional políti-

co-técnico con los sostenedores y directivos de escuelas en torno a la función 

y el rol del sostenedor educacional, sus responsabilidades frente a la familia, 

los colegios y el ministerio de educación. este debate implica profundizar con 

ellos sobre el propósito y las características básicas de una buena gestión de 

la educación comunal, dejando en claro el norte al cual se aspira. los estudios 

muestran que en los Planes anuales de Desarrollo educativo municipal abun-

dan propósitos operativos de corto plazo (mantener la matrícula, aumentar la 

asistencia, reducir el déficit financiero); algunos incluyen una definición más 

compleja y, desde nuestro parecer, más apropiada; además, explícitamente, 

plantean la necesidad de un horizonte de tiempo mayor al anual, que es el 

exigido actualmente. 

Basándonos en lo observado, y con la intención de alimentar el debate, 

proponemos cuatro propósitos centrales de la educación municipal, que debie-

ran estar presentes simultáneamente. Primero, que ningún habitante entre 5 y 

18 años, residente en la comuna, esté fuera del sistema educativo regular, ya 

sea en la comuna o fuera de ella. luego, que todos los colegios municipales 

de la comuna estén en una senda gradual de mejoramiento en resultados de 

aprendizaje. en tercer lugar, que los niños y jóvenes talentosos tengan oportu-

nidades reales de seguir estudiando más allá de la enseñanza media, indepen-

dientemente de la comuna. finalmente, que los alumnos tengan oportunidades 

para acercarse al mundo del trabajo y contar con una habilitación básica para 

el trabajo. si se aceptan estos propósitos, el sostenedor municipal se hace res-

ponsable de abrir el máximo de oportunidades a la población en edad escolar 

que vive en la comuna. en este contexto, como se argumentó previamente, la 

buena administración de los colegios que tiene a su cargo es solo una parte de 

su tarea.

otro requisito es definir estándares o condiciones básicos que debiera 

cumplir quien está a cargo de la educación en un territorio y de la gestión de 

los establecimientos municipales. son constitutivos de una buena gestión mu-

nicipal de la educación elementos como la preocupación y el respaldo de las 

autoridades —alcalde y Concejo municipal— a una política educativa de me-

diano plazo para la comuna, con un plan de trabajo de corto y mediano plazo 

asociado. se requiere además un perfil adecuado de los recursos humanos pro-

fesionales con capacidad técnico-pedagógica en el Daem o corporación y con-

tratación de estos por concurso público abierto, un trabajo integrado de gestión 

administrativo-financiera y técnico-pedagógica, que incluya la entrega de apo-

yos en este plano a los colegios que tiene a su cargo, y la disponibilidad y uso 

de un sistema de información actualizado, desagregado por establecimiento, 
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que permita vincular temas de finanzas y de resultados educativos. finalmente, 

es indicio de una buena gestión municipal de la educación la disponibilidad de 

un diagnóstico actualizado de la situación de la población en edad escolar y la 

realidad de los colegios en la comuna, las competencias y herramientas para 

trabajar en red, en temas de recursos, asistencia técnica y provisión de servicios, 

y la rendición de cuentas del sostenedor hacia la comunidad y familias, y hacia 

el ministerio.

Con todo, la experiencia de otros países indica que no es suficiente es-

tablecer estándares, menos cuando las capacidades de gestión y de recursos 

están muy desigualmente distribuidas. en esta perspectiva, es urgente instalar 

una política de apoyo (expansión de capacidades de gestión de la educación) 

a los sostenedores de educación. no se trata de diseñar un programa nacional 

que llega por igual a todos los municipios. Por el contrario, la heterogeneidad 

de situaciones municipales esbozada en las secciones anteriores indica que la 

estrategia de apoyo debe diferenciarse según la situación particular de la educa-

ción en cada municipio y las capacidades de gestión de la educación con que ya 

cuenta. los apoyos, además de estar ajustados a la realidad de los municipios, 

deben ser conversados y negociados con estos. no hacerlo, tiene el riesgo de 

que la “intervención externa” permanezca como tal y no se produzca la esperada 

apropiación de capacidades por parte del sostenedor y su equipo técnico. 

Condiciones adicionales para el mejoramiento de la educación municipal 

finalmente —a modo de síntesis— si se desea fortalecer la educación mu-

nicipal como base de un sistema público descentralizado, es importante abordar 

los siguientes seis desafíos. 

Primero, revisar y alinear la normativa que rige el sector educacional, 

desde la loCe, pasando por el estatuto Docente, la subvención escolar, la 

asignación de inversiones en infraestructura, los incentivos por desempeño, la 

evaluación docente, las modalidades de perfeccionamiento y su financiamien-

to, normas y reglamentos de creación de colegios y otros. toda ella debe ser 

evaluada, y modificada toda vez que sea incoherente con un sistema de educa-

ción mixto descentralizado, que respeta y apoya la autonomía de decisión en 

los niveles inferiores del sistema en los ámbitos en que tiene atribuciones, con 

mecanismos de acreditación de calidad. la educación municipal, como here-

dera de la educación pública y garante del derecho a una educación gratuita, 

debe contar con similar autonomía que la particular subvencionada y someter-

se a similares mecanismos de acreditación. al mismo tiempo, los sostenedores 

municipales tienen una responsabilidad sobre el sistema educacional y la po-

blación en edad escolar en su territorio, lo que sobrepasa la administración y 

gestión de los establecimientos. 
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segundo, es urgente estudiar exhaustivamente los costos de entregar edu-

cación de calidad en distintas situaciones. estimar de modo realista los costos 

actuales de proveer educación, en establecimientos y para sostenedores de 

distintas características y localizaciones, así como los costos de proveer la edu-

cación de la calidad que se busca. estas estimaciones, de ser posible, debieran 

incluir los recursos que se destinan al sector educacional, incluyendo el costo 

de los apoyos que desde el “área social” se destinan a alumnos y docentes, el 

costo asociado a los programas y acciones del ministerio de educación y de 

otras reparticiones públicas a los cuales acceden los sostenedores y las escuelas 

(recursos didácticos y materiales, equipamiento, monitores de la comunidad, 

apoyo de maestros de maestros, tiempo de directivos y docentes en la imple-

mentación de los programas, etc.), así como el costo de la administración / 

gestión de la educación por parte del sostenedor municipal. los resultados de 

dicho estudio deben ser públicos y tener consecuencias sobre la asignación 

de recursos. Cada sostenedor y colegio debe saber lo que se le exige con esos 

recursos y rendir cuenta respecto de ello. 

tercero, diseñar e implementar una política en apoyo a la expansión de 

las capacidades de gestión del sostenedor, que aborde su papel en la admi-

nistración de colegios en los planos administrativo, financiero y pedagógico, 

y su responsabilidad con respecto a la planificación de la educación en la 

comuna. esta política debe permitir respuestas heterogéneas a situaciones 

diversas. se trata de construir respuestas “desde abajo” (el municipio y los 

establecimientos educacionales) en un ambiente de facilitación y apoyo a la 

tarea “desde arriba”. 

Cuarto, problematizar y modificar las prácticas de trabajo del mineduc con 

los establecimientos educacionales y los sostenedores, y los vínculos subdere / 

mineduc. la futura creación de una superintendencia de educación, anunciada 

por la Presidenta de la república, gravitará sobre la definición de un nuevo 

perfil para la labor ministerial y las prácticas de supervisión y fiscalización del 

mineduc y de la subdere. 

quinto, fomentar el trabajo en alianza con otros, precisando los propósi-

tos que pueden tener una red y los distintos actores que eventualmente parti-

cipen. en este contexto, no imponer redes y asociaciones sobre los municipios 

sino trabajar con ellos para que se hagan responsables de la decisión y definan 

el tipo de red que constituirían, las reglas y procedimientos que operarían, las 

responsabilidades de las partes, etcétera. en el futuro, el nivel provincial debie-

ra tener funciones y disponer de capacidades (perfil profesional) para apoyar 

este desarrollo. 

sexto y último, incorporar de modo explícito las características del terri-

torio en la gestión de la educación. se sugiere que el gobierno regional asuma 
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la responsabilidad de proveer la información y los estudios necesarios (sobre 

tendencias demográficas, dinámica productiva, oferta educacional en el territo-

rio y disponibilidad de recursos monetarios, de equipamiento y de asistencia 

técnica), y se responsabilice por discutir los resultados con los sostenedores 

municipales y particulares en la región, y los departamentos provinciales de 

educación. esto permitiría aunar criterios, debatir prioridades, definir comple-

mentariedades, evitar duplicaciones, así como definir políticas regionales en 

educación y fortalecer las municipales.
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introduCCión

en Chile, el sistema educativo financiado públicamente está dividido en 

los sectores municipal, administrado por los municipios, y particular subvencio-

nado, administrado por alguna persona natural, sociedad u organización pri-

vada. ambos reciben financiamiento público sujeto al número de alumnos que 

asisten a sus establecimientos. el presente documento se ocupa exclusivamente 

de la dimensión institucional del sistema educacional municipal en Chile, el 

que se hace cargo de las escuelas públicas de nuestro país.

Como se verá a través de este texto, la forma de organizar las tareas ad-

ministrativas y pedagógicas del sistema educativo público varía entre los países 

y a lo largo de la historia. esta dimensión de la educación es particularmente 

importante en la medida en que constituye el marco en el cual son tomadas las 

decisiones y, más importante, define quién asume las responsabilidades por la 

calidad y resultados de las escuelas públicas. 

la siguiente es una descripción general del sistema escolar chileno, se-

guida de las particularidades del sistema educacional municipal. luego, se pre-

sentan alternativas de modelos institucionales para administrar la educación 

pública municipal, que consisten en fortalecer el rol de técnicos y expertos 

en la administración de la educación,1 la participación ciudadana y el rol del 

1 Cuando se habla de equipos técnicos y expertos se hace referencia a los profesionales ya sea 
de los municipios o del nivel central (ministerio de educación).

se agradecen los comentarios de los participantes del seminario organizado por la universidad de 
Chile, particularmente los de Claudio orrego. 
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alcalde. se analizan las ventajas y desventajas de cada modelo, y finalmente se 

exponen algunas conclusiones.

breve desCripCión del sistema esColar Chileno 

Durante 1980, el sistema escolar chileno experimentó una importante 

reforma impulsada por el gobierno militar (1973-1990). a través de ella, se 

descentralizó la administración de los establecimientos educacionales, transfi-

riendo las responsabilidades administrativas de las escuelas públicas desde el 

ministerio de educación hacia las municipalidades. 

adicionalmente, cambió el sistema de financiamiento de los establecimien-

tos públicos y de la gran mayoría de los privados. el sector público continuó 

siendo financiado desde el nivel central, pero las municipalidades comenzaron 

a recibir dicho financiamiento a través de subsidios por cada alumno matricula-

do, con lo que la pérdida de matrícula comenzó a tener efectos directos sobre 

el presupuesto educativo. asimismo, los colegios privados que no cobraban 

matrícula comenzaron a recibir la misma cantidad de recursos por alumno ma-

triculado que los establecimientos públicos. los colegios particulares pagados 

continuaron con el mismo régimen de financiamiento, sin recibir recursos del 

estado. 

Como muestra la figura 1 (ver página siguiente), la reforma produjo un 

masivo cambio en la distribución pública y privada de la matrícula básica y 

media, así como una importante proliferación de establecimientos privados. 

en 1980, el 14 por ciento de los alumnos asistía a establecimientos particulares 

subvencionados y cerca de un 6 por ciento lo hacía a los colegios particulares 

pagados sin subsidio. la proporción de estudiantes en establecimientos parti-

culares subvencionados aumentó a 28,6 por ciento en 1985, 32,4 por ciento en 

1990, y a más del 43 por ciento en 2005. este crecimiento se produjo principal-

mente a costa de la matrícula pública, que fue cayendo de manera importante.2 

la matrícula en establecimientos particulares pagados, cercana al 7 por ciento, 

se mantuvo estable, con lo cual el cuadro general del sistema educativo chileno 

muestra actualmente una similar proporción de matrículas en el sector público 

y en el privado (subvencionado y pagado).3 

2 es importante aclarar que este reemplazo ocurrió en un marco de aumento de la matrícula y 
cobertura, especialmente en la educación media. Por ejemplo, entre 1990 y 2005 el número de 
alumnos matriculado en ambos niveles aumentó en cerca de 17 por ciento (Cox, 2003).

3 en sectores más densamente poblados, particularmente en la región metropolitana, la matrí-
cula total para el sector privado es aún mayor, cercana al 70 por ciento. 
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figura 1 
Evolución de la participación de la matrícula municipal y particular

fuente: ministerio de educación.

la coalición de centro-izquierda que ha gobernado desde 1990, se ha 

orientado a mejorar la calidad de las escuelas primarias y secundarias de los 

sectores más desaventajados del país, a través de la inversión directa de ma-

yores recursos al sector. ha impulsado reformas curriculares, aumentos en sa-

larios y sistemas de incentivos para los docentes, mejoras en infraestructura, 

jornada escolar completa para la gran mayoría de los alumnos y provisión de 

tecnología e información para casi todas las escuelas del país (Cox, 2003). 

sin embargo, las características esenciales del sistema, en términos orga-

nizacionales y de financiamiento han permanecido prácticamente inalteradas 

durante los últimos 26 años (oeCD, 2004). los mayores cambio estructurales 

implementados en el sistema fueron la introducción del financiamiento com-

partido en colegios particulares y liceos municipales; la exigencia de instru-

mentos de planificación anual de la educación municipal (Padem), y la creación 

del estatuto Docente, que establece una estructura de remuneraciones a nivel 

nacional y regula la contratación y despido de docentes, reduciendo la discre-

cionalidad de los sostenedores para hacer cambios en sus plantas (montt et al. 

2006). 

desCripCión del sistema muniCipal

a partir de las reformas impulsadas en los años ochenta, el sistema educa-

tivo chileno comienza a ser descentralizado. si bien el estado mantiene su res-
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ponsabilidad respecto del funcionamiento del sistema y sus resultados —garan-

tizando el acceso gratuito a la educación, definiendo los contenidos mínimos 

y entregando parte importante del financiamiento para el sector público— no 

administra ningún establecimiento educativo. la gestión de los establecimien-

tos públicos fue traspasada a los municipios y se introdujo un sistema de finan-

ciamiento de subvención a la demanda.

en la actualidad, la educación que recibe financiamiento del estado es 

administrada por sostenedores municipales (sector municipal) y privados (sec-

tor particular subvencionado). en el sector municipal (con 344 sostenedores y 

5.971 establecimientos), es posible distinguir aquella administración donde el 

responsable es el Departamento de administración de la educación municipal 

(Daem), que pertenece a la estructura organizacional comunal, de aquella que 

está bajo la administración de Corporaciones municipales,4 más autónomas de 

las decisiones administrativas y financieras del alcalde.5

según cifras del año 2006, de los 5.971 establecimientos educacionales 

administrados por el sector municipal, cerca del 80 por ciento (4.870 estable-

cimientos) están bajo la administración del Daem y el 20 por ciento (1.191 

establecimientos) de Corporaciones municipales. la principal diferencia entre 

ambos tipos de administración recae en su vinculación con el resto de la estruc-

tura orgánica municipal y en la figura jurídica de las Corporaciones, diferente 

a la del resto de las administraciones locales. entre otras cosas, determina las 

libertades o limitaciones para actuar, la posibilidad de asociarse con privados y 

la disposición de giro único en educación.

actualmente, el sector municipal enfrenta una serie de dificultades, que 

han dado pie a fuertes cuestionamientos respecto de su pertinencia y eficacia. 

Durante los últimos años este sector ha experimentado una fuerte caída de 

participación en la matrícula, tanto en nivel básico como medio (figura 1), pér-

dida que no es posible atribuir a que obtenga peores resultados educativos.6 

el fenómeno es complejo y requiere considerar una serie de elementos que 

determinan el funcionamiento del sistema. 

4 a partir de 1980 fue prohibida constitucionalmente la creación de nuevas Corporaciones muni-
cipales, ya que estas entidades externas al municipio estarían asumiendo funciones que le son 
propias e intransferibles a los municipios. 

5 las Corporaciones son entidades de derecho privado que asumen las funciones de admi-
nistración de la educación municipal, se encuentran fuera de la organización propiamente 
municipal, lo que le entrega una mayor independencia en la toma de decisiones y menores 
restricciones para apalancar y generar recursos adicionales para fines educativos,

6 existe una amplia literatura que analiza los resultados educativos de los distintos sectores 
educativos y la dependencia administrativa —controlando por nivel socioeconómico del alum-
nado, efecto par y sesgo de selección— no resulta determinante para los resultados educativos, 
medidos a través del simce. al interior de cada sector hay situaciones muy distintas. Ver entre 
otros annand et al. (2006), sapelli y Vial (2002) y mcewan (2001).
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las falencias en el marco normativo del sector municipal se hacen pa-

tentes en el ámbito que regula el sistema educativo. a pesar de las indiscu-

tibles diferencias que presentan las comunas y los sostenedores municipales, 

la ley orgánica Constitucional de municipalidades no hace diferencia en las 

funciones y responsabilidades de los municipios, tanto en términos generales 

como en materias educativas. la normativa que regula el sistema público de 

educación es inadecuada y crecientemente restrictiva en términos de gestión, 

lo que desincentiva el desarrollo de prácticas que aprovechen de mejor forma 

los recursos disponibles y que potencien un mejoramiento de la calidad de los 

aprendizajes impartidos. 

 el sistema municipal chileno es heterogéneo, pues no solo hay una alta 

disparidad de tamaños y densidad poblacional entre las comunas, sino que a 

ello se suman las grandes diferencias en el entorno geográfico, condiciones 

de gestión y recursos locales disponibles. en más de 270 comunas de nuestro 

país la oferta del sector municipal excede el 50 por ciento, y en 85 comunas el 

municipio es el único sostenedor de educación (Brunner et al. 2007). asimismo, 

cerca del 80 por ciento de los establecimientos rurales están bajo la adminis-

tración municipal, siendo por lo general escuelas pequeñas, unidocentes y de 

mayores costos por alumno (menores economías de escala).

los recursos monetarios de las comunas son muy disímiles 7 y hay gran-

des diferencias en los montos transferidos por los municipios a educación. en 

promedio, estos aportan el 11 por ciento de los recursos totales destinados a la 

educación municipal y durante los últimos años las transferencias a educación 

han crecido por sobre el gasto total municipal.8 los municipios poseen ingresos 

autónomos muy heterogéneos y si bien existe el fondo Común municipal, cuyo 

objeto es compensar estas diferencias, este no logra resolverlas. ello es parti-

cularmente problemático si se considera que son precisamente las comunas 

de menores ingresos aquellas donde existe un mayor porcentaje de alumnos 

vulnerables en el sector municipal, que requieren de mayores recursos para 

mejorar sus aprendizajes.

al mismo tiempo, las capacidades técnicas y los recursos humanos que 

poseen las municipalidades son muy desiguales, y en la mayoría de los casos 

el número de profesionales con que cuentan los municipios está lejos de ser 

el suficiente para llevar a cabo sus funciones de manera óptima. recursos 

humanos es un tema particularmente complejo en el área de educación, da-

das las limitaciones y exigencias del estatuto Docente. este último restringe 

7 Prueba de ello es que en 29 municipios se concentra el 50 por ciento del total de los ingresos 
municipales del país.

8 en promedio, el aporte municipal a educación constituye cerca del 9 por ciento de los ingre-
sos propios, porcentaje que ha aumentado durante los últimos años y varía significativamente 
entre los distintos municipios. 
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la autonomía de la gestión de los municipios, reduce las posibilidades de 

ajustar las plantas docentes y directivas, todo lo cual dificulta el desarrollo de 

procesos de renovación e innovación, afectando la calidad de la educación 

impartida. 

lo anteriormente enunciado sugiere que hay una serie de condiciones 

estructurales desfavorables para el adecuado desarrollo de la educación muni-

cipal, lo que ha perjudicado su capacidad para constituirse en una buena oferta 

educativa. más aún si se considera la desigual competencia que enfrenta por 

parte del sector particular subvencionado, lo que ha incidido en la caída de la 

matrícula municipal en los últimos años. 

mientras el sector municipal está sujeto a las rigideces del estatuto Do-

cente, el sector particular subvencionado no tiene restricciones para contratar 

y despedir profesores, debiendo solo cumplir con las leyes laborales vigentes. 

además, no debe ceñirse a una escala rígida de salarios y determinada princi-

palmente por el número de años de servicio de los profesores, y solo se le exi-

ge cumplir con la ley del salario mínimo (no existe obligatoriedad de salarios 

incrementales).

en otro ámbito, los establecimientos municipales solo pueden seleccionar 

alumnos si la demanda sobrepasa los cupos existentes, mientras que los parti-

culares subvencionados pueden seleccionar a sus alumnos aduciendo distintos 

motivos (orientación religiosa de las familias o el compromiso de estas hacia 

el proyecto educativo del establecimiento, etc.) y a través de una serie de 

instrumentos (pruebas de conocimiento, test psicológicos, entrevistas a los pa-

dres y apoderados). además, los establecimientos municipales pueden cobrar 

financiamiento compartido solo en educación media y sin que sea obligatorio, 

mientras que los particulares subvencionados pueden hacerlo a todo evento en 

cualquier nivel educativo.9

otro elemento que puede incidir en la baja de la matrícula municipal 

es que los padres tienden a preferir los establecimientos particulares, inde-

pendientemente de la calidad educacional que ofrecen. un estudio reciente 

sugiere que los padres en Chile eligen los colegios de sus hijos más por el nivel 

socioeconómico de las familias que por la calidad misma del establecimiento 

(elacqua et al. 2006).10 

reconociendo la existencia de grandes problemas en la institucionalidad 

de la educación municipal, el informe del Consejo asesor mostró importantes 

9 es necesario mencionar, sin embargo, que algunos autores sostienen que los municipios re-
ciben beneficios que los particulares subvencionados no; como transferencias y subsidios 
cruzados entre colegios (gallego, 2006).

10 también existe evidencia en un estudio etnográfico en una comuna de la región metropolita-
na en el sentido de que los padres se preocupan por aspectos simbólicos cuando eligen una 
escuela, como los uniformes y el nombre del colegio (espínola, 1993). 
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acuerdos. asimismo, presentó una serie de recomendaciones para mejorar la 

organización de la educación pública, definiendo criterios generales que debie-

ran ser cubiertos. 

así, las entidades que administren la educación debieran tener como única 

función la gestión de establecimientos educacionales en una unidad geográfica 

e integrar las funciones de gestión administrativo-financiera con las técnico-

pedagógicas (hoy divididas entre el ministerio de educación y el municipio). 

estas, a su vez, debieran contar con financiamiento adecuado y con personal 

de alto nivel técnico, capaz de controlar, supervisar y apoyar la autonomía pe-

dagógica de las escuelas y liceos a su cargo. 

respecto de la dependencia administrativa de estas entidades administra-

doras no se logró consenso en el Consejo, proponiéndose alternativas como 

que dependan de los municipios o asociaciones de municipios, como corpora-

ciones de derecho público, que dependan del gobierno regional, en coordina-

ción con el ministerio de educación, o que constituyan servicios educacionales 

regionales, creando uno o más por región, articulados por la secretaría minis-

terial y el gobierno regional.  

tres alternativas para fortaleCer la instituCionalidad muniCipal

Considerando el amplio debate que han suscitado en nuestro país los 

problemas que enfrenta la institucionalidad de la educación pública, toman-

do como referencia los distintos paneles de discusión y argumentos que han 

planteado los distintos sectores sociales y atendiendo al debate académico y 

la experiencia internacional, presentamos a continuación tres alternativas de 

modelos institucionales que podrían ser opciones viables para fortalecer la 

educación pública. 

estas alternativas son fortalecer el rol de los expertos y técnicos, fortalecer 

la participación de la ciudadanía o fortalecer el rol del alcalde. tras explicar 

cada opción, luego se describen algunas de las ventajas y desventajas que de 

ellas se infiere.

Alternativa 1: fortalecer el rol de los expertos y técnicos

la tendencia a dejar las decisiones educativas en manos de expertos en 

el área encuentra en el mundo variados ejemplos en la historia. a principios 

del siglo XX, en estados unidos se buscó expresamente evitar la interferencia 

de alcaldes y líderes políticos en las escuelas públicas. en este periodo (1920-

1960), conocido como reforma Progresista (progressive reform), se buscó de-

jar a la política partidista fuera del sector escolar (Wong y shen, 2003). 

esta tendencia se basa en la convicción de que los técnicos y exper-
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tos conocen mejor que los políticos cuáles son las medidas necesarias que 

hay que tomar para mejorar la calidad y eficiencia de la educación (ravtich, 

2000).

en nuestro país, las universidades, centros de investigación y expertos 

colaboran de manera indirecta con la educación, en distintos niveles y en va-

riados ámbitos, desde la formación de los docentes hasta asesorías pedagógicas 

y de políticas al nivel central. sin embargo, hoy día escasamente participan en 

la administración directa de establecimientos educativos.

en el debate actual sobre la pertinencia del sistema de educación impe-

rante se ha planteado la necesidad de aislar las decisiones de políticas públicas 

educativas de las presiones o intereses políticos. Para avanzar en esta dirección, 

se plantea que las escuelas públicas dejen de depender de los municipios, des-

pojando a los alcaldes de la tutela que actualmente tienen sobre la educación 

pública. Para reemplazar dicha función, es posible distinguir dos caminos. una 

primera alternativa, sugerida entre otros por el Colegio de Profesores, es volver 

a un modelo similar al que existía en Chile antes de 1981 y empoderar al nivel 

central, el ministerio de educación u otro organismo regional, para que asuma 

la administración directa de los establecimientos que imparten educación pú-

blica. se argumenta que de esta manera se lograría una mayor coordinación de 

las políticas impulsadas por el nivel central y se alcanzaría una mayor igualdad 

entre los servicios entregados por los distintos establecimientos públicos a lo 

largo de todo el país. se sostiene que la heterogeneidad de capacidades técni-

cas actuales de los municipios aumenta las brechas educativas, en tanto conde-

na a los niños que viven en las comunas más pobres a recibir una educación 

de peor calidad. 

otra alternativa propuesta por algunos miembros del Consejo asesor Pre-

sidencial para la Calidad de la educación es crear entidades de educación 

pública de carácter técnico a nivel local, que administren los establecimientos 

públicos del territorio comunal, con independencia de las autoridades políticas 

locales. ellos consideran que un punto crítico de la administración educativa 

pública está dado por las características estructurales de muchos de los muni-

cipios del país, cuyo tamaño es demasiado pequeño para asumir responsabi-

lidades administrativas y técnicas de esta magnitud. en Chile, casi un 30 por 

ciento de las comunas tiene menos de 10 mil habitantes y 43 comunas tienen 

una población menor a 5 mil. estos municipios, generalmente rurales, cuentan 

con recursos humanos limitados y escasos fondos para hacer frente a las tareas 

educativas. Para solucionar estas complejidades, se propone que las municipali-

dades pequeñas puedan asociarse en organismos técnicos y con conocimientos 

en materias educativas, que permitan mejorar la eficiencia en la administración 

y la calidad de los servicios ofrecidos. 
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Ventajas de fortalecer el rol de los expertos y técnicos

los expertos y técnicos pueden tomar decisiones fundamentadas en ar-

gumentos científicos, con evidencia empírica, libres de intereses partidistas, 

ideológicos, religiosos o de otra índole. se aseguraría que las decisiones sobre 

las acciones a impulsar y los mecanismos de administración sigan criterios 

orientados a mejorar la calidad de los procesos de enseñanza, y aprovechar las 

capacidades de los distintos actores del sistema escolar. 

Desventajas de fortalecer el rol de los expertos y técnicos

las dos propuestas revisadas eluden la importancia de la rendición de 

cuentas en el éxito de cualquier política pública o sistema institucional, ya que 

es improbable —no tenemos conocimiento de alguna experiencia en ese sen-

tido— que un organismo compuesto por técnicos sea elegido a través del voto 

de los ciudadanos. en estas propuestas no se precisa quién se haría responsa-

ble en el caso de que las medidas no llegaran a resultar según lo esperado. la 

principal desventaja de una alternativa de estas características es que no exis-

tiría accountability político en la educación municipal. en un sistema donde 

las autoridades educacionales son elegidas democráticamente, ellas pueden ser 

destituidas o sancionadas públicamente a través del voto de los electores. una 

institucionalidad independiente solo podrá “escuchar” a los ciudadanos y a la 

opinión pública a través de las decisiones de los padres de sacar a sus hijos 

de la escuela, cuestión que en muchas localidades es imposible, ya que como 

vimos, por tamaño y situación geográfica no existen reales alternativas. 

Por otra parte, se señala la dificultad que supone identificar a los expertos 

o técnicos mejor capacitados para definir las políticas o acciones prioritarias 

para mejorar la calidad de los procesos y aprendizajes de los alumnos. si son 

independientes de las autoridades políticas, ¿quiénes los designan y con qué 

criterios? luego de la selección de estos, ¿quién se hace responsable por los 

resultados? si los expertos definen las políticas, ¿cómo entonces los políticos 

que tienen a su cargo la implementación de las políticas pueden hacerse cargo 

de su éxito o fracaso? Por otra parte, existen fuertes dudas respecto de la ca-

pacidad de los expertos de desprenderse de sus propios intereses, prejuicios, 

valores y convicciones al momento de recomendar caminos de acción o tomar 

decisiones (ravitch, 2000).

si bien hay ámbitos sobre los cuales existen acuerdos entre los académi-

cos y expertos, existe un importante espacio de disenso, en tanto persiste una 

gran diversidad de posturas entre los técnicos. 

a eso se suma que, para analizar los fenómenos desde una perspectiva 

científica y poder realizar cálculos técnicos sobre la efectividad y eficiencia de 

las medidas a adoptar, se requiere cuantificar y medir las variables en juego. 
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sin embargo, existe una amplia literatura sobre las dimensiones educativas que 

escapan a la observación y medición y que son también valoradas por la ciu-

dadanía (Cuban, 2006). al mismo tiempo, existe evidencia sobre lo difícil que 

es cuantificar el éxito y el valor agregado de una escuela (Kane y staiger, 2002; 

mcewan et al. 2005 y mizala et al. 2007). en la práctica se ha extendido el uso 

del promedio del puntaje obtenido en pruebas estandarizadas del tipo simce 

como indicador del desempeño de una escuela. sin embargo existe literatura 

especializada que se manifiesta refractaria a este indicador.11 

una debilidad que también encuentran los técnicos aparece cuando de-

ben hacer frente a problemas sociales que pudieran reproducirse al interior de 

la escuela y la sala de clases. De ello dan cuenta Wong y shen (2003), quie-

nes afirman que hasta mediados de la década de los sesenta, las decisiones 

educacionales en estados unidos estaban en manos de expertos y existían 

importantes resguardos para evitar que los intereses políticos interfirieran en 

ellas. Cuando ese país decidió abordar una serie de problemas sociales como la 

segregación racial, las autoridades políticas tuvieron que intervenir para hacer 

frente a ellos. lo que se quiere hacer ver aquí es que los técnicos no cuentan 

—ni debieran contar— con habilidades para negociar y mediar en conflictos 

que escapan al ámbito de la discusión técnica. 

un ejemplo reciente en Chile es el caso del movimiento de los estudiantes 

secundarios, la llamada “revolución pingüina”, en mayo de 2006. en él, las rei-

vindicaciones de los estudiantes —mejoras en la calidad de la educación, entre 

otras— no pudieron ser contenidas por la autoridad educacional del momento. 

Para que ellos depusieran las manifestaciones fue necesario que la moneda 

intercediera y asegurara la pronta solución de problemas de “corto plazo”. las 

movilizaciones de los estudiantes derivaron en la conformación del Consejo 

asesor Presidencial para la Calidad de la educación y en una propuesta para 

reemplazar la ley orgánica Constitucional de enseñanza, loCe, enviada al 

Congreso en abril de 2007. en síntesis, las soluciones fueron políticas y no 

técnicas.

11 mcewan, urquiola y Chay (2005) muestran evidencia que el promedio es una medida poco 
precisa pues existen errores de medición que se deben a variables ajenas a la prueba misma. 
los autores recogen evidencia del Programa P-900, que intervino las 900 escuelas de peor 
desempeño en el simce de 1988. encuentran que algunas de las escuelas fueron mal identifica-
das y a eso añaden que, si el mal desempeño que una escuela muestra en un año determinado 
no es sino un error de medición, es posible que en la medición siguiente los puntajes suban, 
haya habido intervención o no. mizala, romaguera y urquiola (2007) muestran que en Chile, el 
promedio del simce es un indicador que está muy contaminado por otras variables. los auto-
res consideran que rankear las escuelas basándose en los puntajes del simce que obtienen, es 
prácticamente igual a hacerlo en base a las características socioeconómicas de los estudiantes 
de las escuelas. adicionalmente, de año a año, los puntajes demuestran ser muy variables. 
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Alternativa 2: fortalecer la participación ciudadana

el modelo que involucra a la ciudadanía en su conjunto se funda en la 

idea de que la participación ciudadana es un objetivo en sí mismo en tanto con-

tribuye a mejorar la “calidad” y eficacia de la democracia, y en la medida que 

se transforma en un medio para perfeccionar el diseño, la implementación y los 

resultados de las políticas educativas a nivel local. en particular, la participación 

en el ámbito educativo plantea el directo involucramiento de la ciudadanía, 

entendida como los distintos actores de la sociedad civil —apoderados, profe-

sores, estudiantes, etc.— en la toma de decisiones educacionales. 

actualmente, los Consejos escolares que deben tener los establecimientos 

públicos son las únicas instancias que dan espacio para este tipo de participa-

ción en el sistema educacional chileno. fueron creados a través de la ley de 

Jornada escolar Completa Diurna (ley 19.979) y son una organización exigida 

en cada establecimiento subvencionado. están compuestos por el director, el 

sostenedor, un profesor, el presidente del Centro de Padres y el presidente del 

Centro de alumnos de cada establecimiento y tienen atribuciones de carácter 

informativo, consultivo y propositivo. 

las posibilidades de lograr una real participación ciudadana a través de 

los consejos escolares son limitadas, dadas las restringidas atribuciones que 

poseen. este fue un tema discutido por el Consejo asesor Presidencial para la 

Calidad de la educación y el informe final da cuenta de ello al proponer me-

jorar la participación “(...) fortaleciendo los consejos escolares de cada estable-

cimiento, para hacerlos partícipes de la discusión de los proyectos educativos y 

de los reglamentos disciplinarios” (Consejo asesor Presidencial para la Calidad 

de la educación, 2006: 15).

Por lo mismo, un modelo institucional que pretenda fomentar eficiente-

mente el involucramiento de la comunidad en la toma de decisiones requeriría 

de la conformación de organismos similares a los comités escolares o school 

boards, como los que existen en países como estados unidos (school boards) y 

nueva zelanda (board of trustees), que poseen mayores funciones y atribucio-

nes en la toma de decisiones. en ambos países se trata de organismos cuyos 

miembros son elegidos localmente —por lo general padres o miembros de la 

comunidad— y que cuentan con la participación del director del establecimien-

to y algunos representantes del personal de las escuelas.12 en general, se trata 

de comités o consejos que, aunque deben implementar las políticas definidas al 

nivel central, cuentan con un alto nivel de autonomía. Pueden tomar decisiones 

de tipo administrativo, pedagógico y presupuestario, así como las relacionadas 

con contrataciones, horarios, etc.13 algunas autoridades chilenas (i.e. Carolina 

12 en algunos casos se suman también representantes de los alumnos.
13 en nueva zelanda se constituyen como entidades legales, con derechos y obligaciones.
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tohá, 2007) han sugerido que la ciudadanía cuente con instancias de partici-

pación similares a las expuestas en el ámbito educativo. 

una institucionalidad de este tipo en nuestro país debiera adoptar la 

figura de un Comité Comunal, que cumpla las funciones de un directorio res-

pecto de la administración de los establecimientos públicos de la comuna. De 

esta forma, se estaría dando espacio para que la ciudadanía eligiera a aquellos 

representantes de este comité, y así la comunidad se haga parte y tenga in-

fluencia sobre las decisiones vinculadas al ámbito educativo. 

también hay quienes plantean que estos organismos debieran garan-

tizar la representatividad de los distintos sectores de la población como la 

iglesia, Colegio de Profesores, autoridades locales, representantes del em-

presariado, de las organizaciones vecinales y otros actores relevantes del 

nivel local. 

Ventajas de fortalecer la participación ciudadana en educación

la principal ventaja de un modelo de este tipo es que la participación 

contribuye a mejorar la democracia en la medida que, al incorporar las de-

mandas de los ciudadanos, otorga legitimidad a los procesos de toma de deci-

siones. lo anterior permitiría mejorar la calidad de las políticas educacionales 

a nivel local, las que estarían mejor dirigidas a lo que la ciudadanía necesita y 

exige, a la vez que la compromete con el logro de sus objetivos. 

los argumentos a favor de promover la participación ciudadana en edu-

cación y en la implementación de las medidas necesarias para lograrlo pro-

vienen de diferentes puntos de vista. se afirma que nadie sabe mejor que los 

propios interesados qué es lo que sus escuelas requieren para mejorar los 

aprendizajes de los niños y adecuar los planes y objetivos curriculares defini-

dos por el nivel central a la realidad local (howell, 2005). 

en esta dirección, se señala que los comités o consejos formados por 

miembros de la comunidad local son los organismos que naturalmente de-

bieran asumir la responsabilidad por el funcionamiento de las escuelas. 

sin embargo, el debate actual en estados unidos respecto de quién debe 

responsabilizarse por el estado de la educación está lejos de estar resuelto. 

en ese país, la responsabilidad por el desempeño de las escuelas ha sido 

tradicionalmente de los school boards. en general se señala que la principal 

ventaja de responsabilizar a este tipo de comités es que pueden ocuparse 

de manera responsable, efectiva y a tiempo completo de los temas técnicos 

educativos, lo que no ocurre con las autoridades municipales o federales 

(howell, 2005). Por otra parte, en municipios grandes, con una ciudadanía 

muy diversa, el alcalde puede no representar adecuadamente los distintos 

intereses de los ciudadanos (Viteritti, 2005). 
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Desventajas de fortalecer la participación ciudadana en educación

la participación ciudadana se traduce, en la práctica, en la conformación 

de consejos o school boards, conformados por un grupo muy diverso de actores, 

con intereses también muy distintos. lograr consensos puede volverse una tarea 

extremadamente difícil y el proceso de definiciones de objetivos y acciones se 

puede volver lento y engorroso, volviendo extremadamente ineficiente el proce-

so de implementación de políticas.

otro problema derivado de la diversidad de actores que participan es un 

menor accountability político. observadas críticamente, las instancias de parti-

cipación ciudadana como los school boards estarían lejos de asegurar los valores 

que una sociedad democrática promueve. en estados unidos, por ejemplo, di-

versas investigaciones muestran que en este tipo de organismos algunos miem-

bros generalmente logran tener más poder que otros, por lo que son capaces de 

imponer prácticas y creencias que les son convenientes sobre el sistema público 

de educación. se trata, usualmente, de grupos de profesores sindicalizados (Co-

legio de Profesores) cuyos intereses no necesariamente promueven una mejor 

educación ni representan a la ciudadanía (howell, 2005; moe, 2005). 

el cientista político de la universidad de stanford, terry moe (2005) ha ana-

lizado y criticado latamente la institución de los school boards en estados unidos. 

afirma que estas organizaciones han estado, a lo largo de su historia, siempre 

bajo el poder de algún grupo de interés dominante. a partir de la década de 

los sesenta el poder ejercido por los profesores comienza a ser decisivo, pues 

el auge de los sindicatos de profesores (teachers unions) les confiere demasia-

do poder. según moe, a diferencia de otros grupos, como los apoderados, los 

sindicatos de profesores cuentan con un alto nivel de organización, lo que les 

permite obtener recursos y otros beneficios. afirma que este es el único grupo 

que tiene reales incentivos para participar activamente de las elecciones de los 

miembros de los comités. una investigación realizada por el autor muestra que 

los sindicatos de profesores logran frecuentemente que sus candidatos sean ele-

gidos por votación.

moe añade que al poder de los sindicatos se suma el hecho de que las 

elecciones de miembros para los school boards tienden a ser poco competitivas. 

se presentan unos cuantos candidatos y escasa gente se acerca a votar. este 

problema podría ser particularmente relevante en Chile, debido a la creciente 

disminución en el porcentaje de inscritos y votantes en las elecciones popu-

lares (aunque ello está acotado a las elecciones de representantes políticos), 

especialmente en el caso de las elecciones municipales, donde el porcentaje 

de abstención es considerable.14 De acuerdo a las cifras oficiales, el porcentaje 

14 De acuerdo a las cifras recogidas en las elecciones municipales de 2004, la abstención alcanzó 
un 18 por ciento, lo que constituye el valor más alto desde el retorno a la democracia. 
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de votos nulos alcanza un 5,4 por ciento en la elección de alcaldes y un 7 por 

ciento en la elección de concejales, lo que refuerza la idea que la elección 

de miembros para los comités de educación tendría una baja participación e 

interés ciudadano.

el argumento respecto de la mayor efectividad y profesionalismo de las 

decisiones tomadas por los comités educativos, a diferencia de lo que ocurre 

con las autoridades municipales, tampoco sería efectivo. la experiencia inter-

nacional muestra que las actividades políticas de los miembros de los school 

boards pasan a ser las principales, dejando de lado tareas pedagógicas y de 

innovación educacional (henig y stone, 2004).

la evidencia muestra que en los distritos escolares —equivalentes en esta-

dos unidos a los municipios en Chile— de menor tamaño y más homogéneos, 

en su composición étnica, religiosa y de clase social, hay menor participación 

que en los distritos más grandes y heterogéneos (Viteritti, 2005). las elecciones 

de school boards son por ello más representativas y democráticas en distritos 

grandes y constituidos por una población diversa. se sigue entonces que este 

tipo de elecciones podría llegar a producir una mayor estratificación entre mu-

nicipios (hochschild, 2005). esto puede ser problemático en Chile ya que la 

mayoría de las comunas son pequeñas. más del 80 por ciento tiene menos de 

50 mil habitantes y las tasas de ruralidad están inversamente asociadas al ta-

maño de la población. 

además, la composición socioeconómica de las comunas chilenas es muy 

dispar. existen pocas comunas muy ricas y muchas comunas muy pobres. en 

Brunner et al. (2007: 65) se observa claramente que la enorme mayoría de las 

comunas chilenas no superan los 200 mil pesos de ingreso familiar mensual. 

es posible entonces que efectos como los encontrados en estados unidos se 

produzcan también en nuestro país.

Con respecto a la capacidad de los ciudadanos de realizar accountabi-

lity político a través de la elección de ciertos candidatos y responsabilizar así 

a los miembros de los school boards por los resultados educacionales de un 

distrito surgen diversas interrogantes. ¿Cómo evalúan los electores el éxito o 

fracaso educacional? ¿y cómo se relacionan esas evaluaciones del electorado 

con las decisiones de políticas? es difícil para cualquier ciudadano discrimi-

nar si los resultados se relacionan con la implementación de ciertas prácticas 

o al origen sociofamiliar de los alumnos —muchos expertos concuerdan en 

la influencia del origen socioeconómico de los alumnos sobre los resultados 

educacionales— u otra variable de ese tipo. es difícil desentrañar los insumos 

que producen buenos resultados cuando no existen medidas sofisticadas de 

valor agregado (Berry and howell, 2005). en la próxima sección se retoma 

esta idea.
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Alternativa 3: fortalecer el rol del alcalde 

este modelo institucional refuerza los ejes del actual sistema imperante en 

nuestro país, haciendo hincapié en el papel y el compromiso que debe asumir 

en particular el alcalde en las decisiones y responsabilidades respecto de la 

gestión de la educación pública municipal. este último, en teoría, es el encar-

gado de garantizar la entrega de educación pública de calidad, administrando 

de forma eficiente los recursos y desarrollando planes educacionales de forma 

coordinada y consistente con el resto de las acciones de la comuna. la ley or-

gánica de municipalidades entrega a los municipios la función compartida de 

educación y, en este sentido, el alcalde asume la responsabilidad de administrar 

la educación en la comuna.15 

sin embargo, su rol de sostenedor y responsable de la educación pública 

municipal muchas veces es poco claro por la escasa visibilidad que presenta 

esta área en el quehacer municipal y las múltiples variables asociadas, difíciles 

de medir. si bien los alcaldes son la máxima autoridad local, y deben respon-

der a las demandas de la comunidad en materias educativas, en la práctica no 

existen estudios que permitan esclarecer el nivel de accountability y de control 

ciudadano que enfrenta el alcalde respecto de su gestión como sostenedor edu-

cativo. aunque un importante número de alcaldes sostiene que la comunidad 

y los padres responsabilizan al municipio por la calidad de la educación, sabe-

mos poco respecto del peso de este factor al momento reelegir a los alcaldes. 

 Por su parte, el ministerio de educación cumple una función determi-

nante y que debe articularse con las acciones de los sostenedores, para lo-

grar una adecuada gestión educativa pública. sin embargo, esta coordinación 

y complementariedad de roles no se produce. en la práctica, hay una división 

difusa entre las tareas y responsabilidades de los distintos niveles, y se genera 

un gran distanciamiento entre el nivel central y el local. la separación de las 

responsabilidades administrativas y de gestión —a cargo de los municipios— y 

las de apoyo técnico pedagógico —a cargo del mineduc— dificulta una debi-

da responsabilización sobre los resultados finales del proceso educativo.16 Por 

ejemplo, según alejandro traverso, secretario ministerial de educación de la 

15 Por ley, se establece que las funciones que debe asumir la municipalidad en estas materias son, 
por una parte, proponer y ejecutar medidas tendientes a materializar acciones y programas 
relacionados con la educación, y por otra parte administrar los recursos humanos, materiales 
y financieros de tales servicios. 

16 montt et al. (2006) destacan algunos de los problemas que presentan los municipios en re-
lación con la provisión de educación de calidad: i) trabajo centrado en lograr aumentar la 
matrícula desvía la atención de los asuntos pedagógicos y educativos propiamente tales; ii) 
Poca planificación y prácticamente nula planificación pedagógica; iii) falta de diagnósticos 
educacionales y de nivel de aprendizaje de los alumnos, lo que impide adoptar medidas reme-
diales; iv) restricciones financieras; v) restricciones derivadas del estatuto Docente; vi) Poca 
planificación a largo plazo, dado que los alcaldes son reeligidos cada cuatro años. 
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región metropolitana, “resulta incomprensible la mantención de la dicotomía 

que responsabiliza al Ministerio de Educación de los asuntos técnico-pedagógi-

cos y a los municipios de la operación administrativa. La frontera entre unos y 

otros no es trazable, lo que trae infinidad de problemas al sistema como la es-

casa responsabilidad que la administración municipal tiene por los resultados 

de aprendizaje y la distante mirada ministerial a los problemas de gestión que 

presenta la municipalización” (2004).

un modelo institucional que busque fortalecer el rol del alcalde exige el 

correspondiente aumento en el rango de acción de los ediles que les permita, 

entre otras cosas, tener mayor libertad para tomar decisiones de gestión, tener 

ingerencia sobre las políticas educativas locales, impulsar medidas concretas 

en las escuelas que obtengan resultados deficitarios y definir acciones respecto 

del personal que trabaja en ellas. esto exigiría hacer modificaciones al estatuto 

Docente. a su vez, ello debe ir acompañado de la entrega de información per-

tinente y relevante a los ciudadanos, para que estos estén en condiciones de 

evaluar la gestión del alcalde.17 

al discutir la alternativa de fortalecer el rol de los expertos y técnicos, hi-

cimos alusión a la creación de entidades administradoras de educación pública 

de carácter independiente. en este caso, si lo que se busca es fortalecer el rol 

del alcalde, ellas debieran depender y rendir cuentas directamente al alcalde 

de cada municipio.

existe una nutrida literatura sobre el impacto del rol del alcalde en los 

resultados educacionales. en estados unidos, a partir de la década de los no-

venta, los distritos escolares, tradicionalmente en manos de school boards han 

sido “tomados” por las autoridades políticas locales, dado los bajos resultados 

de las escuelas públicas. existen diversas modalidades bajo las cuales se ha 

efectuado este proceso. el control puede tomarlo el alcalde y un ejecutivo a 

cargo (i.e. Chicago, illinois), lo pueden compartir el estado y la ciudad (i.e. 

Baltimore, maryland) o la autoridad estatal permite que las autoridades locales 

manejen el distrito (i.e. lawrence, massachussets) aunque mantiene un poder 

de veto (Wong y shen, 2003).

en general, las autoridades responsables están facultadas para imponer 

sanciones u ofrecer apoyo a las escuelas de bajo desempeño. los resultados 

han sido dispares; determinados distritos han logrado aumentar significativa-

mente el desempeño de las escuelas públicas en pruebas estandarizadas, mien-

tras en otros los resultados no parecen ser tan claros y alentadores (Wong y 

shen, 2003). a pesar de ello, la tendencia apunta en esta dirección. el objetivo 

17 aunque en el área educativa existen mecanismos para informar a los ciudadanos, es necesario 
mejorar la forma en que estos resultados se comunican. los resultados de la prueba simce, por 
ejemplo, son desconocidos por la mayoría de los apoderados (elacqua y fabrega, 2007).
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es transparentar la responsabilidad política hacia la educación local y en ese 

sentido ha sido exitoso, porque la población sabe quién es el responsable.

Ventajas de fortalecer el rol del alcalde

en el caso concreto de nuestro país, esta alternativa tiene la ventaja de ser 

consistente con el sistema actual y, por lo tanto, no requiere una reingeniería 

completa sino más bien una aclaración respecto de las funciones y responsa-

bilidades de cada uno de los actores involucrados, así como también un me-

joramiento de las capacidades técnicas, administrativas y pedagógicas de los 

encargados. al mismo tiempo, requeriría mejorar la información entregada a 

los ciudadanos, de manera que puedan evaluar el desempeño del alcalde en las 

materias educativas. Como se mencionó anteriormente, los municipios tienen 

traspasados los servicios de educación y reciben recursos del estado para su 

gestión.18 es parte del mandato asumido por los alcaldes, de sus atribuciones 

y funciones, y por lo mismo, forman parte de las razones por las cuales los 

electores deberían elegirlos. 

Dejar la responsabilidad de los resultados educacionales de las escuelas 

en manos de las autoridades elegidas a nivel local, favorece el accountability 

político. es razonable asumir que el ámbito educacional es importante para los 

electores municipales y que, por lo tanto, los alcaldes que son mal evaluados 

no debieran volver a ser elegidos.19 

es necesario aclarar que los argumentos que se presentan a continuación 

descansan en gran medida en el supuesto recién mencionado, es decir, que 

los ciudadanos llegarán a considerar los resultados educativos de las escuelas 

municipales como dato para votar o no por un determinado candidato. lo 

cierto, sin embargo, es que no existe evidencia suficiente para saber cuáles 

son los factores que consideran los votantes al momento de elegir al alcalde. 

el argumento aquí expuesto descansa en la idea que si se empodera al alcalde 

en la toma de decisiones educativas (como lo han hecho muchas ciudades en 

estados unidos), los ciudadanos al menos tendrán claro a quién responsabilizar 

por los resultados. 

lo anterior tiene, según la literatura especializada, al menos dos efectos 

positivos. en primer lugar, si los electores saben que los resultados obtenidos 

por las escuelas públicas son responsabilidad del alcalde, este deberá enfatizar 

la importancia que tienen los planes educativos dentro del plan general de de-

sarrollo de su comuna y procurar que los resultados sean “visibles”, tal como 

18 en efecto, el fondo Común municipal (fCm) tiene especificado un porcentaje para la presta-
ción de servicios educativos.

19 Como señalamos más arriba, si bien no existe evidencia sobre este tema, un importante nú-
mero de alcaldes afirma que los pobladores los responsabilizan por la calidad de la educación 
pública de la comuna, y se dirigen a ellos para hacer quejas y sugerencias al respecto.  
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otros proyectos que por su naturaleza son más fáciles de ver por los ciudadanos 

(como la remodelación de la Plaza de armas, por ejemplo).

en segundo lugar, tendría incentivos para mejorar la eficiencia y trans-

parencia de los gastos, particularmente en educación, ya que los ciudadanos 

fiscalizarán el uso de los recursos que el alcalde les asigne. De esto se deriva 

también que existirán incentivos para tomar decisiones de presupuesto más 

eficientes como, por ejemplo, despedir al personal mal evaluado y reemplazarlo 

por profesionales que incidan positivamente en el rendimiento escolar. si los 

alcaldes son, en la práctica, los responsables de los resultados educacionales 

(pedagógicos y de aprendizaje propiamente tales y no únicamente de la admi-

nistración presupuestaria), ello da pie también para que intervengan con más 

fuerza y determinación sobre las escuelas que obtienen resultados constante-

mente bajos. 

fortalecer el rol del alcalde, aumentar el rango de sus atribuciones y res-

ponsabilizarlo por los logros educativos de las escuelas es, en resumidas cuen-

tas, una forma de transparentar la política educacional a nivel local y con ello, 

mejorar la confianza en las escuelas públicas. a través de los logros educacio-

nales, los alcaldes debieran encontrar una oportunidad para hacer visible su 

gestión en un ámbito que afecta directamente la vida cotidiana y las oportuni-

dades de desarrollo de la comunidad local. 

un punto adicional es que si las familias estuvieran informadas de que 

los alcaldes cuentan con las atribuciones necesarias para hacer de las escuelas 

públicas, mejores escuelas, podría detenerse la migración actual de los alumnos 

hacia el sistema particular subvencionado e incentivar a los padres a matricular 

a sus hijos en escuelas públicas.

no está de más enfatizar lo importante que es para la ciudadanía contar 

con información apropiada para poder evaluar el rendimiento educacional de 

la gestión del alcalde. es necesario que los ciudadanos manejen datos sobre el 

rendimiento de las escuelas, comparaciones del rendimiento con otros munici-

pios, con el sector privado y con escuelas que atienden a alumnos de sectores 

sociales similares.

Desventajas de fortalecer el rol del alcalde

una desventaja asociada a esta alternativa dice relación con la influencia 

que puedan tener las consideraciones políticas sobre los criterios y las decisio-

nes que se tomen, que no responden a criterios técnicos, basados en evidencia 

empírica o recomendaciones de expertos, sino a simple clientelismo. 

una desventaja que presenta este modelo es la complejidad que encuen-

tran los ciudadanos al momento de evaluar y establecer las responsabilidades 

en materia educativa. este es un problema ampliamente documentado en la 
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literatura y que se aplica también en caso de que el alcalde asuma un mayor 

protagonismo como sostenedor de la educación municipal (Berry y howell, 

2005). actualmente, el sistema municipal de educación enfrenta fuertes críticas 

debido a los pobres resultados que han mostrado los alumnos en las pruebas 

de medición de resultados. en este sentido, ha sido fuertemente cuestionado el 

rol del alcalde en su calidad de sostenedor de educación.

se han hecho esfuerzos por presentar información al público sobre re-

sultados educativos. un ejemplo de ello es el estudio “Educación ¿cómo lo ha 

hecho su alcalde?” de engel, mizala y romaguera (2004).20 Para comparar la 

gestión educacional de los alcaldes, los autores se basaron en los cambios en 

los resultados de la prueba simce entre los años 2001 y 2003 (aplicada a 2º 

medio). Para ello elaboraron cuatro rankings que comparan los cambios en 

los puntajes de las pruebas según distintas dimensiones. el primero rankea las 

comunas solo en base a la diferencia en los puntajes entre ambas pruebas; el 

segundo muestra las diferencias en puntajes pero al interior de comunas so-

cioeconómicamente comparables; el tercero compara las diferencias al interior 

de grupos de comunas que obtuvieron puntajes similares en la prueba de 2001, 

y el cuarto compara las diferencias al interior de grupos de comunas con in-

crementos similares en la cobertura entre dichos años. finalmente, resumen la 

información de los cuatro rankings en un único indicador.21 

De este ejemplo se desprende que, por un lado, se requieren herramientas 

y estudios bastante sofisticados para presentar información de utilidad para el 

público. en segundo lugar, es claro que las variables que inciden en la gestión 

del alcalde no se agotan en el nivel socioeconómico, “punto de partida” (pun-

taje inicial de la prueba en 2001) e incremento en la cobertura, que los autores 

podían controlar.

en suma, no es fácil identificar los cambios producidos en educación mu-

nicipal (el de la prueba simce es solo uno de los cambios medibles) ni conocer 

a qué se deben ellos. a lo anterior es necesario añadir que, dadas las caracterís-

ticas del sistema en Chile, es posible que los alumnos que asisten a las escuelas 

del municipio no vivan en la misma comuna, por lo que sus padres no serían 

los electores a quienes los alcaldes buscan cautivar.22 

20 el artículo fue publicado en el diario La Tercera, el 19 de septiembre de 2004.
21 las comunas que están en el 20 por ciento superior en cada uno de los cuatro ranking se cali-

fican de “buen rendimiento” y, a la inversa, las comunas que están en el 20 por ciento inferior 
en todos los ranking se califican de “mal rendimiento”.

22 Cabe mencionar que según datos del ministerio de educación, el 70 por ciento de los alumnos 
cursando educación básica de la región metropolitana asisten a escuelas en su comuna de 
residencia.
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ConClusión

se analizaron tres alternativas para mejorar la institucionalidad de la edu-

cación pública. Cada una de ellas presenta ventajas y desventajas. en el caso 

del fortalecimiento del rol de los técnicos, aunque están aislados de los favores 

políticos, posiciones ideológicas u otros, se plantea la importante interrogante 

sobre cómo hacerlos responsables de los resultados obtenidos. la segunda al-

ternativa —fortalecer la participación ciudadana—, por su parte, muestra que 

estas instancias son muy débiles en nuestro sistema y, además, la experiencia 

de otros países muestra que se abren espacios para que grupos de presión de-

terminados impongan a sus representantes y sus prácticas en la comunidad. 

fortalecer el rol del alcalde, por último, presenta en el caso de nuestro 

país, la ventaja de ser consistente con el sistema actual, y que permite la rendi-

ción de cuentas a los ciudadanos. la principal desventaja tiene que ver con las 

fuertes limitaciones que los alcaldes tienen para cumplir su rol de sostenedores 

y la poca capacidad de los ciudadanos para evaluar la gestión educativa de sus 

alcaldes. a pesar de ello, esta alternativa es viable y requiere de una ampliación 

del rango de acción de las autoridades municipales para que puedan hacerse 

cargo, efectivamente, de la educación municipal de sus comunas.

esta última alternativa se vería beneficiada de una mayor conexión con el 

mundo académico y técnico. es crucial, además, generar más y mejor informa-

ción sobre los resultados educacionales y que esta sea transmitida a los apo-

derados y a la comunidad en general en forma eficaz y pertinente, para poder 

responsabilizar a su alcalde por los resultados de la educación municipal.
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La educación particular subvencionada 
como cooperadora del Estado

Claudio Almonacid 

en el debate nacional se ha planteado reiteradamente que el sistema esco-

lar chileno exige pocos requisitos para ser sostenedor de establecimientos edu-

cacionales, para recibir recursos públicos y para abrir nuevos colegios. Cabe 

preguntarse, a partir de la experiencia internacional y los resultados del sistema 

escolar, si hay fundamentos para sostener esta crítica. y si la crítica es correcta, 

¿qué nuevos requisitos se podría exigir para convertirse en sostenedor, para 

recibir recursos públicos y para abrir nuevos establecimientos educacionales 

en Chile? los cuatro puntos que revisamos a continuación son un intento de 

responder a estas preguntas.

anteCedentes del funCionamiento del sistema eduCaCional Chileno

el sistema educacional chileno se organiza en función de los mandatos 

de la Constitución Política y de la ley orgánica Constitucional de enseñanza 

(loCe), ambas aprobadas durante la dictadura militar. en ellas se impone un 

sistema descentralizado en el cual el estado debe resguardar especialmente la 

libertad de enseñanza y financiar un sistema gratuito que asegure el acceso de 

la población a la enseñanza básica. en este esquema, el rol del estado es fo-

mentar el desarrollo de la educación en todos los niveles, delegando en otros 

actores la administración del sistema escolar. 

Como señala el informe de la organización para la Cooperación y el 

Desarrollo económico (oCDe), “la descentralización de la educación en Chile, 

iniciada por el gobierno militar a principios de los ochenta, formó parte de un 

proceso mayor de descentralización del estado. Por razones ideológicas, vin-

culadas al desmantelamiento de la influencia del estado y de las autoridades 

políticas, como por fundamentos económicos, ligados a la concepción neoli-
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beral de hacer más eficiente y competitiva la prestación de los servicios socia-

les, el gobierno militar definió la administración territorial del país y transfirió 

buena parte de los servicios sociales, incluyendo la educación al poder de las 

municipalidades, reservando para las instancias nacionales un rol financiero y 

supervisor” (oCDe, 2004: 71). 

Desde el punto de vista del financiamiento, el sistema escolar chileno, en 

sus niveles preescolar, básico y medio, opera bajo las modalidades subsidiada 

y privada. en la primera, compuesta por los establecimientos administrados por 

los municipios, los particulares subvencionados y las corporaciones1 reciben 

subvención del estado, calculada según la asistencia de los estudiantes a los 

establecimientos. los colegios particulares pagados, por su parte, no reciben 

aportes del estado y funcionan solo con recursos aportados por los padres y 

apoderados.

los establecimientos privados, tengan o no subvención del estado, gozan 

de exenciones tributarias. recientemente el servicio de impuestos internos esti-

mó en más de 150 millones de dólares la exención de iVa a los establecimien-

tos de educación (Correa y ruiz tagle, 2006). 

según la ley de subvenciones (19.873 de 1988), el régimen de subven-

ciones propenderá a crear, mantener y ampliar establecimientos educacionales 

cuya estructura, personal docente, recursos materiales, medios de enseñanza 

y demás elementos propios de aquella proporcionen un adecuado ambiente 

educativo y cultural.

la subvención es un pago por alumno que se basa en una unidad deno-

minada unidad de subvención escolar (use). el monto de subvención en use 

difiere según el nivel de enseñanza (parvularia, básica, media, adultos, etc.), 

tipo de escuela (diurna, vespertina), región geográfica y condición de ruralidad. 

asimismo, el monto de subvención es diferente según si el establecimiento tie-

ne o no Jornada escolar Completa (JeC). el aporte mensual que recibe el esta-

blecimiento por concepto de subvención de escolaridad se calcula de acuerdo 

al promedio de asistencia efectiva de los alumnos en los últimos tres meses.

la subvención escolar es entregada a los sostenedores de los estableci-

mientos. en el caso de los colegios de dependencia municipal los recursos 

provenientes de la subvención son entregados al municipio. en los colegios 

particulares subvencionados, en cambio, estos recursos son entregados directa-

mente al sostenedor. la subvención debe financiar los costos operacionales de 

los colegios, sin embargo, no existe una disposición que obligue al sostenedor 

a utilizar los recursos provenientes de la subvención escolar en el mismo esta-

blecimiento, con lo cual estos recursos pueden tener otros destinos. 

1 si bien las corporaciones empresariales funcionan bajo el mismo criterio, la forma de cálculo 
de la subvención escolar es distinta.
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el modelo de financiamiento actual delega en los padres y apoderados 

la decisión de elegir el establecimiento al que asistirán los alumnos. así, esta 

decisión define el destino de los recursos otorgados por el estado a través de 

la subvención. 

Como señala mizala (1998), el mecanismo de subvención fue sugerido por 

milton friedman y su aplicación en Chile “sigue a los alumnos”, puesto que 

el gobierno subsidia a los establecimientos elegidos por los padres en función 

directa a la matrícula que alcanzan, de modo que los recursos cambian de sos-

tenedor cuando los padres cambian a sus hijos de establecimiento.

en términos generales, la combinación de los elementos administrativos, 

financieros y pedagógicos constituye un cuasi mercado educacional en que di-

versos oferentes compiten por proveer el servicio demandado por las familias. 

existe un rol activo del estado, quien define los objetivos del sistema educa-

cional (contenidos de enseñanza y evaluación de los aprendizajes), normativa 

(funcionamiento y financiamiento) y condiciones (estatuto Docente e infraes-

tructura). 

en este cuasi mercado se aprecia que los padres han decidido en por-

centajes muy importantes dejar de enviar a sus hijos a los colegios municipales 

para enviarlos a los colegios particulares subvencionados, donde tienen que 

aportar una parte del financiamiento. así, el sistema escolar chileno se carac-

teriza por una constante consolidación del sector particular subvencionado, 

debido al aumento de la oferta de este tipo de colegios y a la decisión de los 

padres de enviar a sus hijos a los mismos. 

según datos del ministerio de educación, el año 2000 había 6.255 es-

tablecimientos municipales y 3.217 particulares subvencionados, mientras en 

2005, los municipales disminuyeron a 6.098 (157 menos) y los particulares sub-

vencionados aumentaron a 4.630 (1.413 más). esto significa que la educación 

municipal educaba en 2005 a un 48,4 por ciento de los estudiantes chilenos 

y la particular subvencionada, a un 43,2 por ciento. en el área urbana, ambas 

dependencias educan a un 45,4 por ciento de la matrícula, mientras en el sector 

rural la oferta particular subvencionada atiende solo a un 23,1 por ciento.

análisis de la eduCaCión partiCular subvenCionada

Los sostenedores de la educación particular subvencionada

Cada establecimiento particular que recibe subvención del estado debe te-

ner un “sostenedor”, quien es su propietario y responsable institucional. existe 

escasa información respecto de quiénes son los sostenedores, qué sociedades 

establecen, cuántos colegios administran a través de ellos y cuánto dinero re-

ciben por concepto de subvenciones. es importante señalar que la resolución 
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15.374 del ministerio de educación, de diciembre del 2001, otorga el carácter 

de reservado a los actos y documentos referidos, entre otros, a la “subvención 

recibida por los sostenedores de establecimientos educacionales, sea este muni-

cipal o particular” y “los aportes recibidos por los establecimientos educaciona-

les regidos por el D.l. 3.166, de 1980”, lo cual muestra que no hay intención de 

transparentar las situaciones relacionadas con el ámbito privado en educación.

utilizando la base de datos de subvenciones del ministerio de educa-

ción, almonacid (2004) clasifica a los sostenedores subvencionados como 

privados, religiosos y sociales, destacando que esta actividad es desarrollada 

primariamente por particulares y secundariamente por grupos con objetivos 

sociales. esta situación es diametralmente opuesta a lo que ocurre en otros 

países, en donde las iglesias constituyen el principal oferente en sistemas 

descentralizados.

Distribución de los colegios particular subvencionados, según tipos de sostenedor.*

Establecimientos % Matrícula %

Privado 2.121 68,6 747.107 58,5

religioso 812 26,2 454.790 35,6

social 163 5,2 75.787 5,9

total 3.096 �00,0 �.277.684 �00,0

fuente: almonacid (2004), a partir de Base de datos de subvenciones escolares del ministerio de 
educación. año 2001.
* el total de establecimientos particular subvencionados era 3.594 el año en que se hizo el análisis. 
sin embargo, 498 de ellos no fue posible clasificarlos por falta de información en la base de datos 
del ministerio de educación.

el grupo “privado” se distingue por su naturaleza legal, cuyo principal 

objetivo es la administración de establecimientos educacionales particulares 

subvencionados, a diferencia de los religiosos y sociales, cuyo objetivo está 

referido a la acción educativa. en esta clasificación se distinguen los subgrupos 

“particulares y sociedades”, que en total, administran 2.121 establecimientos. 

se observa que 72,7 por ciento constituyen colegios “particulares” y 27,2 por 

ciento, “sociedades educacionales”. 

el grupo “religioso” está conformado por tres subgrupos, que son iglesia 

católica, iglesias evangélicas y otras iglesias, siendo la primera su principal 

actor.

el grupo “social” se refiere a instituciones cuyos objetivos se encuentran 

en el sector social. la característica común es que corresponden a organizacio-

nes sin fines de lucro. en total, 163 establecimientos son administrados por este 

tipo de organizaciones, lo que significa un 5,2 por ciento del total de estableci-

mientos particular subvencionados, con una matrícula de 75.787 alumnos.

Por otra parte, el ministerio de educación, utilizando su propia base de 
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datos del 2003,2 señala que la mayoría de los sostenedores son dueños de un 

solo establecimiento, y unos pocos tienen a su cargo una cantidad de estable-

cimientos similar a los sostenedores municipales. asimismo, la mayoría de las 

matrículas se concentran en establecimientos cuyos dueños tienen solo uno de 

estos (montt y otros, 2006).

Establecimientos por 
sostenedor

Porcentaje de
establecimientos

Porcentaje de
matrículas

Número de
Matrículas

1 establecimiento 67,0 70,6 736.435

2 establecimientos 13,2 16,6 173.559

entre 3 y 10 11,6 9,1 94.349

más de 10 8,3 3,7 38.184

fuente: montt y otros, 2006.

Los requisitos para el reconocimiento oficial

y la obtención de la subvención estatal

el marco regulatorio que rige al sistema educacional chileno se basa en 

dos principios que, en la práctica, se han mostrado como contradictorios: el 

derecho a la educación y la libertad de enseñanza. De acuerdo a la loCe, el 

ministerio de educación reconoce oficialmente a los establecimientos educa-

cionales que impartan enseñanza en los niveles básico y medio, cuando lo 

soliciten y cumplan con determinados requisitos.

uno de ellos es tener un sostenedor, que puede ser una persona natu-

ral o jurídica responsable del funcionamiento del establecimiento educacional. 

Dicho sostenedor, o representante legal en su caso, debe a lo menos, contar 

con licencia de educación media. además debe ceñirse a planes y programas 

de estudio, sean propios del establecimiento o los generales elaborados por el 

ministerio de educación Pública.

requisito importante es poseer el personal docente idóneo necesario y 

el personal administrativo y auxiliar suficiente para cumplir con las funciones 

que les corresponden, atendido el nivel y modalidad de la enseñanza que 

impartan y la cantidad de alumnos que atiendan. Docente idóneo es el que 

cuenta con título de profesor del respectivo nivel, y especialidad cuando co-

rresponda, o esté habilitado para ejercer la función docente según las normas 

legales vigentes.

2 en este libro no se señala la metodología utilizada para establecer estas categorías, pero es 
posible que el análisis cometa un error de interpretación en tanto a partir de la base de datos 
del ministerio no es posible establecer las redes que existen al interior de la educación particu-
lar subvencionada. Por ejemplo, puede existir una persona natural que forme parte de una o 
varias sociedades anónimas y, por tanto, es posible que administren más colegios que los que 
figuran en la base.

Sostenedores particular subvencionados, según cantidad de establecimientos que poseen
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la ley exige también funcionar en un local que cumpla con las normas de 

aplicación general previamente establecidas, y disponer de mobiliario, elemen-

tos de enseñanza y material didáctico mínimo adecuado al nivel y modalidad 

de la educación que pretenda impartir.

se argumenta que en diversos sentidos estas condiciones para constituirse 

en sostenedor de establecimientos educacionales son insuficientes.

la licencia de enseñanza media, por ejemplo, es considerada un requisito 

demasiado elemental para asumir este rol. según alfredo Prieto,3 ministro que 

inició el proceso de modernización del sistema educacional en el gobierno de 

Pinochet, esta exigencia mínima se debió a que, en esa época, gran parte de 

los docentes que solicitaban constituirse en sostenedores habían estudiado en 

escuelas normales y por tanto no tenían formación universitaria. a su juicio, 

solicitar una credencial académica mayor implicaba que los profesores no pu-

dieran convertirse en cooperadores de la función educativa del estado. 

el funcionamiento en un local escolar que cumpla con las normas no im-

plica necesariamente ser dueño de él. esta situación se hizo patente al aplicarse 

la jornada escolar completa y, mediante aportes de capital, se construyeron 

nuevos establecimientos o ampliaciones de estos. entonces se vio que muchos 

sostenedores no eran dueños de los terrenos en donde funcionaban sus escue-

las o liceos, por lo que los siguientes concursos de aportes de capital considera-

ron esta variable y exigieron a los sostenedores la propiedad de los terrenos.

nada se dice respecto del tipo de personalidad jurídica que debe cons-

tituir el sostenedor para ser cooperador de la función educativa del estado, 

cuestión que sí está señalado en la loCe para la educación superior. 

tampoco señala la duración del sostenedor en este rol, que en la práctica 

puede ser a perpetuidad, salvo alguna infracción grave determinada por el mi-

nisterio de educación. la ley de subvenciones señala que el sostenedor debe 

“mantener en funcionamiento” el establecimiento, sin especificar qué significa 

esta situación. 

Para pedir la subvención escolar la ley de subvenciones establece que los 

sostenedores deben tener el reconocimiento oficial del estado; ajustarse a los 

mínimos y máximos de alumnos por curso que, en cada caso y para atender las 

exigencias pedagógicas, señale el reglamento; contar con los cursos o ciclos de 

educación correspondientes al nivel de enseñanza que proporcionen.

la disposición les exige también tener un reglamento interno, que rija las 

relaciones entre el establecimiento y los alumnos, con indicación de causales 

de suspensión y de cancelación de matrícula. entre las exigencias de ingreso 

o permanencia no pueden figurar cobros ni aportes económicos, directos, in-

3 entrevista realizada en el proyecto fondecyt 1050548: Política educativa e integración y exclu-
sión social. almonacid, 2005-2006.
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directos o de terceros, como fundaciones, corporaciones, entidades culturales 

deportivas, o de cualquier naturaleza que excedan los derechos de escolaridad 

y matrícula autorizados por la ley.

finalmente, los sostenedores deben encontrarse al día en los pagos de 

remuneraciones y de cotizaciones previsionales de su personal.

estos requisitos pueden ser considerados mínimos para el “funcionamien-

to” de un establecimiento educacional. la mayor parte de ellos son administra-

tivos y de un carácter formal y nada se señala de la función educativa para la 

cual se le ha otorgado al sostenedor la calidad de cooperador.

la ley de subvenciones establece como infracciones graves la adultera-

ción dolosa de cualquier documento exigido para obtener la subvención, la 

alteración de la asistencia media o matrícula, el cobro indebido de derechos de 

escolaridad, o de valores superiores a los establecidos, la exigencia de cobros 

o aportes económicos a través de terceros, las falsas declaraciones juradas, el 

atraso reiterado en el pago de las remuneraciones, cotizaciones previsionales 

y de salud de su personal, y cualquier otra maquinación dolosa destinada a 

obtener la subvención.

los infractores a estas disposiciones se exponen a multas, a la suspensión 

del pago de la subvención, privación de la misma —total o parcial; definitiva 

o temporal—, revocación del reconocimiento oficial, e inhabilidad temporal o 

perpetua de el o los sostenedores para mantener o participar en la administra-

ción de establecimientos educacionales subvencionados.

la privación de la subvención, la revocación del reconocimiento oficial y la 

inhabilidad temporal o perpetua solo pueden ser aplicadas en caso de infracción 

grave. Por su parte, la suspensión del pago de la subvención y la revocación 

del reconocimiento oficial solamente son aplicables al sostenedor en relación al 

establecimiento en que ocurrió el hecho que da lugar a la sanción y, por tanto, 

no son extensibles a los otros establecimientos de su administración.

en el caso de revocación del reconocimiento oficial o de inhabilidad tem-

poral o perpetua, el ministro de educación podrá, en casos graves y por de-

creto supremo fundado, disponer la suspensión del representante legal para el 

ejercicio de dichas funciones, en ese u otro establecimiento educacional, por 

un plazo de hasta un año, el que se puede extender hasta cuatro años cuando 

se trata de personas sometidas a proceso penal, fundado en los hechos que 

originaron la correspondiente sanción administrativa.

Como se aprecia, en la ley de subvenciones no existe ninguna referencia 

a la función educativa para la cual se ha otorgado el rol de cooperador. 

al respecto, es importante considerar algunas situaciones que afectan el 

funcionamiento del sistema de subvenciones en relación con el resguardo de la 

condición de cooperadores de la función educativa del estado.
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Escasa fiscalización sobre los recursos asignados por concepto de subven-

ción escolar. si bien hay diversas normas para la fiscalización del uso de los 

recursos públicos entregados a los sostenedores, en la práctica se ven obstaculi-

zadas por normativas engorrosas y burocráticas. un caso altamente publicitado 

en los medios de comunicación mostró las irregularidades en que incurrió el 

sostenedor de los colegios Britania,4 de dependencia particular subvencionada. 

este administraba los establecimientos a través de una figura personal, de su 

familia y de una sociedad constituida para tal efecto. la fiscalización de estas 

irregularidades demoró un par de años debido a las dificultades del ministerio 

para aclarar el entramado legal entre los colegios. 

Pedro henríquez, ex jefe de Planificación y Presupuesto del mineduc, 

señaló en crónica del diario La Nación5 que entre las estrategias más comunes 

para burlar el sistema de subvenciones están declarar planta docente completa 

sin tenerla, contratar profesores hasta diciembre y obtener de todas formas di-

nero para pagar enero y febrero, contratar personas sin título y pagarles menos, 

no pagar sueldos o cotizaciones previsionales y de salud y cobrar horas de 

clases que no se hicieron.

el informe de subvenciones de Diciembre del 2004 señala que solo se 

cumplió un 45 por ciento de las visitas programadas a los establecimientos prio-

ritarios6 y únicamente se había visitado el 66 por ciento de los establecimientos 

proyectados en la planificación anual. se señala que, de los colegios inspec-

cionados ese mes, 33,1 por ciento se encontraban funcionando de acuerdo a 

las normativas; 47,7 por ciento evidenciaron algunas faltas, y 19,2 por ciento 

habían cometido faltas graves a los requisitos establecidos en la ley de subven-

ciones. es decir, dos tercios de los establecimientos —considerando municipa-

les y particular subvencionados— no cumplían la normativa. 

según Pedro henríquez,7 el año 2003 se perdieron 25 mil millones de 

pesos por fraudes cometidos al sistema de subvenciones escolares, lo cual equi-

vale al 1 por ciento del presupuesto del ministerio, situación que se produce 

todos los años. De acuerdo al fiscalizador miguel Verdugo, en todo Chile en el 

año 2000, se pagaron dos millones de horas no realizadas.

Escaso personal técnico destinado a fiscalización. solo existen alrededor 

de trescientos inspectores de subvención para las 11.296 escuelas y liceos exis-

4 si bien es cierto la situación de los colegios Britania y su sostenedor constituye un caso par-
ticular y no una tendencia estadística, puede considerarse como una situación paradigmática 
en tanto muestra los límites hasta dónde puede expandirse la acción de un sostenedor en el 
marco legal vigente.

5 Diario La Nación del 8 de agosto del 2006. http://www.lanacion.cl/prontus_noticias/site/ar-
tic/20060827/pags/20060827183213.html

6 información disponible en la página web del ministerio de educación.
7 Diario La Nación, op. cit.
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tentes en todo Chile. en santiago, este número se reduce a treinta para fiscalizar 

a 2.275 establecimientos subvencionados. 

Escasas sanciones a los infractores. el ejemplo de los colegios Britania 

muestra la precariedad de las sanciones para los sostenedores que incurren en 

irregularidades con el uso de los recursos públicos. en este caso, el sostenedor 

fue sancionado por un año sin ejercer como tal y la sociedad fue sancionada a 

perpetuidad. luego de un año, el sostenedor podría formar una nueva sociedad 

y volver a administrar establecimientos.

se puede señalar, conforme a la experiencia de 26 años de aplicación 

de esta política de subsidiaridad, que, en general, para crear un colegio no es 

necesario demostrar que existe la necesidad educacional en la comunidad en 

donde se creará, así como no existe restricción territorial para crear un esta-

blecimiento educacional que regule a nivel comunal, regional o nacional.

no existe tampoco transparencia para conocer quiénes son los sostene-

dores y qué redes se establecen entre ellos, ni obligación de los sostenedores 

para utilizar en el propio establecimiento los recursos públicos que les entrega 

el estado por subvención escolar.

los mecanismos de sanción a los sostenedores que no cumplen con sus 

obligaciones son largos y burocráticos, y el estado tiene escasa capacidad para 

fiscalizar que los sostenedores cumplan con sus obligaciones. finalmente, exis-

ten varios mecanismos para burlar las sanciones establecidas a los sostenedores 

que no cumplen con sus obligaciones. 

Algunos elementos no resueltos en esta discusión

en términos más generales, hemos identificado un conjunto de aspectos 

no resueltos que afectan el diseño y funcionamiento del sistema educacional 

chileno.

Rol del Estado. la Constitución y la loCe señalan al ministerio de educa-

ción un rol activo para velar por el cumplimiento del derecho a la educación 

y la libertad de enseñanza. al estado le corresponde, más que solo establecer 

regulaciones para que los sostenedores ingresen al sistema educacional y se 

mantengan, fundamentalmente determinar un plan racional, a partir de reales 

necesidades, para regular este ejercicio.

Concepto de cooperador de la función educativa del Estado. al obtener 

el reconocimiento del estado para funcionar como sostenedor se adquiere la 

condición de “cooperador de la función educativa del estado”, concepto que 

no se ha discutido así como sus implicaciones, relevantes para repensar las 

condiciones para crear y mantener establecimientos educacionales.
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Kart-heinz hillmann (2001) señala que “cooperación” puede entenderse 

como la colaboración ordenada y lo más productiva posible entre individuos, 

así como entre formaciones sociales, y como la relación existente básica y 

necesaria de la vida en sociedad. es esencial para ella la existencia de un siste-

ma común de comunicaciones, objetivos, normas sociales, instituciones y una 

seguridad recíproca en las expectativas. la cooperación se manifiesta en los 

distintos niveles de la división del trabajo y en la institucionalización funcional 

de las posiciones sociales y los roles. 

sin embargo, la cooperación está amenazada por la tendencia del actor 

individual a engañar, estafar, utilizar y explotar al socio en beneficio de una 

maximización de las propias ventajas. estas tendencias deben mantenerse den-

tro de márgenes mínimos, mediante la interiorización de valores y principios 

materializables a través de normas basadas en sanciones y de instituciones 

estables.

la cooperación no supone la desaparición de conflictos y de antagonis-

mos. Pese a la rivalidad debida a valores e intereses distintos, los actores co-

operan porque solo pueden poner en práctica objetivos importantes mediante 

una acción conjunta. 

a su vez, por “función educativa del estado” puede entenderse todas las 

acciones destinadas a lograr los objetivos que la sociedad le ha encargado. en 

el caso chileno, estos incluyen velar por el derecho de los padres a educar a sus 

hijos, promover el derecho a la educación, la libertad de enseñanza, y proveer 

de un sistema público gratuito.

en Chile no se han establecido las condiciones para aplicar el concepto 

“cooperador de la función educativa del estado” y en cambio se han planteado 

los requisitos para ingresar y permanecer como sostenedor, sin que se generen 

las orientaciones o los marcos regulatorios de un pacto social por una educa-

ción de calidad.

Confusión entre libertad de enseñanza y libertad de empresa. Producto de 

esta indefinición de lo que implica ser “cooperador de la función educativa del 

estado”, el derecho a la libertad de enseñanza se ha transmutado en libertad 

de empresa para constituir establecimientos educacionales. se ha generado por 

ello una alta dispersión de la oferta educacional, sin ninguna relación con las 

demandas educativas, sociales o económicas. 

los miembros del Consejo asesor han señalado que “es necesario forta-

lecer el derecho a la educación, concibiéndolo como el derecho de acceder a 

un sistema gratuito y de una calidad establecida, que el estado garantiza y que 

es exigible por los ciudadanos ante órganos independientes. Por otro lado, la 

puesta en práctica efectiva de la libertad de enseñanza muchas veces corre 
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peligro de confundirse con la libertad de empresa, y el derecho de los padres 

de elegir la educación de sus hijos se ve mermado por la capacidad de los 

establecimientos de seleccionar alumnos y por el financiamiento compartido” 

(Consejo asesor, 2006: 14).

Cualquier persona natural o jurídica que lo solicite, y cumpla con las con-

diciones mínimas establecidas en la loCe, puede constituirse en cooperador 

de la función educativa del estado. los requisitos más complejos se relacionan 

con aspectos no pedagógicos, como infraestructura, equipamiento, condiciones 

sanitarias, etc. Pero no existen criterios educativos, pedagógicos o sociales con 

los cuales pueda ser evaluada una propuesta de creación de un establecimien-

to, y no se advierten indicaciones respecto al número posible de estableci-

mientos educacionales que puede administrar un sostenedor ni la cantidad de 

alumnos que pueden atender.

Competencia para mejorar los resultados educativos. De manera implícita, 

en la política que permite la participación de diversos oferentes para promover 

la libre elección, por parte de los padres, del colegio donde estudiarán sus hijos 

subyace la idea de que la competencia entre los establecimientos mejoraría los 

niveles educativos y los padres preferirían los mejores. la evidencia empírica 

(estudios nacionales e internacionales) dice que esta promesa no se cumple y 

que los establecimientos subvencionados no logran mejores resultados (redon-

do, 2007).

Posibilidad de quiebra económica por parte de los sostenedores. otro as-

pecto no considerado en la participación de instituciones con fines de lucro en 

el sistema escolar es la posibilidad de que los establecimientos educacionales 

generen pérdidas económicas, e incluso quiebren, no pudiendo responder al 

compromiso adquirido de ser cooperadores de la función educativa del estado. 

una causa posible de esto es el propio funcionamiento abierto del sistema, que 

permite la incorporación sin límites de nuevos operadores para una matrícula 

fija y que además empieza a disminuir producto del descenso de la tasa de 

natalidad. 

no existe información sobre cuántos establecimientos están —o han es-

tado— en condición cercana a la quiebra, pero sí es posible ver en los medios 

de comunicación el aumento de la venta de establecimientos. al no exigirse a 

los sostenedores que constituyan organizaciones sin fines de lucro, se ha permi-

tido realizar hipotecas sobre los edificios, aumentando su patrimonio. incluso 

se permite hacerlo con los nuevos edificios construidos con aporte estatal de 

capital para lograr los objetivos de la Jornada escolar Completa. tampoco hay 

información sobre el uso de los recursos que el estado proporciona a los soste-
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nedores y sobre cuántos de estos recursos son sacados del sistema educacional 

para otros fines. no existe ninguna disposición que obligue a estos actores a 

utilizar estos recursos en el sistema educacional.

experienCia internaCional

De acuerdo a andy green (2001), en europa es posible identificar cuatro 

modelos de regulación y gobierno educativos: centralizado, cesión regional, 

control local y autonomía institucional en cuasi mercado. según el autor, a los 

tres países que el año 1975 se organizaban de acuerdo al modelo de control 

local —holanda, reino unido e irlanda— se habrían agregado, en 1995, finlan-

dia y suecia. holanda aplicaría, en 1975, el modelo de autonomía institucional 

en cuasi mercado, y posteriormente lo haría el reino unido.

el modelo de control local supone un predominio de la autoridad local 

democráticamente elegida que se articula en función de una autoridad central. 

en el caso del reino unido, este modelo surgió en escocia, producto de una 

tradición democrática del siglo XiX, centrada en la iglesia, mientras que en 

inglaterra y gales lo hizo a partir de una tradición de iniciativa municipal y vo-

luntaria. en el reino unido la educación se basaba en una colaboración entre el 

gobierno central, las autoridades locales y las escuelas. las autoridades locales 

eran responsables de la organización, las escuelas tenían una considerable au-

tonomía y el personal docente exhibía altos niveles de autonomía profesional, 

principalmente respecto del currículo y la evaluación.

el modelo escandinavo, por su parte, puso menos énfasis en la autonomía 

profesional y dependió de una poderosa tradición de democracia local y de so-

lidaridad comunitaria, lo cual permitió contar con muchas escuelas voluntarias. 

existe una regulación central relativamente ligera en donde el ministerio ofrece 

objetivos, guías y estructuras, combinado con un fuerte rol administrativo a ni-

vel local y un cierto grado de autonomía escolar y de elección de centro.

el modelo de autonomía institucional en cuasi mercado ha significado 

para holanda la introducción de elementos de mercado en un sistema altamen-

te diversificado, mientras que para el reino unido supone una reanudación 

parcial de las tradiciones voluntaristas de mediados del siglo XiX. holanda ha 

practicado una política de libertad educativa desde la Constitución de 1848, 

como un intento de reducir la tensión entre la iglesia holandesa reformada y 

la iglesia Católica. De este modo, a partir de 1920, existe una política “esco-

lar libre” que permite a un número relativamente pequeño de padres (50 a 

150, según el tamaño del ayuntamiento) crear una escuela primaria con una 

determinada pedagogía religiosa o filosófica. Cuando se aprueba el proyecto, 

el ayuntamiento provee los edificios y el gobierno central cancela los salarios 
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de los profesores y los costos operativos. actualmente, el 83 por ciento de las 

escuelas holandesas son libres y el 90 por ciento de ellas fueron creadas por 

grupos religiosos. las escuelas deben satisfacer unas exigencias mínimas para 

recibir la subvención, pero no se les permite ningún tipo de cobro. 

en inglaterra y gales, el sistema escolar se ha reestructurado con el ob-

jetivo de generar un mercado competitivo para que los padres tengan mayor 

libertad de elección de escuela. el Plan de Plazas asistidas, surgido de la ley 

de educación de 1980, proporcionó apoyo financiero estatal para la asistencia a 

escuelas privadas de niños pertenecientes a familias con ingresos situados bajo 

cierto nivel. la legislación de 1988 permitió a los establecimientos de enseñanza 

media convertirse en escuelas subvencionadas, debiendo contar para ello con 

el apoyo mayoritario de los padres. la ley de 1993 extendió esta posibilidad, 

permitiendo a gran parte de los establecimientos esta transformación a través 

de la concreción especializada en algún área (artes, música o deportes). 

en este nuevo escenario, los padres tienen amplia participación en la toma 

de decisiones en las escuelas. además, se aumentó su nivel de representativi-

dad, y la de los grupos empresariales, en los organismos de gobernación de las 

escuelas. los padres, además, avanzaron en su demanda de permitir que sus 

hijos pudieran matricularse en otras zonas fuera de su residencia. a las escuelas 

que tienen una alta demanda de matrícula se permitió que realicen procesos 

de selección, hasta en un 15 por ciento, sobre la base de las habilidades de los 

estudiantes. los establecimientos, por su parte, obtuvieron facultades para con-

trolar sus presupuestos, así como poderes para contratar y despedir personal. 

el financiamiento se relacionó con las matrículas, ponderadas según la edad de 

lo estudiantes. la legislación de 1992 estableció a los colleges como sociedades 

anónimas, propietarias de sus instalaciones y con estatus legal independiente.

interesante es también un estudio de ana Villarroya (2000), investigación 

comparada sobre el financiamiento de la educación privada en europa, pu-

blicado por el ministerio de educación de españa. en él, la autora analiza los 

aspectos jurídicos que dan origen a la participación privada y su funcionamien-

to. en relación con los requisitos para crear y administrar establecimientos, los 

siguientes son los principales aspectos de su análisis.

en alemania —cuya educación subvencionada representa el 11 por cien-

to—, para tener la autorización del estado los establecimientos se someten a la 

comprobación de cumplimiento de normas de higiene, seguridad, protección 

de menores y planeamiento urbanístico, así como a la acreditación de la calidad 

ética del director y del personal docente. los procedimientos buscan que estas 

escuelas no sean inferiores a las del sector público en cuanto a los objetivos 

educativos o calificaciones del personal docente y que no promuevan discrimi-

naciones entre los alumnos por razones socioeconómicas. 
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Para la enseñanza primaria, el estado establece una serie de condiciones 

adicionales, con el propósito de garantizar una educación básica común para 

todos. Por ello, es escasa la importancia cuantitativa de los centros privados en 

este nivel. sin embargo, dichos centros disponen de autonomía para la organi-

zación de los horarios y los programas de enseñanza, y para la elección del ma-

terial didáctico. los centros complementarios,8 por el contrario, solo requieren 

la declaración de su apertura y el consiguiente registro, sin que sea necesario 

el procedimiento de autorización. ambos tipos de centros pueden perseguir 

objetivos religiosos o filosóficos específicos y están facultados, por tanto, para 

aplicar sus propios métodos de enseñanza. no obstante, deben adaptarse a las 

normas generales referentes al equipamiento escolar y cuestiones de organiza-

ción interna.

en francia, donde existen contratos simples y de asociación, los centros 

deben, en el caso de los primeros, tener un mínimo de cinco años, plazo que 

se puede acortar a un año por decisión del prefecto cuando se trate de barrios 

nuevos de zonas urbanas y siempre que exista un número mínimo de vivien-

das nuevas. asimismo, los locales e instalaciones deben reunir las condiciones 

adecuadas de salubridad e higiene y el número de alumnos de la enseñanza 

privada debe ser similar al de la enseñanza pública, en condiciones equivalen-

tes. el profesor es libremente contratado por el centro, siendo la relación entre 

ellos de carácter privada. este tipo de contratos solo se puede formalizar dentro 

de los límites de los recursos presupuestarios disponibles y tiene una duración 

mínima de tres años.

respecto al contrato de asociación —además de las condiciones impuestas 

para el contrato simple relativas al periodo de funcionamiento, propiedad de 

los locales, suficiencia del alumnado y disponibilidad crediticia—, las unidades 

escolares deben responder a una necesidad reconocida, acorde con el especial 

carácter del centro. Bajo este tipo de contratos, los profesores son nombrados 

por la administración, aunque el centro conserva el derecho a recusar aquellos 

nombramientos que considere incompatibles con su carácter más propio. los 

profesores se transforman así en funcionarios públicos. la duración de este tipo 

de contratos es indefinida.

en inglaterra y gales, los centros subvencionados —el 6 por ciento de 

la matrícula de enseñanza básica y el 9 por ciento de la enseñanza media—, 

tal como los del sector público, están sujetos a toda la legislación relativa al 

currículo nacional, introducida por la ley de reforma educativa de 1988, así 

como a las disposiciones oficiales sobre duración mínima de la jornada y del 

8 los centros complementarios tienen como objetivo reforzar la oferta estatal, impartiendo cur-
sos no disponibles en los centros públicos. este tipo de centros suele encontrarse, sobre todo, 
en el sector vocacional o profesional de la enseñanza (Villarroya, 2000: 62).
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año escolar. al igual que los centros públicos, el consejo de administración 

y el personal de los centros subvencionados gozan de autonomía para fijar 

horarios y elegir los métodos de enseñanza y material didáctico. ambos tipos 

de establecimiento están sometidos a la reglamentación vigente relativa a la 

inspección escolar. los centros voluntarios, por sus antecedentes históricos, 

conservan cierta autonomía respecto al contenido de la instrucción religiosa. 

en cuanto a su estatuto, si bien oficialmente continúan siendo propiedad de la 

iglesia —controlados por consejos de administración semi-independientes—, 

están sometidos a estrictas regulaciones estatales, que reducen, de forma signi-

ficativa, su ámbito de autonomía.

los centros subvencionados reciben del sector público el reembolso de 

gastos referidos a salarios del personal docente y gastos de mantenimiento y 

funcionamiento. adicionalmente, el sector público financia hasta un 85 por 

ciento del costo total de las obras de construcción importantes. estos centros 

no pueden exigir a sus alumnos el pago de cuotas.

en inglaterra existen los centros parcialmente financiados por el sector 

público denominados centros voluntarios (voluntary schools), que dependen 

de la iglesia o de organismos benéficos. estos centros —que empezaron como 

independientes y financiados por las familias— se integraron con el tiempo al 

sector público, que actualmente financia casi todos sus gastos.

entre los centros voluntarios se distinguen los centros controlados (volun-

tary-controlled schools), los centros subvencionados (voluntary-aided schools) 

y los centros con acuerdos especiales con el sector público (special agreement 

schools). los primeros, de propiedad de los organismos promotores, suelen 

recibir los recursos necesarios para cubrir los gastos corrientes y de capital. los 

centros subvencionados reciben solo los gastos corrientes, mientras los de ca-

pital, derivados de mejoras o ampliaciones, son financiados por los organismos 

promotores. no obstante, es posible que el sector público haga aportes para 

financiar hasta un 85 por ciento de los gastos de capital. finalmente, los special 

agreement schools pueden recibir donaciones equivalentes al 50 o 75 por ciento 

del costo de construcción de los edificios.

en los Países Bajos, el financiamiento público destinado al sector priva-

do se encuentra controlado por una serie de mecanismos reguladores, que se 

aplican al pago del personal docente, donde el número de docentes es deter-

minado según la razón alumnos/profesor. el nivel de salarios, el horario y otras 

condiciones laborales, además de los costos de los locales y las cantidades em-

pleadas para cubrir otros gastos corrientes, son también determinados central-

mente. además, el nivel central evalúa los resultados de los establecimientos. 

en el sistema holandés destaca, por un lado, la obligación de todos los centros 

de seguir un currículo uniforme, que especifica el número de horas dedicadas 
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a cada asignatura a lo largo de todo el año y, por otro, la obligación de todos 

los alumnos de realizar un examen nacional al finalizar la educación básica y la 

educación secundaria. estos controles se suelen extender al cumplimiento de 

los criterios de admisión de alumnos, la ausencia de ánimo de lucro y el control 

sobre prácticas discriminatorias, que se concretan en la exclusión de alumnos 

por la incapacidad de pago de sus familias. un sistema de inspección central 

visita periódicamente los centros.

respecto a la creación de centros educativos de titularidad privada, se ha 

producido desde 1993 un endurecimiento de las condiciones exigidas a los pro-

motores de los nuevos centros para obtener fondos del sector público. en los 

niveles de enseñanza primaria, se exige a los promotores un número mínimo 

de estudiantes durante un periodo de cinco años, que deberá ser mantenido en 

los siguientes quince. ese número mínimo ha aumentado de forma importante 

en los últimos años, de modo que la cantidad de centros de nueva creación, 

que era de 74 en 1990, 67 en 1991 y 55 en 1992, se redujo a 13 en 1993 y ape-

nas llegó a 5 en 1994. estos cambios han ido acompañados de modificaciones 

similares en la regulación del número de alumnos necesarios para mantener 

las ayudas públicas en los centros ya existentes. en 1992, tuvieron lugar 99 

fusiones, en 1993, fueron 270, y, en al año siguiente, 264. estos cambios han 

tenido lugar en un momento en el que el número de estudiantes ha disminuido 

en un 20 por ciento entre 1980 y 1990, y en el que se ha acelerado la secula-

rización de la enseñanza. en consecuencia, muchos centros religiosos aceptan 

estudiantes sin importar las creencias de sus familias. las dificultades aumentan 

en enseñanza secundaria pues el sector público solo financia nuevos centros en 

ausencia de centros similares en los alrededores. 

según el estudio de Villarroya (2000), en los países en que existe algún 

tipo de educación subvencionada, se persigue la equiparación de los gastos 

por alumno en centros públicos y privados. el alto financiamiento público de 

estos centros determina que los niveles de intervención sean también elevados. 

De este modo, además de las regulaciones relativas a las instalaciones físicas y 

a los requisitos académicos y financieros, estas instituciones están sometidas a 

una serie de controles sobre los salarios, las credenciales y la contratación do-

cente. esta situación puede apreciarse en los Países Bajos y en francia, donde 

los profesores tienen el mismo estatus y seguridad laboral que el profesorado 

de escuelas públicas. en estos países y en los centros voluntarios de inglaterra 

y gales, existen también regulaciones relativas a los procesos de decisión y a 

la composición de los órganos de gobierno escolar, para asegurar su funciona-

miento democrático. 

los controles se extienden también a los procesos de admisión de alum-

nos, mediante criterios que buscan dificultar la selección del alumnado por 
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parte de los centros. Por ejemplo, los centros voluntarios de inglaterra y gales 

no pueden rechazar alumnos sobre la base de sus capacidades académicas. en 

francia, los centros privados solo están capacitados para recibir financiamiento 

público si aceptan formar parte del plan educativo regional. Del mismo modo, 

en alemania, las escuelas privadas que reciben ayuda del sector público deben 

someterse a los criterios de selección determinados por este sector, sin que, en 

ningún caso, la religión pueda ser utilizada en estos centros como criterio de 

selección. 

en todos estos países existen también regulaciones sobre el cobro de 

cuotas a las familias que, en cierto sentido, al reducir el volumen de recursos 

privados de que disponen los centros subvencionados pueden limitar las 

mejoras en la calidad de estos centros. en holanda, por ejemplo, las cuotas 

autorizadas suelen ser muy bajas y, además, tienen carácter voluntario. en 

inglaterra y gales, la fijación de cuotas está prohibida en los centros volunta-

rios. en los cuatro países analizados por Villarroya (2000) las decisiones que 

quedan en manos de los centros privados subvencionados se relacionan con 

la selección de docente y alumnos, así como los métodos de enseñanza y la 

formación religiosa.

otro aspecto relevante, en torno a las relaciones del sector público con 

las organizaciones privadas y especialmente con la iglesia, es que en los países 

señalados por Villarroya la mayor parte de los recursos públicos se destina a 

centros religiosos. en alemania y francia, los centros confesionales agrupan 

aproximadamente el 80 por ciento y el 98 por ciento del alumnado, respecti-

vamente. en el caso de los centros voluntarios de inglaterra y gales, la mayor 

parte de los fondos públicos va a las iglesias Católica y de inglaterra. en los 

Países Bajos, sin embargo, los recursos suelen seguir a los alumnos indistinta-

mente a cualquier tipo de institución, independiente de su credo. no obstante, 

la asistencia a centros confesionales es mucho más numerosa, sobre todo, en 

los niveles de enseñanza primaria y secundaria general.

otro caso interesante es el español, en donde existe el llamado “régimen 

de conciertos”, que involucra al 25 por ciento de los establecimientos de ense-

ñanza básica y el 32 por ciento de enseñanza media.9 los conciertos consisten 

en un acuerdo entre el titular del centro privado y la administración educativa 

de cada comunidad autónoma. en ellos se establecen derechos y obligaciones 

recíprocas en cuanto al régimen económico, así como la duración, la prórroga 

y la extinción de los mismos. adicionalmente, se establece el número de unida-

des escolares y otras condiciones referentes a la enseñanza impartida. Por regla 

general, los conciertos tienen una duración de cuatro años, son renovables y 

9 estos porcentajes implican un descenso en relación a los años anteriores de 10 puntos desde 
1981 (Villarroya, 2000).
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modificables, siempre que se produzcan variaciones en las circunstancias que 

dieron lugar a ellos (Villarroya, 2000).

en estos conciertos, la administración se compromete a participar en el 

financiamiento del centro aplicando el módulo fijado para cada unidad esco-

lar en los Presupuestos generales del estado, que se determina anualmente 

atendiendo al nivel de gastos de personal y funcionamiento del centro, con el 

propósito de asegurar que la enseñanza se imparta gratuitamente. los centros 

deben renunciar al carácter lucrativo; establecer las actividades complementa-

rias y de servicio como optativas, no discriminatorias ni con carácter lucrativo; 

suministrar información al público sobre el carácter concertado del centro; no 

hacer discriminaciones en la admisión de alumnos ni en la selección o despido 

del profesorado, y respetar las disposiciones sobre participación de la comuni-

dad escolar en el control de la gestión de los centros.

la admisión efectiva al régimen de concierto depende de las disponi-

bilidades presupuestarias, de modo que, para acogerse a esta modalidad, se 

establece un sistema de preferencias. ellas son: responder a necesidades de 

escolarización, atender a poblaciones escolares de condiciones económicas 

desfavorables y realizar experiencias de interés pedagógico para el sistema 

educativo. en los casos en que la oferta de plazas sea insuficiente para cubrir 

todas las solicitudes, la admisión de alumnos se rige por criterios como rentas 

anuales de la unidad familiar, proximidad del domicilio y existencia de herma-

nos matriculados en el centro. 

existen en españa conciertos de régimen general, aplicables a centros 

privados de niveles obligatorios sostenidos totalmente con fondos públicos, y 

de régimen particular, aplicables a niveles de enseñanza no obligatoria, en los 

que el financiamiento público es parcial.

este sistema de conciertos pretende garantizar que las condiciones en que 

se efectúa el proceso educativo sean similares en los centros públicos y en los 

privados concertados. se destaca la prohibición de lucrar, la obligación de tener 

en funcionamiento el número total de unidades escolares correspondiente al 

nivel o niveles de enseñanza objeto del concierto, y la obligación de mantener 

una relación media alumnos/profesor por unidad escolar no inferior a la fijada 

por la administración autonómica para el resto de los centros públicos de la 

comarca, municipio, o, en su caso, distrito en el que estuviera situado el esta-

blecimiento. las remuneraciones docentes de los centros concertados se deben 

aproximar a las del profesorado público, mientras las cantidades asignadas a 

otros gastos se fijan con criterios análogos a los aplicados en centros públicos.

aunque la mayoría de los costos de capital de los centros concertados 

corresponde a los propios establecimientos, la asignación de ayudas especiales 

para el financiamiento de las instalaciones y equipamiento escolar se realiza 
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siempre que se trate de centros que presten un servicio educativo de reconocida 

calidad y respondan a iniciativas de carácter cooperativo.

entre las principales fuentes de financiamiento de los centros concertados 

destacan las cuotas cobradas por cada nivel de enseñanza, que comprenden 

cobros por actividades docentes y complementarias; las cuotas cobradas por 

actividades extraescolares, que incluyen el cobro por actividades que son impar-

tidas con carácter voluntario a los alumnos fuera del horario lectivo, y las cuotas 

cobradas por servicios complementarios (contratación de servicios de transporte, 

comedor, residencia o psicopedagógicos).

la experiencia europea aquí analizada, proveniente de los estudios de 

andy green y ana Villarroya, muestra que muy pocos países han optado por 

el funcionamiento de cuasi mercados educacionales. tanto en aquellos en que 

funciona mayoritariamente (reino unido y holanda) como en aquellos en donde 

coexiste de manera minoritaria con el sistema público (alemania, francia, Países 

Bajos y españa), existen amplias regulaciones estatales porque se entiende que 

estos establecimientos funcionan con recursos públicos. si bien la mayor parte 

se trata de instituciones religiosas, para todos los privados está expresamente 

prohibido lucrar con dichos recursos. en todo caso, la participación privada tiene 

un plazo finito renovable. 

la evidencia internacional permite apreciar que no existe ningún país que 

desarrolle una experiencia de participación privada en educación que se asemeje 

a lo que ocurre en Chile, en donde existe amplia libertad de mercado tanto para 

crear colegios como para mantenerlos.

propuestas

a partir del concepto de “cooperador de la función educativa del estado” y 

de la experiencia internacional, se propone un nuevo pacto social entre el estado 

y los privados, cuyo objetivo sea mejorar la educación chilena sobre la base de 

un compromiso del país por la calidad y la equidad. algunos criterios que pueden 

orientar un sistema educativo basado en la cooperación son los que siguen.

Participación activa del Estado. Dado que la Constitución confiere al es-

tado el doble rol de velar por el cumplimiento del derecho a la educación y 

de la libertad de enseñanza, entendiendo que la responsabilidad de educar a 

los niños y jóvenes la tienen los padres —quienes pueden elegir dónde educar 

a sus hijos—, no se puede dejar en el mercado el funcionamiento del sistema 

educacional y esperar que el propio mercado se autorregule. el rol del estado 

debe ser activo en determinar las normas de funcionamiento y la evaluación de 

un sistema educacional mixto.
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Cooperación público-privada. Por cooperación se debe entender la acción 

racional orientada a potenciar la colaboración público-privada para lograr los 

objetivos de calidad y equidad que el sistema educacional se ha planteado para 

responder a las demandas sociales. así, la cooperación debe darse donde el 

estado no pueda actuar, no quiera o desee promover algún tipo de iniciativa 

curricular específica, a condición de que el privado se comprometa a colaborar 

para alcanzar estos objetivos, sin lucrar con los recursos que el estado le asigne 

y distribuyendo sus ganancias en sus propios establecimientos. esta coopera-

ción debe darse en un ordenamiento territorial, a nivel de los establecimientos 

escolares así como a nivel comunal, regional y nacional.

Transparencia. Debido a que la cooperación funciona con recursos públi-

cos, requiere de altos niveles de transparencia de parte de sus operadores, por 

lo que deben explicitarse las redes de establecimientos administrados por los 

sostenedores y la forma de su funcionamiento. además, los sostenedores deben 

rendir cuenta pública de sus operaciones.

Participación ciudadana. Dado que la Constitución fomenta la responsa-

bilidad social de los diversos actores de la sociedad, la participación ciudadana 

resulta clave. Primero, posibilitando que organizaciones sin fines de lucro co-

laboren con la función educativa del estado,10 y segundo, potenciando la par-

ticipación de los padres y organizaciones sociales dentro de las comunidades 

educativas, para que puedan formar parte de los Consejos escolares. 

Evaluación. el funcionamiento de un sistema educacional mixto de co-

operación público-privada requiere evaluaciones periódicas que permitan me-

jorar la aplicación y resolver puntos críticos.

en el contexto del Proyecto de ley general de educación (ver anexo), el 

sistema de cooperación público-privada funcionaría de la siguiente forma.

respecto de las condiciones de ingreso, el sistema educacional debería 

exigir a todos los sostenedores un Proyecto estratégico de Desarrollo institucio-

nal, que considere cuatro dimensiones. una dimensión pedagógica, donde se 

establezcan las grandes metas educacionales que el establecimiento pretende 

alcanzar en un plazo de cinco años; una social, donde el establecimiento se 

compromete a desarrollar una acción tendiente a la equidad social y educativa; 

una financiera, que demuestre la viabilidad y sustentabilidad económica del 

establecimiento en el mediano plazo, y una dimensión administrativa, en la que 

10 al respecto, ricardo lagos (en entrevista para la investigación fondecyt 1050548) señala que 
en este caso se debe considerar una comandita entre quien financia y un profesional de la 
educación.
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se debe señalar las condiciones laborales en que trabajarán los docentes y el 

personal de los establecimientos.

en cuanto a las condiciones de funcionamiento, el sistema debe esta-

blecer mecanismos que permitan la normal operación de la cooperación en 

educación. esto implica un consejo escolar en el establecimiento y un consejo 

comunal educacional. 

Como señala la ley de Jornada escolar Completa (ley 19.979), el Consejo 

escolar debe estar compuesto, al menos, por el/la director/a, el/la sostenedor/a 

o su representante, un/a docente elegido por sus pares, el/la presidente/a del 

centro de alumnos y el/la presidente/a del centro de padres. las atribuciones 

del consejo son de tipo consultivo, informativo, propositivo y resolutivo (solo 

cuando el sostenedor así lo determine). 

la misma ley establece que los consejos escolares deben ser informados 

sobre las visitas inspectivas del ministerio de educación, los ingresos efecti-

vamente percibidos y gastos efectuados (cada cuatro meses), el presupuesto 

anual de todos los ingresos y gastos del establecimiento (en los municipales), y 

los resultados de los concursos de contratación de su personal (en los estable-

cimientos municipales).

asimismo, estos consejos deben ser consultados sobre el programa anual 

y las actividades extracurriculares, las metas del establecimiento y sus proyectos 

de mejoramiento, el informe anual de la gestión educativa del establecimiento, 

antes de ser presentado por el/la director/a a la comunidad educativa, y la ela-

boración y modificaciones al reglamento interno y la aprobación del mismo si 

se le hubiese otorgado esta atribución.

el Consejo Comunal de educación, por su parte, tiene por objeto formular 

un plan comunal para la educación, que establezca los criterios reguladores 

de funcionamiento del sistema educativo comunal, a partir de las demandas 

sociales por formación de calidad y de integración social. está integrado por 

el alcalde, como la principal autoridad elegida democráticamente en ese nivel; 

un representante del ministerio de educación, a través de su Departamento 

Provincial de educación; un representante de los sostenedores a nivel comunal, 

y representantes de la comunidad (iglesias, agrupaciones empresariales, asocia-

ciones de padres, etc.). 

la evaluación del sistema se debe realizar en dos instancias. Para la crea-

ción de establecimientos, corresponde a la secretaría ministerial de educación 

aprobar los antecedentes del Plan estratégico de los sostenedores establecidos 

en las dimensiones pedagógica, social, financiera y administrativa. 

este proyecto debe contar con la aprobación del Consejo Comunal de 

educación en función del Plan Comunal de educación. se privilegian los pro-

yectos que cooperen con la función educativa del estado, en aquellos lugares 
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en donde la oferta municipal no exista, en niveles y modalidades de enseñanza 

necesarios para el desarrollo social, propuestas curriculares innovadoras y en 

propuestas de integración social. 

Para mantener la condición de sostenedor, se propone que cada secreta-

ría ministerial de educación evalúe el funcionamiento de los establecimientos 

educacionales en función de los cuatro aspectos planteados. en este proceso el 

sostenedor debe mostrar su nivel de logro de los objetivos señalados en los pla-

nes de creación y aprobar su nuevo plan quinquenal. su no aprobación, dará 

origen a un Plan de mejoramiento de corto plazo (dos o tres años), el cual será 

nuevamente evaluado. el no cumplimiento de los objetivos de este plan dará 

origen al cierre del establecimiento. se propone que la evaluación sea realizada 

cada cinco años, lo que permite la comparación de dos medidas equivalentes 

en la prueba simce.

en caso de obtener una mala evaluación en las dimensiones financiera y/o 

administrativa, los recursos deberían ser administrados por el municipio, el que 

debería además regularizar la situación salarial de los profesores y funcionarios, 

incluso cancelando directamente los sueldos.

adicionalmente (complementando el marco para la Buena enseñanza y el 

marco para la Buena Dirección), se debería crear un marco para la Buena Co-

operación educacional, en donde se establezcan criterios nacionales de calidad 

de la gestión realizada por los sostenedores, los cuales —aplicados anualmen-

te— den señales sobre la calidad de su gestión. su aplicación será a través de 

autoevaluación y evaluación externa, para obtener una visión realista del esta-

do de avance y cumplimiento de los objetivos planteados en los proyectos. 

acorde con el artículo 47 del proyecto de ley general de educación, y 

para propiciar la transparencia del sistema de cooperación, el ministerio de 

educación debe elaborar un registro público de sostenedores y un registro 

público de establecimientos educacionales con reconocimiento oficial. en el 

primer caso, debe incluir la constancia de su personalidad jurídica, represen-

tante legal, domicilio, historial de infracciones, si las hubiera, y demás antece-

dentes que señale el reglamento. en el caso de percibir subvención y/o aportes 

estatales, deberá también informarse sobre dichos recursos, que el sostenedor 

percibiera. en el segundo caso, se incluirán los resultados de las evaluaciones 

de desempeño y gestión, tanto del establecimiento educacional como de los 

profesionales de la educación, cuando corresponda.
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anexo

el Proyecto de ley general de educación —enviado por la Presidenta al Parla-

mento en abril de 2007—, en su artículo 44, establece que el ministerio de educación 

reconocerá oficialmente a los establecimientos educacionales que impartan enseñanza 

en los niveles de educación Parvularia, Básica y media, cuando así lo soliciten y cum-

plan con los siguientes requisitos:

a)  tener un sostenedor. serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público, 

tales como municipalidades y otras entidades creadas por ley, y las corporaciones y 

fundaciones cuyo objeto social único sea la educación. el sostenedor será responsa-

ble del funcionamiento del establecimiento educacional.

 los representantes legales, gerentes o administradores de entidades sostenedoras de 

establecimientos educacionales, deberán cumplir con los siguientes requisitos: 

• estar en posesión de un título profesional de al menos ocho semestres, otorgado por 

una universidad o instituto profesional del estado o reconocido por este; 

• no haber sido sancionado con las inhabilidades para ser sostenedor por haber co-

metido algunas de las infracciones graves señaladas en el artículo 50 del Dfl. 2, de 

1998, de educación; 

• no haber sido condenado por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el 

título Vii del libro ii del Código Penal, y/o la ley 20.000, que sanciona el tráfico 

ilícito de estupefacientes, y otros que establezca la ley.

b)  Contar con un proyecto educativo y de desarrollo institucional que establezca los 

mecanismos que propendan al aseguramiento de la calidad de los aprendizajes. 

c)  Ceñirse a las Bases Curriculares, en el caso de la educación parvularia, y/o a los Pla-

nes y Programas de estudio, en el caso de la educación Básica y media, sean propios 

del establecimiento o los generales elaborados por el ministerio de educación.

d)  tener y aplicar un reglamento que se ajuste a las normas mínimas nacionales sobre 

evaluación y promoción de los alumnos para cada uno de los niveles educaciona-

les.

e)  Comprometerse a cumplir los estándares nacionales de desempeño y resultados edu-

cativos, de conformidad a los instrumentos que la ley establezca para tales efectos.

f)  Contar con un reglamento interno que regule las relaciones entre el establecimiento 

y los distintos actores de la comunidad escolar y que garantice el debido proceso en 

el caso en que se contemplen sanciones.

g)  Comprometerse a crear en los establecimientos educacionales de nivel básico y me-

dio, un Consejo escolar, el que deberá pronunciarse sobre el reglamento interno del 

establecimiento. 

h)  Poseer el personal docente idóneo que sea necesario y el personal administrativo 

y auxiliar suficiente y calificado que les permita cumplir con las funciones que les 

corresponden, atendido el nivel y modalidad de la enseñanza que impartan y la 

cantidad de alumnos que atiendan. 
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i)  acreditar que el local en el cual funciona el establecimiento cumple con las normas 

de general aplicación previamente establecidas. se requerirá, además, que los soste-

nedores acrediten, al momento de presentar la solicitud, tener la solvencia necesaria 

para tales efectos. se entenderá que existe esta solvencia si es propietario del local 

donde funciona el establecimiento educacional o, en su defecto, si al momento de 

presentar la solicitud de reconocimiento acredita un capital mínimo efectivamente 

pagado, equivalente a quinientas unidades de fomento.

 excepcionalmente, podrán ser reconocidos cuando sean arrendatarios, comodatarios 

o titulares de otro derecho personal o real sobre el local donde funciona el estableci-

miento educacional, caso en el cual se les exigirá garantías reales o personales, tales 

como la constitución del arriendo por escritura pública inscrita u otras suficientes 

según califique el secretario regional ministerial de educación respectivo.

j)  Disponer de mobiliario, equipamiento, laboratorios, talleres, biblioteca escolar, ele-

mentos de enseñanza y material didáctico mínimo adecuado al nivel y modalidad 

de la educación que pretenda impartir, conforme a normas de general aplicación 

establecidas por ley.
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Más financiamiento en educación 
y un mejor diseño de la subvención

Harald Beyer

introduCCión

en Chile el financiamiento de la educación se realiza a través de un bono 

por estudiante atendido. esto es así desde 1980, año en el que, además, se 

comenzó un traspaso de los establecimientos desde el gobierno central a los 

gobiernos locales que finalizó en 1986. en ese entonces, no hubo un estudio 

acucioso de los montos adecuados para definir dicho bono. en la práctica, se 

aumentaron los recursos respecto del año anterior y se dividió ese presupuesto 

por el número de estudiantes, realizando apenas los obvios ajustes asociadas 

a la baja matrícula de las zonas rurales, a las modalidades educativas y a los 

niveles escolares. tampoco se instaló una unidad técnica que, a partir de la 

información generada por el sistema educativo, pudiese proponer ajustes a los 

valores de este bono o subvención a medida que pasase el tiempo. Desde ese 

entonces, ello nunca ha ocurrido y el financiamiento se ha definido de manera 

más o menos independiente de la calidad educativa que se desea asegurar. 

esa es una interrogante que se ha instalado muy recientemente y de manera 

aún confusa en el debate nacional. Por supuesto, siempre es una alternativa 

apostar a maximizar el desempeño de los establecimientos para cada nivel de 

financiamiento y, de hecho, este es el esquema más habitual que se observa 

en el mundo. en general, los países no definen una calidad deseada y luego 

disponen los recursos que serían necesarios para alcanzarla.

Con todo, está implícito el objetivo de lograr un nivel de calidad equiva-

lente para todos los estudiantes y alcanzar este objetivo requiere, entre otros 

aspectos, una discusión, una vez definido el presupuesto educacional, respecto 

de cómo estos deben distribuirse entre los diversos estudiantes. más allá de 

las dificultades técnicas que pudiesen existir para lograrlo, no cabe duda que 
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es ampliamente compartida la idea de que estos deben distribuirse de modo 

de asegurar que los estudiantes, independiente de su origen social, tengan la 

oportunidad de obtener un desempeño educativo similar. este objetivo impo-

ne algunas restricciones al modo en que se distribuyen los recursos públicos. 

aquellas deben idealmente provenir de un modelo teórico y de la estimación 

empírica que lo valide. en la medida que modelo y estimaciones se van per-

feccionando la respuesta respecto de cómo debe distribuirse el presupuesto 

público en educación se va precisando.

en nuestro país hay todavía una discusión muy incipiente respecto de la 

forma específica como deben distribuirse los recursos públicos en educación. 

Por supuesto, esta se entremezcla con otros aspectos que trascienden las de-

cisiones de financiamiento, pero que afectan su uso. el ejemplo más evidente 

es el estatuto docente que contempla una serie de beneficios definidos en 

negociaciones centralizadas y que restringen la libertad con la que se pueden 

emplear los recursos que los estudiantes traspasan a los establecimientos edu-

cativos una vez que deciden asistir a ellos. esto es particularmente relevante 

para los establecimientos municipales. Por eso que una discusión sobre fi-

nanciamiento de la educación trasciende aquella que se concentra solo en los 

montos necesarios para asegurar una educación de calidad y en la forma en 

que deben distribuirse los recursos. en este documento, más allá de reflexiones 

tangenciales, se obviarán aspectos como este para concentrarse solo en aque-

llos que dicen directa relación con el diseño de un sistema de financiamiento 

que apoye el objetivo de lograr una calidad mínima para todos los estudiantes. 

se sugieren, además, criterios para lograrlo de manera efectiva y eficiente. la 

próxima sección se aproxima a esta discusión presentando un breve recorrido 

sobre financiamiento en educación en el mundo. la tercera sección introduce 

muy sucintamente algunos criterios para lograr el mayor impacto posible del 

gasto en educación. la cuarta sección propone herramientas para lograr el 

diseño apropiado del sistema de financiamiento y explora algunos valores ten-

tativos. el capítulo siguiente introduce el debate que genera el financiamiento 

compartido e indaga respecto de si su existencia impone alguna restricción 

adicional al sistema de financiamiento de la educación. un último capítulo, a 

modo de conclusión, reflexiona acerca de incorporar el debate sobre el finan-

ciamiento de la educación municipal. 

las condiciones en las que se desenvuelve la educación en un país depen-

den en forma importante de los recursos que se asignen a ella y de la manera 

en que estos se distribuyen. Por supuesto, no hay un solo esquema posible de 

asignación de los recursos. son varios los países que financian directamente a 

sus establecimientos a través del presupuesto público (en general de los go-

biernos locales), otros que pagan directamente las remuneraciones y, además, 
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entregan un bono adicional por estudiante para financiar el mantenimiento y 

renovación de la infraestructura y el material educativo. en fin, hay otros que 

financian la educación a través de esquemas análogos al nuestro. es una dis-

cusión abierta, pero optamos por hacer nuestro análisis respetando el esque-

ma general vigente, esto es, que el financiamiento se canaliza por estudiante, 

en particular por su asistencia a los establecimientos educativos. Por supues-

to, no solo por razones pragmáticas sino que también porque estimamos que 

este sistema de financiamiento tiene innumerables ventajas.1 Con todo, como 

se mencionará en la sección siguiente, aunque el grueso del presupuesto de 

subvenciones se canaliza a través de esta vía, ella está lejos de representar el 

panorama completo del financiamiento en educación.

en todo caso y más allá de la discusión particular sobre recursos y sus mo-

dos de asignación parece prudente señalar que siempre deben tenerse algunos 

criterios orientadores del financiamiento público de la educación. en particular, 

que este debe ser mayor para los niños y jóvenes que provienen de hogares 

de menores recursos. es suficientemente extendida la evidencia que demuestra 

que un niño o joven proveniente de hogares de menores recursos tiene, en 

promedio, un rendimiento educativo inferior a un estudiante de hogares de ma-

yores recursos. este resultado es independiente, en principio, de la calidad del 

establecimiento, aunque en la práctica algunos insumos educativos suelen estar 

correlacionados positivamente con el capital social y cultural de los estudiantes. 

Precisamente esa correlación es la que debería aislarse si lo que se quiere es 

compensar las diferencias iniciales. la magnitud de la compensación no es evi-

dente, pero es imprescindible que se intente definir técnicamente esta materia. 

al respecto, se puede mencionar que el proyecto de ley de subvención escolar 

preferencial (enviado a fines de 2005 al Parlamento) adolece precisamente de 

un estudio técnico que respalde los valores ahí establecidos para definir el gra-

do de diferenciación de la subvención. quizás más grave es que tampoco se 

establece una institucionalidad apropiada para ir ajustando los valores de esta 

subvención preferencial en el tiempo. el riesgo es que los ajustes en los pará-

metros de la subvención continúen ocurriendo sin apego a estudios adecuados 

y respondan a intuiciones que pueden ser erradas. también se requiere que 

los estándares de desempeño que se les exijan a los establecimientos estén en 

línea con los recursos asignados para no crear falsas expectativas, frustraciones 

innecesarias y exigencias desmedidas.

1 el lector interesado en ellas puede consultar el informe del Consejo asesor Presidencial para la 
Calidad de la educación (2006) que describe ventajas y desventajas. también puede consultar 
harald Beyer, “entre la autonomía y la intervención: políticas educacionales en Chile”, en fe-
lipe larraín y rodrigo Vergara (eds.) La Transformación Económica de Chile, santiago: Centro 
de estudios Públicos, 2000.
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el gasto Comparado

Durante 2007 el ministerio de educación ha contado con recursos por un 

monto cercano a los cinco mil trescientos cincuenta millones de dólares. Del 

total de ese gasto un 58 por ciento, esto es 3.110 millones de dólares, se ha 

destinado al sistema de subvenciones (incluye subvenciones, asignaciones es-

peciales, sneD, bonificaciones de profesores, etc.). la subvención básica pro-

piamente tal suma un total de 2.710 millones de dólares. a este monto deben 

sumársele otros 110 millones de dólares que, si bien no se otorgan directamen-

te a través de subvenciones, pueden entenderse como aportes por estudiante. 

el principal de ellos es la subvención por mantenimiento. el resto, esto es un 

9 por ciento del presupuesto de subvenciones, aunque se define de esta mane-

ra no es en estricto rigor por estudiante sino que corresponde a asignaciones 

especiales como el sneD o las asignaciones por desempeño difícil. 

el restante 42 por ciento que no es subvenciones se ha distribuido como 

sigue: educación superior 11,4 por ciento; Junaeb 7,8 por ciento (incluye becas 

mantención educación superior, subsidio Psu, becas Presidencia de la repúbli-

ca); Junji e integra 5,5 por ciento; JeC 3,4 por ciento; Conicyt 3,2 por ciento; in-

versión en establecimientos municipales 3,1 por ciento; administración general 

(incluye supervisión e inspección) 1,8 por ciento; recursos educativos (textos, 

tecnología) 1,3 por ciento; Consejo nacional de la Cultura y las artes 1,1 por 

ciento; ChileCalifica 1 por ciento; mece 0,9 por ciento; Desarrollo Curricular y 

evaluación 0,8 por ciento; Dibam 0,7 por ciento. hay en esta enumeración dos 

programas —JeC y las inversiones que se realizan en los establecimientos mu-

nicipales— que son recursos destinados a la educación pre-terciaria que tampo-

co siguen la lógica del financiamiento por estudiante. los recursos educativos, 

en cambio, siguen en general ese criterio al igual que los beneficios que otorga 

la Junaeb, aunque en este último caso se requiere, en general, satisfacer crite-

rios de necesidad. 

los montos invertidos en educación son significativos y representan un 

importante aumento de recursos desde 1990. este mayor gasto es el resultado 

tanto de la disponibilidad de mayores recursos asociada a la expansión de la 

actividad económica como de un esfuerzo por crear mayores espacios en el 

presupuesto público para educación. el gráfico siguiente muestra la evolución 

del gasto total y el gasto en educación del gobierno central.2

2 estas cifras podrían modificarse levemente como consecuencia de la revisión del PiB que ha 
ocurrido recientemente.  
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gráfico 1
Gasto público como porcentaje del PIB

se aprecia que dicho gasto ha subido de niveles levemente por debajo del 

3 por ciento, hace una década, a niveles que actualmente se sitúan en torno al 

3,6 por ciento del PiB. el nivel actual es inferior al peak de 4 por ciento de 2002 

que corresponde a un periodo en el que el gasto del gobierno central como por-

centaje del PiB fue excepcionalmente alto (años con bajo crecimiento y déficit 

fiscales). Cabe hacer notar que es probable que el año 2008 el gasto se acerque 

al 4 por ciento del PiB. 

a pesar de estos esfuerzos si se analiza el gasto público nacional en compa-

ración con aquellos que se realizan en otros países, sobre todo industrializados, 

el nuestro no resulta particularmente elevado, como queda claro de la tabla 1.

el bajo gasto público en educación superior que registra nuestro país hace 

que las diferencias de gasto en los demás niveles educativos se atenúen. sin 

embargo, esta situación no es demasiado tranquilizadora, por lo menos por dos 

razones. Por una parte, Chile es un país tremendamente desigual. Para alcanzar 
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años que nosotros. Por ejemplo, en españa un 21 por ciento de la población 

está en ese rango de edad. en Chile es casi el 32 por ciento. la marcada caída 

en la tasa de fecundidad que registra Chile modificará en el futuro esta situación, 
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países. Por tanto, un mismo esfuerzo de gasto como porcentaje del PiB tiene 

un impacto menor en Chile que en un país industrializado. la tabla 2 entrega 

algunas luces al respecto. allí se revela el esfuerzo que hace nuestro país por 

estudiante respecto de su ingreso per cápita y queda en evidencia que es relati-

vamente bajo, especialmente en secundaria. el ingreso per cápita en 2008 alcan-

zará en nuestro país aproximadamente a 10 mil dólares. alcanzar el promedio 

de la oeCD supondría elevar el gasto promedio por estudiante en primaria en 

aproximadamente 300 dólares, esto es 150 mil pesos por año. en el caso de la 

educación secundaria la brecha alcanza a aproximadamente ocho puntos por-

centuales, esto es 800 dólares anuales. quizás este monto esté exagerado por 

la distinta naturaleza de una parte significativa de la educación secundaria de 

algunos países industrializados. en cualquier caso, el reajuste de la subvención 

contemplado para el año 2008 ayudará a reducir esa brecha, pero no la cerrará. 

se requerirán en el futuro probablemente nuevos reajustes extraordinarios para 

tener un financiamiento por estudiante que revele un esfuerzo similar al que 

hace el promedio de los países de la oeCD por estudiante.

tabla 1
Gasto público en educación como porcentaje del PIB 2002

total Educación pre-terciaria

Chile (2007)* 3,8 3,2

argentina 3,9 2,9

Brasil (2001) 4,1 3,0

uruguay 2,8 1,9

oeCD 5,1 3,6

australia 4,4 3,6

Corea 4,2 3,3

españa 4,3 2,9

estados unidos 5,3 3,8

finlandia 5,9 3,8

holanda 4,6 3,3

irlanda 4,1 3,0

italia 4,6 3,4

Japón 3,5 2,7

méxico 5,1 3,5

nueva zelanda 5,6 4,4

reino unido 5,0 3,7

suecia 6,7 4,6

*incluye aportes gobiernos locales.
fuente: unesco, Chile estimación propia.
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tabla 2
Gasto por estudiante respecto del PIB per cápita en educación primaria y secundaria (2004)

 Primaria Secundaria

australia 19  26  

austria 23  28  

Bélgica 21  24  

rep. Checa 14  25  

Dinamarca 25  27  

finlandia 19  25  

francia 18  30  

alemania 17  25  

grecia 17  19  

hungría 23  22  

islandia 25  23  

irlanda 15  19  

italia 27  28  

Japón 23  26  

Corea 22  33  

luxemburgo1 21  28  

méxico 17  19  

holanda 19  22  

nueva zelanda 21  25  

noruega 20  27  

Polonia1 24  22  

Portugal1 24  32  

rep. eslovaca 14  19  

españa 19  26  

suecia 24  26  

suiza1 25  35  

turquía1 16  25  

reino unido 19  22  

estados unidos 22  25  

Promedio oCDE 20  25  

Promedio EU�9 �9  25  

Brasil1 13  11  

Chile2 17  16  

estonia1 20  25  

israel 21  25  

federación rusa1 n.d. 16  

eslovenia1 n.d. 30  

notas: 1 solo gasto público; 2 2005.
fuente: education at glance 2007, tabla B1.4.
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Por cierto, ese esfuerzo adicional no necesariamente debe hacerse de ma-

nera uniforme. el hecho de que el desempeño educativo esté relacionado con 

el nivel socioeconómico de los estudiantes sugiere que estos aumentos deben 

realizarse diferenciadamente allegando los nuevos recursos a los estudiantes de 

familias de menores ingresos. teniendo este análisis en mente y a pesar de que 

siempre se puede discutir el nivel apropiado de los recursos, se estima que los 

niveles actuales de subvención para los 3,3 millones de niños y jóvenes que 

asisten a la educación básica y media son insuficientes.

el Contexto Chileno y el sistema de finanCiamiento: 
una visión más general

un aspecto que también debe considerarse en la discusión sobre el es-

fuerzo que el sector público debe hacer en educación es que al introducirse 

en 1980 el nuevo sistema de financiamiento de la educación se privilegió una 

subvención cuyo valor es independiente del nivel socioeconómico del alumno. 

ese diseño, como sabemos, es inadecuado. la situación, desde el punto de vista 

de la equidad, quedó también en entredicho más adelante, en 1993, cuando 

se introdujo el financiamiento compartido. es cierto que como la decisión de 

cobrar el financiamiento compartido es endógena, esto es, la decisión de co-

brar no es independiente de dónde está instalado el establecimiento educativo 

ni de quiénes asisten a él, es posible que este tipo de financiamiento no haya 

contribuido demasiado a aumentar la segregación escolar. la tabla 3 parece 

avalar esta afirmación. en ella se presenta la distribución de la matrícula en 

educación básica y por dependencia en 1994, año inmediatamente posterior a 

la aprobación del financiamiento compartido y 2003, una década después de 

su aprobación. 

tabla 3
Distribución de la matrícula 6 a 14 años por dependencia

Municipal Particular Subvencionado Particular Pagado

1994 2003 1994 2003 1994 2003

qi 74% 73% 25% 25% 1% 1%

qii 67% 62% 31% 37% 2% 1%

qiii 57% 49% 41% 48% 2% 3%

qiV 43% 35% 47% 56% 10% 10%

qV 19% 15% 33% 42% 48% 44%

fuente: elaboración propia sobre la base de encuestas Casen.

nada indica que esté ocurriendo una mayor segregación. se observa más 

bien una mayor dispersión de la matrícula entre las diversas dependencias de 
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los grupos medios indicando una mayor preferencia de estos por estableci-

mientos particulares subvencionados ahora que hace una década, pero no se 

observa una concentración particular de un grupo de ingresos en estableci-

mientos municipales y otros en establecimientos particulares subvencionados. 

Podrían haber efectos locales que estos datos agregados no permiten capturar, 

pero no hay evidencia concreta al respecto. 

Con todo, el financiamiento compartido ha permitido que los estudiantes 

de la educación subvencionada tengan gastos muy disímiles entre sí y que estos 

estén en promedio correlacionados con el nivel de ingreso de las familias. el 

gráfico siguiente recoge la situación actual que muestra una visión general de 

lo que ocurre con la subvención y el financiamiento compartido.

gráfico 2
Efectos del financiamiento compartido

nota: el gráfico está hecho con los valores de la use que rigieron hasta diciembre de 2006. Desde 
ese entonces el nuevo valor de la use es de 14.207 pesos. Por ello las 4 use equivalen a poco 
más de 56.800 pesos).

el esquema actual permite a los padres complementar los aportes pú-

blicos. este es retirado gradualmente solo después de que el financiamiento 

compartido supera 0,5 use (unidad de subvención escolar). entre 0,5 y 1 use 

es retirado a una tasa de 10 por ciento; entre 1 y 2 use, a una tasa de 20 por 

ciento; y entre 2 y 4 use, a una tasa de 35 por ciento. Por eso, como muestra 

el gráfico 2, a medida que crece el aporte de las familias, el subsidio público se 

va retirando gradualmente cayendo, después de 0,5 use por debajo de la sub-

vención. Pero a pesar de ese retiro, el resultado concreto es permitir que con 

recursos públicos existan diferencias de más de 2 a 1 en el gasto por alumno. 

Por supuesto son muy pocos los casos en que el financiamiento compartido 
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llega a 54 mil pesos (4 use: el máximo permitido. la mediana del financia-

miento compartido está más bien cerca de los 12 mil pesos. Con todo, si el 

financiamiento compartido es 20 mil pesos, situación no tan infrecuente, en el 

esquema actual este alumno gastaría un 58 por ciento más que el estudiante sin 

fC. ello porque los dos recibirían más o menos el mismo subsidio (el alumno 

con financiamiento compartido recibe 29.045 pesos y el sin financiamiento 

compartido, 31.109 pesos). 

esta situación genera controversias porque se argumenta que esas dife-

rencias de gasto no serían tolerables. Pero si las familias quieren gastar en la 

educación de sus hijos no es evidente cómo ello puede evitarse. Prohibir el fi-

nanciamiento compartido no lo asegura. los recursos se canalizarán a través de 

otras vías que pueden ser menos deseables desde el punto de vista de asegurar 

una mayor equidad en el sistema de financiamiento. en el margen las familias 

pueden migrar hacia otras comunas. es lo que sucede, por ejemplo, en estados 

unidos que es un sistema de educación pública pero en el cual las diferencias 

de gasto por estudiante entre estados llegan a casi tres veces. Pero quizás lo 

más relevante es que al interior de cada estado hay importantes diferencias 

de gasto por estudiante entre los distintos distritos escolares. Por ejemplo, en 

estados como arizona, oregon, Vermont, las diferencias de gasto superan el 

100 por ciento entre los distritos del percentil 90 y 10 de la distribución. en la 

gran mayoría de los otros estados las diferencias son del orden de 70 a 90 por 

ciento para los mismos percentiles de la distribución. además, las diferencias 

máximas de gasto por estudiante al interior de la gran mayoría de los estados 

pueden llegar a cuatro veces.3

en ese sentido tener los aportes de las familias “encima de la mesa” ayuda 

a un mejor diseño del sistema de financiamiento público. Pero antes de ello 

probablemente se requiere responder una pregunta previa. ¿qué aspira a lograr 

el estado con su participación en educación? una respuesta sencilla es todo 

aquello que decidan los votantes y sus representantes. Conceptualmente una 

respuesta razonable es asegurar una calidad mínima equivalente a todos los ni-

ños, niñas y jóvenes independientemente de su origen social. Pero, ¿cuál es un 

mínimo aceptable? las posibilidades son muchas y quizás concite mayor apoyo 

uno que garantice probabilidades promedio similares de acceder a las carreras 

y universidades selectivas a los estudiantes que provienen de las distintas de-

pendencias educativas. ¿requiere ello de igual financiamiento para todos? no 

es evidente. en educación hay un importante componente de consumo que se 

traduce, entre otros aspectos, en mayor espacio, mejores ubicaciones e inver-

siones tecnológicas de punta que no tienen directa relación con el desempeño 

académico o el desarrollo de competencias y habilidades para insertarse ade-

3 los interesados pueden consultar el national Center for education statistics. 
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cuadamente en el mundo actual. Por eso, una vez que se asegura ese mínimo 

los aportes privados adicionales que se hacen a educación no deberían ser una 

fuente de mayores preocupaciones. Pero aun si lo fuesen un adecuado diseño 

del sistema de financiamiento público podría atenuar severamente dichas pre-

ocupaciones.

este asunto ha despertado especiales sensibilidades porque el diseño de 

nuestro sistema de financiamiento público aún no reconoce que el costo de 

educar, esto es de lograr un estándar de desempeño predefinido, es más alto 

para los estudiantes que provienen de hogares de menor capital cultural que 

para aquellos que provienen de hogares más acomodados. esta carencia pro-

duce que, en la práctica, el financiamiento por estudiante esté correlacionado 

positivamente con capital cultural, impidiendo además que se satisfaga la aspi-

ración de una calidad mínima para todos. 

Para lograr este objetivo no se requiere desalentar la contribución de las 

familias. si el objetivo es ir más allá del aseguramiento de los mínimos de cali-

dad señalados anteriormente, el desafío es integrar mejor la subvención pública 

con el aporte de las familias. además, si esto se logra adecuadamente es posible 

liberar recursos públicos para cada estándar de desempeño posible, propósito 

que no se lograría en caso de que se prohibiera el financiamiento compartido. 

la clave para la discusión es entender que el sistema de financiamiento com-

partido que existe en Chile puede insertarse dentro de una familia más amplia 

de modelos de financiamiento de la educación. un esquema general simplifica-

do para analizar esta posibilidad se puede ver en la figura 1. ahí, los estudian-

tes están ordenados de mayor a menor nivel socioeconómico. Primero hay un 

grupo pequeño, un α por ciento que financia su educación privadamente y no 

le significa desembolsos al estado y que se representa en el gráfico por el trazo 

wx. actualmente es un siete por ciento, si bien dependiendo del esquema de fi-

nanciamiento elegido esa proporción puede aumentar o disminuir levemente.

figura 1
Esquema de financiamiento actual
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luego hay un grupo importante financiado por el estado y que en el grá-

fico se representa por el trazo xy y que comprende una proporción equivalente 

a γ α de los estudiantes. el valor de γ ha estado aumentando en Chile en el 

último tiempo, pero aún no es 1. el financiamiento por estudiante, haciendo 

abstracción de lo que ocurre en zonas rurales, es en estos momentos el mis-

mo para cada uno de ellos. el desembolso total que hace el estado para estos 

propósitos equivale al rectángulo representado por la letra a (en el caso del 

financiamiento compartido ese valor como veíamos en el gráfico 1 se reduce 

levemente). luego viene el grupo no cubierto por el sistema educativo y que 

se representa por el trazo yz, esto es equivalente a 1 – γ. el gráfico es estanda-

rizado en el sentido de que en el eje horizontal el valor 1 se alcanza al cumplir 

un 100 por ciento de cobertura. en Chile la cobertura en educación básica es 

completa, pero en educación media aún no lo es. Capturar a esos estudiantes 

“faltantes” tiene seguramente como costo no solo la subvención educativa sino 

que también incentivos adicionales. la subvención pro-retención es un ejemplo 

de esto. 

un esquema de financiamiento alternativo, entre muchos otros, se podría 

explicitar como el presentado en la figura 2 que considera el aporte de la fa-

milia. ahora el aporte del estado no es el mismo para todos los estudiantes. 

los trazos wx, yz, al igual que antes, representan las proporciones de niños y 

jóvenes que financian privadamente su educación y que requieren de políticas 

especiales para retenerlos en la educación, respectivamente.

figura 2
Esquema de financiamiento mixto.

entre α y β el aporte público difiere de acuerdo a la situación socioeco-

nómica de los estudiantes y deja de ser equivalente a la altura indicada por el 

trazo xy en la figura 1. en particular pasa a ser equivalente a la altura indicada 

por el trazo diagonal uv. la diferencia entre la altura indicada por el trazo xv 

y la diagonal uv es financiada por la familia. Por consiguiente, el aporte fiscal 

es creciente a medida que la situación socioeconómica del estudiante va em-
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peorando. nótese que el aporte privado es mayor a medida que el estudiante 

está más cercano de α en el ordenamiento socioeconómico, esto es proviene 

de un hogar de mayores recursos, y decrece a medida que nos acercamos a 

β. a partir de este nivel socioeconómico el estado aporta el 100 por ciento del 

financiamiento. en estas circunstancias el grupo inicialmente cubierto le signi-

fica al estado un gasto de a’ inferior a a. se “libera” un monto equivalente a C 

que ahora es aportado por las familias. esos recursos se pueden destinar ahora 

a elevar el nivel de financiamiento de la educación e incorporar más decidida-

mente a aquellos que no son cubiertos por el sistema educativo. Por supuesto, 

este es un esquema general que acepta numerosas adaptaciones y, por supues-

to, formas distintas de diseñar el aporte de las familias o del estado.    

la elevación de los aportes de las familias a la educación puede ser re-

sistida, sobre todo en un país que, como el nuestro, establece como derecho 

constitucional una educación gratuita para todos. Por cierto, esta disposición 

tiene en parte su origen en la obligatoriedad de asistir a un establecimiento 

educativo. Por supuesto, el problema se atenúa si, como ocurre en la práctica, 

hay un grado importante de autoselección en la decisión del establecimiento al 

que se envía a los hijos. esto podría querer evitarse, pero no es claro como ello 

se lograría. no parece ser suficiente, por ejemplo, que los aportes privados se 

prohíban o incluso que la educación sea exclusivamente pública o solo finan-

ciada por el estado. Volviendo al esquema conceptual planeado la resistencia 

que puede generar seguramente es muy sensible al valor que tome β (esto es 

la proporción del estudiantado a partir del cual el aporte de las familias es cero 

y el financiamiento de la educación corre solo por cuenta del estado). este 

indicador depende muy principalmente de la desigualdad de ingresos y en un 

país como el nuestro no cabe esperar que su valor sea muy alto; por ejemplo, 

que el aporte privado fuese cero solo en el primer decil o que β tomará el valor 

0,9. Por supuesto, si el único objetivo fuese maximizar la contribución de las 

familias es ideal que este valor se acerque al valor de γ, es decir que todas las 

familias que tienen a jóvenes estudiando en el sistema educacional contribuyan 

al financiamiento de la misma. aunque este aporte, como muestra la figura 2, 

sea en proporción al nivel socioeconómico de las familias, este objetivo tiene 

que balancearse con la realidad de ingresos absolutos de las familias chilenas. 

es indudable que también hay que resistir la presión para mantener la situación 

inicial o al menos que β se acerque lo más posible a α. si ello ocurre, se mini-

mizaría la “liberalización” de recursos y se impediría una mayor concentración 

de los recursos públicos en quienes más lo necesiten. Cabe esperar, entonces, 

que el debate democrático debería llevar a definir niveles razonables de β, esto 

es la proporción de familias de las que se espera realicen un aporte al financia-

miento de la educación de sus estudiantes.
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es importante que el diseño de una iniciativa de esta naturaleza ponga 

especial atención a los riesgos asociados con ella. el principal es la segregación 

social que ella podría generar. esto ocurriría si se establecieran, por ejemplo, 

escuelas con aportes familiares y otras sin aportes familiares como ocurre, en 

la práctica, en la actualidad. es mucho más razonable generar más movilidad 

entre establecimientos y vincular el financiamiento más a los estudiantes que 

directamente a los establecimientos. De este modo habría un financiamiento en 

principio equivalente por estudiante pero la composición público privada sería 

distinta (esto significa que el monto máximo del gasto por estudiante que ac-

cede a establecimientos con financiamiento público es único, pero la combina-

ción de aportes privados y públicos difiere para cada uno de ellos dependiendo 

de su condición socioeconómica).

más finanCiamiento y diseños alternativos

 

las ideas generales aquí esbozadas se pueden aplicar al sistema de finan-

ciamiento de educación actualmente vigente. se parte de la base que deben 

aumentarse los recursos para educación y probablemente pensar en el media-

no plazo en una reasignación entre niveles. el gasto directo e indirecto por 

estudiante —incluye sneD, asignaciones de desempeño, recursos educativos y 

“consumo” asociado a inversiones, entre otros programas, pero excluye alimen-

tación— alcanzará a unos 896 dólares por niño este año (la subvención básica 

es aproximadamente 750 dólares). esta cifra contrasta, con un promedio equi-

valente de 2.750 dólares en establecimientos particulares pagados, pero que 

como hemos indicado envuelve gastos que, en estricto rigor, no influyen en el 

desempeño de los estudiantes en exámenes estandarizados como la Psu.

hay básicamente dos maneras de abordar el rediseño de nuestro siste-

ma de financiamiento. la primera consiste en asegurar una calidad educativa 

mínima equivalente para que, en promedio, todos los estudiantes, indepen-

dientemente de su origen, puedan alcanzar un desempeño similar. Como sabe-

mos que los logros educativos están influidos por el origen, en particular por 

variables como la escolaridad de la madre, los ingresos del hogar o el capital 

cultural de las familias, la pregunta que debe responderse en primer lugar es la 

magnitud en que esta dimensión influye en los resultados. la prueba Pisa, por 

ejemplo, que ha construido un indicador relativamente sofisticado de capital 

cultural, económico y social, sugiere que para Chile un cambio aproximado de 

una desviación estándar en ese indicador significa una diferencia de aproxima-

damente un 40 por ciento de desviación estándar en desempeño en esa prueba. 

Dada la amplitud del rango de este índice para Chile las diferencias máximas 

asociadas a capital cultural podrían llegar a 1,5 desviaciones estándares. ejerci-
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cios análogos utilizando solo información sobre educación e ingresos reportados 

por los padres en los cuestionarios simce sugieren diferencias máximas asocia-

das a estas variables no muy distintas a la que sugiere el primer instrumento. 

Por supuesto, estas diferencias pueden ocultar ineficiencias en la gestión de los 

establecimientos a los que asisten los niños y jóvenes de menor capital cultural 

y social. Pueden, en ese sentido, estar sobreestimadas. De hecho, mizala et al. 

(2002) encuentran importantes diferencias de eficiencia entre establecimientos 

particulares pagados y particulares subvencionados y, sobre todo, municipales.4 

más allá de las advertencias que se plantean en este estudio, las diferencias de 

eficiencia son importantes, sugiriendo que los establecimientos particulares sub-

vencionados y, especialmente, los municipales podrían subir mucho sus desem-

peños con los mismos recursos si se organizaran de otra manera. Por supuesto, 

puede ser que estén constreñidos por los arreglos institucionales imperantes en 

el país, pero ello puede incorporarse en el análisis e impone un costo adicional 

que el estado debe incorporar en sus decisiones de asignación de recursos. 

estos antecedentes pueden utilizarse para estimar las compensaciones que 

asegurarían un rendimiento similar entre estudiantes o si se quiere que nos 

movería en la dirección de un sistema educativo donde el origen no marque la 

suerte de los niños y jóvenes en el sistema escolar. aplicando muy rústicamente 

los resultados que provienen de las estimaciones de funciones de producción 

de la educación que se han hecho en Chile pueden calcularse de manera muy 

preliminar algunos rangos de valores que debería tener el financiamiento por 

estudiante si el objetivo es asegurar un desempeño similar entre estudiantes. uno 

de los problemas que presenta este ejercicio es que las mediciones de muchas de 

las variables de interés son imperfectas o que las variaciones de gasto por alum-

no son relativamente modestas en la educación subvencionada, incluso con la 

presencia de aportes municipales y financiamiento compartido (ambas variables 

pueden estar sujetas a errores de medición). Pero siguiendo este marco de refe-

rencia se puede estimar que niños que provienen de hogares cuyos padres tie-

nen un alto nivel de escolaridad y elevados ingresos no necesitarían más recur-

sos adicionales a los que se han contemplado para 2008 si el objetivo es alcanzar 

un rendimiento en el simce de entre 280 y 300 puntos. Para alcanzar el mismo 

objetivo, los niños cuyos padres no han completado la básica y que tienen bajos 

ingresos necesitarían disponer de un financiamiento aproximado que va entre 75 

y 105 mil pesos dependiendo del modelo específico que se emplee. estas cifras 

son solo tentativas y requeriría un estudio mucho más acabado y preciso que los 

que se encuentran en la literatura empírica actualmente disponible.5 

4 Véase mizala, alejandra, Pilar romaguera y Diego farren, 2002, “the technical efficiency of 
schools in Chile”, Applied Economics, vol. 35. 

5 un reciente estudio que contiene un interesante ejercicio preliminar para determinar los valores 
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una alternativa en esta línea es definir un establecimiento “modelo” que 

eduque con buenos resultados a niños que provienen de estratos socioeconómi-

cos bajos evaluando la forma en que este se organiza y “costeando” su estructu-

ra. un ejercicio de este tipo es el que se presenta en el anexo (pág. 203) y que 

proviene de conversaciones que el autor ha sostenido con representantes de 

fundaciones que en condiciones difíciles logran obtener resultados en torno a los 

300 puntos en pruebas simce. se presenta una estructura típica pero que puede 

no corresponder exactamente a la realidad particular de las personas consulta-

das. los salarios considerados son relativamente altos por lo que el valor cercano 

a los 72 mil pesos de subvención para educar a niños de menor capital cultural 

y social puede ser considerado elevado. sin embargo, cabe hacer notar que ello 

de alguna forma revela una estrategia para atraer buenos docentes a estableci-

mientos que educan a esos niños. los salarios directivos reconocen también la 

importancia que estos juegan en el destino académico del establecimiento que 

tienen a su cargo. además, el cálculo supone solo cuarenta alumnos por curso 

en lugar de los 45 que se consideran actualmente en el diseño de la subvención. 

así, estos cálculos sugieren que la subvención para los niños y jóvenes que pro-

vienen de hogares de bajo capital cultural y social debe ser aproximadamente 

el doble de la que regirá en Chile a partir de 2008. Por supuesto, es razonable 

pensar que ese valor es menor para niños y jóvenes más acomodados. en este 

sentido la subvención preferencial sería insuficiente para que esos estudiantes 

alcanzasen estándares de desempeño parecidos a los que estos últimos pueden 

obtener con el valor actual de la subvención.

en todo caso los valores que se han planteado aquí son solo referenciales 

y no pueden ser considerados como definitivos. se requiere un estudio más fino 

y, sobre todo, la instalación de la suficiente capacidad técnica en el ministerio de 

educación para ir definiendo técnicamente los montos de la subvención prefe-

rencial. quizás el principal defecto del proyecto de subvención preferencial sea 

precisamente que no ordena la revisión periódica de los valores más apropiados 

de la misma ni fija los criterios que ella debe satisfacer. se corre el riesgo, enton-

ces, de perpetuar valores intuitivos y sin mayor justificación técnica. esto no es 

recomendable habida cuenta que, más allá de las reflexiones que se han hecho 

aquí sobre los insuficientes recursos que se gastan en educación, la presión de 

los sostenedores por mayores dineros siempre va a estar presente y sin estudios 

técnicos que guíen la discusión, las posibilidades de gastar mal son enormes.

el diseño planteado hasta ahora supone que se quiere asegurar un míni-

mo de calidad a todos los estudiantes independiente de su origen y no se hace 

apropiados de la subvención es gallego, francisco y Claudio sapelli, 2007, “financiamiento y 
selección en educación: algunas reflexiones y Propuestas”, Centro de estudios Públicos, Serie 
Puntos de Referencia, 286, septiembre.  
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cargo que la presencia del financiamiento compartido introduce diferencias de 

gasto importantes. estas obviamente se atenúan con un diseño como el descrito, 

sobre todo porque el grueso del financiamiento compartido se ubica en valores 

en torno a los 12 mil pesos mensuales. los montos que aquí se han discutido 

y los que contempla el proyecto de subvención preferencial superan ese valor 

y, por lo tanto, gran parte de las diferencias actuales desaparecen o, incluso, se 

revierten. un diseño de estas características invita, además, a una mayor integra-

ción porque el financiamiento compartido deja de ser una barrera para ingresar 

a establecimientos “más caros”. un grupo de estudiantes financiará privadamente 

esos establecimientos mientras que otros aportarán su subvención preferencial.6

gráfico 3
Subvención diferenciada y financiamiento compartido

ahora bien, esta preocupación por mayor igualdad en el gasto por estu-

diante, que por las razones antes planteadas no estimamos imprescindible, se 

puede incorporar en el diseño del financiamiento por estudiante sin grandes 

dificultades. el gráfico 3 es una alternativa que permite acoger esa preocupación. 

en términos simples refleja un esquema que no solo define el financiamiento por 

estudiante en términos del capital cultural y social de los niños y jóvenes sino 

que también considera el aporte económico de las familias (obviamente hay una 

6 tal como se ha desarrollado en el proyecto que crea esta subvención, esta aparente fluidez pue-
de no ser tal. en ese sentido el proyecto parece excesivamente rígido y habrá que monitorear 
cómo evoluciona introduciendo los cambios que sean necesarios. 
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correlación alta entre ambos fenómenos). la manera de lograr esto es que la 

subvención máxima se retire no solo con el aumento del capital social y cultural 

de los estudiantes sino que con el aumento en el financiamiento compartido. 

la tasa de retiro tiene que ser superior a la actual. ¿qué tan superior? Depende 

crucialmente de las diferencias de gasto por estudiante que se estimen adecua-

das. sostengo que estas no son muy importantes si el diseño de la subvención 

permite que todos los estudiantes, independientemente de su origen, alcancen 

el estándar de desempeño que se ha acordado como satisfactorio. en todo caso 

el esquema aquí planteado es robusto a otros criterios, incluso si la tasa de reti-

ro es un 100 por ciento. Claro que en ese caso no hay incentivos para aportar a 

través del sistema escolar a la educación de los hijos. es importante considerar 

que el aporte probablemente se realizará de todos modos pero a través de otra 

vía. eso hace pensar que no es bueno desde el punto de vista del diseño del 

sistema de financiamiento que la tasa de retiro sea muy elevada.

en esta propuesta, reflejada en el gráfico 3, se mantiene el espíritu actual 

de que si el financiamiento compartido es superior a las 4 use la subvención 

es igual a cero, pero ello podría modificarse sin mayores problemas. esto es, se 

podría permitir que fC superiores recibieran también subsidio y tal vez ello sea 

una buena idea porque permitiría una integración entre todos los subsistemas 

educativos. en este ejemplo, la subvención parte en un nivel que es el doble 

de la que ha regido para 2007 en la educación básica. nos parece que en una 

primera etapa este es el piso que debe alcanzarse aunque, como señaláramos 

anteriormente, se requieren estudios más precisos sobre los valores más ade-

cuados. en este esquema se mantienen diferencias de gasto por alumno entre 

niños y jóvenes que asisten a establecimientos subvencionados, pero al ser la 

subvención diferenciada y retirarse el subsidio público más rápidamente, las 

familias que aportan 4 use gastarían en sus hijos solo un 44 por ciento más que 

las familias cuyos hijos no tienen fC, y no el doble como en la actualidad. en 

el caso de un fC de 20 mil pesos el gasto sería solo un 16 por ciento más alto 

y no un 58 por ciento como es actualmente. esta mayor tasa de retiro puede 

eventualmente, como indicáramos, constituirse en un desincentivo parcial al fC 

(de hecho la tasa de retiro es superior a la que en algunos estudios de subsidios 

sociales se ha estimado como adecuada, esto es entre 20 y 30 por ciento). Con-

vendría evaluar, entonces, un retiro más gradual, pero eso es más caro. en todo 

caso, es algo abierto a discusión y que está íntimamente ligado con el compro-

miso futuro de recursos públicos para educación. la propuesta específica que 

aquí se hace, de ponerse en práctica, supone duplicar la subvención para los 

más pobres, duplicando el gasto por alumno y elevándolo para los que apor-

tan 4 use en un 23 por ciento, respecto del nivel actual. Para los que aportan 

20 mil supone elevarlo en un 47 por ciento. los anuncios que se han hecho 
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para el próximo año —tanto respecto de la subvención preferencial como del 

aumento general de 15 por ciento para la subvención— satisfacen parcialmente 

los objetivos de este esquema. Complementarlo requeriría recursos adicionales 

entregados diferenciadamente antes que a través de reajustes generales. 

a modo de ConClusión: una reflexión que inCorpora el debate 
sobre el finanCiamiento de la eduCaCión muniCipal

el esquema de financiamiento por estudiante que existe en Chile tiene 

enormes ventajas aunque, como se ha visto, se puede diseñar de una forma 

muy distinta a la actual manteniendo su espíritu y sus bondades. ahora bien, 

no es habitual encontrarlo en otros países, incluso aquellos que como holanda 

o irlanda tienen una importante presencia de establecimientos particulares sub-

vencionados en su sistema educacional. suecia introdujo hace poco más de una 

década un esquema de las características del nuestro, pero aún cuenta con una 

oferta relativamente menor de establecimientos particulares subvencionados.

Para que este sistema de financiamiento pueda desarrollar todas sus po-

tencialidades se requiere, sin embargo, que exista autonomía en la gestión de 

los recursos asignados. la negociación centralizada que ha impuesto el estatuto 

docente y las restricciones que este contiene debilitan las ventajas de la subven-

ción y, de hecho, el estatuto puede eventualmente exponer a dos municipios 

con ingresos similares a costos muy distintos; por ejemplo, si la distribución 

de edades de los docentes difiere entre ambos municipios. hay, entonces, 

un esquema de financiamiento único, que en estricto rigor tampoco es cierto 

porque se canalizan recursos a través de vías a las cuales no tienen acceso los 

establecimientos particulares subvencionados, y un marco regulatorio diferente 

para los distintos subsectores educativos. 

se argumenta, entonces, ante esta constatación que deberían haber es-

quemas de financiamiento alternativo. este argumento tiene dos problemas 

centrales. Por una parte, las diferencias en la situación financiera de los munici-

pios trascienden las restricciones que les impone el estatuto. hay problemas de 

gestión que son independientes de esta regulación.7 en efecto, como muestra el 

gráfico 4, que presenta para distintas escalas de matrícula la razón de alumnos 

a profesor en los distintos municipios, las situaciones financieramente débiles 

de algunos municipios obedece a que operan con razones alumno profesor 

excesivamente bajas. aportar recursos para financiar estas ineficiencias sería 

un error. esta realidad muchas veces se explica por los costos políticos que 

podría acarrear para las autoridades comunales un ajuste en la planta docente. 

7 sobre esto véase, por ejemplo, ricardo Paredes y Valentina Paredes, “educational Performance 
and management under a rigid labor regime”, mimeo, 2007. 
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si bien ello es humanamente comprensible, el sistema de financiamiento de la 

educación no debe validar esas actitudes. el costo es demasiado alto no solo 

en términos de recursos sino que para los niños y jóvenes que asisten a esos 

establecimientos municipales deficitarios. 

gráfico 4
Eficiencia en la gestión educacional de los municipios (un indicador relevante)

De este modo pensar en esquemas alternativos de financiamiento termi-

naría, tarde o temprano, validando gestiones ineficientes o bien reduciendo los 

incentivos de los establecimientos públicos para mejorar su gestión. además, 

es bueno que las autoridades centrales incorporen los efectos de sus malas de-

cisiones en este ámbito. han validado negociaciones centralizadas que cierta-

mente afectan la marcha de la educación de manera distinta en diversos lugares 

y que impone costos inesperados. estas ineficiencias tarde o temprano deben 

incorporarse en la subvención o se producirá cambios en la matrícula hacia el 

sector de establecimientos particulares subvencionados. si el esquema de finan-

ciamiento es distinto para los sectores municipal y particular subvencionado, al 

estado central paradójicamente le puede convenir esa migración. en cambio si 

la subvención se “encarece” para todos, el gobierno central internaliza más “do-

lorosamente” los errores de política cometidos. esta es la segunda razón para 

preferir un único sistema de financiamiento. es, si se quiere, una razón de eco-

nomía política. Considerando estas dos dimensiones no es, entonces, evidente 

que existan alternativas de financiamiento superiores a la política de igual trato 

para establecimientos públicos y particulares subvencionados.

sin embargo, la viabilidad del sistema de financiamiento por estudiante 

no está completamente asegurada. si las constantes presiones de los munici-

pios por recursos adicionales son satisfechas —algo que ocasionalmente ha 

sucedido— el financiamiento por estudiante comienza a horadarse. la prácti-

50

45

40

35

30

25

20

�5

�0

5

0

0    �    2    3    4    5    6    7    8    9    � 0    � �    � 2 

Número de estudiantes (log)

A
lu

m
n

o
s 

p
o

r 
p

ro
fe

so
r



203Harald Beyer

ca de mantener negociaciones centralizadas con los profesores, que tiene su 

raíz en el estatuto Docente, ciertamente agrava la situación porque rigidiza la 

administración de los ingresos que reciben los municipios por subvenciones 

educacionales. si los principales costos, que son los salarios, no pueden ser ad-

ministrados por los municipios, la posibilidad de desarrollar una buena gestión 

se ve amenazada y la presión por nuevos recursos se hace inevitable.

Crear un marco general de negociación con los profesores, pero cuyos 

detalles sean definidos por los gobiernos locales y quizás ratificados por una 

instancia especializada —como puede ser la agencia de calidad que se creará 

para monitorear la marcha de los establecimientos subvencionados—, es una 

posibilidad que debe evaluarse seriamente. si no hay capacidad política para 

avanzar en esta dirección las dificultades que presenta la administración de los 

establecimientos educacionales para los municipios crecerá y las ineficiencias 

que soporta el sistema educativo se incrementarán. 

anexo
Costeo de establecimiento modelo que atiende a niños de bajo nivel socioeconómico

(basado en 26 cursos y 40 estudiantes por curso)

Horas 
Pedagógicas

Valor Hora
Valores por 

curso
Valor total

Aula 31 21.000 651.000

fuera de Aula 13 21.000 273.000

talleres 8 21.000 168.000

Gastos Generales 125.000

Gasto Capital 390.000

Equipo Directivo

Director/a 88.846 2.310.000

Director/a estudios 50.077 1.302.000

Coordinación general 7º-4º 50.077 1.302.000

Coordinación general K-6º 50.077 1.302.000

inspector/a 37.923 986.000

orientador/a (Psicólogo/a) 37.923 986.000

Bibliotecario/a 34.385 894.000

Administrativos

Contabilidad y recaudación 40.385 1.050.000

secretaría 22.692 590.000

equipo asistentes de la 
educación

78.462 2.040.000

Apoyo Complementario

horas de reforzamiento 20 21.000 420.000

apoyo Psicopedagógico 12 21.000 252.000

talleres socialización 5 21.000 105.000

Total por curso 2.874.846

Total por estudiante 71.871
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La subvención escolar diferenciada 
por nivel socioeconómico en Chile

Alejandra Mizala

introduCCión

existen características de los estudiantes que implican costos diferentes 

para alcanzar un mismo nivel de aprendizaje. en efecto, muchos estudios han 

mostrado que el nivel socioeconómico y el capital cultural de las familias son 

los principales factores que explican las diferencias de rendimiento tanto entre 

los estudiantes como entre las escuelas.1 Para avanzar hacia una sociedad con 

mayor igualdad de oportunidades es necesario corregir estas desigualdades.

los países desarrollados abordan este tema entregando más recursos a los 

establecimientos que atienden a la población más pobre o a los niños cuyos 

padres tienen menor educación o son inmigrantes. hay muchas experiencias 

interesantes en esta materia; por ejemplo, holanda aporta a las escuelas una 

subvención mayor por los hijos de inmigrantes y de padres con menor nivel de 

educación, francia desarrolla las zonas de acción Prioritaria, estados unidos 

tiene una larga experiencia con la integración social a partir del movimiento 

por los derechos civiles. 

los esfuerzos que Chile ha realizado hasta la fecha son insuficientes. Para 

abordar en forma más decidida este tema es necesario entregar un mayor volu-

men de recursos a los estudiantes de menor nivel socioeconómico. De hecho, 

la subvención pareja por alumno que hoy tenemos es un error de diseño del 

sistema de subvenciones. esta incentiva la discriminación de alumnos de menor 

nivel socioeconómico, ya que son quienes tienen menor capital cultural y por 

tanto mayores necesidades para alcanzar un mismo nivel de aprendizaje.

a continuación mostramos la relación entre resultados educativos y nivel 

socioeconómico de los estudiantes, y presentamos datos que evidencian la 

1 Ver entre otros fuller y Clarke (1994) y hanushek (1995 y 1996).
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desigualdad de recursos existentes en la educación chilena. luego, entregamos 

elementos a considerar en el diseño de una política orientada a corregir estos 

problemas. en seguida, describimos brevemente el proyecto de ley de sub-

vención escolar preferencial, presentado al Parlamento en noviembre de 2005. 

Concluimos con algunos comentarios respecto de dicho proyecto de ley.

resultados eduCativos, nivel soCioeConómiCo y reCursos

los resultados educativos, como bien se sabe, están estrechamente rela-

cionados con el nivel socioeconómico de los estudiantes. esto se aprecia tanto 

en las pruebas simce, como en las pruebas internacionales en que el país par-

ticipa. 

en el gráfico 1 se muestran los puntajes obtenidos en la prueba simce 

de lenguaje y matemáticas del año 2002 por decil de nivel socioeconómico. 

en este se observa que los estudiantes del decil más pobre (decil 1) tienen re-

sultados más bajos en las pruebas que el resto de la población. a medida que 

nos movemos a deciles de mayor nivel socioeconómico los puntajes en ambas 

pruebas aumentan significativamente. 

gráfico 1
Resultados Simce 4º básico 2002 por decil de NSE de las familias de los estudiantes 

fuente: ministerio de educación.

el mismo comportamiento se observa respecto de los resultados en las 

pruebas internacionales rendidas por estudiantes chilenos. el gráfico 2 mues-

tra que en las pruebas timms de 1999 y 2003, los alumnos chilenos de nivel 

socioeconómico alto obtuvieron mejores puntajes que los alumnos de nivel 

socioeconómico medio y bajo, tanto en ciencias como en matemáticas.
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gráfico 2
Promedios de matemáticas y ciencias Timms según índice de recursos educativos en el hogar

se aprecia el mismo patrón respecto de los resultados de los estudiantes 

chilenos en la prueba Pisa del año 2000: a mayor nivel socioeconómico de 

los estudiantes mayores puntajes en las pruebas de lenguaje, matemáticas y 

ciencias.

gráfico 3
Promedios de lenguaje, matemáticas y ciencias PISA 2000

 según índice socioeconómico del hogar

existen también otras dimensiones de la desigualdad de resultados educa-

tivos, como las tasas de repitencia y abandono que son mayores entre los más 

pobres. estos terminan menos oportunamente o completan en menor medida 

los distintos niveles educativos y tienen menor acceso a la educación supe-

rior.
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a pesar de que la evidencia muestra que se requiere un mayor esfuerzo 

para educar a los niños de menor nivel socioeconómico, actualmente los recur-

sos por alumno que entrega el estado son independientes del nivel socioeco-

nómico de los estudiantes. en el gráfico 4 —subvención universal y las otras 

subvenciones existentes por quintil de ingreso autónomo del hogar— llama la 

atención la poca diferenciación de recursos entre el quintil más pobre (i) y el 

más rico (V).

gráfico 4
Subvención promedio mensual por alumno que asiste a establecimientos con financiamiento 

público por quintil de ingreso autónomo del hogar. 2003

fuente: ministerio de educación.

en contraste, los recursos por alumno con que cuentan los establecimien-

tos educacionales difieren significativamente de acuerdo al nivel de ingreso 

de las familias. el gráfico 5 —donde los recursos por alumno se han ajustado 

mediante una función cuadrática del ingreso familiar promedio de cada estable-

cimiento—, muestra para la región metropolitana que en el año 2001 el aporte 

de las familias en financiamiento compartido introduce diferencias relacionadas 

positivamente con el ingreso de los hogares al interior del sistema subvencio-

nado. esas diferencias no alcanzan a ser compensadas por las transferencias 

municipales a los colegios públicos.2 

2 este análisis considera solo los recursos provenientes de cobro de matrícula, arancel y financia-
miento compartido. no incluye otros aportes que los establecimientos educacionales pueden 
exigir a los padres (como libros y materiales) ni los otros recursos que las familias utilizan 
en sus hijos y generan efectos sobre el conjunto de los niños al modificar el capital cultural y 
social promedio de la escuela.
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¿Cuál es el problema?

el problema es que en un sistema de subsidio a la demanda —donde los 

colegios deben competir por atraer estudiantes—, si la subvención por alumno 

que entrega el estado es pareja, se incentiva la exclusión de los niños y jóvenes 

más pobres por parte de los colegios que pueden seleccionar a sus alumnos, 

produciéndose segmentación en el sistema educacional. esta exclusión se pro-

duce dado que el nivel socioeconómico y el capital cultural de las familias son 

factores muy importantes en la explicación de las diferencias de rendimiento 

escolar. Por ello una forma simple de mejorar los resultados escolares es se-

leccionando estudiantes de mayor nivel socioeconómico. Por esta razón, como 

ya se mencionó, en la práctica los sistemas de subsidio a la demanda tienen 

subsidios diferenciados por nivel socioeconómico de los estudiantes (holanda) 

o están restringidos a la población más pobre (estados unidos, Colombia).

el cuadro 1 muestra el grado de segmentación que alcanza el sistema 

educacional del país. en él se observa la significativa correlación que existe 

—en promedio— entre los colegios y la educación de los padres y el ingreso 

del hogar. mientras que el colegio tiene una correlación de alrededor de 25 por 

ciento con el resultado de la prueba simce de lenguaje —lo mismo ocurre con 

la de matemáticas—, la correlación entre el colegio y la educación de los padres 

es alrededor de 38 por ciento y aproximadamente del 65 por ciento respecto 

al ingreso familiar. 

35.000

30.000

25.000

20.000

15.000

10.000

5.000

0

Subvención + Trans. municipales + Financ. comp.

0 500.000 1.000.000 1.500.000 2.000.000

Subvención + Trans. municipales Subvención

fuente: gonzález, mizala y romaguera (2002).

R
ec

u
rs

o
s 

p
o

r 
al

u
m

n
o

 (
p

es
o

s)
 2

00
�

Nivel socioeconómico del hogar

gráfico 5
Recursos por alumno de los colegios versus ingreso familiar promedio 

Región Metropolitana
(no incluye pago a colegios particulares pagados)



210 La subvención escolar diferenciada por nivel socioeconómico en Chile

Cuadro 1
Regresiones a nivel de estudiantes para 3.331 colegios

nota: estos 3.331 colegios son los que tenían información completa correspondiente a las pruebas 
simce de los años 1999, 2000, 2002 y 2004.
fuente: mizala, romaguera y urquiola (2007).

elementos para el diseño de la entrega de reCursos diferenCiados

una investigación realizada por gonzález, mizala y romaguera (2002), 

concluyó que la forma más adecuada de entregar recursos diferenciados era a 

través de una subvención por alumno. esto debido a que la existencia de mez-

cla social al interior de los establecimientos educacionales generaba elevados 

errores de inclusión y exclusión si se tomaba la opción de focalizar por esta-

blecimiento. el cuadro 2 presenta evidencia de la existencia de mezcla social 

al interior de los establecimientos, basada en la información que se recoge a 

través de la encuesta a los padres al momento de aplicar la prueba simce.3 un 

porcentaje importante del 20 por ciento de los alumnos más pobres asiste a 

establecimientos clasificados entre los deciles 3 a 7.4 

3 este resultado es consistente con lo que muestra el cuadro 1, ya que este presenta lo que ocu-
rre en promedio en los establecimientos educacionales, promedios que ocultan importantes 
grados de heterogeneidad.

4 otra forma de observar lo mismo es descomponer la varianza del índice socioeconómico (ise) 
de los estudiantes utilizando datos de la prueba de 4º básico de 2002. un 48,4 por ciento de la 
varianza del ise es explicada por diferencias entre establecimientos vs. un 51,6 por ciento que 
se explica por diferencias entre alumnos.

�999 (4ºB) 2000 (8ºB) 2002 (4ºB) 2004 (8ºB)

Var a explicar: SIMCE Lenguaje

3.331 dummies de colegio si si si si

n 178,613 139,581 139,834 122,557

r2 0,29 0,25 0,27 0,25

Var a explicar: Educación Madre

3.331 dummies de colegio si si si si

n 178,613 139,581 139,834 122,557

r2 0,38 0,39 0,37 0,39

Var a explicar: Educación Padre

3.331 dummies de colegio si si si si

n 178,613 139,581 139,834 122,557

r2 0,39 0,40 0,37 0,39

Var a explicar: Ingreso hogar

3.331 dummies de colegio si si si si

n 178,613 139,581 139,834 122,557

r2 0,69 0,64 0,68 0,66
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Cuadro 2
Decil de nivel socioeconómico de los estudiantes 

vs. decil de nivel socioeconómico de los colegios. Simce 4º básico 2002

* Porcentaje es menor al 1%
fuente: gonzález, mizala y romaguera (2002).

estos resultados, por una parte, refuerzan la necesidad de discriminar 

positivamente a quienes enfrentan desventajas relativas, con el fin de mejorar 

la igualdad de oportunidades para el conjunto de niños y jóvenes del país. 

Por otra, muestran que para llegar al 20 por ciento más pobre de la población 

no es suficiente con focalizarse en el 20 por ciento de establecimientos más 

pobres.

en efecto, el cuadro 3 presenta estimaciones numéricas sobre los errores 

de inclusión y exclusión que se producirían si el objetivo fuera llegar al 20 por 

ciento de los alumnos más pobres del país y para ello se implementara una 

política de focalización por establecimiento que abarcara al conjunto de los 

alumnos de determinado colegio.5 De acuerdo a los datos de ingreso del hogar 

que recoge el simce, al focalizar a nivel de establecimiento incluiríamos un 53 

por ciento de alumnos que no pertenecen al 20 por ciento más pobre de la 

población (error de inclusión), y no se llegaría a entre un 55 por ciento y un 

62 por ciento de los alumnos más pobres (error de exclusión). resultados simi-

lares se obtienen si utilizamos otras fuentes de información como la encuesta 

Casen para obtener los datos de ingreso de la población. estos porcentajes son 

5 es decir, se refiere a la focalización en el establecimiento en forma similar a un programa que 
se aplica al conjunto de los alumnos. hay que hacer notar que hay programas como el Pae 
(programa de alimentación escolar), dirigido únicamente a alumnos seleccionados de cada 
establecimiento escolar.

Deciles de NSE Alumno

� 2 3 4 5 6 7 8 9 �0 totAL

Deciles de NSE
Establecimientos

� 44,2 35,3 7,3 6,8 2,8 2,0 * * * * �00,0

2 30,4 35,9 �0,5 �0,9 4,7 4,4 �,2 �,0 * * �00,0

3 24,6 30.� �2,8 �3,5 6,5 6,8 2,� �,8 �,3 * �00,0

4 �9,7 25,4 �3,� �5,6 8,6 9,5 2,9 2,9 �,8 * �00,0

5 �5,2 �9,� �3,0 �5,� �2,6 �2,7 4,6 4,4 2,6 * �00,0

6 �0,6 7,3 �7,0 �3,7 �4,5 �5,3 8,0 7,5 4,8 �,3 �00,0

7 6,4 3,6 �3,0 ��,3 �3,6 ��,8 �6,0 �2,� 9,3 2,9 �00,0

8 3,7 2,� 8,2 8,4 �2,� ��,3 �7,7 �6,� �4,6 5,7 �00,0

9 �,9 �,2 4,3 5,� 8,2 9,0 �5,5 �8,2 2�,3 �5,� �00,0

�0 * * * �,2 2,3 3,0 5,8 ��,0 �9,0 56,3 �00,0

totAL �0,0 �0,0 �0,0 �0,0 �0,0 �0,0 �0,0 �0,0 �0,0 �0,0 �00,0
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lo suficientemente elevados como para descartar la opción de focalizar a nivel 

de establecimientos.

Cuadro 3
Errores de inclusión y exclusión por establecimiento

(Porcentajes)

simce

2º medio 

simce

4º básico

Casen

Básica

Casen

media

error de inclusión 53 53 48 50

   alumnos pertenecientes al quintil ii 25 25 33 32

   alumnos pertenecientes al quintil iii 14 20 12 14

   alumnos pertenecientes al quintil iV 9 6 3 4

   alumnos pertenecientes al quintil V 5 2 0 1

   alumnos sin dato 7  -  -  - 

error de exclusión 62 55 48 50

fuente: gonzález, mizala y romaguera (2002).

sin duda, la entrega de recursos diferenciados a nivel de alumnos tiene 

ventajas y limitaciones. entre las primeras podemos mencionar: mejora la 

integración social permitiendo que niños pobres accedan a establecimientos 

con mayor capital social; la movilidad que se puede generar es una forma 

de que los niños de menores recursos accedan a colegios de mejor calidad; 

se minimizan los errores de inclusión y exclusión; se fortalece la competen-

cia por mejorar la calidad en el sistema subvencionado y se empodera a los 

padres. 

las limitaciones de este sistema de entrega son: costos de administración 

más elevados; los padres con mayor capacidad podrían aprovechar en mejor 

forma el sistema que aquellos con muy baja educación, en este sentido podría 

haber un sesgo de selección; existe la posibilidad de estigmatización de los ni-

ños más pobres en los establecimientos que los reciban, probabilidad siempre 

presente en procesos de integración social.

Experiencia internacional con programas que entregan 

más recursos a los estudiantes más vulnerables

la experiencia internacional con programas focalizados nos muestra que 

aquellos diseñados a nivel central son útiles cuando se intenta llegar a una po-

blación relativamente homogénea de estudiantes que comparten el mismo tipo 

de problemas, pero tienen muchas dificultades cuando se requiere reconocer 

las diferencias entre colegios y las poblaciones que atienden. en estos casos se 

requieren soluciones a la medida de las necesidades de cada colegio. un en-
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foque utilizado es ofrecer un menú de políticas a los colegios, quienes pueden 

optar por las más adecuadas a sus necesidades.

Por otra parte, no basta con incrementar los recursos, se debe también 

actuar sobre los incentivos a profesores y colegios. en este sentido una priori-

dad es mejorar la calidad docente, ofrecer diferentes alternativas metodológicas 

y asistencia técnica continua. es también necesario utilizar todos los recursos 

disponibles: padres, estudiantes y comunidad.

asimismo, el énfasis de las políticas debe apuntar a acelerar aprendizaje y 

no solo remediar; se deben tener altas expectativas respecto de los estudiantes 

(esto mismo se ha encontrado en los estudios de escuelas efectivas).

finalmente, se requiere análisis de costo-efectividad y evaluaciones pe-

riódicas y sistemáticas que permitan retroalimentar las medidas que se están 

llevando a cabo.

esto significa que los mayores recursos deben ir asociados a políticas que 

permitan mejorar los aprendizajes de los niños más vulnerables.

el proyeCto de subvenCión preferenCial

el objetivo del proyecto de ley es mejorar la calidad y equidad de la 

educación en Chile a través de una subvención adicional por alumno diri-

gida a los establecimientos que atienden a la población más vulnerable. los 

establecimientos que ingresan al sistema se comprometen con lograr una 

educación de calidad y mayor grado de equidad a través del cumplimiento 

de ciertos requisitos y de un Convenio de igualdad de oportunidades y ex-

celencia educativa. 

la subvención preferencial se entrega a todo establecimiento escolar que 

voluntariamente ingrese al sistema (suscribiendo el convenio) y que atienda a 

alumnos prioritarios que estén cursando primer o segundo nivel de transición 

de la educación parvularia y educación general básica (artículos 1º y 4º). el 

primer año de vigencia de la ley contempla la educación parvularia y el primer 

ciclo de educación básica. los niveles 5º a 8º básico se incorporarán gradual-

mente, a razón de un nivel por año, a contar del segundo año de entrada en 

vigencia de la ley (artículo 5º transitorio).6

la definición de alumno prioritario se encuentra en el artículo 2º de la ley: 

son aquellos alumnos para quienes la situación socioeconómica de sus hogares 

dificulta sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo.7 la calidad de 

6 en la Cámara de Diputados se extendió la subvención hasta 8º básico.
7 la calidad de alumno prioritario será calificada por el ministerio de educación, o el organismo 

de su dependencia que este determine, de acuerdo a los siguientes criterios: a) alumnos de 
familias que pertenezcan al sistema Chile solidario; b) alumnos de familias que sean carac-
terizados como indigentes por el instrumento de caracterización socioeconómica vigente; c) 
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alumno prioritario será informada por el ministerio de educación a la familia 

de dicho estudiante. 

la ley de subvención Preferencial establece que los establecimientos edu-

cacionales adscritos a este régimen serán clasificados de acuerdo a sus resul-

tados educativos en tres categorías: autónomos, emergentes y en recuperación 

(artículo 9º).

son autónomos los establecimientos educacionales que hayan mostrado 

sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a 

los instrumentos diseñados por el ministerio de educación, y de conformidad a 

los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos. los emergentes 

son establecimientos que no cumplen la condición de obtener sistemáticamen-

te buenos resultados de sus alumnos. en recuperación se consideran aquellos 

establecimientos que reiteradamente (en las últimas tres mediciones) obtengan 

resultados educativos deficientes de sus alumnos.8

al primer año de entrada en vigencia de la nueva subvención, todos los 

establecimientos serán clasificados en las categorías de autónomos o emergen-

tes. todos los establecimientos recibirán el mismo monto por alumno, pero esta 

clasificación determinará el grado de autonomía en la utilización de la subven-

ción preferencial (cuadro 4).9 los autónomos, recibirán una subvención de 1,4 

use (unidad de subvención escolar, 1 use= 14.207 pesos) por cada alumno 

que esté cursando desde primer nivel de transición hasta 4º básico; 0,93 use 

para 5º y 6º básico y 0,47 use para 7º y 8º básico. los emergentes recibirán 

una subvención por alumno que es la mitad en cada caso (0,7; 0,465 y 0,235), 

la otra mitad la recibirán en la forma de un aporte adicional de recursos que 

será objeto de un convenio complementario. estos recursos se utilizarán en el 

financiamiento de un Plan de mejoramiento orientado a lograr en un plazo de 

cuatro años metas de resultados que les habilitan para el tramo más alto de la 

subvención escolar Preferencial, es decir, el correspondiente a los estableci-

mientos autónomos.

alumnos que sus padres o apoderados sean clasificados en el tramo a del fondo nacional de 
salud.

8 la clasificación de establecimientos se basará en los resultados de las pruebas estandarizadas 
de logro; sin embargo, debido a que estos resultados son muy volátiles cuando los estableci-
mientos educacionales tienen pocos alumnos, el ministerio de educación adecuará el mecanis-
mo de evaluación en el caso de estos establecimientos.

9 el proyecto original contemplaba montos diferenciados, en beneficio de los establecimientos 
con mejor desempeño; el ejecutivo optó por igualar el monto de la subvención preferencial 
para todos los establecimientos luego de la discusión en la Cámara de Diputados.
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Cuadro 4
Subvención escolar preferencial según la categoría del establecimiento educacional y el nivel al 

que asiste el alumno

 
Primer nivel de transición 

hasta 4º básico

5º y 6º

básico

7º y 8º 

básico

a: establecimientos educacionales autónomos 1,4 use 0,93 use 0,47 use

B: establecimientos educacionales emergentes 0,7 use 0,465 use 0,235 use

fuente: ministerio de educación.

el argumento entregado por el ministerio de educación, para establecer 

montos decrecientes de subvención preferencial de acuerdo al grado que 

cursan los niños, es que a edades más tempranas el nivel del capital cultural 

de los niños está más fuertemente afectado por los conocimientos que re-

cibe en el hogar. esto hace necesario diferenciar más la subvención en los 

primeros años de escolaridad. en la medida que los niños avanzan en su 

proceso educativo otras variables —en particular la escuela—, juegan tam-

bién un rol en su desempeño escolar. sin embargo, sigue siendo necesario 

diferenciar la subvención de los estudiantes de escasos recursos que cursan 

grados más altos. 

luego de un año de la suscripción del Convenio de igualdad de 

oportunidades y excelencia educativa, los establecimientos emergentes 

que no cuenten con una estrategia de mejoramiento o que, teniéndola, 

no la apliquen, serán declarados en recuperación. esto significa que los 

establecimientos emergentes tienen un año de plazo, desde que empieza 

a regir la ley, para establecer una estrategia de mejoramiento y comenzar 

a aplicarla. 

los establecimientos en recuperación en lugar de recibir la subven-

ción preferencial, recibirán en su reemplazo un aporte económico ex-

traordinario de carácter transitorio (tres años de duración) por un monto 

similar al que le correspondería si se aplicara la subvención preferencial. 

esto para financiar el plan que acuerde un equipo tripartito conformado 

por un representante del ministerio de educación, por el sostenedor o un 

representante que este designe, y por una entidad externa con capacidad 

técnica sobre la materia. 

si en tres años el establecimiento mejora sus rendimientos conforme 

al plan establecido y acordado por el equipo tripartito, será calificado como 

emergente o autónomo, según corresponda. Pero si no logra el objetivo 

propuesto, quedará fuera del sistema y dejará de percibir esta subvención, 

pudiendo el ministerio de educación revocar el reconocimiento oficial del 

establecimiento. 
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el ministerio realizará una supervisión evaluativa a todos los esta-

blecimientos del sistema, y una supervisión pedagógica y de apoyo para 

la ejecución de las estrategias de mejoramiento educativo y los planes de 

reestructuración para los establecimientos calificados como emergentes o 

en recuperación, respectivamente. Dicho proceso se realizará en forma 

directa o por medio de organismos externos habilitados para ejercer esta 

función.

el logro de resultados se evaluará considerando el rendimiento educa-

tivo, la no discriminación y la retención de alumnos. la verificación de estos 

logros utilizará los resultados en la prueba simce como medición determi-

nante. al menos cada cinco años, el ministerio de educación actualizará los 

estándares nacionales de resultados, los que serán usados para comprobar 

avances de calidad de los establecimientos educacionales.

el proyecto también exige que el sostenedor informe anualmente al 

ministerio de educación y a la comunidad escolar del uso de los recursos 

percibidos por concepto de subvención preferencial (artículo 7º) y obliga 

a una contabilidad financiera que contempla un libro diario de ingresos y 

egresos (artículo 31).

Comentarios finales

Rendición de cuentas

es importante considerar que el proyecto de subvención preferencial se 

diseñó cuando no se avizoraba ninguna posibilidad de hacer cambios a la ley 

orgánica Constitucional de enseñanza (loCe). Por ello el proyecto intenta 

hacerse cargo del problema de la falta de accountability del sistema educacio-

nal. la visión detrás de esta medida es que en un sistema educacional como 

el chileno es imprescindible hacerse cargo de las diferencias de calidad de las 

escuelas, fortaleciendo la rendición de cuentas. esto es, una vez producidos 

todos los apoyos requeridos, es necesario que la escuela se responsabilice por 

sus resultados educativos.

la exigencia de rendición de cuentas en el proyecto se refiere solo a los 

recursos de la subvención preferencial. Pero si bien es clave que los recursos 

adicionales de la subvención preferencial lleguen efectivamente a la escuela 

y no se gasten en otras necesidades, esto puede desincentivar a muchas es-

cuelas a entrar al sistema. además, es complejo de implementar, ya que para 

los establecimientos es más fácil tener claridad sobre el uso del conjunto de 

recursos, más que sobre cada fuente de fondos en particular. en este sentido, 

la rendición de cuentas debería ser para todas las escuelas que reciben finan-
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ciamiento público y sobre todos los recursos que estas reciben del estado, y no 

solo para las que atienden alumnos vulnerables. 

Por esto mismo, es importante hacer consistente este proyecto con los 

nuevos proyectos de ley ingresados al Parlamento, esto es, la nueva ley ge-

neral de educación y el proyecto de superintendencia de educación. en este 

contexto es válido preguntarse si se justifica tener una rendición de cuentas 

especialmente diseñada para la subvención preferencial, o es suficiente con la 

rendición de cuentas que se instaurará para el conjunto del sistema educativo. 

tener un sistema general de rendición de cuentas al que se someten todos 

los establecimientos que reciben financiamiento público puede incentivar a 

que un mayor número de colegios ingresen al sistema de subvención prefe-

rencial.

Recursos adicionales y cobertura

es complejo estimar correctamente la cuantía de la subvención preferen-

cial; de hecho, no existen estudios de costos del sistema subvencionado en 

general. Por ello, lo adecuado es reconocer esta ausencia de certeza, conside-

rar los montos con los cuales se iniciará el sistema como provisorios y evaluar 

en el tiempo si estos valores son correctos. y si bien estos montos pueden ir 

cambiando a través de los años, su estimación debe basarse en instrumentos 

técnicos de probada calidad. es urgente que el ministerio de educación se en-

cargue de realizar este tipo de estudios.

asimismo, una vez que el sistema haya sido evaluado y ajustado, tiene 

sentido incorporar a este a los estudiantes de enseñanza media, ya que los 

argumentos entregados para tener una subvención diferenciada por nivel so-

cioeconómico también son válidos en este caso. sin duda es prioritario partir 

por los más pequeños, ya que para ellos el capital cultural de la familia tiene 

mayor impacto sobre su desempeño; sin embargo, heckman (2007) argumenta, 

a partir de sus últimas investigaciones, que para obtener efectos permanentes 

es necesario no solo invertir más en los niños de escasos recursos a nivel pre-

escolar, sino que se requiere continuar invirtiendo más en ellos durante toda 

su vida escolar.

además, es importante evaluar la posibilidad de que la subvención prefe-

rencial establezca montos diferenciados de acuerdo al nivel socioeconómico de 

los estudiantes. esto permitiría favorecer a aquellos que no son considerados 

vulnerables, pero cuyas familias no están en condiciones de participar en el 

sistema de financiamiento compartido, por lo cual terminarán con el tiempo 

siendo los alumnos con menores recursos para estudiar.10

10 esto ha sido propuesto por sapelli (2006).
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Subvención preferencial y financiamiento compartido

relacionado con lo anterior, es fundamental vincular la subvención pre-

ferencial con el sistema de financiamiento compartido a través del cual los 

establecimientos particulares subvencionados y los establecimientos munici-

pales de enseñanza media pueden cobrar derechos de matrícula y derechos 

de escolaridad a los padres, sistema que se ha expandido fuertemente desde 

1993, fundamentalmente en el sector particular subvencionado.

existen argumentos a favor y en contra del financiamiento compartido. 

Por un lado, permite que se alleguen más recursos al sistema y que este se 

beneficie de la disposición a pagar de los padres, con el potencial mayor in-

volucramiento que esto podría implicar. Por otro, existe el peligro de generar 

una cierta segmentación del sistema educacional en las zonas urbanas, dado 

que las familias podrían tender a estratificarse de acuerdo a su capacidad de 

pago. 

sin embargo, no es razonable pensar en eliminar el financiamiento com-

partido, ya que hay una cantidad significativa de recursos privados que esta 

modalidad ha incorporado al sistema educacional. no obstante, este sistema 

puede diseñarse de mejor forma. se podría pensar en un esquema en que 

para los estudiantes de mayores recursos el financiamiento compartido lo 

provee la familia y en el caso de los niños de menores recursos lo cubra el 

estado a través de la subvención preferencial, la que debe ser mayor que el 

monto de financiamiento compartido, de forma que efectivamente compense 

las diferencias socioeconómicas de los estudiantes. lo que las familias apor-

tan permitiría reducir parte de lo que el estado gasta en subvención escolar y 

liberar recursos para los estudiantes más vulnerables.

en este sentido es importante revisar el esquema que establece los mon-

tos de retiro de la subvención al incrementarse el cobro a los padres para 

hacerlo más progresivo, de tal modo que el aporte del estado desaparezca 

totalmente en el caso de los establecimientos con una colegiatura de 4 use 

(56.829 pesos). si bien el porcentaje de matrícula que asiste a colegios que 

cobran estos montos es relativamente bajo, no parece justo mantener esta 

situación.11

11 solo un 10 por ciento de la matrícula de enseñanza básica paga más de 12 mil pesos mensuales 
como financiamiento compartido.
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